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Desde la restauración de la democracia 
el sector público español ha atravesado 
una profunda transformación tanto en su 
dimensión como en su estructura. 

El crecimiento de las Administraciones locales 
y autonómicas ha venido de la mano de una 
fuerte descentralización de competencias, 
proceso que ha puesto de manifiesto 
desequilibrios existentes entre territorios en 
cuanto a la prestación de servicios públicos.

La presente monografía muestra una visión 
de conjunto de la evolución del sector 
público español en el contexto internacional 
y ofrece, además, un análisis comparado de 
la actuación de las distintas Administraciones 
Públicas en las comunidades autónomas.

La homogeneización y sistematización de diversas 
fuentes de datos del sector público español 
llevada a cabo ha sido el paso previo necesario 
para poder abordar el estudio pormenorizado 
de las actuaciones de cada Administración. 
La investigación ofrece, asimismo, un análisis 
de las principales funciones de gasto y su 
efecto sobre el bienestar de los ciudadanos.

El estudio realizado revela disparidades y 
desequilibrios, acentuados por el propio proceso 
de descentralización, cuyos mecanismos de 
nivelación parecen insuficientes a la vista de 
la reciente dinámica de demanda de servicios 
públicos de las comunidades autónomas. 
No obstante, gran parte de las diferencias 
obedecen a desequilibrios iniciales de carácter 
histórico y no parecen responder a criterios de 
eficiencia o equidad, afectando, principalmente, 
a la provisión de servicios básicos como 
la educación o la sanidad, garante de la 
igualdad de oportunidades entre territorios.

La información que ofrece la nueva base 
de datos elaborada en este proyecto está 
disponible para su consulta en el sitio web 
de la Fundación BBVA (www.fbbva.es) y 
muestra con detalle el despliegue territorial 
del sector público español a escala regional. 
Este material puede resultar de gran interés 
para gestores públicos, investigadores y 
medios de comunicación, en general.
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La atención que reciben en España los problemas regionales es 
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cuatro temas más tratados en los estudios y debates son: el creci-
miento regional y sus fuentes; las políticas económicas regionales 
y sus efectos, en especial en el caso de las infraestructuras; la fi-
nanciación de las comunidades autónomas y su endeudamiento; y 
los resultados financieros de la actuación del sector público sobre 
los territorios (balanzas fiscales). 

La abundancia de trabajos en todos estos ámbitos y en otros 
muchos se ha apoyado en el creciente volumen de información 
estadística regional existente en las últimas décadas en España. 
A ese avance han contribuido el Instituto Nacional de Estadística 
(INE), las agencias estadísticas regionales y también algunas ins-
tituciones y grupos de investigadores. En este campo destacan las 
aportaciones de la Fundación BBVA y el Instituto Valenciano de 
Investigaciones Económicas (Ivie) que, en muchos casos a través 
del programa de investigación que desarrollan conjuntamente 
desde 1994, han acometido ambiciosas operaciones de produc-
ción de información muy útiles para el trabajo de diagnóstico y el 
diseño de políticas públicas. Los más de quinientos trabajos reali-
zados por investigadores de múltiples instituciones utilizando los 
bancos de datos regionales de la Fundación BBVA-Ivie avalan la 
rentabilidad de esa tarea.

El proyecto de investigación en el que se basa esta monografía 
se propuso dar un paso adicional en esa dirección, para avanzar 
en dos sentidos. En primer lugar, generando nueva información 
sobre la actuación del sector público en España y sus regiones.  

Introducción
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Y en segundo, analizando los datos obtenidos con el propósito 
de evaluar con mayor precisión la intensidad de la actuación del 
sector público en las regiones, la lógica que subyace a sus dife-
rencias y sus implicaciones desde la perspectiva de la solidaridad 
interterritorial y de la eficiencia económica. A continuación se 
resumen las conclusiones que se derivan de los resultados que 
presenta este volumen.

Dos	tesis	sobre	gasto	y	descentralización

En la valoración de la actuación del sector público en España du-
rante los años recientes se combinan con frecuencia dos elemen-
tos: la preocupación por su dimensión, que algunos consideran 
excesiva, y la atribución de un papel clave en su expansión a la 
descentralización llevada a cabo. En una parte de la opinión pú-
blica ha calado la idea de que el sector público en España es de-
masiado grande y costoso porque ha crecido rápidamente como 
consecuencia del creciente papel de las comunidades autónomas. 

No es nueva la tensión entre las crecientes demandas de los 
distintos grupos de intereses: de más servicios públicos, educa-
tivos, sanitarios, sociales e infraestructuras; de más prestaciones 
sociales, de desempleo, dependencia y pensiones; y de menos 
impuestos, menos déficit y menos deuda. Pero, ante la insatisfac-
ción por los resultados, particularmente en estos años de crisis, 
se señala repetidamente como principales responsables a los go-
biernos regionales, y a ellos se dirige buena parte de la atención 
cuando se habla de revisar el déficit y la sostenibilidad del gasto 
público de cara al futuro. 

Esta monografía ofrece materiales útiles para valorar el funda-
mento de este punto de vista. Concretamente, el capítulo 1 ofrece 
datos para evaluar la cuestión de si, en efecto, el tamaño del sec-
tor público español es elevado o no. El capítulo 2 ofrece datos que 
permiten comprobar cómo el tamaño del sector público es muy 
distinto en cada región. Por último, el capítulo 3 analiza, hasta 
donde es posible, qué explicación puede encontrarse a las dife-
rencias interterritoriales en cuanto a intensidad del gasto público 



introducción  [ 15 ]

en las funciones más relevantes para la igualdad de oportunida-
des y para el crecimiento. 

A partir de los resultados obtenidos, existen razones para po-
ner en cuestión la tesis de que hay un problema generalizado de 
exceso de gasto y que este se deriva de la descentralización. En 
cambio, los datos ofrecen argumentos para defender otra tesis al-
ternativa: la actuación territorial del sector público en España es 
muy desigual y no responde a patrones o criterios claros de nece-
sidad, sino a causas que tienen que ver con la trayectoria histórica 
y con la capacidad de los territorios de condicionar las decisiones 
del Estado. Las asimetrías y diferencias regionales en las actuacio-
nes públicas no niegan la existencia de solidaridad interregional, 
pero la hacen confusa en distintos ámbitos, pues algunas regiones 
con problemas similares no reciben el mismo trato. En cuanto a 
la contribución del gasto público a la eficiencia económica, no se 
puede negar la contribución del mismo al desarrollo regional, 
pero más sosteniendo la demanda de algunas regiones de manera 
permanente que mejorando la productividad de todas.

Conviene subrayar que estos resultados no son solo consecuen-
cia de las actuaciones de las comunidades autónomas sino del con-
junto de las administraciones. Los efectos territoriales de todas 
ellas pueden ser mejor conocidos con los datos que este volumen 
ofrece, y deberían ser tenidos en cuenta de cara a la revisión de la 
estructura y el tamaño del sector público que la recuperación de 
un crecimiento sostenible necesita. 

Tamaño	del	sector	público	español	y	ajuste	fiscal

El tamaño del sector público español, hasta la llegada de la crisis, 
se acompasaba con la evolución de la economía, con un volumen 
del gasto público equivalente al 40% del producto interior bruto 
(PIB). Ese porcentaje permanecía bastante estable desde hacía 
más de una década y se situaba en línea con las economías gran-
des y desarrolladas de nuestro entorno, no solo las de la Unión 
Europea (UE) sino también Estados Unidos. Como en el resto 
de países, la crisis ha elevado sustancialmente el peso del gasto 
público. En el caso de España el incremento podría consolidarse 
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durante más tiempo si no se recuperara un crecimiento intenso 
del PIB y no se abordaran ajustes de gasto significativos, dado que 
el mayor crecimiento se debe al aumento de las prestaciones por 
desempleo, que representan más del 4% del PIB en la actualidad.

Aproximadamente dos tercios del gasto público español se 
orienta hacia la provisión de servicios públicos. El resto se dedica 
a la realización de transferencias monetarias de protección social, 
completando una estructura no muy distinta a la de otros países 
de referencia. Tampoco es muy diferente de otros países el peso 
de la producción de servicios públicos en el PIB total (12%), lo 
cual pone de manifiesto que la importancia del sector público 
en las economías actuales no se deriva tanto de sus actuaciones 
productivas directas sino, sobre todo, de las redistributivas y regu-
ladoras. España no es en esto diferente y, en todos los indicadores 
presentados, el sector público se sitúa en valores que lo colocan 
en el centro del abanico de elecciones aplicadas por los restantes 
grandes países considerados. 

Desde la perspectiva de la descentralización, la estructura de 
las administraciones españolas se sitúa más cerca de la de los países 
federales, como Estados Unidos o Alemania, que de los centrali-
zados, como Francia, el Reino Unido o Italia. Las Administracio-
nes centrales españolas, formadas por la Administración central 
y de la Seguridad Social, asumen la competencia fundamental en 
la gestión de las principales transferencias monetarias personali-
zadas de naturaleza redistributiva: pensiones, desempleo y becas. 
Por su parte, las Administraciones territoriales, autonómica y lo-
cal, se responsabilizan de la provisión de los principales servicios 
públicos, educativos, sanitarios, sociales y culturales, quedando 
compartida entre los tres niveles de gobierno, central, autonómi-
co y local, la provisión de infraestructuras. 

Aunque el gasto público creció con fuerza antes de la llega-
da de la crisis, con la ayuda del boom inmobiliario y del empleo, 
el sector público español sostenía su financiación sin mayores 
problemas, gracias tanto a los ingresos fiscales como a las trans-
ferencias de la UE. De hecho, durante la fase de expansión se 
decidieron reducciones de tipos impositivos y al final del mismo, 
entre el 2005 y el 2007, se obtuvieron superávits, manteniéndose 
bajos niveles de endeudamiento público con relación al PIB, en 
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comparación con las demás economías, cumpliendo así las condi-
ciones de estabilidad exigidas por la UE. Ahora bien, la recesión 
ha mostrado la fragilidad de esos equilibrios: no solo disparó el 
gasto sino que hizo caer los ingresos públicos un 30%, hasta el 
punto de pasarse de un superávit del 2% en el 2007 a un déficit 
del 11,2% en el 2009. Este cambio drástico de la trayectoria del 
saldo presupuestario ha obligado a reconocer que existe un im-
portante déficit estructural, que plantea la necesidad urgente de 
romper la fuerte tendencia reciente al crecimiento del gasto para 
asegurar la sostenibilidad financiera de las cuentas públicas a me-
dio plazo, tanto en un escenario económico de estancamiento 
como en otro de crecimiento lento. 

En estas circunstancias, se discute la relación entre la trayec-
toria creciente del gasto público y el proceso de descentralización 
llevado a cabo en España en las últimas décadas. Ciertamente, 
al revisar las cifras de gasto, las Administraciones más expansi-
vas son las territoriales y, en términos absolutos, las comunidades 
autónomas. Estas últimas son también las que parecen represen-
tar el mayor escollo para asimilar las consecuencias de los ajustes 
fiscales acordados a principios del 2010, ya que se encuentra una 
mayor dificultad para revisar a la baja los gastos y para cumplir los 
objetivos de reducción del déficit. 

Una interpretación de la situación, que goza de creciente acep-
tación, es que el problema se deriva de que las Administraciones 
regionales gastan en exceso, como consecuencia de que en las 
mismas se han desarrollado estructuras burocráticas y políticas 
muy pesadas y con frecuencia ineficaces, que replican innecesa-
riamente organismos que existían en la Administración central y 
que no han desaparecido. Además, los gobiernos regionales tie-
nen dificultades para frenar las demandas de los distintos gru-
pos de interés, alimentadas con frecuencia por la proximidad y 
presión de los ciudadanos, por la comparación de los niveles de 
servicios ofrecidos en otros territorios y por la existencia de una 
restricción presupuestaria blanda, como consecuencia de que la 
responsabilidad fiscal es solo parcial y las transferencias de la Ha-
cienda central siguen siendo importantes. 

El ejemplo más notable de crecimiento del gasto autonómico 
es el sanitario. El análisis realizado confirma que ha crecido mu-
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cho y su expansión, sin ser nueva, se produce en buena medida 
coincidiendo con la gestión del mismo por las comunidades autó-
nomas. El rápido crecimiento del gasto sanitario es un problema 
para todos los países y lo fue en España también para las Admi-
nistraciones centrales hasta que completaron el proceso de tras-
pasos. Los datos indican asimismo que este crecimiento también 
puede haberse acelerado como consecuencia directa de la des-
centralización. Cuando en el 2001 se transfirieron las competen-
cias sanitarias a las comunidades que todavía no las gestionaban, 
el gasto per cápita que realizaban las Administraciones centrales 
en salud era un 91% del que realizaban las comunidades autó-
nomas que comenzaron a gestionarlas bastante antes, desde la 
década de los ochenta en adelante. Posteriormente, las comuni-
dades autónomas que recibieron más tarde las competencias se 
han igualado con las que las gestionaban con anterioridad.

Es cierto, por tanto, que la forma como se han desplegado las 
Administraciones autonómicas y se han desarrollado las relacio-
nes entre la Hacienda central y las comunidades ofrece abun-
dantes ejemplos de que la descentralización no se ha hecho, en 
general, de manera austera ni eficiente. Sin embargo, esa no pa-
rece la única razón por la que el crecimiento del gasto de las Ad-
ministraciones regionales es mayor: también importa el proceso 
de traspasos y el tipo de gastos en los que están especializadas las 
comunidades, pues concentran gran parte del mismo en sanidad 
y educación, y estas son funciones que presentan un perfil más 
expansivo en muchos países.

Junto a lo anterior, esta monografía analiza en detalle otra cir-
cunstancia que puede explicar en buena medida el mayor creci-
miento del gasto de las comunidades: se ofrecerán datos que con-
firman el desigual despliegue del sector público en las regiones 
y, en particular, señalan que el proceso de traspasos se ha produ-
cido de forma muy dispar entre comunidades. Una vez completa-
das las transferencias, se dispone de información suficiente para 
confirmar que los recursos de los que disponen las comunidades 
son muy distintos, demasiado diferentes cuando se expresan en 
términos per cápita. 

Esta circunstancia pone en marcha procesos que impulsan el 
gasto y el déficit en el conjunto de las comunidades y en el sector 
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público. Convendría no ignorar este hecho al diseñar los escena-
rios de consolidación fiscal, ni tampoco que no son las mismas las 
condiciones en las que las distintas comunidades abordan el co-
rrespondiente ajuste del gasto que exige la crisis, ni desde el punto 
de vista de la estrechez de sus restricciones financieras ni por sus 
consecuencias sobre los niveles de prestación de los servicios.

Gasto	público:	diferencias	regionales

La nueva información que ofrece la base de datos elaborada en 
este proyecto, correspondiente al periodo 2000-2008 y que está 
disponible en el sitio web de la Fundación BBVA,1 muestra con 
detalle el despliegue territorial del sector público español a escala 
regional, una vez completado casi en su totalidad el proceso de 
descentralización en las comunidades autónomas. Gracias a la ri-
queza de este nuevo banco de datos, se puede precisar el alcance 
de las diferencias que presenta el gasto público en las distintas re-
giones en el periodo analizado y en la actualidad. La conclusión 
principal es que estas diferencias son muy importantes, se mi-
ren como se miren, y superan las existentes entre España y otras 
economías. En efecto, las desigualdades regionales españolas en 
esta materia son mucho mayores que las que existen entre nues-
tro país y las grandes economías consideradas: Estados Unidos, 
Japón, Alemania, Francia, el Reino Unido, Italia y Polonia. Así 
pues, cuando se debate sobre el mayor o menor peso del sector 
público en España, y la conveniencia de revisarlo, estaría justifica-
do precisar qué territorios se toman como referencia. 

Téngase en cuenta que, según los datos ofrecidos, el porcen-
taje que representa el gasto público con relación al PIB alcanza 
en Extremadura el 65% y supera el 50% en el Principado de As-
turias, Andalucía, Galicia y Castilla-La Mancha. En cambio, en la 
Comunidad de Madrid, seguramente para sorpresa de algunos, 
se sitúa en el 26% y en Cataluña en el 33%. No son muy diferentes 
las cosas si se considera solo el PIB público, que es la parte del gas-

1 Véase http://www.fbbva.es/TLFU/tlfu/esp/areas/econosoc/bbdd/sector_
publico.jsp.
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to público que produce bienes y servicios finales, el cual presenta 
también un abanico todavía mayor entre Extremadura (22,3%), 
Cataluña (7,4%) y el País Vasco (8,5%). 

Ciertamente, esas ratios se ven sustancialmente influidas por 
el nivel del PIB de las regiones y tienden a elevarse en las más 
pobres. Así pues, un valor bajo del peso del gasto público o la 
producción pública en el PIB regional no equivale necesariamen-
te a un menor gasto público por habitante. De hecho, algunas 
comunidades, como las forales, en las que el porcentaje del PIB 
que representa el gasto público es bajo, el gasto per cápita es alto. 

De todos modos, en el gasto público per cápita en las regio-
nes se constata una enorme desigualdad, superando algunas re-
giones a otras en más de un tercio. Desde este punto de vista, 
sobresalen por su mayor nivel de gasto el Principado de Asturias 
y las comunidades forales del País Vasco y Navarra, seguidas de 
Extremadura y las restantes del norte. En el extremo inferior se 
sitúan la Región de Murcia, la Comunidad de Madrid y la Comu-
nitat Valenciana y, en general, todas las de la costa mediterránea, 
desde Cataluña a Andalucía, y los archipiélagos.

Se ha realizado una completa descripción del origen de esas 
desigualdades, descomponiendo el gasto por capítulos, funciones 
y administraciones y mostrando las contribuciones de cada una 
de las partes al resultado agregado. Como era de esperar, las dife-
rencias de gasto interregionales se acentúan todavía más cuando 
se consideran distintos capítulos o funciones de gasto, con im-
plicaciones varias. Aunque algunas funciones de gasto, como las 
prestaciones sociales, no responden a un diseño territorial sino a 
características de los individuos, la dimensión regional de las mis-
mas existe, en alguna medida, al reconocerse necesidades de sec-
tores o grupos concentrados en unos determinados territorios.

En las regiones donde es más elevado el gasto en producción 
pública de bienes y servicios, el empleo público es mayor y la masa 
salarial de los empleados públicos más importante. Las diferen-
cias en este sentido son acusadas: mientras en algunas regiones 
la participación de los asalariados públicos supera el 30% de la 
remuneración total de los asalariados, en Extremadura incluso 
alcanza el 40%, en otras ese peso no llega al 15%, como en la Co-
munidad de Madrid, el País Vasco y Cataluña. No son menores las 
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diferencias ni la heterogeneidad en la formación bruta de capital, 
con esfuerzos inversores públicos, medidos como porcentajes res-
pecto al PIB, y gastos per cápita que en unas regiones triplican los 
de otras; también es enorme el abanico de porcentajes de parti-
cipación pública en la formación bruta de capital fijo (FBCF) de 
cada región. 

Pero todavía es más importante subrayar los datos de las dis-
paridades en las principales funciones de gasto público. La más 
importante en volumen es la de protección social y en ella las 
diferencias son tan elevadas, que en algunas regiones los valores 
doblan a los de otras, medidas mediante la participación de las 
transferencias públicas en la renta disponible de cada región. Lo 
mismo sucede si se considera el gasto por habitante, como ocurre 
si se compara el del Principado de Asturias con el de Canarias y 
la Región de Murcia. En educación el gasto por habitante de las 
comunidades con regímenes forales, que son las que disponen 
de mayores recursos, supera en un 25% al de la Comunidad de 
Madrid, Cataluña y Andalucía. En sanidad las diferencias entre 
los extremos superan el 50%, como ocurre al comparar la Comu-
nidad Foral de Navarra con la Comunidad de Madrid.  

Como es natural, cuando el protagonismo de una función de 
gasto lo asume una administración concreta, es dicho nivel de go-
bierno el principal responsable de las desviaciones, por ejemplo, 
en las prestaciones la Seguridad Social, y en educación y sanidad 
las comunidades autónomas. En cambio, en el gasto público total 
se advierte que, en la mayoría de las regiones que se separan signi-
ficativamente de la media, todas las administraciones contribuyen 
a su desviación, positiva o negativa. Este hecho señala que las re-
giones presentan rasgos idiosincráticos en cuanto a la intensidad 
de la presencia pública en sus territorios que comparten tanto la 
Administración central como la autonómica. La explicación de 
esta circunstancia puede ofrecerla el procedimiento seguido en 
la valoración de los traspasos a las comunidades autónomas, que 
consolidaba la desigual situación previa a la descentralización. 
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Diferencias	de	recursos:		
historia	versus	descentralización

Tras constatar las amplias diferencias regionales en los ingresos 
y gastos públicos, el estudio analiza las causas y los efectos de las 
mismas en varios ámbitos relevantes, como las dotaciones de capi-
tal público, el acceso a la educación y la sanidad, y a las prestacio-
nes sociales. También se estudia la relevancia de la financiación 
autonómica para explicar las diferencias mencionadas y, por úl-
timo, los resultados de la actuación del sector público en las re-
giones, en términos de solidaridad interregional y crecimiento 
económico.

Las sustanciales diferencias de las actuaciones públicas en las 
regiones pueden tener su origen en factores diversos. En primer 
lugar, pueden deberse a que las necesidades de los distintos terri-
torios son objetivamente diferentes: volumen de población y cre-
cimiento demográfico; estructura por edades de esa población 
y su influencia en la demanda de servicios como la sanidad y la 
educación, y en las pensiones; nivel de renta y tasa de pobreza; 
orografía y superficie; etc. Asimismo, pueden explicarse por las 
distintas preferencias de los ciudadanos y sus gobiernos acerca 
del nivel de provisión de cada uno de los servicios públicos, y por 
el modo de ofrecerlos en cada región. De hecho, las diferencias 
son notables en el uso de la oferta pública o la privada concertada 
de los servicios de salud, educación, sociales o de transporte. Ello 
influye en el número de empleados públicos, las características de 
los servicios y el coste unitario de los mismos. Pero las diferencias 
de gasto entre territorios pueden deberse también a los recur-
sos de los que disponen los gobiernos regionales y locales, como 
consecuencia de los sistemas de financiación, y a los criterios de 
asignación territorial de los recursos de las Administraciones cen-
trales. 

Según el análisis realizado, las disparidades observadas refle-
jan, en buena medida, diferencias históricas en los niveles de ac-
tuación de la Administración Pública en las regiones. Existían 
antes de la descentralización y permanecen tras ella, porque los 
modelos de financiación autonómica no los han corregido sufi-
cientemente. A pesar de tomar como referencia básica para el 
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cálculo de necesidades la población de cada comunidad, la apli-
cación de este criterio y de los otros reconocidos es solo parcial. 
Las diferencias son evidentes cuando se comparan las Haciendas 
de régimen común y forales, pero también en la comparación de 
las primeras entre sí. 

Es importante advertir que las diferencias se arrastran desde 
que las valoraciones iniciales de los traspasos, derivadas del méto-
do del coste efectivo, reflejaron más o menos fielmente lo que el 
Estado unitario anterior hacía en cada territorio. A la vista de los 
resultados, cabe pensar que no ofrecía los servicios al mismo nivel 
y esas diferencias no se han eliminado en las numerosas reformas 
de los modelos de financiación. La consecuencia de ello es que las 
comunidades autónomas disponen de capacidades de gasto por ha-
bitante tan distintas que condicionan la prestación de servicios en 
su territorio. En buena medida por esta razón, han acumulado dife-
rentes niveles de endeudamiento por habitante, más elevado cuan-
to menos recursos poseen las comunidades y no cuanto más gastan. 

La asignación territorial del gasto de la Administración cen-
tral del Estado es asimismo desigual y puede explicarse por dis-
tintas vías, atendiendo diversos criterios: de eficiencia general, 
como atender a la funcionalidad de las redes generales de infra-
estructuras; de equidad interterritorial, al intensificarse en las 
regiones más pobres para compensar la menor capacidad fiscal 
o las mayores necesidades; y de influencia de los territorios y sus 
élites políticas en los procesos de decisión de los poderes del Es-
tado, como consecuencia de mecanismos estrictamente políticos. 
Así se pone de manifiesto cada vez que se negocia un modelo de 
financiación autonómica para las comunidades de régimen co-
mún, un concierto económico con las comunidades forales o un 
apoyo en las Cortes Generales con los partidos nacionalistas. Par-
te de los datos presentados son difíciles de explicar, si no es como 
resultado de factores de esta naturaleza. Una prueba de ello es 
que, en la mayoría de las comunidades de régimen común, las 
desviaciones en el gasto por habitante respecto a la media, tanto 
positivas como negativas, tienen el mismo signo en el gasto de la 
Administración central y la autonómica, cuando no se esperaría 
correlación alguna, dados los distintos campos competenciales 
en los que se mueven ambos niveles de gobierno.
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En el caso de la Seguridad Social las diferencias existen, pero 
su lógica económica es más clara y la explicación es distinta. Las 
coberturas y los niveles de las prestaciones reflejan, en primer 
lugar, las disparidades regionales en las tasas de empleo y des-
empleo, salarios y regímenes de cotización. Así pues, el gasto por 
habitante en prestaciones aumenta en las regiones cuyo nivel sa-
larial es mayor y su población más envejecida. Ahora bien, siendo 
esta la lógica general, las prestaciones pagadas en algunos territo-
rios son mayores y representan anomalías que ponen en cuestión 
parcialmente la equidad del papel redistribuidor de la caja única 
de la Seguridad Social.

Infraestructuras,	educación	y	sanidad

¿Cuáles son las implicaciones de estas asimetrías de gasto tan am-
plias sobre el acceso en cada una de las regiones a los servicios pú-
blicos más importantes? La primera y más general es que el nivel 
al que estos se prestan en ámbitos tan relevantes como la sanidad, 
la educación o las infraestructuras no parece ser el mismo, pues 
las diferencias de gasto por habitante son mucho mayores de lo 
que pueden explicar distintos índices de necesidad per cápita o 
de coste.

En el caso de las dotaciones de capital público se comprueba 
que el cálculo de las dotaciones relativas es sensible a los indica-
dores considerados de tamaño de las regiones: población, PIB y 
superficie. Pero, en cualquier caso, parece fuera de duda que la 
distribución del stock de infraestructuras no responde por igual a 
las necesidades y la dimensión de cada territorio. 

El acceso a la educación y la sanidad es ampliamente reconoci-
do como una pieza clave del desarrollo humano y la mejora de las 
oportunidades en estos dos ámbitos está decisivamente vinculada, 
para la mayor parte de la población, a la actuación pública. Dado 
que el gasto público en estos servicios está hoy en manos de las 
comunidades autónomas y es desigual entre territorios, se viene 
planteando con insistencia una cuestión relevante: si la descentra-
lización está obstaculizando la igualdad de oportunidades de los 
ciudadanos que viven en diferentes regiones y por qué. La respues-
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ta que se extrae del análisis realizado es que ese riesgo existe, pero 
se deriva en buena parte de que la españa de las autonomías solo ha 
corregido parcialmente las fuertes desigualdades educativas entre 
regiones que existían antes de la descentralización. 

Como es sabido, los niveles educativos españoles eran bajos 
hasta hace poco y, aunque han mejorado en las últimas décadas, 
todavía se sitúan por debajo de la media de los países avanzados. 
Las mejoras se han producido en todos los territorios, benefi-
ciando sobre todo a los más jóvenes, pero las desigualdades entre 
regiones siguen siendo importantes y no se aprecia un proceso 
de convergencia en los niveles de estudios y de matriculación, en 
especial en el caso de los estudios superiores. Las importantes di-
ferencias de gasto público por alumno entre regiones responden, 
en buena medida, al nivel general de recursos de los que dispo-
nen las comunidades autónomas que prestan estos servicios. Así 
pues, una comunidad de bajo nivel de renta puede gastar más en 
educación si se encuentra entre las que disponen de más recursos 
por habitante, pero eso no siempre sucede; y también existen re-
giones con bajo nivel de renta y recursos públicos por debajo de 
la media. 

Una pregunta relevante es si en las comunidades que gastan 
menos en educación por poseer menos recursos se debilitan los 
niveles educativos y la calidad del servicio. En algunas regiones, 
parte de los efectos de la más estricta restricción presupuestaria 
se compensan basando más la provisión de este servicio en la 
oferta privada. Esta es más barata, pues los conciertos educati-
vos tienen un coste por alumno inferior al de la escuela públi-
ca, debido a los distintos costes salariales y al número medio de 
alumnos por profesor. La siguiente pregunta es si una oferta más 
barata tiene consecuencias sobre la calidad y los resultados edu-
cativos, en términos de abandonos y retrasos. Una respuesta en 
profundidad a esta cuestión excede con mucho al análisis que se 
ha desarrollado en esta investigación, pero los resultados de la 
aproximación realizada corroboran que así es. Por consiguiente, 
en algunas regiones, la menor disponibilidad de recursos puede 
perpetuar sus desventajas educativas.

En cuanto a los servicios sanitarios, el gasto por habitante en-
tre comunidades presenta también diferencias sustanciales, aun-
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que se observa cierta tendencia a converger a lo largo del tiempo. 
Una parte de las mismas se explica por la estructura demográfica 
de las regiones y el peso de la población mayor de 65 años. Pero, 
de nuevo, la restricción financiera general de las comunidades y 
su nivel de recursos resulta muy relevante, lo que no es sorpren-
dente porque la sanidad es una parte muy importante del gasto 
total. 

Como sucedía con la educación, cabe preguntarse si la más es-
tricta restricción presupuestaria se puede asimilar mediante de-
cisiones de política y gestión sanitaria, como la provisión pública 
o privada de los servicios, los niveles de retribución del personal, 
etc., o si afecta a la calidad del servicio sanitario y a la salud de la 
población. Se trata de preguntas que no pueden contestarse con-
cluyentemente a partir del análisis realizado en esta monografía, 
pero la exploración realizada apunta que, en efecto, la dimensión 
de la porción de la población que usa servicios privados puede 
afectar al gasto; y, también, que más gasto por habitante no im-
plica necesariamente mayor satisfacción por los servicios ni mejor 
percepción del estado de salud por parte de la población.

Sector	público	y	redistribución	regional	de	la	renta

Tras contemplar el despliegue territorial de la actuación del sec-
tor público en España, desde las múltiples perspectivas de este 
estudio, emergen tres rasgos generales. El primero, que la presen-
cia y el grado de dependencia del sector público en las regiones 
es muy desigual. El segundo, que esa desigualdad no siempre se 
explica por razones de eficiencia o de equidad interterritorial. 
El tercero, que para valorar el conjunto de la actuación redistri-
butiva del sector público entre territorios es relevante considerar 
tanto las transferencias monetarias, que afectan a la renta dispo-
nible de los ciudadanos, como las prestaciones que se reciben en 
especie a través del acceso a servicios públicos, como la educación 
o la sanidad, que, como se ha comentado, no son ofrecidos al mis-
mo nivel en todas las regiones.  

Cabría esperar que, en conjunto, el signo de esos saldos redis-
tributivos fuera positivo y su cuantía creciente en las regiones con 
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menor nivel de renta y negativo, de cuantía también creciente, en 
las de mayor renta. La tendencia general es esa y, gracias a ello, las 
familias de algunas regiones mejoran sus rentas entre un 10% y 
un 20%. Pero existen desviaciones respecto a esa tendencia gene-
ral que resultan difíciles de explicar, y algunas incluso represen-
tan claras anomalías. Ese es el caso de las comunidades forales, 
que con niveles medios de renta elevados se benefician de saldos 
redistributivos públicos positivos. 

En suma, la importante diversidad de niveles de gasto públi-
co por habitante entre territorios va acompañada de una notable 
falta de nitidez de sus efectos redistributivos. Estos no se pueden 
negar, pero responden a pautas confusas, lo que debilita la cre-
dibilidad de los criterios de solidaridad interregional con los que 
actúa un sector público, en cuya estructura la referencia a la di-
mensión territorial está siempre presente. No obstante, debe in-
sistirse en que este problema se pone ahora de manifiesto, pero 
no es una consecuencia del desarrollo del estado de las autonomías 
sino, fundamentalmente, de la historia previa. En ese sentido, la 
descentralización ha hecho más transparente la dispar incidencia 
territorial del gasto público, aunque debe reconocerse que la ha 
paliado en escasa medida.

La última cuestión considerada en el estudio ha sido el efecto 
del sector público sobre el crecimiento y la convergencia regional. 
Un mayor peso del gasto público en el PIB regional sostiene la de-
manda agregada y puede contribuir más al crecimiento si existe 
un flujo neto de gasto sostenido financieramente desde fuera del 
territorio, como sucede en algunas regiones. En efecto, los datos 
indican que, en el periodo 2000-2008, las regiones en las que el 
sector público tenía mayor peso en el PIB per cápita han crecido 
más. Pero ese impulso neto del gasto público es mayor en algunas 
regiones pobres, como Extremadura o Galicia, y también en algu-
nas ricas, como el País Vasco, por lo que podría no contribuir a la 
convergencia. No obstante, el análisis realizado concluye que las 
regiones convergen, en particular una vez se tiene en cuenta las 
diferencias de punto de partida entre las mismas, y que el mayor 
gasto público por habitante contribuye a ello. 
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Contenido	y	estructura	de	la	monografía

En lo que se refiere a la información estadística, la principal no-
vedad de los resultados que se presentan en esta monografía es 
la territorialización sistemática de las actuaciones de las cuatro 
Administraciones Públicas españolas —central, de la Seguridad 
Social, autonómica y local— desde el punto de vista de los in-
gresos pero sobre todo de los gastos, clasificándolos desde una 
perspectiva económica y también funcional. El periodo en el que 
la regionalización de la información puede hacerse con garantías 
y, por tanto, con mayor significación es el más reciente, una vez 
que el proceso de traspaso de competencias a las comunidades 
autónomas está prácticamente concluido y la homogeneidad de 
los territorios es elevada, en cuanto al nivel que alcanza en ellos la 
descentralización. Por ello, se presentan los datos desde el 2000 al 
2008,2 último año para el que se dispone de la información com-
pleta de las liquidaciones presupuestarias y de las Cuentas de las 
Administraciones Públicas de la Intervención General de la Admi-
nistración del Estado (IGAE  vv. aa.), en las que se basa en buena 
medida la territorialización realizada. 

Aunque sería deseable llegar a fechas más recientes para eva-
luar los cambios que se han producido tras la llegada de la crisis, 
resulta imposible hacerlo por el momento, porque los retrasos 
con los que se dispone de cifras homogéneas en esta materia son 
siempre de al menos dos años. No obstante, la información que 
se presenta permite abordar numerosas cuestiones interesantes y 
ofrece bases estadísticas adecuadas para discutir la solidez de los 
distintos puntos de vista presentes en el debate, continuamente 
abierto en España, de los problemas regionales. Incluso algunas 
de las reformas que se plantean como consecuencia de la crisis, 
deberían tener bien presente la información que se ofrece sobre 
la heterogeneidad con la que el sector público actúa en las regio-
nes españolas. 

La monografía se estructura en tres capítulos. Del capítulo 1 
se ha responsabilizado Abel Fernández, del capítulo 2 y la base de 

2 Véase http://www.fbbva.es/TLFU/tlfu/esp/areas/econosoc/bbdd/sector_
publico.jsp.
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datos Vicent Cucarella, y en el capítulo 3 han colaborado ambos 
con Laura Hernández. Los temas abordados en cada capítulo son 
los siguientes. 

El capítulo 1 ofrece un marco de referencia general para el 
estudio posterior de la actuación territorial del sector público. 
El análisis se refiere al conjunto de España y no a las regiones, lo 
que permite en ocasiones ofrecer datos anteriores y completar los 
del año 2009. Se abordan, básicamente, dos temas. En primer lu-
gar se describe la trayectoria agregada del sector público español 
desde una doble perspectiva económica, gasto y contribución al 
PIB, y se compara su dimensión y estructura de ingresos y gastos 
con las de los mayores países de la UE, Alemania, Francia, el Rei-
no Unido, Italia y Polonia, y con las de Estados Unidos y Japón. 
En segundo lugar, se ofrece una panorámica de la composición 
por niveles de gobierno del sector público español, a través de 
las principales magnitudes que reflejan su actuación económica, 
tanto por el lado de los ingresos como por el de los gastos. 

En el capítulo 2 la perspectiva ya es la regional y está dedicado 
a presentar una síntesis de los resultados que ofrece la territoria-
lización de los gastos e ingresos públicos, llevada a cabo para el 
periodo 2000-2008. Apoyándose en el banco de datos elaborado,3 
se realiza una revisión sistemática de la intensidad con la que el 
sector público español y cada una de las cuatro administraciones 
que los componen en la actualidad, actúa en las distintas comu-
nidades autónomas. Se analizan las principales partidas de gasto 
desde la perspectiva económica, que contempla la remuneración 
de asalariados, la formación bruta de capital, los consumos in-
termedios y las transferencias; y también desde la perspectiva 
funcional, que atiende sanidad, educación, prestaciones sociales 
y transporte y comunicaciones. Por el lado de los ingresos, se es-
tudia la importancia en cada territorio de los impuestos directos, 
indirectos, transferencias y otros ingresos. Los datos de este ca-
pítulo confirman que la intensidad con la que actúa el sector pú-
blico en las regiones es muy desigual. La información presentada 
muestra los perfiles más destacados de las variables consideradas, 

3 Véase http://www.fbbva.es/TLFU/tlfu/esp/areas/econosoc/bbdd/sector_
publico.jsp.
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de manera que la situación de las regiones resulte comparable. 
En la bibliografía se presentan las fuentes estadísticas utilizadas.4

El capítulo 3 estudia, a partir del banco de datos del proyecto 
y de otras fuentes estadísticas, cinco aspectos relevantes de la ac-
tuación del sector público en los distintos territorios, sus causas 
y consecuencias, tanto desde la perspectiva de la eficiencia como 
de la equidad interterritorial. El análisis se dirige primero a ex-
plorar las razones por las que las actuaciones públicas son des-
iguales, y sus implicaciones, en tres ámbitos muy importantes: las 
infraestructuras; los servicios públicos de educación y sanidad; y 
las prestaciones sociales de desempleo y pensiones. A continua-
ción se considera la importancia que tiene el sistema de financia-
ción autonómica para determinar los perfiles de las actuaciones 
públicas en los distintos territorios. Por último, se evalúa el efecto 
general de las actuaciones públicas en las regiones sobre la soli-
daridad interterritorial y sobre las trayectorias de crecimiento.

4 La versión final de la presente monografía no contiene una descripción meto-
dológica completa de la base de datos por motivos de espacio. A lo largo del texto se 
exponen los criterios seguidos en aquellos aspectos más relevantes. No obstante, los 
autores manifiestan su disposición a aclarar los detalles metodológicos a cualquier 
investigador interesado en el tema.
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El sector público español ha atravesado, al igual que el resto de 
los sectores económicos, una profunda transformación durante 
las últimas décadas. Distintas han sido las etapas que han marca-
do el ritmo de crecimiento y la modernización de la economía: el 
fin de la autarquía, el despegue económico y el boom demográfico 
de los sesenta; la crisis del petróleo y la transición hacia la demo-
cracia en los setenta; la reconversión industrial y la combinación 
de descentralización e incorporación a la UE en los ochenta; y la 
breve recesión inicial y el boom posterior en los noventa. En para-
lelo, se han producido cambios muy profundos en las caracterís-
ticas y actuaciones del sector público, tanto en lo que se refiere a 
su dimensión como a su estructura. 

En primer lugar, cuando se considera la segunda mitad del 
siglo xx, el tamaño del sector ha crecido considerablemente, no 
solo en cifras absolutas sino respecto al conjunto de una economía 
que, en ese periodo, se expande por primera vez en la historia de 
España de manera continuada y duradera, multiplicando su PIB 
por 6,3 y la renta por habitante por 4,2, desde 1960. Pues bien, a 
finales de la década de los cincuenta, el gasto público en relación 
con el PIB no alcanzaba el 20%, mientras que en la actualidad re-
presenta un porcentaje cercano al 40% de una economía mucho 
mayor, una ratio similar a la del resto de países desarrollados.

En segundo lugar, se ha transformado también la composición 
de las funciones del sector público, debido tanto a la moderniza-
ción de la economía como a los múltiples cambios demográficos, 
sociales y políticos que han tenido lugar, y a que, como respuesta 

Una panorámica  
del sector público español

1.
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a los mismos, en estas décadas se ha construido el Estado de bien-
estar en España. 

En tercer lugar, se han producido dos cambios trascendentales 
en la estructura del sector público, pasándose de una muy cen-
tralizada, típica de un Estado unitario que no participaba en las 
instituciones europeas, a otra tan descentralizada como la de los 
países federales e integrada en la UE. El final del proceso de des-
centralización de competencias hacia administraciones de menor 
tamaño se ha producido ya a principios del siglo xxi.

El análisis de la actuación del sector público español desde la 
perspectiva regional en estos años más recientes es el núcleo de 
este estudio y se presenta en los capítulos 2 y 3. Para contextuali-
zar ese análisis, en este primer capítulo se ofrece una panorámica 
de la evolución desde una perspectiva más amplia, tanto tempo-
ral como espacial, con el fin de valorar mejor de dónde emerge 
la estructura actual del sector público español y dónde se sitúa, 
en comparación con el de otros países de similar tamaño y nivel 
de desarrollo. 

Con ese propósito, el resto de este capítulo se ordena como 
sigue. En el apartado 1.1 se presenta una panorámica de la di-
mensión del sector público español en términos agregados, tanto 
desde una perspectiva temporal como internacional. En el apar-
tado 1.2 se analiza la estructura del ingreso y en el 1.3 la estruc-
tura del gasto, para el periodo posterior al año 2000. El apartado 
1.4 presenta una primera aproximación a la composición de los 
gastos e ingresos por niveles de gobierno, que será analizada con 
más detalle en el capítulo 2. 

1.1.	Rasgos	generales:	dimensión	y	estructura

1.1.1.	Evolución	del	gasto	público:	panorama	histórico
Los paneles a y b del gráfico 1.1 muestran la evolución del ta-

maño de la economía española en términos del PIB y del sector 
público en términos de gasto, así como de la relación entre ambos, 
entre 1958 y el 2009. Ambos permiten apreciar, con perspectiva 
histórica, la magnitud de las transformaciones: el PIB representa 
en el 2009, en términos reales, 6,3 veces el inicial, lo que equivale 
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a una tasa anual media de crecimiento del 3,7%. Durante el mis-
mo periodo, el sector público multiplicó su tamaño por un factor 
de 19,4 en términos reales, que equivale a una tasa anual media 
del 6%. Para hacerse una idea de la magnitud del cambio, ténga-
se en cuenta que los recursos de que disponía el sector público es-
pañol en 1958, el 5,2% de los actuales en términos reales, serían 

GRáfICo	1.1:	 Gasto	de	las	Administraciones	Públicas	y	PIB,	1958-2009

Fuente: Intervención General de la Administración del Estado (IGAE vv. aa.), Instituto Nacional de 
Estadística (INE 2011) y elaboración propia.
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equivalentes a los gastos de hoy en orden público y seguridad, que 
suponen un 4,9% del total, y ni siquiera permitirían sufragar los 
gastos en transporte y comunicaciones, que suponen un 6%.

El periodo de mayor crecimiento del gasto público correspon-
de a los años 1973-1986, durante los cuales el peso del conjunto 
de las actuaciones del sector público en la economía se dobla, 
pasando del 24,9% al 53,5%. Se trata de una época en la que 
coinciden una larga fase de estancamiento económico mundial 
con la transición política en España, en la que se produce una ex-
plosión de demandas sociales y existen muchas dificultades para 
canalizarlas a través de las instituciones. 

En conjunto, la evolución a lo largo del medio siglo contem-
plado puede dividirse en cinco fases. En la primera, desde 1958 
hasta 1975, el sector público crece con fuerza, a una tasa media 
del 9,2%, y eleva sustancialmente su peso en el PIB, que era ini-
cialmente muy bajo. Con la crisis del petróleo y la transición de-
mocrática, entre 1975 y 1985, los gastos siguen aumentando y, 
aunque se realizan algunos esfuerzos puntuales de contención, 
su crecimiento medio en el periodo se sitúa en el 8,2%. Esta tra-
yectoria, combinada con el relativo estancamiento del PIB, hace 
subir extraordinariamente el peso del gasto público, que llega a 
superar el 50% del PIB en la primera mitad de los ochenta, con el 
primer Gobierno socialista.

Tras la entrada en la UE y una vez recuperado el crecimiento 
económico, entre 1986 y 1997 se produce el único periodo de 
relativo estancamiento del gasto público, a lo largo del cual este 
crece solo a una tasa anual media del 0,4%. Con la ayuda del 
mayor crecimiento del PIB en esos años, excepto durante la breve 
recesión de principios de los noventa, el peso del sector público 
decrece 10 puntos porcentuales, hasta situarse en torno al 40% 
del PIB. En el último periodo, de 1998 hasta la actualidad, el gas-
to público vuelve a crecer más, exactamente hasta un 3,9% anual, 
pero a un ritmo no muy distinto que el PIB, que se expande con 
fuerza en esos años. En consecuencia, el peso del sector públi-
co en la economía se mantiene estable, en torno al 40%. Con el 
inicio de la crisis financiera en el 2008, el peso del gasto público 
vuelve a repuntar, como sucediera en la recesión de 1993 y en  
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la primera mitad de los ochenta, superando en el 2009 el 45% 
del PIB. 

1.1.2.	Evolución	del	valor	añadido	bruto	público
Resulta habitual valorar la dimensión del sector público com-

parando su presupuesto total de gastos con el valor añadido bru-
to (VAB) de la economía, aunque estas dos variables no son de 
la misma naturaleza. Por ello, este subapartado se centra en el 
estudio de la evolución del VAB del sector público y del peso que 
representa en el VAB total de la economía. Asimismo, en el si-
guiente capítulo, también se realizará una estimación territorial 
del VAB público para poder compararlo con el VAB total de cada 
región.

El VAB generado por el sector público es una magnitud distin-
ta del gasto público, porque solo algunas de las actuaciones públi-
cas son productivas. En realidad, la mayor parte de ellas no lo son 
y el gasto público correspondiente a las mismas solo representa 
una redistribución de las rentas ya generadas. Por ejemplo, las 
transferencias (pensiones, becas y prestaciones por desempleo) 
no constituyen una actuación directamente productiva de un 
agente público, y generan gasto pero no VAB. En cambio, otras 
actuaciones, como la defensa nacional y los servicios educativos y 
sanitarios, cuando son producidos por alguna administración, sí 
que generan VAB público. Ahora bien, mientras un sistema edu-
cativo o sanitario basado en la producción pública de la misma 
genera VAB público, otro basado en educación o sanidad con-
certada, financiadas con transferencias hacia centros privados, 
genera gasto público y VAB privado.

El cálculo del VAB público presenta una dificultad metodológi-
ca que se deriva del hecho de que parte de los servicios del sector 
público no se intercambian en el mercado. Puede suceder que no 
exista un precio para los mismos, como en el caso de la defensa 
nacional, o que sí existan precios para esos servicios en el merca-
do, pero se financien con cargo a los presupuestos públicos, sin 
que el beneficiario tenga que abonar su importe total, como en el 
caso de la educación pública o la sanidad. Al no pagarse un precio 
por los servicios públicos, el cálculo del VAB correspondiente ha 
de realizarse por otras vías y suele hacerse a partir de la remunera-
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ción de los factores productivos empleados, trabajo y capital. Así, 
el cálculo del VAB público se realiza valorando la remuneración 
de asalariados y el consumo de capital fijo (Mas 2008).

Los paneles a y b del gráfico 1.2, muestran la evolución del VAB 
correspondiente al conjunto de actuaciones de las Administracio-
nes Públicas, comparándola con la del VAB de toda la economía, 
durante los últimos cincuenta años. El VAB público es hoy 15,5 

GRáfICo	1.2:	 VAB	público	y	PIB,	1958-2009

Fuente: IGAE (vv. aa.), INE (2011) y elaboración propia.

a) Evolución real (1958 = 100)

b) Evolución del VAB con relación al PIB (porcentaje)
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veces mayor que en 1958 y ha crecido más del doble que el VAB 
total. A consecuencia de ello, su peso en el total de actividades 
productivas ha aumentado desde un nivel inicial cercano al 6% 
hasta estabilizarse alrededor del 12%. La crisis, que ha significa-
do un retroceso de las actividades productivas privadas, ha hecho 
aumentar repentinamente dicho peso hasta alcanzar el 13,7% en 
el 2009, el máximo histórico.

Recuérdese que la trayectoria del gasto público total, produc-
tivo más redistributivo, todavía crece más, según se vio en el grá-
fico 1.1, pues en el conjunto del periodo se multiplicó por 19,4, 
frente a las 15,5 veces del VAB público. Contemplar la evolución 
de ambas variables, con la ayuda del gráfico 1.3 que muestra el 
peso del gasto productivo en el gasto total, es muy revelador de 
la importancia de las actividades productivas y redistributivas en 
el seno del sector público. Al principio del periodo considerado, 
el peso de las actividades productivas era más importante en un 
Estado pequeño pero muy intervencionista y con un número sig-
nificativo de empresas públicas. Pero esa orientación comienza 
a cambiar a principios de los sesenta, ganando peso las funcio-
nes de redistribución y, consiguientemente, las transferencias. 
Tras una fase en las que el VAB público representa alrededor del 

GRáfICo	1.3:		 Evolución	de	la	relación	VAB	público/gasto	de	
las	Administraciones	Públicas,	1958-2009

	 (porcentaje)

Fuente: IGAE (vv. aa.), INE (2011) y elaboración propia.
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30% del gasto total y las operaciones de redistribución a través 
de transferencias llegan a representar el 70% restante, durante la 
década de los ochenta se produce una nueva caída del porcentaje 
del VAB público respecto al gasto público total, casi hasta el 20%. 
Es la consecuencia de un fuerte crecimiento de las transferen-
cias asociado a la asunción por el Estado de múltiples costes de 
la crisis, desempleo, reconversión industrial, nuevas prestaciones 
sociales, etc., que llegan a absorber el 80% del gasto público. La 
vuelta al crecimiento a mediados de los ochenta devuelve tam-
bién el peso del VAB público en relación con el gasto público a los 
niveles anteriores (30%), los cuales permanecen hasta la actuali-
dad, aunque, como se verá, este porcentaje difiere entre regiones 
de manera sustancial.

Es interesante, pues, observar que la actividades productivas 
públicas representan, desde hace veinte años, un porcentaje del 
gasto público claramente inferior al de los años cincuenta y se-
senta. Pero, sin embargo, el peso del VAB público en el VAB total 
es muy superior al de entonces, debido a la importancia de la 
producción de servicios sociales, como la salud o la educación, en 
la actualidad.

1.1.3.	Los	años	recientes:	ingresos	y	gastos
Centrando la atención en el periodo más reciente, que será el 

analizado con detalle a lo largo de todo el estudio, los paneles del 
gráfico 1.4 presentan la evolución entre el 2000 y el 2009 de los 
gastos e ingresos públicos y de la capacidad (+) o necesidad (-) de 
financiación del sector público español. 

Tras haberse estabilizado el gasto y los ingresos por debajo 
del 40% del PIB en los primeros años del presente siglo, los in-
gresos aumentan con fuerza a partir del año 2004, durante los 
años finales del boom inmobiliario, hasta alcanzar un máximo del 
41,1% en el 2007. Hasta el 2004, el conjunto de las Administra-
ciones Públicas había experimentado un ligero déficit, a pesar de 
que el ciclo expansivo de la economía española había comenzado 
casi diez años antes, a mediados de la década anterior. El fuerte 
aumento de los ingresos se produce al mismo tiempo que se de-
ciden algunas reducciones impositivas, lo cual permite alcanzar 
un superávit de entre 1 y 2 puntos porcentuales durante los años 
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GRáfICo	1.4:	 Evolución	de	los	ingresos	y	gastos	de	
las	Administraciones	Públicas,	2000-2009

 (porcentaje del PIB)

Fuente: IGAE (vv. aa.), INE (2011) y elaboración propia.
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2005-2007. Esa combinación de circunstancias, muy ligadas a los 
ingresos fiscales generados por el boom de la construcción y del 
empleo, parece confirmar en esos años la hipótesis de que las 
bajadas de impuestos mejoran la actividad y la recaudación. Pero 
la llegada de la crisis en el 2008 trae consigo una brutal caída de 
los ingresos en un solo año, equivalente a más de 4 puntos del 
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PIB, que continúa con otra adicional del 2,3% en el 2009. La com-
binación de dichas caídas con el incremento del gasto, derivado 
de los estabilizadores automáticos y las medidas discrecionales de 
respuesta a la crisis, tiene como resultado el paso de un superávit 
del 1,9% a un déficit del 4,1% para el conjunto de las Adminis-
traciones Públicas en el 2008, ampliándose la necesidad de finan-
ciación hasta el 11,4% en el 2009 y generalizándose la opinión de 
que el sector público español padece, en realidad, un importante 
déficit estructural.

1.1.4.	Comparación	internacional
Es importante comparar los datos del caso español con el 

entorno internacional, porque, con frecuencia, se hacen valora-
ciones no siempre bien documentadas sobre el peso del sector 
público y la presión fiscal en España.5 

Para la comparación hemos seleccionado siete países de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE): los cinco países de la UE de tamaño más parecido al de 
España, como son Alemania, Polonia, el Reino Unido, Francia e 
Italia, a los que se añaden Japón y Estados Unidos por su impor-
tancia en la economía mundial.6 

El gráfico 1.5 muestra el gasto público total respecto al PIB de 
cada país. Francia, Italia y el Reino Unido presentan los mayores 
porcentajes con un peso próximo al 50% del PIB. En un segundo 
grupo se encuentran Polonia, Alemania, Estados Unidos y Espa-
ña, todos en torno al 42%. Dentro de ese grupo España ocupa el 
último lugar (41,1%). En un tercer nivel se encuentra Japón que, 
con un peso del gasto público en el PIB del 36,3%, es el único que 
se sitúa claramente por debajo de España.

El gráfico también muestra el porcentaje de VAB público res-
pecto al PIB. La posición de los países presenta algunas diferen-
cias respecto al gasto público. Francia continúa siendo la primera 

5 Para un tratamiento de las cuestiones que surgen de la comparación internacio-
nal de sistemas impositivos, véase, por ejemplo, Domínguez Martínez (2010), Tanzi 
(2010), Norregaard y Khan (2007) u OCDE (2001).

6 Los datos se refieren al año 2008 y los de España pueden diferir ligeramente de 
los ofrecidos en el resto de la monografía, dado que la OCDE realiza ciertos ajustes 
para que las comparaciones entre países sean tan homogéneas como sea posible.



una panorámica del sector público español  [ 41 ]

GRáfICo	1.5:		 Gasto	y	VAB	público	respecto	al	PIB.	
Comparación	internacional,	2008
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nota: Los datos para Japón corresponden al año 2007.
Fuente: OCDE (2011).

de la muestra, con un VAB público que representa el 15,6% del 
PIB. Le siguen en un segundo nivel Italia (13,2%) y Estados Uni-
dos, Polonia, España y el Reino Unido, con valores alrededor del 
12%. Japón se sitúa detrás, con un VAB público del 9,3% y en 
último lugar aparece Alemania, donde el VAB público solo repre-
senta el 8,3% del PIB. 

El gráfico 1.6 combina las dos informaciones anteriores para 
mostrar el porcentaje que representa el VAB público en el total 
del gasto público, esto es, el peso de las actividades productivas 
dentro del conjunto de actuaciones de las Administraciones Pú-
blicas de cada país. En la mayoría de los países las actividades 
productivas representan entre el 25% y el 30% del gasto, con Es-
paña y Estados Unidos ligeramente por encima de esta cifra. En 
cambio, en Alemania solo un 19% del gasto público corresponde 
a actividades productivas de su administración, lo cual indica que 
no se trata de un sector público que sea de menor tamaño, sino 
que está más orientado que el resto hacia las transferencias y me-
nos hacia la producción pública de servicios.
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GRáfICo	1.6:		 VAB	público	respecto	al	gasto	público.	
Comparación	internacional,	2008

	 (porcentaje)
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nota: Los datos para Japón corresponden al año 2007.
Fuente: OCDE (2011).

La conclusión que se deriva de estos datos es doble: en pri-
mer lugar, el peso total del gasto público en España se sitúa en 
línea con el de los países de similar tamaño, sin que los datos que 
ofrecen estas comparaciones internacionales respalden la idea de 
que es mayor que en otras economías, como Estados Unidos; y en 
segundo lugar, el sector público español también presenta una 
composición de actividades productivas y redistributivas similar a 
la de la mayoría de las grandes economías de su entorno, aunque 
las productivas tienen un peso algo mayor que en la mayoría de 
países considerados.

1.2.	Trayectoria	reciente	de	los	ingresos	públicos	

Este apartado considera la estructura de los ingresos públicos de 
España, atendiendo a su clasificación económica, en el periodo 
más reciente. La clasificación disponible de ingresos públicos 
es más amplia que la ofrecida, pero para facilitar la descripción 
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se han agrupado en cuatro grandes grupos con características 
homogéneas: ingresos que se derivan de la imposición directa, 
como el impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF) e 
impuesto de sociedades; las cotizaciones sociales a la Seguridad 
Social; los ingresos provenientes de la imposición indirecta, tales 
como el impuesto sobre el valor añadido (IVA), aranceles e im-
puestos específicos; y el resto de recursos, en los que se engloban 
los ingresos por tasas y precios públicos, ingresos derivados del 
patrimonio, transferencias y otros ingresos de menor relevancia.

1.2.1.	Evolución	y	estructura	
El gráfico 1.7 muestra la evolución nominal de los ingresos 

de cada capítulo entre los años 2000 y 2009, y en ella se observa 
cierta disparidad. Las cotizaciones sociales han experimentado el 
mayor crecimiento, un 73%, gracias al aumento sostenido del em-
pleo durante casi todo el periodo. En segundo lugar se sitúan los 
impuestos sobre renta, patrimonio y capital, pero su trayectoria 
presenta un fuerte crecimiento durante los siete primeros años y 
un desplome durante los dos últimos. Los impuestos sobre la pro-

GRáfICo	1.7:		 Evolución	de	los	ingresos	por	capítulos,	2000-2009
 (2000 = 100)
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ducción e importaciones crecen un 25%, quebrándose también 
la trayectoria en el 2007 y retrocediendo en el 2009 a los niveles 
recaudatorios del 2003. El menor incremento nominal correspon-
de al agregado otros recursos.

El gráfico 1.8 muestra el peso sobre el PIB de cada grupo de 
ingresos públicos. Hasta el 2007, tres agrupaciones, las de im-
puestos sobre renta, patrimonio y capital, sobre la producción e 
importaciones y las cotizaciones sociales, representan pesos re-
lativos parecidos, entre el 11% y el 13%, y muy superiores a la 
cuarta, la de otros recursos, que no supera el 4% del PIB durante 
el periodo analizado. La evolución durante la expansión ha sido 
bastante estable, si se exceptúa que gana peso la imposición sobre 
renta, patrimonio y capital, que pasa del 10,4% al 13% en el 2007. 
Con el inicio de la crisis se produce un derrumbe del peso de los 
ingresos sobre la producción e importaciones y de los impuestos 
sobre la renta, que han comenzado a recuperarse en el 2010, sin 
que se disponga todavía de cifras del ejercicio completo.

GRáfICo	1.8:		 Peso	sobre	el	PIB	de	los	ingresos	por	capítulos,	2000-2009	
	 (porcentaje)
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El cuadro 1.1 ofrece información más detallada de la evolu-
ción de los ingresos por capítulos. Las transferencias entre ad-
ministraciones se han eliminado porque tienen valor nulo, dado 
que se presentan los ingresos consolidados de todas las Adminis-
traciones Públicas, de modo que una transferencia de una ad-
ministración a otra se computa como un ingreso negativo y otro 
positivo de la misma cuantía.

1.2.2.	Comparación	internacional
El panel a del gráfico 1.9 muestra la comparación internacio-

nal del total de ingresos fiscales correspondientes a los varios 
grupos de impuestos, directos e indirectos, y a las cotizaciones 
sociales, y ofrece una imagen de la presión fiscal, en sentido am-
plio, de los distintos países. Es necesario aclarar que la compara-
ción corresponde al año 2008, por lo que los ingresos impositivos 
de los países pueden haber sido afectados de distinta forma por 
el inicio de la crisis financiera. También se debe señalar que las 
distintas formas en que se organiza el sistema impositivo en cada 
país hacen las comparaciones más difíciles, a pesar del trabajo de 
homogeneización realizado por la OCDE (2011a) a partir de los 
datos originales. En particular, los países difieren entre sí por la 
parte de ingresos que obtienen mediante impuestos o mediante 
tasas y precios públicos.7 Estas circunstancias plantean dificulta-
des a la homogeneización de la información y explican que, en 
ocasiones, se interprete erróneamente la presión fiscal propia-
mente dicha, que se ofrece en el gráfico 1.9, como si representara 
el total de ingresos públicos. Estos, en términos generales, han de 
corresponderse con los gastos, excepto en la parte de los mismos 
que es financiada con déficit o, en algunos casos, como España en 
los años recientes, con transferencias del exterior.

En el gráfico 1.9 se observa que Italia es el país que mayor 
porcentaje de su PIB recauda mediante el conjunto de figuras im-
positivas, un 38,9%, mientras España presenta la menor presión 

7 Por ejemplo, la educación pública en Estados Unidos, que supone un alto por-
centaje del gasto público, se financia principalmente con cargo a tasas locales sobre 
la vivienda; asimismo, parte de sus cotizaciones al sistema público de pensiones son 
consideradas fuera de presupuesto (‘off budget’).
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GRáfICo	1.9:	 Total	ingresos	públicos.	Comparación	internacional,	2008

a) Ingresos totales respecto al PIB (porcentaje)

b) Desglose de los ingresos fiscales (porcentaje sobre el total del PIB)
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fiscal de los países de la UE considerados, con un 30,5%. Japón 
(25,2%) y Estados Unidos (23,7%) se encuentran muy por detrás, 
pero solo en el caso de Japón esto va asociado a un menor nivel 
de gasto público, mientras que en Estados Unidos lo que existe 
es un mayor peso de los ingresos que quedan fuera de la presión 
fiscal estimada.

El panel b del gráfico 1.9 detalla los ingresos por cotizaciones 
sociales, por imposición directa y por imposición indirecta como 
porcentaje del PIB. Este desglose advierte de la desigual estruc-
tura de ingresos de cada país y permite comprobar que España 
se encuentra en la sexta posición en cuanto a presión fiscal por 
impuestos directos, por delante de Japón y Polonia, e indirectos, 
por delante de Japón y los Estados Unidos, donde parte de los gra-
vámenes sobre las ventas son tasas locales. Es necesario destacar 
la amplia diferencia entre los ingresos por imposición indirecta 
de España respecto al resto de países europeos, por los menores 
tipos del IVA y los menores impuestos específicos. En el caso de 
las cotizaciones sociales, España se encuentra más alineada con 
el resto de grandes países europeos, pero a bastante distancia de 
los Estados Unidos y el Reino Unido. 

En conclusión, la posición de España entre las economías con-
sideradas la sitúa, como sucedía con los gastos, en línea con la ma-
yoría de ellas pero con una presión fiscal algo menor y una mayor 
importancia de otros ingresos. En ese panorama se observan, no 
obstante, importantes diferencias de composición de los ingresos: 
Estados Unidos destaca por el mayor peso relativo de la imposición 
directa, como el Reino Unido e Italia, y la reducidísima recauda-
ción por imposición indirecta y por cotizaciones sociales, como el 
Reino Unido; Francia por el mayor peso relativo de las cotizacio-
nes sociales; Polonia por el enorme peso relativo de la imposición 
indirecta; y Japón por su menor presión fiscal directa e indirecta.

1.3.	Estructura	del	gasto

Este apartado analiza la evolución del gasto público, atendiendo a 
su clasificación económica y funcional. Se ha realizado una agru-
pación de los principales capítulos de dichas clasificaciones, con 



una panorámica del sector público español  [ 49 ]

el fin de centrar la atención en los aspectos relevantes para nues-
tros objetivos, prescindiendo de otras informaciones más detalla-
das que harían demasiado compleja la exposición. En el apartado 
1.3.3 se compara también, como en los ingresos, la estructura del 
gasto público español con la de los países de referencia. 

1.3.1.	Clasificación	económica	del	gasto
En la clasificación económica de los gastos se contemplan cua-

tro grupos: remuneración de asalariados, consumos intermedios 
y otros gastos corrientes, transferencias y formación bruta de ca-
pital (FBC) con adquisiciones netas de activos.

El gráfico 1.10 muestra la evolución del gasto de dichas agru-
paciones desde el 2000 y revela un crecimiento mayor de la for-
mación bruta de capital, que aumenta un 139% frente al 117% de 
las transferencias. La remuneración de asalariados crece un 92% 
y los consumos intermedios un 60%.

Estos resultados indican que el sector público ha participado 
en estos años del fuerte esfuerzo inversor de la economía españo-
la durante el último ciclo expansivo, muy concentrado también, 
en su caso, en los activos producidos por el sector de la construc-
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GRáfICo	1.10:		 Evolución	del	gasto	de	las	Administraciones	Públicas.	
Clasificación	económica,	2000-2009

	 (2000 = 100)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.
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ción. Aunque el gran protagonista del esfuerzo inversor agregado 
ha sido el sector privado, la contribución de las infraestructuras 
públicas ha sido significativa y su financiación se ha visto facili-
tada por la favorable trayectoria de los ingresos, las operaciones 
de cofinanciación europeas y las facilidades financieras en el pe-
riodo 2000-2009. En todo caso, debe advertirse que el peso de 
la FBCF en el total del gasto público es relativamente modesto, 
aunque entre el 2000 y el 2007 aumenta 2,5 puntos porcentuales, 
y también lo es en el conjunto de la inversión del país.

El cuadro 1.2 detalla la estructura porcentual de los gastos, 
por capítulos. Las transferencias, cuyas principales partidas son 
las pensiones, las prestaciones por desempleo y las becas, repre-
sentan el principal capítulo de gasto, seguidas por la remunera-
ción de asalariados y los consumos intermedios. Así, los gastos 
estrechamente relacionados con las operaciones de redistribu-
ción monetaria de la renta representan el 40% del gasto público 
español.

 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009

Remuneración de asalariados 26,3 26,1 25,7 26,1 25,9 26,0 25,9 26,1 26,3 25,8

Consumos intermedios 27,7 27,0 25,4 24,3 23,2 22,7 21,8 22,1 23,3 22,6

Transferencias 37,9 38,1 39,6 40,1 42,2 41,9 42,4 41,4 40,6 41,8

FBC + adquisiciones netas 8,1 8,8 9,2 9,5 8,8 9,3 9,9 10,4 9,7 9,8

Total 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100

CUADRo	1.2:		 Distribución	de	los	gastos	según	clasificación	económica.	
Administraciones	Públicas,	2000-2009

 (porcentaje)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.

El gráfico 1.11 muestra la evolución del peso en relación con el 
PIB de los cuatro capítulos de gasto considerados. En general la 
relación es estable, si bien puede observarse el aumento de peso 
en casi un punto porcentual, del 3,1% al 4%, de la formación 
bruta de capital. Las transferencias representan el 16,7% del PIB 
y la remuneración de los asalariados públicos el 10,8%, la mayor 
parte del VAB público.
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1.3.2.	Clasificación	funcional	del	gasto
La clasificación funcional ofrece un desglose del gasto público 

atendiendo a las actividades que se producen o financian. Esta 
clasificación puede variar entre las distintas administraciones, 
por lo que, para homogeneizarla, se ha agrupado el gasto en diez 
funciones: servicios generales; defensa; orden público y seguri-
dad; transporte y comunicaciones; asuntos económicos; vivienda, 
servicios comunitarios y medio ambiente; salud; actividades re-
creativas, cultura y religión; educación; y protección social. Aten-
diendo a su importancia relativa, para la descripción gráfica se 
ha utilizado una clasificación más reducida, distinguiendo cinco 
grupos: educación, sanidad, protección social, transporte y co-
municaciones, y resto de funciones que incluye servicios generales, 
defensa, orden público y seguridad, asuntos económicos, vivien-
da, y actividades recreativas, cultura y religión.8

8 El criterio adoptado en la presentación trata de acotar la información contenida 
en los gráficos y cuadros, con el fin de facilitar la lectura, por lo cual destaca las princi-
pales funciones de gasto (educación, sanidad, etc.) y evita mostrar un mayor número de 
ellas. Como resultado, el agregado resto de funciones incorpora un conjunto de funciones 
con menor peso individual, aunque su agrupación la dota de un peso importante.
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GRáfICo	1.11:	 Peso	sobre	el	PIB	del	gasto	de	las	Administraciones	Públicas.	
Clasificación	económica,	2000-2009

 (porcentaje)

Fuente: IGAE (vv. aa.), INE (2011) y elaboración propia.
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El cuadro 1.3 muestra la evolución de la desagregación com-
pleta de las diez funciones de gasto. Las cuatro principales, por 
su peso, son protección social, salud, servicios generales y educa-
ción; les siguen transporte y comunicaciones y asuntos económi-
cos. La evolución de las distintas funciones responde a un patrón 
bastante conocido: la salud ha incrementado paulatinamente su 
importancia y también los transporte y comunicaciones, como 
consecuencia de la mayor inversión en infraestructuras, y las ac-
tividades recreativas y culturales. Las demás funciones tienen un 
comportamiento muy estable, con la excepción de los gastos en 
servicios generales, que disminuyen desde el 14,3% del gasto total 
hasta el 11,3%.

El gráfico 1.12 muestra la evolución temporal de los cinco 
grandes agregados y permite advertir que todas las funciones cre-
cen, pero a un ritmo muy desigual, con aumentos que van desde 
el 70% del resto de funciones al 119% de transporte y comunicacio-
nes, destacando también el 100% del gasto en sanidad. 

	 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Servicios generales 14,3 14,3 13,7 13,3 12,3 12,1 12,0 11,5 11,3

Defensa 2,9 2,9 2,9 2,8 2,8 2,9 2,7 2,6 2,5

Orden público y seguridad 4,5 5,0 4,8 4,8 4,8 4,7 4,8 4,9 4,9

Transporte y comunicaciones 5,0 5,1 5,3 5,0 6,7 6,1 6,1 6,2 6,0

Asuntos económicos 6,8 6,6 6,4 6,2 6,3 6,5 6,5 6,8 6,6

Vivienda, servicios comunitarios  
y protección del medio ambiente

4,8 4,9 5,1 5,3 4,3 4,5 4,4 4,8 4,8

Salud 13,4 13,3 13,4 13,7 14,2 14,8 14,7 14,6 14,7

Actividades recreativas,  
cultura y religión

3,6 3,6 3,6 3,7 3,6 3,7 4,0 4,2 4,1

Educación 11,2 11,1 11,2 11,4 11,4 11,2 11,2 11,2 11,2

Protección social 33,5 33,3 33,5 33,9 33,6 33,6 33,5 33,3 33,8

Total 100 100 100 100 100 100 100 100 100

CUADRo	1.3:		 Distribución	funcional	del	gasto.	
Administraciones	Públicas,	2000-2008

	 (porcentaje)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.
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El aumento de la función transporte y comunicaciones, que 
engloba la inversión en infraestructuras correspondiente a pro-
gramas de gasto que han tenido un gran peso durante el último 
ciclo, como las viarias, aeroportuarias o ferroviarias, es mayor 
que el de las demás y presenta un comportamiento más irregular, 
con fuertes aceleraciones y desaceleraciones. Concretamente, en 
el año 2004 se produjo un aumento del 64% del gasto en dicha 
función, que se estanca el año siguiente para volver a repuntar 
después. Esta evolución se debe a que se trata de una función 
en la que casi todo el gasto es inversión y desarrolla programas 
cambiantes, cuya contratación y ejecución no presenta, con fre-
cuencia, perfiles suaves.

La comparación de las funciones de gasto con el PIB, recogida 
en el gráfico 1.13, relativiza la importancia del aumento del gasto 
en transporte y comunicaciones, puesto que supone poco más del 
2% del total del PIB. La educación se ha mantenido en un nivel 
ligeramente superior al 4% del PIB, mientras que la sanidad ha 
aumentado paulatinamente su importancia, hasta casi alcanzar 
el 6%. Las dos funciones que más gasto concentran son las de 
protección social y la agrupación del resto de funciones, ambas con 
pesos situados alrededor del 14%, al final del periodo estudiado.
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GRáfICo	1.12:		Evolución	del	gasto	de	las	Administraciones	Públicas.	
Clasificación	funcional,	2000-2008

	 (2000 = 100)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.
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GRáfICo	1.13:	 Peso	sobre	el	PIB	del	gasto	de	las	Administraciones	Públicas.	
Clasificación	funcional,	2000-2008

	 (porcentaje)

1.3.3.	Comparación	internacional
Las columnas del panel a del gráfico 1.14 ofrecen una com-

paración internacional del peso en el gasto público de las tres 
principales funciones de gasto, sanidad, educación y protección 
social, cuyo contenido es bastante similar en todos los países, y en 
España representan cerca del 60% del gasto total. No obstante, 
es preciso recordar que, debido a las dificultades en la homoge-
neización de la información internacional, los datos podrían no 
referirse siempre a idénticas partidas de gasto.

Dos países sobresalen ampliamente por su gasto público en sa-
nidad como porcentaje del gasto total: Estados Unidos (20,5%) y 
Japón (19,9%). La mayoría de países de la UE considerados se en-
cuentran en niveles cercanos al 15%, con España en una posición 
intermedia. Polonia queda, con el 11,7%, un peldaño por detrás.

En el caso de la educación, Estados Unidos vuelve a liderar 
el esfuerzo presupuestario, con un 16,6% del gasto total. Tanto 
el Reino Unido como Polonia superan el 13%, mientras España, 
Francia y Japón se encuentran alrededor del 11%. Italia y Alema-
nia no alcanzan el 10%.
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En cuanto al porcentaje de gasto en protección social, está li-
derado por los grandes países de la UE: Alemania (45%), Francia 
(41,4%) e Italia (38,5%). Polonia, Japón, España y el Reino Uni-
do se sitúan en un segundo escalón, alrededor del 35%. Estados 
Unidos, en cambio, gasta solo un 19,4% de su presupuesto en pro-
tección social.
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GRáfICo	1.14:	 Gasto	público	en	las	principales	funciones.	
Comparación	internacional,	2008

a) Porcentaje sobre el gasto público total

b) Porcentaje sobre el PIB
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Así pues, en la composición funcional del gasto público las 
diferencias entre países son considerables, en particular entre Es-
tados Unidos y los países europeos. Además del elevado gasto de 
defensa, el gasto norteamericano está más orientado a la produc-
ción de bienes públicos de carácter social y menos a la protección 
social, y lo contrario sucede en Alemania. España aparece siem-
pre en posiciones intermedias, más próximas a las de los países 
europeos, aunque concentra bastante menos su presupuesto en 
protección social que Italia y Francia y, sobre todo, Alemania. 

El panel b del gráfico 1.14 proporciona la misma información, 
pero expresando en esta ocasión cada función de gasto como 
porcentaje del PIB. En el contexto internacional, España sitúa el 
esfuerzo de gasto público en salud en un nivel relativo bajo, y lo 
mismo sucede en educación y protección social, en este último 
caso, solo en el contexto europeo.

1.4.	Estructura	de	gastos	e	ingresos		
por	administraciones

El sector público español ha experimentado una profunda trans-
formación desde la instauración de la democracia y la aprobación 
de la Constitución de 1978, que puso en marcha la españa de las 
autonomías. Su desarrollo se concretó a partir de los pactos auto-
nómicos de 1981 y 1992 y de un largo proceso de transferencias 
competenciales, a ritmos muy diversos, a cada una de las comu-
nidades autónomas. La estructura actual de las Administracio-
nes Públicas está formada por un núcleo central, formado por 
dos entidades de carácter estatal, la Administración central y la 
Seguridad Social, y dos niveles de gobierno descentralizados, las 
comunidades autónomas y las corporaciones locales. 

1.4.1.	El	gasto	de	los	distintos	niveles	de	gobierno
Desde el punto de vista del gasto, las competencias de cada 

administración están delimitadas con bastante precisión en la 
Constitución y los estatutos de autonomía. Su reparto intenta res-
ponder a la especificidad de cada servicio público, a las econo-
mías de escala en su provisión y a la eficiencia en su organización, 
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pero sin olvidar el principio de equidad que se encuentra en la 
esencia del papel del sector público. La defensa continúa centra-
lizada en la Administración central por razones de eficiencia de 
escala y organizativa; la educación, los servicios de salud y socia-
les se ha descentralizado mayoritariamente en las comunidades 
autónomas para atender a la especificidad cultural y demográfica 
de cada comunidad; el sistema de pensiones continúa centraliza-
do en una caja única, la de la Seguridad Social, por motivos de 
equidad; y las corporaciones locales tienen un mayor peso en la 
gestión cultural, suelo y vivienda. Por su parte, en infraestruc-
turas participan todas las administraciones, repartiéndose las 
tareas en función del alcance local, regional o nacional de las 
inversiones a realizar.

El proceso de descentralización ha sido muy importante, con-
centrándose fundamentalmente en transferencias desde la Ad-
ministración central a las comunidades autónomas. A principios 
del siglo xxi se completaron los traspasos de algunas funciones 
de gasto, como la sanidad y las universidades que, hasta enton-
ces, presentaban diferencias muy relevantes en las competencias 
asumidas por distintas comunidades. En la actualidad, aunque el 
proceso todavía no se puede dar por terminado, ya que competen-
cias como justicia se encuentran solo parcialmente transferidas y 
continuamente se debate la estructura óptima del resto, dicho 
proceso sí se puede considerar próximo a su fin y con suficiente 
nivel de homogeneidad entre territorios para que las valoraciones 
del mismo resulten más precisas. 

La descripción de la estructura del gasto que a continuación se 
realiza pone el foco en el gasto final de cada administración, apli-
cando el principio de consolidación contable para evitar la doble 
imputación de gastos. Así, las transferencias de la Administración 
central hacia las comunidades autónomas, realizadas en el marco 
del sistema de financiación de estas o por acuerdos específicos, 
no computan junto a los gastos de transferencias a particulares o 
empresas, sino en el gasto final que cada comunidad autónoma 
realiza con dichos recursos. Por tanto, con carácter general, se 
eliminan las transferencias entre Administraciones Públicas. En 
cambio, las otras transferencias, muy importantes en el caso de la 
Seguridad Social, que se encarga de las correspondientes al siste-
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ma de pensiones y al seguro de desempleo, sí se computan como 
tales, dentro del gasto en protección social.

El gráfico 1.15 muestra la evolución del gasto total consolida-
do de las distintas administraciones. Tras la práctica finalización 
del traspaso de competencias hacia las comunidades autónomas 
en el 2001, estas son ya la primera administración de España por 
volumen de gasto, superando en el 2009 los 170.000 millones de 
euros. Su crecimiento se ha producido a expensas de la Adminis-
tración central y de la Seguridad Social, siendo esta última la ad-
ministración que ocupaba el primer puesto hasta el 2001, cuando 
se completan los traspasos sanitarios. Las corporaciones locales 
se mantienen en el cuarto puesto, aunque su nivel de gasto tam-
bién ha aumentado notablemente.

El gráfico 1.16 muestra los índices de la evolución del gasto 
consolidado y confirma lo señalado en el párrafo anterior. Las 
comunidades autónomas aumentan su gasto un 146% y las cor-
poraciones locales un 111%. La Administración central y la Se-
guridad Social, un 62% y un 75% respectivamente. Parte de esta 
evolución se explica por la finalización entre el 2000 y el 2001 
del traspaso de las competencias, de sanidad desde la Seguridad 
Social y de universidades desde la Administración central, hacia 
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GRáfICo	1.15:	 Evolución	del	gasto	consolidado	
por	administraciones,	2000-2009

 (millones de euros corrientes)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.
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las comunidades autónomas. Debe advertirse que, pese a ese tras-
paso, las dos administraciones cedentes de competencias han in-
crementado sensiblemente su gasto en estos años, al menos en 
términos nominales.

El gráfico 1.17 muestra la importancia de cada administración 
respecto al PIB. Las Administraciones centrales, que han traspa-
sado competencias, pierden peso durante la expansión hasta el 
2007, aunque su gasto ha aumentado. En cambio, las Administra-
ciones territoriales lo ganan. Las comunidades autónomas parten 
del 11,1% del PIB en el año 2000 y alcanzan el 16,3%, siendo la 
administración que más crece durante el periodo. Le sigue en im-
portancia la Seguridad Social que había visto disminuir su peso 
del 13% al 11,7% durante el periodo 2000-2007, pero lo aumenta 
durante la crisis, debido principalmente al mayor gasto en presta-
ciones de desempleo, que ha funcionado como estabilizador auto-
mático de la demanda. La Administración central es la única que 
pierde peso respecto al PIB, pasando del 10,1% al 9,8% a pesar 
del aumento final debido a la crisis. Las corporaciones locales se 
mantienen en la cuarta posición, pero aumentan ligeramente su 
peso en el PIB hasta el 6,3%.

GRáfICo	1.16:		 Evolución	del	gasto	consolidado	
por	administraciones,	2000-2009
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1.4.2.	Estructura	de	los	gastos	por	administraciones.	
Clasificación	económica

Tras el traspaso de competencias a la Administración autonó-
mica y local, la clasificación económica del gasto de las adminis-
traciones refleja un patrón muy claro: la Administración central 
y la Seguridad Social se orientan hacia las transferencias mone-
tarias, mientras las Administraciones territoriales se centran en 
la prestación de servicios públicos. Como consecuencia de esta 
especialización, las Administraciones territoriales representan al-
rededor del 78% del VAB público, un porcentaje muy superior a 
su peso en el gasto total.

El cuadro 1.4 desglosa la estructura porcentual de la clasifi-
cación económica de los gastos por administraciones. El cuadro 
muestra el predominio absoluto de esa pauta de concentración 
en las transferencias en la evolución conjunta de los gastos de la 
Administración central y de la Seguridad Social. A pesar del fuer-
te esfuerzo inversor realizado durante el periodo, la formación 
bruta de capital supone solo un 3,6% de su gasto total, mientras 
las transferencias representan el 74,1% en el 2009. Los dos capí-
tulos de gasto corriente, consumos intermedios y remuneración 

GRáfICo	1.17:		 Peso	sobre	el	PIB	del	gasto	consolidado,	
por	administraciones,	2000-2009	

	 (porcentaje)
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de asalariados, se reducen hasta un nivel cercano al 22% entre 
ambos, siendo mayores los consumos intermedios.

Sin perder de vista la importancia decisiva del capítulo de 
transferencias frente a todos los demás, la evolución temporal de 
los distintos capítulos puede seguirse en el gráfico 1.18. El gasto 
en formación bruta de capital sumado a las adquisiciones netas 
es el que más crece durante el periodo, un 135%, seguido a mu-
cha distancia por las transferencias, un 68%. Por el contrario, el 
gasto en consumos intermedios y en remuneración de asalariados 
aumenta solo un 25%, en parte como consecuencia del impulso 
recibido durante los dos años de crisis.

Centrando la atención en la evolución del gasto de las comuni-
dades autónomas, puede verse que los capítulos de gasto ligados 
a la prestación de servicios públicos son mucho más importantes 
en dicho nivel administrativo. El peso de la remuneración de asa-
lariados asciende hasta el 41,8% en el 2009 y supera con creces al 
del consumo intermedio (19,4%), sumando entre ambos las dos 

GRáfICo	1.18:		 Evolución	de	los	gastos	de	la	Administración	central	y	
de	la	Seguridad	Social.	Clasificación	económica,	2000-2009
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terceras partes del gasto. Las transferencias suponen un 29,3% de 
gasto y la formación bruta de capital un 9,4%.

Durante el periodo 2000-2009 parece haberse producido en 
las comunidades autónomas un esfuerzo inversor mayor que en 
las Administraciones centrales, pero no es este el capítulo de gas-
to que más ha crecido, como sucedía en aquellas. Según el gráfico 
1.19, desde el 2000 ha crecido un 155% el consumo intermedio 
y un 137% la remuneración de asalariados. Las que mayor au-
mento han experimentado son las transferencias (163%), en par-
te asociadas a los conciertos con entidades privadas para prestar 
servicios educativos y sanitarios, mientras que la formación bruta 
de capital se ha comportado de manera algo más moderada, en 
parte debido a la caída del último año, aunque creciendo tam-
bién con fuerza (117%) en el conjunto del periodo. 

La estructura por capítulos del gasto de las corporaciones lo-
cales que muestra el cuadro 1.4 guarda bastante parecido con la 
de las comunidades autónomas, concentrándose en los gastos de 
personal y consumos intermedios que acompañan a la produc-

GRáfICo	1.19:	 Evolución	de	los	gastos	de	las	comunidades	autónomas.	
Clasificación	económica,	2000-2009
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ción de los servicios. Llama la atención el mayor peso relativo de 
los consumos intermedios, que representan en este caso el 30% 
del gasto total en el 2009, frente al 28,2% de la remuneración de 
asalariados. Las transferencias y la formación bruta de capital se 
encuentran en un segundo nivel, con el 18,7% y el 23,1% respec-
tivamente. Por su parte, las inversiones tienen un peso en el caso 
de las corporaciones locales mucho mayor que en las Administra-
ciones centrales o autonómicas.

La evolución temporal de los capítulos de gasto de las corpo-
raciones locales (véase el gráfico 1.20) ha sido algo más homogé-
nea, si se exceptúan las variaciones experimentadas por la FBC, 
que experimentó un gran salto el último año, debido al conjunto 
de acciones contenidas en el Plan Español para el Estímulo de la 
Economía y el Empleo, conocido como Plan e, de respuesta a la 
crisis, y alcanzó un crecimiento del 170% a lo largo del periodo. 
Por otra parte, la remuneración de asalariados y los consumos 
intermedios aumentaron un 89% y un 97%, respectivamente, y 
las transferencias un 62%.
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GRáfICo	1.20:	 Evolución	de	los	gastos	de	las	corporaciones	locales.	
Clasificación	económica,	2000-2009
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1.4.3.	Estructura	de	los	gastos	por	administraciones.	
Clasificación	funcional

Como consecuencia del reparto competencial, la estructura 
funcional del gasto de cada nivel de gobierno es muy diferente 
entre sí y muy distinta de la del agregado, presentada en el apar-
tado 1.3. 

En el cuadro 1.5 se puede advertir que la principal función de 
gasto de la Administración central es el grupo resto de funciones, 

 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Administración	central          

Educación 1,5 1,4 1,7 1,9 1,4 1,1 1,1 1,0 1,0

Sanidad 1,4 1,4 1,7 1,7 1,6 1,6 1,5 1,5 1,6

Protección social 4,7 4,3 5,1 5,3 7,5 7,7 7,6 7,8 8,1

Transporte y comunic. 3,7 4,1 5,0 5,4 9,0 6,4 6,9 6,7 6,6

Resto de funciones 88,7 88,8 86,5 85,7 80,5 83,2 82,9 83,0 82,7

Seguridad	Social          

Educación 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0

Sanidad 10,8 11,1 5,0 1,5 1,5 1,5 1,6 1,5 1,4

Protección social 67,1 67,0 87,9 92,0 91,8 91,6 91,6 91,4 91,6

Transporte y comunic. 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0

Resto de funciones 22,1 21,9 7,1 6,5 6,7 6,9 6,8 7,1 6,9

Comunidades	autónomas          

Educación 31,6 31,7 28,6 27,6 28,0 26,6 26,7 26,7 26,5

Sanidad 25,3 24,9 31,0 33,4 35,5 35,7 35,4 35,1 34,9

Protección social 7,9 7,7 7,4 7,7 5,2 5,1 5,4 5,4 5,8

Transporte y comunic. 5,1 5,7 5,4 4,6 4,6 5,9 5,5 5,8 5,5

Resto de funciones 30,1 30,1 27,7 26,7 26,7 26,6 27,0 27,0 27,3

Corporaciones	locales          

Educación 4,0 2,9 3,0 3,0 4,5 4,3 3,9 4,0 3,6

Sanidad 2,8 1,8 1,8 1,6 1,3 1,3 1,3 1,3 1,3

Protección social 6,1 6,8 7,2 8,1 8,3 8,8 9,3 8,8 9,0

Transporte y comunic. 10,3 7,8 8,6 7,9 9,5 9,3 8,2 8,4 9,2

Resto de funciones 76,8 80,7 79,4 79,4 76,5 76,3 77,2 77,6 77,0

CUADRo	1.5:		 Estructura	porcentual	del	gasto	por	Administraciones	Públicas.	
Clasificación	funcional,	2000-2008

 (porcentaje)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.
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en las que se integran actividades de la administración general, 
defensa o seguridad, pero también el gasto en transferencias de 
fondos al resto de administraciones. El gráfico 1.21 muestra la 
evolución de las funciones de gasto de la Administración central 
y el mayor crecimiento corresponde a transporte y comunicacio-
nes, que aumenta un 146%; como se recordará, en esta función se 
concentra la inversión en infraestructuras. La protección social 
ha experimentado también un fuerte aumento, concretamente 
del 137%. La sanidad se mantiene más estable, con un creci-
miento del 58%, aunque se trata de una función de peso muy 
reducido, pues el grueso de los gastos se concentra primero en la 
Seguridad Social y, tras los traspasos, en las comunidades autó-
nomas. La educación disminuye un 9%, como consecuencia de 
la finalización de los traspasos en materia de universidades, al 
principio del periodo. 

Atendiendo a la Administración de la Seguridad Social, el 
cuadro 1.5 muestra que la función de protección social, que 
comprende las prestaciones por desempleo y el sistema de pen-
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GRáfICo	1.21:		Evolución	de	los	gastos	de	la	Administración	central.	
Clasificación	funcional,	2000-2008

 (2000 = 100)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.
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siones, domina de manera absoluta, tanto su estructura como su 
trayectoria. El resto de las funciones son residuales, pues, tras el 
traspaso de competencias sanitarias a las comunidades autóno-
mas, la protección social representa el 92% del gasto total de la 
Seguridad Social. El gráfico 1.22 muestra la evolución temporal 
de cada función, en la que se puede ver que la protección social 
presenta también la trayectoria más expansiva, pues ha aumenta-
do un 79% durante el periodo, mientras todas las demás se han 
reducido como resultado de los traspasos. 

Dentro de las comunidades autónomas, la sanidad es, con di-
ferencia, la principal partida de gasto, tras aumentar su peso del 
25% al 35% al completarse su traspaso a todas las comunidades. 
Como consecuencia de ello, la educación ha perdido algo de peso, 
pasando del 32% al 26%, a pesar de haber recibido algunas co-
munidades recientemente las competencias de universidades. Las 
funciones de transporte y comunicaciones, y protección social tie-
nen un peso limitado en los presupuestos de las autonomías.

El gráfico 1.23 muestra la evolución de cada función de gas-
to de las comunidades autónomas. La sanidad es la función que 
más crece durante el periodo, un 214%, aunque en parte es de-

0

20

40

60

80

100

120

140

160

180

200

Educación Sanidad Protección social Resto de funciones

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

GRáfICo	1.22:		 Evolución	de	los	gastos	de	la	Seguridad	Social.	
Clasificación	funcional,	2000-2008

 (2000 = 100)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.
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bido a la recepción de las competencias en algunas comunidades 
autónomas. A continuación se encuentra el gasto en transporte 
y comunicaciones (149%), derivado fundamentalmente de la in-
versión en infraestructuras. En un nivel más bajo se sitúan el res-
to de funciones (107%), la educación (92%) y la protección social 
(68%).

En la estructura del gasto de las corporaciones locales (v. el 
cuadro 1.5) se observa que, como sucedía en el caso de la Admi-
nistración central, también la partida del resto de funciones domina 
la estructura del gasto. Le siguen, a mucha distancia, las funcio-
nes de transporte y comunicaciones (inversión en infraestructu-
ras) y protección social. El gráfico 1.24 muestra la evolución del 
gasto por funciones de las corporaciones locales. La que más au-
menta su gasto es protección social que, con un crecimiento del 
183%, se sitúa como la segunda función de gasto hacia la mitad 
del periodo. Pierde dicha posición en el 2008 ante el aumento 
de la de transporte y comunicaciones, que incrementa su gasto 
un 70% durante el periodo y continúa siendo la segunda partida 
en orden de importancia al final del mismo. La educación y la 
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GRáfICo	1.23:		 Evolución	de	los	gastos	de	las	comunidades	autónomas.	
Clasificación	funcional,	2000-2008

 (2000 = 100)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.
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sanidad son partidas menores dentro de las competencias de las 
corporaciones locales y tienen una evolución similar. 

1.5.	Estructura	de	los	ingresos	por		
administraciones.	Clasificación	económica

La estructura de ingresos de las administraciones difiere bastan-
te, entre sí y respecto del agregado presentado en el apartado 
1.2, por tres tipos de razones. En primer lugar, porque las coti-
zaciones sociales son una fuente de ingresos, sobre todo, de la 
Seguridad Social. En segundo lugar, porque las transferencias 
de la Administración central desempeñan un papel importante 
como ingresos de los entes territoriales. Y en tercero, porque el 
reparto de fuentes tributarias entre los distintos niveles de gobier-
no concentra algunas de ellas en la Administración central, por 
ejemplo, el impuesto sobre sociedades. 

Las Administraciones territoriales han alcanzado una gran 
autonomía desde el punto de vista del gasto, pero no sucede lo 

GRáfICo	1.24:		 Evolución	de	los	gastos	de	las	corporaciones	locales.	
Clasificación	funcional,	2000-2008

 (2000 = 100)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.
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mismo desde el lado de los ingresos. Durante las décadas finales 
del siglo xx, tanto las comunidades autónomas como las corpo-
raciones locales dependieron de manera decisiva de las transfe-
rencias de la Administración central, a pesar de haber recibido 
competencias de gasto muy importantes. Pero incluso en la ac-
tualidad, a pesar de haberse abordado con más decisión la des-
centralización fiscal en los acuerdos de financiación del 2001 y 
el 2009, las transferencias siguen siendo importantes, porque se 
ha considerado deseable que la Administración central recaude 
un volumen de recursos mayor, para redistribuirlos con criterios 
de solidaridad interterritorial. De este modo, a pesar de que las 
comunidades autónomas tienen cierta autonomía en el diseño de 
su fiscalidad, parte de su gasto final depende de los ingresos por 
transferencias.

El cuadro 1.6 y el gráfico 1.25 detallan la estructura y la evo-
lución nominal de los ingresos de la Administración central.  
El mayor capítulo de ingresos lo forman los impuestos sobre ren-
ta, patrimonio y capital, seguidos a distancia por los impuestos 
sobre la producción e importaciones. Tanto los impuestos sobre 
renta, patrimonio y capital como las cotizaciones sociales han au-
mentado en el periodo analizado, pero en porcentaje muy distin-
to, un 11% y un 71%, respectivamente, debido al desplome del 
primer tipo de ingresos en los dos últimos años. La evolución de 
los impuestos sobre la producción e importaciones ha sido sin 
embargo negativa (-34%), debido a la cesión de parte de los mis-
mos a las comunidades autónomas y también por el efecto de la 
crisis. El resto de recursos cae un 22% durante el periodo de es-
tudio, con la mayor parte de la caída concentrada en los últimos  
dos años.

La estructura (v. el cuadro 1.6) y la evolución (v. el gráfico 
1.26) de los ingresos de la Seguridad Social reflejan su condición 
de organismo dedicado casi exclusivamente a las transferencias, 
el sistema de pensiones y el de prestaciones de desempleo, finan-
ciadas por las cotizaciones sociales. Al principio del periodo de 
estudio, la Seguridad Social todavía mantenía las competencias 
de sanidad en ciertos territorios, y dicha función se financiaba en 
parte por transferencias de la Administración central. La cesión 
definitiva de esa competencia a las comunidades lleva aparejada 
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GRáfICo	1.25:	 Evolución	de	los	ingresos	de	la	Administración	central,	
por	capítulos,	2000-2009

 (2000 = 100)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.
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GRáfICo	1.26:		 Evolución	de	los	ingresos	de	la	Seguridad	Social,	
por	capítulos,	2000-2009

 (2000 = 100)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.
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la práctica desaparición de las citadas transferencias y las coti-
zaciones sociales de los trabajadores acaparan más del 92% de 
sus recursos hasta el 2008, reduciéndose al 80,5% en el 2009. La 
agrupación otros recursos, cuya aportación se había estabilizado en 
torno al 7%, aumenta con la crisis hasta el 19,5% por el aumento 
de transferencias desde la Administración central.

En cuanto a la evolución temporal, el crecimiento de las coti-
zaciones ha sido del 73%, debido a la fuerte creación de empleo 
durante el periodo analizado, aunque la caída final ha hecho re-
bajar 4 puntos ese crecimiento. La reducción de los otros recursos 
se debe a lo ya comentado sobre los traspasos de competencias. El 
súbito aumento entre el 2008 y el 2009 corresponde a los ingresos 
por transferencias de la Administración central para las medidas 
discrecionales de cobertura del desempleo.

En la estructura (v. cuadro 1.6) y la evolución (v. gráfico 1.27) 
de los ingresos de las comunidades autónomas se observa que 
al principio del periodo considerado el predominio de las trans-
ferencias era absoluto. Después, pese al creciente volumen de 
recursos derivados de la participación de las comunidades en la 
imposición directa e indirecta, las transferencias siguen siendo la 
partida más importante. La evolución de los capítulos de ingresos 
ha sido extremadamente dispar a partir de la entrada en vigor de 
un nuevo sistema de financiación, en el 2002. La cesión del IVA 
dispara los ingresos por impuestos sobre la producción e importa-
ciones, que en el 2007 multiplicaban por seis los iniciales, si bien 
el inicio de la crisis hace que el aumento final se reduzca. Los 
impuestos sobre renta, patrimonio y capital han crecido también 
sustancialmente, un 376% entre el 2000 y el 2009, debido al cam-
bio en la participación en el IRPF. En cuanto a la cuantía de las 
transferencias del sistema de financiación, recogidas dentro del 
grupo otros recursos, se ha mantenido bastante estable a lo largo 
del periodo, aumentando un 54% en términos nominales pero 
reduciendo su peso en los recursos totales, del 76% inicial al 52% 
en el 2009, y cediendo protagonismo a los ingresos impositivos. 
Por último, las cotizaciones sociales suponen un ingreso residual 
del 0,3% en el 2009 para las comunidades autónomas.

En los ingresos de las corporaciones locales observamos que 
la primera partida en su estructura (v. el cuadro 1.6) abarca las 
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Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.

transferencias, derivadas del sistema de financiación, y las tasas 
municipales. Ambas están recogidas aquí en el grupo otros recur-
sos, que aumenta su peso sobre el total desde el 49% hasta el 56% 
durante el periodo. Los impuestos sobre la producción e importa-
ciones y los aplicados sobre renta, patrimonio y capital represen-
tan, respectivamente, el 29% y el 15%.

El gráfico 1.28 muestra la evolución de los ingresos por capítu-
los de las corporaciones locales. Las distintas fuentes evolucionan 
de manera más similar que en las otras administraciones, aunque 
de todos modos presentan diferencias. Los impuestos sobre ren-
ta, patrimonio y capital, el resto de recursos y los impuestos sobre 
la producción e importaciones aumentan, respectivamente, un 
69%, un 108% y un 49%, mientras los ingresos por cotizaciones 
sociales son, como en las comunidades autónomas, residuales.
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1.6.	Conclusiones

La información presentada en este capítulo indica que el tamaño 
del sector público español, hasta la llegada de la crisis, se acompa-
saba con la evolución de la economía, con un volumen del gasto 
público equivalente al 40% del PIB. Ese porcentaje permanecía 
bastante estable desde hacía más de una década y se situaba en lí-
nea con las economías grandes y desarrolladas de nuestro entorno, 
no solo las de la UE sino también la de Estados Unidos. Como en 
el resto de países, la crisis ha elevado sustancialmente el peso del 
gasto público. En nuestro caso el incremento podría consolidarse 
durante más tiempo si no se abordaran ajustes de gasto significa-
tivos, dado que el mayor crecimiento se debe al aumento de las 
prestaciones por desempleo, que representan más del 4% del PIB 
en la actualidad, y no se recupera un crecimiento intenso del PIB.

Impuestos sobre producción e importaciones
Impuestos sobre renta, patrimonio y capital
Cotizaciones sociales
Otros recursos
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GRáfICo	1.28:		Evolución	de	los	ingresos	de	las	corporaciones	locales,	
por	capítulos,	2000-2009

 (2000 = 100)

Fuente: IGAE (vv. aa.) y elaboración propia.
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El gasto público español se orienta sobre todo hacia la provi-
sión de servicios públicos, aproximadamente dos tercios del total. 
El resto se dedica a la realización de transferencias monetarias de 
protección social, para completar una estructura no muy distinta 
a la de otros países de referencia. Tampoco es muy diferente de 
otros países el peso de la producción de servicios públicos en el 
PIB total (12%), lo cual pone de manifiesto que la importancia 
del sector público en las economías actuales no se deriva tanto de 
sus actuaciones productivas directas sino, sobre todo, de las redis-
tributivas y reguladoras. España no es tampoco en esto diferente 
y, en todos los indicadores presentados, el sector público se sitúa 
en valores que la colocan en el centro del abanico de elecciones 
realizadas por los restantes grandes países considerados. 

Desde la perspectiva de la descentralización, la estructura 
de las administraciones españolas se sitúa más cerca de la de los 
países federales, como Estados Unidos o Alemania, que de los 
centralizados, como Francia, el Reino Unido o Italia. Las Admi-
nistraciones centrales españolas, formadas por la Administración 
central y la Seguridad Social, asumen la competencia funda-
mental en la gestión de las principales transferencias monetarias  
personalizadas de naturaleza redistributiva: pensiones, desem-
pleo y becas. Por su parte, las Administraciones territoriales, 
autonómica y local, se responsabilizan de la provisión de los prin-
cipales servicios públicos, como son los educativos, sanitarios, 
sociales y culturales, quedando compartida entre los tres niveles 
de Gobierno, central, autonómico y local, la provisión de infraes-
tructuras. 

Aunque el gasto público creció con fuerza antes de la llega-
da de la crisis, con la ayuda del boom inmobiliario y del empleo, 
el sector público español sostenía su financiación sin mayores 
problemas, gracias tanto a los ingresos fiscales como a las trans-
ferencias de la UE. De hecho, durante la fase de expansión se 
decidieron reducciones de tipos impositivos y al final del mismo, 
entre el 2005 y el 2007, se obtuvieron superávits, manteniéndose 
niveles de endeudamiento público, en relación con el PIB, bajos 
en comparación con las demás economías, cumpliéndose las con-
diciones de estabilidad exigidas por la UE. Ahora bien, la rece-
sión ha mostrado la fragilidad de esos equilibrios: no solo disparó 
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el gasto sino que hizo caer los ingresos públicos un 30%, hasta el 
punto de pasar de un superávit del 2% en el 2007 a un déficit del 
11,2% en el 2009. Este cambio drástico de la trayectoria del saldo 
presupuestario obliga a reconocer que existe un importante défi-
cit estructural y ha planteado una necesidad urgente de romper 
la fuerte tendencia reciente al crecimiento del gasto para asegu-
rar la sostenibilidad financiera de las cuentas públicas a medio 
plazo, tanto en un escenario económico de estancamiento como 
en otro de crecimiento lento. 

En estas circunstancias, se plantea abiertamente la relación 
entre la trayectoria creciente del gasto público y el proceso de des-
centralización llevado a cabo en España en las últimas décadas. 
Ciertamente, al revisar las cifras de gasto de la última década, las 
administraciones más expansivas son las territoriales y, en térmi-
nos absolutos, las comunidades autónomas. Son también estas las 
que parecen representar el mayor escollo para asimilar las conse-
cuencias de los ajustes fiscales acordados a principios del 2010, ya 
que encuentran mayor dificultad para revisar a la baja sus gastos 
y para cumplir los objetivos de reducción del déficit. 

Una interpretación de la situación, que goza de creciente acep-
tación, es que el problema se deriva de que las Administraciones 
regionales gastan en exceso, como consecuencia de que en las 
mismas se han desarrollado estructuras burocráticas y políticas 
muy pesadas y con frecuencia ineficaces, que replican innecesa-
riamente organismos que existían en la Administración central y 
que no han desaparecido. Además, los gobiernos regionales tie-
nen dificultades para frenar las demandas de los distintos gru-
pos de interés, alimentadas con frecuencia, por la proximidad y 
presión de los ciudadanos, por la comparación de los niveles de 
servicios ofrecidos en otros territorios y por la existencia de una 
restricción presupuestaria blanda, como consecuencia de que la 
responsabilidad fiscal es solo parcial y las transferencias de la Ha-
cienda central siguen siendo importantes. 

El ejemplo más notable de crecimiento del gasto autonómico 
es el sanitario, El análisis realizado confirma que ha crecido mu-
cho y su expansión se produce en buena medida coincidiendo 
con la gestión del mismo por las comunidades autónomas. El rá-
pido crecimiento del gasto sanitario es un problema de todos los 
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países y en España lo padecieron también las Administraciones 
centrales, pero los datos indican que se trata asimismo de una 
consecuencia directa de la descentralización. Cuando en el 2001 
se transfieren las competencias sanitarias a las comunidades que 
todavía no las gestionaban, el gasto per cápita que realizaban las 
Administraciones centrales en salud era un 91% del que realiza-
ban las comunidades autónomas que comenzaron a gestionarlas 
bastante antes, desde la década de los ochenta en adelante. Poste-
riormente, las comunidades autónomas que recibieron más tarde 
las competencias se han igualado con las que las gestionaban con 
anterioridad.

Es cierto, por tanto, que la forma como se han desplegado las 
Administraciones autonómicas y se han desarrollado las relacio-
nes entre la Hacienda central y las comunidades ofrece abundan-
te evidencia puntual de que la descentralización no se ha hecho, 
en general, de manera austera ni eficiente. Sin embargo, esa no 
parece la única razón por la que el crecimiento del gasto de las 
Administraciones regionales es mayor: también importa el proce-
so de traspasos y el tipo de gastos en los que están especializadas, 
pues concentran gran parte del mismo en sanidad y educación, 
y estas son funciones que presentan un perfil más expansivo en 
muchos países.

Junto a lo ya expuesto, esta monografía analiza en detalle otra 
circunstancia que puede explicar en buena medida el mayor cre-
cimiento del gasto de las comunidades: en el capítulo 2 se ofrece-
rán datos que confirman el desigual despliegue del sector público 
en las regiones y, en particular, que el proceso de traspasos se ha 
producido de forma muy desigual entre comunidades. Una vez 
completadas las transferencias, se dispone de información sufi-
ciente para confirmar que los recursos de los que disponen las 
comunidades son muy distintos. 

Esta circunstancia pone en marcha procesos que impulsan el 
gasto y el déficit en el conjunto de las comunidades y en el sector 
público, por las vías que serán analizadas posteriormente. Con-
vendría no ignorar, a la hora de diseñar los escenarios de consoli-
dación fiscal, que tampoco las condiciones en las que las distintas 
comunidades abordan esta consolidación y el correspondiente 
ajuste del gasto que exige la crisis son las mismas, ni desde el pun-
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to de vista de la estrechez de sus restricciones financieras ni por 
sus consecuencias sobre los niveles de prestación de los servicios. 
Los capítulos 2 y 3 ofrecen los datos y argumentos para valorar 
con mayor profundidad este punto de vista.
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El sector público en las regiones2.

El sector público tiene un peso considerable en la economía es-
pañola, como se ha comprobado en el capítulo 1, pero no tiene la 
misma importancia en todos los territorios. Evaluar con precisión 
esta diversidad es relevante, tanto desde la perspectiva de la efi-
ciencia, para determinar la influencia directa del sector público 
sobre la actividad económica en cada región, como de la equidad 
y la solidaridad interterritorial. Sin embargo, valorar el peso del 
sector público en cada región no es sencillo, porque existen múl-
tiples administraciones, sus actuaciones pueden ser contempladas 
desde distintas perspectivas y los datos disponibles no facilitan la 
tarea.

Que el peso del sector público difiere de unas a otras regiones 
es un hecho reconocido en términos generales, pero mal medido 
y, por tanto, insuficientemente evaluado. Por esa razón, a través 
de esta publicación, se ha realizado un esfuerzo importante para 
elaborar nueva información sobre la actividad pública en cada 
una de las comunidades autónomas españolas, desde el punto de 
vista de los ingresos y, sobre todo, de los gastos. Los resultados 
principales se presentan en este capítulo 2. El lector interesado 
puede consultar en el sitio web de la Fundación BBVA la base 
de datos completa, elaborada con criterios homogéneos para el 
periodo 2000-2008.9

El Ministerio de Economía y Hacienda, a través de la Inter-
vención General de la Administración del Estado (IGAE), publica 
cada año las Cuentas de las Administraciones Públicas (CAP). Esta 
publicación estadística proporciona una visión completa de las 

9 Véase http://www.fbbva.es/TLFU/tlfu/esp/areas/econosoc/bbdd/sector_
publico.jsp.
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operaciones realizadas por los agentes y por el conjunto del sec-
tor de Administraciones Públicas, homogeneiza las liquidaciones 
de presupuestos de los diferentes agentes y presenta las cuentas 
económicas, así como la clasificación funcional del gasto, elabora-
das de acuerdo con los criterios del Sistema Europeo de Cuentas 
(SEC-95).10 

También proporciona los datos correspondientes a la liquida-
ción presupuestaria de la Administración central, comunidades 
autónomas, corporaciones locales y Administraciones de la Se-
guridad Social, basándose en las liquidaciones definitivas de los 
presupuestos de todas las unidades. Esto implica que los datos no 
están disponibles hasta que concluye el proceso legal de cierre 
contable y se reciben en la Intervención General todas las liqui-
daciones.11 

La clasificación conjunta desde el punto de vista económico y 
funcional de las CAP (IGAE vv. aa.) resulta de gran interés, pero 
esta fuente estadística no ofrece la distribución territorial de su 
clasificación económico-funcional. Por ello, para conocer los 
efectos de la actividad pública en cada territorio, ha sido necesa-
rio elaborar esta información, partiendo de los totales nacionales 
publicados por la IGAE, y se ha territorializado a partir de dife-
rentes fuentes estadísticas oficiales. Cada capítulo presupuestario 
y función presenta su propia casuística, lo que ha obligado a un 

10 En la publicación del 2003, las CAP incorporan los cambios metodológicos de 
la nueva base 2000 de la Contabilidad Nacional. Ello supone excluir del subsector de 
Administraciones de Seguridad Social las operaciones correspondientes a la sanidad 
y los servicios sociales gestionadas por las Administraciones territoriales, que ahora se 
integran en el subsector que gestiona el gasto. Excepcionalmente, la publicación de las 
CAP del 2003 incorporó la revisión de las CAP para el 2000, 2001 y 2002, adaptándolas 
a los nuevos criterios de delimitación del sector de Administraciones Públicas y de sus 
subsectores. Esta incorporación ha permitido mantener la homogeneidad de las series 
desde el 2000 en los análisis realizados en el capítulo 1 de esta monografía. Sin embar-
go, no ha sido posible en la totalidad del capítulo 2, porque la distribución territorial 
de la actividad de la Administración central se basa en fuentes estadísticas que solo 
incorporan el cambio metodológico a partir del 2002. Este motivo justifica que se tome 
el periodo 2002-2008 en aquellos apartados que analizan la actividad desagregada de 
los diferentes subsectores administrativos, sin que esta limitación afecte a la base de 
datos disponible en el sitio web de la Fundación BBVA http://www.fbbva.es/TLFU/
tlfu/esp/areas/econosoc/bbdd/sector_publico.jsp.  

11 En el momento de redactar esta monografía, las últimas CAP disponibles se 
refieren al ejercicio 2008 y han sido publicadas en diciembre del 2010. 
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exhaustivo proceso de compilación de datos, que se resumirá en 
cada uno de los apartados que siguen.

En líneas generales, la territorialización de la información re-
ferente a las Administraciones centrales se ha apoyado en la pu-
blicación Las balanzas fiscales de las comunidades autónomas con la 
Administración Pública Central (1991-2005), de los profesores Eze-
quiel Uriel y Ramón Barberán (2007). En cambio, la territoriali-
zación de los ingresos y gastos de las comunidades autónomas y de 
las corporaciones locales se basa en la información contenida en 
los apéndices finales de las CAP (IGAE vv. aa.) y en la recopilación 
y homogenización de sus liquidaciones presupuestarias, realiza-
das por la Dirección General de Coordinación Financiera con las 
Comunidades Autónomas y con las Entidades Locales, que tam-
bién presenta su propia clasificación funcional. Tanto la clasifica-
ción económica como la funcional de dichas fuentes han tenido 
que ser reajustadas para hacerlas compatibles con la presentada 
en la publicación de la IGAE.

En el caso de los gastos de las Administraciones centrales, para 
completar la distribución territorial de los capítulos presupuesta-
rios de determinadas funciones de gasto, también han sido utili-
zadas fuentes estadísticas específicas. En este sentido, destacan las 
series de inversión y capital elaboradas por el Ivie para la Funda-
ción BBVA,12 el gasto en funcionarios de cada agente público, las 
estadísticas de becas educativas, de gasto farmacéutico, de presta-
ciones por desempleo y pensiones, etc.

Así pues, la base de datos construida13 ofrece nueva informa-
ción sobre el sector público en cada territorio que permite anali-
zar sus actuaciones desde varias perspectivas. En efecto, no existe 
ni una perspectiva única ni una medida única de la importancia 
del sector público, cuyo peso puede cambiar en función de la 
magnitud que se escoja para realizar la evaluación. La respuesta 
razonable a esa complejidad es contemplar las dimensiones re-
levantes de las actuaciones públicas por separado y sintetizarlas 

12 Véase la base de datos el stock y los servicios del capital en españa y su distribución 
territorial (Fundación BBVA-Ivie 2011).

13 Véase http://www.fbbva.es/TLFU/tlfu/esp/areas/econosoc/bbdd/sector_
publico.jsp.



[ 84 ]  las diferencias regionales del sector público español

solo cuando sea posible. Como reflejo de este planteamiento, a 
partir de la información que ahora se presenta, en el capítulo 3 se 
analizarán distintos efectos de las actuaciones públicas sobre las 
regiones, destacando tanto las diferencias territoriales como sus 
coincidencias.14

El capítulo 2 se estructura como sigue. El apartado 2.1 consi-
dera la actuación del sector público en cada territorio, por tipos 
de gasto. A partir de esa información, el apartado 2.2 analiza la 
configuración del sector público en cada región y la importancia 
de las distintas administraciones en cada tipo de gasto realizado. 
El apartado 2.3 estudia la distribución regional del gasto público 
por funciones, analizando los casos de la educación, la sanidad, la 
protección social y las infraestructuras de transporte y comunica-
ciones. Por último, el apartado 2.4 analiza las fuentes de ingresos 
con las que se financian las actuaciones públicas en cada territorio 
y las diferencias en la composición de los recursos.

2.1.		La	dimensión	del	gasto	público	en	cada	territorio	

Este apartado analiza, desde la perspectiva territorial, cuatro di-
mensiones principales de los gastos públicos: remuneraciones de 
los asalariados, formación bruta de capital, consumo intermedio, 
que incluye otros gastos corrientes, y transferencias. Entre las cua-
tro representan la totalidad del gasto público no financiero.

14 El presente estudio distribuye los gastos e ingresos públicos no financieros entre 
diecisiete territorios, coincidentes con las diecisiete comunidades autónomas españo-
las. No se consideran las dos ciudades autónomas de Ceuta y Melilla por la baja calidad 
de sus correspondientes anotaciones en gran parte de las fuentes estadísticas consi-
deradas, especialmente cuando se analizan series temporales. Si bien la información 
disponible hubiese permitido incluir las dos ciudades autónomas en algunos de los 
apartados, resulta imposible hacerlo para la totalidad de epígrafes del estudio. Este es 
el motivo por el que se ha decidido no considerar las ciudades autónomas de Ceuta 
y Melilla.

Sin embargo, en los totales nacionales de algunas de las variables analizadas no es 
posible eliminar la parte correspondiente a las dos ciudades autónomas, por lo que se 
puede dar el caso de distribuir entre diecisiete territorios un importe que también las 
incluye. En dichos supuestos se estará asumiendo una mínima sobrestimación, que no 
afectará a las proporciones relativas y que solo tendrá una débil influencia de entre el 
0,2% y el 0,3%, aproximadamente, en el valor absoluto asignado a cada territorio en 
las variables afectadas.    
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2.1.1.	Remuneraciones	de	los	asalariados
La primera variable considerada es la remuneración de los asa-

lariados públicos y ofrece un ejemplo muy nítido de hasta qué 
punto el peso del sector público es distinto en cada región. Las 
remuneraciones comprenden la suma de los sueldos y salarios, en 
efectivo o en especie, y las cotizaciones sociales, efectivas e impu-
tadas, a cargo de las diferentes administraciones. Esta magnitud 
representa aproximadamente la cuarta parte del gasto público 
total y la quinta parte de la masa salarial del conjunto de la econo-
mía. En todas las regiones, por tanto, el sector público da trabajo 
a una porción importante de la población ocupada, pero su peso 
no es el mismo en cada territorio.15 

En Extremadura, más del 40% de los salarios provienen de las 
arcas públicas (v. el gráfico 2.1), un peso que casi duplica la me-
dia del país y que sitúa a esta región a gran distancia del resto. 
La elevada participación de los salarios públicos en este territorio 
contrasta con lo que ocurre en el País Vasco y Cataluña, donde 
la masa salarial de carácter público solo representa el 14% y el 
12,9%, respectivamente, apenas un tercio del observado en Ex-
tremadura.

Las diferencias de peso de los salarios públicos en la masa sa-
larial total reflejan tanto el volumen de empleo público y privado 
como los salarios relativos de ambos sectores, distintos en cada 
región. Además, debe tenerse en cuenta que el volumen de em-
pleo público y las remuneraciones medias se ven afectados por la 
decisión que adoptan los gobiernos de proveer algunos servicios 
mediante oferta pública o privada, aunque esta sea financiada pú-
blicamente.

15 En la actualidad, la denominación comunidad autónoma hace referencia tanto 
a uno de los niveles de las Administraciones Públicas como al territorio ocupado por 
cada una de las diecisiete circunscripciones en las que se divide el Estado, más dos 
ciudades autónomas. Para evitar dudas polisémicas, a lo largo de este capítulo se pro-
curará reservar la denominación comunidad autónoma para cuando se haga referencia 
al nivel administrativo y se utilizará territorio, región o comunidad cuando se quiera in-
dicar el perímetro geográfico o poblacional sobre el que recaen los gastos o ingresos 
estudiados.   
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2.1.2.	formación	bruta	de	capital
La formación bruta de capital comprende el gasto realizado en 

la adquisición de activos fijos materiales e inmateriales y de terre-
nos. Esta magnitud presenta mayores diferencias anuales que las 
remuneraciones, ya que obedece a decisiones de gasto en inver-
sión para el desarrollo de proyectos que tienen efectos a medio y 
largo plazo, pero se ejecutan en periodos concretos. Esta es una 
razón para considerar con cuidado los datos anuales, pero, aun 
considerando, como se hace en este caso, un periodo de nueve 
años, se observan notables diferencias en el peso que representa 
la formación bruta de capital público en la inversión realizada en 
cada territorio16 (v. el gráfico 2.2). 

16 En la distribución territorial de las inversiones realizadas por las Administra-
ciones centrales se ha utilizado la extensa base de datos elaborada por la Fundación 

GRáfICo	2.1:		 Participación	de	las	remuneraciones	de	los	asalariados	
públicos	respecto	el	total	de	salarios,	media	2000-2008

 (porcentaje)
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GRáfICo	2.2:		 Participación	del	sector	público	en	la	fBC,	media	2000-2008.	Peso	de	
la	formación	bruta	de	capital	público	respecto	a	la	inversión	regional
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), Fundación BBVA-Ivie e INE y (2011), Ministerio de la Presidencia (2009), Uriel y 
Barberán (2007) y elaboración propia.

En Extremadura, el Principado de Asturias y Cantabria más de 
una quinta parte de la inversión es realizada por las Administra-
ciones Públicas. De nuevo, en Extremadura se duplica el peso de 
la presencia pública en comparación con el conjunto del país, si-
tuado en el 12,7%, y se pone de manifiesto una menor capacidad 
de atraer inversión privada a esta comunidad. En el otro extremo, 
en la Comunidad de Madrid el peso de la inversión pública solo 
representa el 7,2% de la FBC, lo que indica que en la actualidad 
el dinamismo de esta región lo conduce, sobre todo, el sector pri-
vado. Otras comunidades en las que la presencia de la inversión 
pública es menor que la media son Cataluña, la Comunitat Va-

BBVA-Ivie (2011). De ella se obtiene la inversión realizada en cada territorio, clasifi-
cada según las principales funciones de gasto y diferenciando el nivel administrativo 
que asume el coste.
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GRáfICo	2.3:		 Peso	de	la	formación	bruta	de	capital	público	
en	el	PIB,	media	2000-2008

 (porcentaje)

lenciana, la Región de Murcia, la Comunidad Foral de Navarra e 
Illes Balears.

Una imagen similar se obtiene al analizar el peso de la inver-
sión pública en la demanda agregada de cada región, mediante 
el porcentaje de participación de la formación bruta de capital 
público en el PIB regional (v. el gráfico 2.3). Se observa una orde-
nación de los territorios semejante a la anterior y un abanico muy 
notable de valores que indica que la importancia en la demanda 
regional de la inversión pública es muy dispar, con diferencias de 
seis puntos porcentuales entre Extremadura y la Comunidad de 
Madrid que muestran un 7,9% y un 1,9%, respectivamente. De 
hecho, en las regiones en las que la inversión pública pesa más en 
la FBCF, su diferencial con respecto a la media es todavía más im-
portante cuando se considera el PIB, debido a que se trata de te-
rritorios con menor capacidad de atracción de inversión privada.
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GRáfICo	2.4:		 formación	bruta	de	capital	público	per	cápita,	media	2000-2008
 (euros constantes del 2008 por habitante)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), Fundación BBVA-Ivie e INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

Cuando se estudia la formación bruta de capital público per 
cápita (v. el gráfico 2.4) los rankings cambian, en algunos casos. 
Cantabria pasa a ocupar la primera posición con 1.287 euros cons-
tantes del año 2008 por habitante, en promedio del periodo 2000-
2008. También en el Principado de Asturias se han destinado más 
de 1.200 euros por habitante a construir o mejorar las dotaciones 
de infraestructuras públicas. En las posiciones inferiores destaca 
de nuevo la Comunidad de Madrid, con 557 euros per cápita. 

De estos datos no se pueden obtener conclusiones sobre la re-
lación entre la presencia del sector público en la formación bruta 
de capital y la evolución de esta magnitud a lo largo de los ciclos 
económicos, y ello por dos motivos. El primero es que el perio-
do analizado es casi todo de expansión. Pero, además, aunque 
la inversión es uno de los componentes más volátiles del gasto 
privado y sus variaciones pueden afectar considerablemente a la 
demanda agregada, la inversión pública obedece a objetivos de 
más largo plazo. El segundo es que nada garantiza que las dificul-
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tades financieras del sector público en periodos de recesión no 
contraigan la formación de capital público, como se comprueba 
una vez más durante la crisis actual (Pérez et ál. 2011). En teoría, 
en los momentos de crisis económica, cuando la inversión priva-
da se reduce, el sector público tiene en sus manos la posibilidad 
de compensar ese shock con políticas contracíclicas de aumento 
o mantenimiento de la inversión pública. En la práctica esto no 
sucede así, sobre todo cuando las recesiones se alargan. Durante 
las mismas, si bien las comunidades autónomas con baja participa-
ción pública dependen principalmente de la evolución del sector 
privado, las que dependen más de la inversión pública tampoco 
tienen garantías de que la inversión no se contraerá.

2.1.3.	Consumo	intermedio	y	otros	gastos	corrientes
En aras de simplificar el análisis, se ha agrupado el consumo 

intermedio público con el resto de gastos corrientes distintos 
de las transferencias. Así pues, se consideran conjuntamente la 
compra de bienes y servicios, el armamento militar, los servicios 
de intermediación financiera medidos indirectamente, otros im-
puestos sobre la producción, los intereses pagados, otras rentas 
de la propiedad y el resto de consumos. Este agregado de gastos 
públicos puede ser puesto en relación con el PIB de la economía 
regional.17 El mayor peso del sector público se da de nuevo en Ex-
tremadura, con una participación del 9,9% en el periodo conside-
rado (v. el gráfico 2.5). Le siguen Canarias y Castilla-La Mancha, 
con porcentajes superiores al 8%. Las comunidades donde se ob-
serva la menor proporción de consumo público, respecto al PIB, 
son la Comunidad Foral de Navarra (4,9%) y Cataluña (5,3%). 
Este indicador presenta menores diferencias entre territorios que 
los anteriores y es en los extremos donde se observan claras dife-
rencias respecto a la media.

17 En la distribución territorial del consumo intermedio y otros gastos corrientes 
de las Administraciones centrales se han tenido en cuenta indicadores indirectos, en-
tre los que destaca la distribución territorial de los funcionarios dependientes de estas 
administraciones. 
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GRáfICo	2.5:		 Participación	del	consumo	público	en	el	PIB,	media	2000-2008.	
Peso	del	consumo	intermedio	público	y	otros	empleos		
corrientes	respecto	del	PIB	regional	

 (porcentaje)
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Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Ministerio de la Presidencia (2009), Uriel y Barberán (2007) y elabo-
ración propia.

2.1.4.	Transferencias	
El gasto en transferencias de cada nivel de las Administraciones 

Públicas representa una partida importante, tanto desde el punto 
de vista cuantitativo como cualitativo. Existen continuos trasvases 
de recursos entre las Administraciones Públicas, instrumentados 
como transferencias corrientes o de capital. Al mismo tiempo, 
cada nivel administrativo transfiere recursos hacia el sector priva-
do para realizar prestaciones sociales monetarias y transferencias 
sociales en especie. Para evaluar la importancia de las transferen-
cias del sector público deben ser eliminadas las realizadas entre 
Administraciones Públicas, ya que el gasto de un nivel se convierte 
en un ingreso del nivel receptor. 

Al considerar el gasto consolidado, el interés se centra en anali-
zar aquellas transferencias del sector público que benefician a las 
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GRáfICo	2.6:		 Participación	de	las	transferencias	públicas	
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales, IGAE, Ministerios de Educación, de Sanidad, Política Social e Igualdad, y de Trabajo e Inmigración 
y Secretaría de Estado de la Seguridad Social (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración 
propia.

familias y al resto del sector privado o al resto del mundo. Se tra-
ta, principalmente, de las prestaciones de Seguridad Social, como 
pensiones, incapacidad temporal, desempleo, etc.; las prestacio-
nes de asistencia social, como pensiones no contributivas, pen-
siones de guerra, prestaciones familiares, etc.; las transferencias 
en especie realizadas a las familias a través de las empresas e insti-
tuciones privadas, que atienden salud, protección social y educa-
ción concertadas; y las ayudas a la inversión y otras transferencias 
de capital o corrientes, como la cooperación internacional.

La rúbrica de las transferencias monetarias concentra gran 
parte del efecto redistributivo del presupuesto público, por lo 
que su análisis territorial dará pistas sobre cuáles son las regiones 
más beneficiadas por esas actuaciones. El gráfico 2.6 expresa el 
porcentaje que representan las transferencias públicas respecto a 
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la renta disponible bruta en cada territorio.18 Las diferencias vuelven 
a ser considerables. Mientras en el Principado de Asturias el gasto 
efectuado en transferencias públicas alcanza una magnitud equi-
valente al 39,7% de su renta disponible bruta, en la Comunidad 
de Madrid solo representa el 13,7%. En otras cuatro comunida-
des la magnitud de transferencias también supera un tercio de 
la renta disponible: Extremadura, Andalucía, Galicia y Castilla-La 
Mancha.

2.1.5.	Gasto	público	total
Los indicadores anteriores demuestran que el sector público 

no tiene la misma importancia en todas las comunidades autó-
nomas y que su peso depende de la magnitud observada. Ahora 
bien, dado que los distintos gastos pueden ser agregados sin difi-
cultad, se puede considerar el peso del conjunto de los mismos en 
cada economía regional. 

Si se toma como indicador la relación existente entre el gasto 
público total y el PIB regional, que para el conjunto de España era 
en el periodo considerado del 39% (v. el gráfico 2.7), el abanico 
de las regiones es extraordinariamente amplio. En cinco de ellas 
el peso del gasto público representa una magnitud superior al 
50% del PIB regional: en Extremadura la ratio alcanza el 64,9%, 
seguida del Principado de Asturias (54,3%), Castilla-La Mancha 
(51,5%), Andalucía (50,4%) y Galicia (50,2%). Por el contrario, 
en la Comunidad de Madrid el gasto público solo representa el 
26% y en Cataluña el 33%.

Esos valores dependen tanto del volumen del gasto público 
como del PIB, de modo que tienden a aumentar en las regiones 
pobres y disminuyen en las más ricas, aumentando el gasto per 
cápita cuando el PIB per cápita es menor, pero no responden solo 
a un criterio redistributivo, como se comprobará más adelante.19 

Cuando se pone en relación el gasto público total con la po-
blación de cada comunidad (v. el gráfico 2.8) destaca el Princi-

18 En la distribución territorial de las transferencias de las Administraciones cen-
trales se han tenido en cuenta diferentes indicadores según las funciones de gasto: 
becas educativas, gasto farmacéutico, pensiones, prestaciones por desempleo, etc.

19 En el capítulo 3 se analizarán los efectos redistributivos del gasto público con 
más profundidad.
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con 
las Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	2.8:		 Gasto	público	per	cápita,	media	2000-2008
	 (total comunidades autónomas = 100)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), Fundación BBVA-Ivie e INE (2011), Ministerio de la Presiden-
cia (2009), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.
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pado de Asturias, donde el gasto público per cápita es superior a 
la media en un 22%, en gran parte como consecuencia del ele-
vado peso que las transferencias registran en la renta disponible. 
También aparecen en las posiciones de cabeza el País Vasco y la 
Comunidad Foral de Navarra, dos regiones ricas con sistema de 
financiación basado en su condición foral, y les sigue Extrema-
dura, una región pobre y muy asistida por el sector público. En 
cambio, en la parte de abajo aparecen la Región de Murcia que es 
de renta baja, la Comunidad de Madrid que es de renta alta y la 
Comunitat Valenciana que es de renta inferior a la media, en las 
que el gasto público per cápita es de un 12% a un 15% inferior a 
la media española.

Si se considera solo la producción pública en lugar del total 
del gasto público, desaparece la mayor parte del gasto redistribu-
tivo del sector público y la posición de las comunidades cambia 
de nuevo. Además, en estos valores influye la decisión de ofrecer 
algunos servicios en régimen de producción pública o mediante 
conciertos con el sector privado y, en este terreno, las diferencias 
entre comunidades en sanidad, educación y servicios sociales son 
importantes. Extremadura es ahora la región donde mayor es la 
presencia del sector público (v. el gráfico 2.9), en concordancia 
con lo que ya se había manifestado al analizar las remuneraciones 
de los asalariados y la formación bruta de capital, que son magni-
tudes relacionadas con la actividad productiva pública. El 22,3% 
del PIB regional extremeño es de origen público, un porcentaje 
muy superior a la media española (11,8%) y alejado de cualquier 
otra comunidad. Pero en Castilla-La Mancha, Castilla y León y An-
dalucía el peso de la producción pública también supera el 15% 
del PIB. Por el contrario, en dos comunidades autónomas no lle-
ga al 9%: el País Vasco y Cataluña. 

Las diferencias interterritoriales cuando se considera el PIB 
público per cápita (v. el gráfico 2.10) son algo mayores que las ob-
servadas en el caso del gasto público per cápita, y las comunidades 
situadas en los dos extremos cambian. Cuatro territorios superan 
la media española en más de un 20%: Extremadura (26,2%), Cas-
tilla y León (25,1%), Aragón (24,5%) y la Comunidad Foral de 
Navarra (22,2%). En cambio, Cataluña queda aproximadamente 
un 25% por debajo de la media y la Comunitat Valenciana un 
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie e INE (2011), Ministerio de la Presidencia (2009) y elaboración propia.

GRáfICo	2.10:		 PIB	público	per	cápita,	media	2000-2008
 (total comunidades autónomas = 100)

Fuente: Fundación BBVA-Ivie e INE (2011), Ministerio de la Presidencia (2009) y elaboración propia.
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13%. El Principado de Asturias, que destacaba en cuanto a gasto 
público per cápita, se sitúa ahora en torno a la media, ya que solo 
se está considerando la producción pública y no la porción del 
gasto público destinada a prestaciones sociales y transferencias.

Las anteriores aproximaciones para dimensionar el sector 
público en cada región señalan notables diferencias interterrito-
riales, cambiantes según las dimensiones consideradas. Estos con-
trastes proceden en ocasiones del comportamiento de alguno de 
los niveles de la administración o del conjunto del sector público. 
Por ello resulta interesante analizar también su configuración en 
cada territorio y cuáles son las administraciones que muestran el 
mayor protagonismo en las principales partidas de gasto.

2.2.	Configuración	del	sector		
público	en	cada	territorio

A la vista de que la presencia del conjunto de las Administraciones 
Públicas en cada territorio es muy dispar, es interesante pregun-
tarse si las diferencias se deben a la intensidad con la que actúan 
todas las administraciones o algunas en particular. Esta cuestión 
puede plantearse respecto a los distintos capítulos de gastos con-
siderados: cuál es la que paga más sueldos y salarios; cuál invier-
te más; cuál asume el carácter redistributivo con prestaciones y 
transferencias sociales. A estas preguntas trata de responder este 
apartado, analizando la estructura por administraciones de las 
principales partidas de los gastos realizados en cada comunidad.

El periodo considerado será 2002-2008, no incluyendo 2000-
2001 como ocurría en los anteriores apartados. Esta elección obe-
dece a varios motivos diferentes, pero todos responden al objetivo 
de que las comparaciones realizadas resulten más homogéneas. 
Por una parte, el 2002 es el primer año en el que las competencias 
sanitarias han sido transferidas completamente a todas las comu-
nidades autónomas. En segundo lugar, el 2002 también es el pri-
mer año de vigencia de un modelo de financiación autonómica 
que contempla con los mismos criterios la financiación de todas 
las competencias transferidas. Y, por último, el 2002 es también el 
primer año en el que todas las fuentes estadísticas utilizadas en la 
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territorialización de la actividad pública han sido adaptadas a la 
nueva delimitación de la base 2000 de la Contabilidad Nacional 
en el ámbito de los subsectores administrativos. Con la elimina-
ción del periodo 2000-2001 se asegura mejor la homogeneidad 
interanual, sin perder la posibilidad de extraer conclusiones de 
una etapa suficientemente amplia, que abarca siete años.

En el tratamiento de la información se descompondrá el sector 
público en tres niveles administrativos: Administraciones centra-
les, comunidades autónomas y corporaciones locales. Agrupar la 
Administración central y la de la Seguridad Social bajo la deno-
minación conjunta de Administraciones centrales es la consecuencia 
de los criterios utilizados para la territorialización de alguna de las 
partidas de gasto, para los que la desagregación en cuatro grupos 
reduciría la fiabilidad de las series. 

2.2.1.	Distribución	de	la	remuneración	de		
los	asalariados	públicos	entre	administraciones

Ya se ha comentado que las remuneraciones de los asalariados 
públicos comprenden la suma de los sueldos y salarios, en efectivo 
o en especie, y las cotizaciones sociales, efectivas e imputadas, a 
cargo de las diferentes Administraciones Públicas. La remunera-
ción de los asalariados se define en las cuentas nacionales valoran-
do el coste total de la mano de obra como factor de producción. 
Por ello, aunque las cotizaciones sociales son pagadas directamen-
te a los fondos sociales por los empleadores y nunca son ingre-
sadas por los empleados, las cuentas nacionales las tratan como 
parte de los salarios pagados a los hogares.20 

En general, los empleados y quienes emplean están obligados 
a realizar periódicamente contribuciones a la Seguridad Social. A 
cambio, esta asume obligaciones como las prestaciones de desem-
pleo y las pensiones de jubilación. Sin embargo, parte de la Admi-
nistración Pública paga directamente las prestaciones, actuando 
como la Seguridad Social y sin pasar por un fondo ajeno. En este 
caso, la Contabilidad Nacional considera que estos empleadores 
pagan una cotización social imputada y calcula el importe que esta 

20 Para que la Contabilidad Nacional sea consistente, en la cuenta de los hogares 
existe otro flujo ficticio de los hogares hacia los fondos sociales.
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representa, incluyéndola también en la remuneración de los asa-
lariados.

El cuadro 2.1 ofrece un resumen de cómo se distribuyen las 
remuneraciones de los asalariados públicos entre las administra-
ciones, en cada territorio. A escala nacional, el monto total de esta 
magnitud se distribuye en un 24% correspondiente a las Adminis-
traciones centrales, un 59% a las comunidades autónomas y un 
17% a las corporaciones locales. Sin embargo, aunque la comuni-
dad autónoma es siempre la administración más importante en el 
pago de sueldos y salarios a los empleados públicos de la región, 
existen diferencias importantes entre territorios.

	
Administraciones	

centrales
Comunidades	

autónomas
Corporaciones	

locales

Andalucía 24,0 58,6 17,4

Aragón 27,1 57,7 15,2

Asturias, P. de 22,7 66,0 11,3

Balears, Illes 29,8 50,8 19,4

Canarias 26,3 53,5 20,1

Cantabria 21,1 66,6 12,3

Castilla y León 28,9 57,5 13,6

C.-La Mancha 24,2 59,9 15,8

Cataluña 12,1 64,4 23,5

C. Valenciana 17,2 64,5 18,3

Extremadura 25,0 59,8 15,1

Galicia 23,2 64,3 12,5

Madrid, C. de 34,8 49,7 15,5

Murcia, R. de 30,2 55,8 14,0

Navarra, C. F. de 12,6 75,0 12,4

País Vasco 10,6 59,3 30,1

Rioja, La 26,5 63,6 9,9

Total	CC.	AA. 23,7 59,0 17,4

CUADRo	2.1:		 Distribución	de	las	remuneraciones	públicas	
entre	administraciones.	Media	2002-2008	

 (porcentaje)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con 
las Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Ministerio de la Presidencia (2009), Uriel y 
Barberán (2007) y elaboración propia.
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Remuneraciones de asalariados de las Administraciones centrales
En cuanto a las Administraciones centrales, destaca su peso 

en la Comunidad de Madrid, donde se alcanza el 34,8% de las 
remuneraciones públicas, debido a la concentración de servicios 
administrativos en la capital del Estado. También es elevado el 
peso de las remuneraciones públicas de este nivel administrativo 
en la Región de Murcia (30,2%) y en Illes Balears (29,8%), dos re-
giones en las que el gasto de las comunidades autónomas es bajo. 

En sentido contrario, en el País Vasco las Administraciones 
centrales solo representan el 10,6% del salario público, debido 
a que, en ese régimen foral, las diputaciones y el gobierno vasco 
asumen servicios cubiertos en el resto del Estado por las Admi-
nistraciones centrales. También es reducida la participación de 
las Administraciones centrales en las remuneraciones públicas en 
Cataluña (12,1%) y la Comunidad Foral de Navarra (12,6%).

Remuneraciones de asalariados de las comunidades autónomas
Por el peso de las remuneraciones de la comunidad autóno-

ma, destaca la Comunidad Foral de Navarra, con el 75% del total 
de remuneraciones públicas en ese territorio. Esta comunidad 
gestiona un extenso abanico de competencias por su cualidad de 
comunidad foral y por haber asumido todas las responsabilidades 
de la antigua diputación foral, debido a su carácter uniprovincial. 
También es importante su peso en Cantabria (66,6%) y en el Prin-
cipado de Asturias (66%), por esta última razón.

Por el contrario, en otras comunidades uniprovinciales este 
mayor peso no se observa, debido a la importancia de las Adminis-
traciones centrales y a los menores recursos de las comunidades. 
En la Comunidad de Madrid solo el 49,7% de las remuneraciones 
públicas proceden de la autonomía, resultado del peso que tienen 
las Administraciones centrales en la capital del Estado y también 
al peso que la ciudad de Madrid, corporación local, representa en 
la región. También es destacable el menor peso que exhiben Illes 
Balears (50,8%) y Canarias (53,5%).

Remuneraciones de asalariados de las corporaciones locales
Destaca el peso que estas representan en el País Vasco, 30,1%, 

debido a la importancia de las diputaciones forales en la adminis-
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tración vasca. También es destacable la participación local en las 
remuneraciones públicas en Cataluña (23,5%), Canarias (20,1%) 
y en Illes Balears (19,4%). 

En sentido contrario, las corporaciones locales solo represen-
tan el 9,9% de las remuneraciones públicas en La Rioja, el 11,3% 
en el Principado de Asturias, el 12,4% en la Comunidad Foral de 
Navarra y el 12,3% en Cantabria, todas ellas comunidades autóno-
mas uniprovinciales, donde las diputaciones provinciales han sido 
convertidas en parte de la administración autonómica.

El gráfico 2.11 sintetiza la contribución de cada nivel de go-
bierno a las diferencias regionales por habitante en el gasto en 

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con 
las Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Ministerio de la Presidencia (2009), Uriel y 
Barberán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	2.11:		 Descomposición	por	nivel	administrativo	de	las	diferencias	
en	el	gasto	público	per	cápita.	Remuneración		
de	los	asalariados,	media	2002-2008

 (euros constantes del 2008 por habitante)
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remuneraciones de los empleados públicos, durante el periodo 
2002-2008. Cuatro regiones superan la media en más de 400 euros 
constantes del 2008. Entre ellas, Extremadura y Aragón lo hacen 
gracias a las actuaciones de los tres niveles administrativos; Castilla 
y León gracias a las Administraciones centrales y a la comunidad 
autónoma; y la Comunidad Foral de Navarra debido a la Admi-
nistración foral. También destaca Canarias, por efecto conjunto 
de las tres administraciones. En sentido contrario, cabe señalar 
Cataluña y el País Vasco por el menor nivel de gasto per cápita 
en remuneraciones públicas de las Administraciones centrales y 
la comunidad autónoma, y la Comunitat Valenciana por el efecto 
negativo conjunto de los tres niveles administrativos.

2.2.2.	Distribución	de	la	formación	bruta		
de	capital	público	entre	administraciones	

Durante el periodo 2002-2008, el 41% del gasto total realizado 
en España en formación bruta de capital público ha sido ejecuta-
do por las comunidades autónomas, el 30% por las corporaciones 
locales y el 29% por las Administraciones centrales (v. el cuadro 
2.2). Como sucedía en el caso de las remuneraciones de los asa-
lariados, la mayor inversión corresponde a las comunidades autó-
nomas; no obstante, existen notables diferencias entre territorios 
que merecen ser comentadas.

Formación bruta de capital de las Administraciones centrales
El abanico de los pesos que alcanzan las Administraciones cen-

trales en las distintas comunidades es muy notable. Así, el 46,1% 
de las inversiones públicas realizadas en el Principado de Astu-
rias y el 38,8% de las efectuadas en Aragón durante el periodo 
2002-2008 han sido costeadas por las Administraciones centrales. 
En ambos casos, en esos territorios se ha llevado a cabo la cons-
trucción de importantes infraestructuras de transporte durante el 
periodo estudiado. 

En el otro extremo, solo el 11,1% de la inversión pública reali-
zada en la Comunidad Foral de Navarra y el 15,9% de la efectuada 
en el País Vasco ha sido financiada por las Administraciones cen-
trales. Aquí cabe resaltar las particularidades forales de ambas co-
munidades, por lo que la mayor parte de la inversión es asumida 
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Administraciones	

centrales
Comunidades	

autónomas
Corporaciones	

locales

Andalucía 30,9 40,1 29,0

Aragón 38,8 31,1 30,1

Asturias, P. de 46,1 41,0 12,9

Balears, Illes 24,6 51,4 24,0

Canarias 32,4 33,5 34,1

Cantabria 35,2 51,1 13,6

Castilla y León 31,2 45,5 23,3

C.-La Mancha 33,8 37,2 29,0

Cataluña 23,2 43,7 33,1

C. Valenciana 29,9 39,9 30,2

Extremadura 36,5 46,9 16,6

Galicia 31,5 49,2 19,3

Madrid, C. de 21,6 38,0 40,4

Murcia, R. de 23,8 48,8 27,4

Navarra, C. F. de 11,1 48,9 39,9

País Vasco 15,9 22,5 61,6

Rioja, La 30,5 42,4 27,0

Total	CC.	AA. 28,9 41,0 30,0

CUADRo	2.2:	 Distribución	de	la	formación	bruta	de	capital	público	
entre	administraciones.	Media	2002-2008

 (porcentaje)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales (vv. aa.), Fundación BBVA-Ivie (2011), IGAE (vv. aa.), Uriel y Barberán (2007) 
y elaboración propia.

por la Comunidad Foral de Navarra o por las diputaciones forales 
del País Vasco. 

En la Comunidad de Madrid llama la atención el contraste 
entre el elevado peso de las remuneraciones salariales de las Ad-
ministraciones centrales y la reducida participación de este nivel 
administrativo en la formación bruta de capital público. No obs-
tante, es necesario remarcar la importancia del periodo de refe-
rencia, porque las inversiones pueden mostrar grandes diferencias 
según los años estudiados y las infraestructuras públicas a las que 
se otorga mayor prioridad en un momento determinado. En efec-
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to, en cada época cobran protagonismo unos tipos de infraestruc-
turas u otros y cambia también la prioridad de su localización. 

Formación bruta de capital de las comunidades autónomas
Las comunidades autónomas han asumido el mayor porcenta-

je del gasto inversor público durante el periodo estudiado, pero, 
igual que en otras partidas de gasto, son apreciables las diferen-
cias interterritoriales. Así, la correspondiente comunidad autóno-
ma ha realizado más de la mitad de la inversión pública en Illes 
Balears (51,4%) y Cantabria (51,1%). Por el contrario, en el País 
Vasco solo el 22,5% de la inversión pública ha correspondido a 
la comunidad autónoma, debido a que gran parte de las compe-
tencias inversoras recaen en las diputaciones (corporaciones lo-
cales). También ha sido menor la participación autonómica en la 
inversión en Aragón (31,1%) y Canarias (33,5%).

Formación bruta de capital de las corporaciones locales
Las peculiaridades del País Vasco vuelven a reforzar el compor-

tamiento inversor de las corporaciones locales, que han ejecutado 
el 61,6% de toda la inversión pública en dicho territorio, debido 
al protagonismo histórico de las diputaciones forales, que gozan 
de elevada autonomía y notable capacidad financiera y compe-
tencial. Entre sus competencias se encuentran, por ejemplo, la 
ejecución de todas las infraestructuras de carreteras. También es 
elevada la participación local en las inversiones realizadas en la 
Comunidad de Madrid (40,4%), debido al peso de la ciudad de 
Madrid, y en la Comunidad Foral de Navarra (39,9%).

Entre los territorios con menor presencia inversora local desta-
can el Principado de Asturias (12,9%) y Cantabria (13,6%). Ambas 
comunidades son uniprovinciales, por lo que las competencias de 
las antiguas diputaciones fueron absorbidas por las correspondien-
tes comunidades autónomas. No sucede lo mismo en el caso de la 
Comunidad Foral de Navarra donde, pese a ello, las corporaciones 
locales, en este caso solo los ayuntamientos, tienen un peso muy 
importante en la formación de capital público de la región.

Las desviaciones en gasto en FBC regional pública por habitante 
son sustanciales durante el periodo (v. el gráfico 2.12), con dife-
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), Fundación BBVA-Ivie e INE (2011), Uriel y Barberán (2007) 
y elaboración propia.

GRáfICo	2.12:		Descomposición	por	nivel	administrativo	de	las	diferencias	
en	el	gasto	público	per	cápita.	fBC,	media	2002-2008

 (euros constantes del 2008 por habitante)
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rencias que superan en algunos casos los 400 euros respecto a la 
media, como en el Principado de Asturias, Cantabria, Extremadura 
y La Rioja. En cuanto a las desviaciones negativas, sobresale la Co-
munidad de Madrid, pero también son notables los de Comunitat 
Valenciana, la Región de Murcia y Cataluña. En casi todos los casos, 
las diferencias, tanto positivas como negativas, se derivan de mayo-
res o menores inversiones per cápita de todas las administraciones.

2.2.3.	Distribución	del	consumo	intermedio	y		
otros	gastos	entre	administraciones	

La consideración conjunta del consumo intermedio y otros 
gastos corrientes públicos, diferentes de las transferencias, mues-
tra participaciones de los agentes públicos más igualadas que en 
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las remuneraciones de los asalariados o la inversión. En el conjun-
to del Estado, las Administraciones centrales asumen el 40% de 
este gasto, las comunidades autónomas el 35% y las corporaciones 
locales el 25% restante (v. el cuadro 2.3). 

 
Administraciones	

centrales
Comunidades	

autónomas
Corporaciones	

locales

Andalucía 49,0 27,9 23,1

Aragón 52,0 24,1 24,0

Asturias, P. de 46,1 33,9 20,0

Balears, Illes 42,8 28,1 29,1

Canarias 43,2 28,8 28,1

Cantabria 39,8 32,8 27,4

Castilla y León 53,3 23,2 23,5

C.-La Mancha 45,4 28,9 25,7

Cataluña 19,2 52,4 28,4

C. Valenciana 34,2 35,9 29,8

Extremadura 51,9 28,9 19,2

Galicia 46,0 31,9 22,1

Madrid, C. de 49,4 28,7 21,9

Murcia, R. de 50,8 22,4 26,7

Navarra, C. F. de 27,7 45,9 26,4

País Vasco 15,4 54,6 30,0

Rioja, La 42,0 34,6 23,4

Total	CC.	AA. 40,1 34,7 25,2

CUADRo	2.3:		 Distribución	del	consumo	intermedio	público	y	otros	gastos	
corrientes	entre	administraciones.	Media	2002-2008

 (porcentaje)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con 
las Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Ministerio de la Presidencia (2009), Uriel y 
Barberán (2007) y elaboración propia.

Consumo intermedio y otros gastos  
corrientes de las Administraciones centrales
Por la importancia en esta partida de la participación de las Ad-

ministraciones centrales, destacan Castilla y León (53,3%), Ara-
gón (52%), Extremadura (51,9%) y la Región de Murcia (50,8%). 
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En todas ellas más de la mitad de este tipo de gasto es asumido por 
las Administraciones centrales. También representa casi la mitad 
en la Comunidad de Madrid (49,4%), donde se aprecia el efecto 
de la ubicación en la capital de numerosos servicios administrati-
vos de carácter nacional.

En sentido contrario destaca el País Vasco, donde las Adminis-
traciones centrales solo representan el 15,4% del consumo inter-
medio y otros gastos corrientes. Asimismo, en Cataluña (19,2%) y 
en la Comunidad Foral de Navarra (27,7%), el conjunto formado 
por la Administración central y las administraciones de la Seguri-
dad Social gestionan una porción reducida de esta partida.

Consumo intermedio y otros gastos  
corrientes de las comunidades autónomas
Por la mayor importancia de las comunidades autónomas en 

sus territorios respectivos en esta partida, sobresalen las dos co-
munidades forales y Cataluña. En estos territorios las comunida-
des autónomas se hacen cargo de más del 45% del gasto público 
en consumo intermedio y otros gastos corrientes: el 54,6% en el 
País Vasco, el 52,4% en Cataluña y el 45,9% en la Comunidad 
Foral de Navarra.

En la parte inferior del ranking destacan dos comunidades en 
las que el gasto autonómico no llega a representar la cuarta parte 
del consumo intermedio: la Región de Murcia (22,4%), Castilla y 
León (23,2%) y Aragón (24,1%). 

Consumo intermedio y otros gastos  
corrientes de las corporaciones locales
Las entidades locales vascas costean el 30% del consumo in-

termedio público en su territorio, superando ligeramente el peso 
que alcanzan en la Comunitat Valenciana (29,8%) e Illes Balears 
(29,1%).

Menor protagonismo presenta el componente local del con-
sumo intermedio público en Extremadura y en el Principado de 
Asturias, donde solo cubre un 19,2% y 20%, respectivamente.

Las diferencias regionales en gasto público per cápita en con-
sumo intermedio son menores que en la FBC, pero importantes 
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en algunos casos. Las desviaciones positivas más notables se produ-
cen en el País Vasco, debido principalmente al gasto de la comu-
nidad autónoma, y en la Comunidad de Madrid, debido al gasto 
de las Administraciones centrales. En las desviaciones negativas, 
de nuevo sobresale la Comunitat Valenciana, por el efecto nega-
tivo de los tres niveles administrativos, pero también la Región 
de Murcia, Andalucía, el Principado de Asturias y la Comunidad 
Foral de Navarra, siendo en este caso el origen de las desviaciones 
en cada autonomía el comportamiento de distintas administracio-
nes, como se puede observar en el gráfico 2.13.

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), Fundación BBVA-Ivie e INE (2011), Uriel y Barberán (2007) 
y elaboración propia.

GRáfICo	2.13:	 Descomposición	por	nivel	administrativo	de	las	diferencias	
en	el	gasto	público	per	cápita.	Consumo	intermedio	y		
otros	gastos	corrientes,	media	2002-2008

 (euros constantes del 2008 por habitante)
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2.2.4.	Distribución	entre	administraciones		
de	las	transferencias	

Por la naturaleza de este tipo de gasto, las Administraciones 
centrales asumen su mayor parte, un 76% en el conjunto nacio-
nal, cumpliendo así la misión redistributiva encomendada a este 
nivel administrativo, a través de diferentes prestaciones sociales 
centralizadas. Por su parte, las comunidades autónomas financian 
el 21% de las transferencias y las corporaciones locales gestionan 
el 3% restante (v. el cuadro 2.4).

 
Administraciones	

centrales
Comunidades	

autónomas
Corporaciones	

locales

Andalucía 71,4 25,9 2,7

Aragón 74,7 22,8 2,4

Asturias, P. de 86,3 12,2 1,5

Balears, Illes 77,6 18,6 3,8

Canarias 75,8 18,4 5,8

Cantabria 84,0 15,1 0,9

Castilla y León 78,0 20,3 1,8

C.-La Mancha 69,0 29,2 1,8

Cataluña 78,4 18,6 3,0

C. Valenciana 83,8 14,0 2,2

Extremadura 72,7 25,9 1,4

Galicia 78,5 20,5 1,1

Madrid, C. de 80,3 17,1 2,6

Murcia, R. de 74,9 23,3 1,8

Navarra, C. F. de 55,1 43,5 1,4

País Vasco 70,7 18,2 11,1

Rioja, La 77,1 21,1 1,8

Total CC. AA. 76,3 20,8 3,0

CUADRo	2.4:		 Distribución	de	las	transferencias	entre	administraciones.	
Media	2002-2008

 (porcentaje)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales, IGAE, Ministerios de Educación, de Sanidad, Política Social e Igualdad, y de 
Trabajo e Inmigración, y Secretaría de Estado de la Seguridad Social(vv. aa.), INE (2011), Uriel y 
Barberán (2007) y elaboración propia.



[ 110 ]  las diferencias regionales del sector público español

En las transferencias, los porcentajes de reparto entre admi-
nistraciones en cada territorio no son tan dispares como en otros 
conceptos, pero pese a ello son notables las diferencias entre los 
extremos, marcadas por lo que sucede en el ámbito de las Admi-
nistraciones centrales.  

Transferencias públicas de las Administraciones centrales
El protagonismo de las Administraciones centrales alcanza su 

mayor presencia en el Principado de Asturias (86,3%), Cantabria 
(84%) y la Comunitat Valenciana (83,8%). El resto de regiones se 
sitúan en torno a la media, salvo la Comunidad Foral de Navarra, 
donde se da el menor peso relativo (55,1%), debido al diferente 
reparto de papeles entre las administraciones en este territorio 
foral y a la importancia en el mismo de las actuaciones propias.

Transferencias públicas de las comunidades autónomas
Con un peso relativo mucho menor que las Administraciones 

centrales y una ordenación de los territorios inversa a la de estas, 
la comunidad autónoma con mayor participación en su territorio 
es la navarra, con el 43,5%.

Las comunidades autónomas restantes asumen una participa-
ción en las transferencias que oscila entre el 29,2% en Castilla-La 
Mancha y el 12,2% en el Principado de Asturias.

Transferencias públicas de las corporaciones locales
Las corporaciones locales representan una parte minúscula de 

las transferencias efectuadas por el sector público. Solo suponen 
una cifra destacable en el País Vasco y Canarias, donde represen-
tan el 11,1% y el 5,8% de las transferencias totales, respectivamen-
te. Estas dos regiones tienen particularidades fiscales que otorgan 
mayor protagonismo a la recaudación fiscal de las corporaciones 
locales y, en consecuencia, este nivel administrativo asume tam-
bién mayores compromisos de prestaciones sociales en efectivo o 
en especie. Sin embargo, en la mayoría de territorios este tipo de 
transferencias solo suponen entre el 1% y el 3%, siendo Cantabria 
(0,9%) y Galicia (1,1%) las que registran la menor participación.
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Con la excepción de la Comunidad Foral de Navarra y el País 
Vasco, las desviaciones en las transferencias públicas per cápita 
provienen principalmente de las actuaciones de las Administra-
ciones centrales (v. el gráfico 2.14). Son particularmente elevadas 
y positivas en el Principado de Asturias, el País Vasco y la Comuni-
dad Foral de Navarra, y destacan por negativas las de la Comuni-
dad de Madrid, la Región de Murcia y Canarias.

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales, IGAE, Ministerios de Educación, de Sanidad, Política Social e Igualdad, y de 
Trabajo e Inmigración y Secretaría de Estado de la Seguridad Social (vv. aa.), INE (2011), Uriel y 
Barberán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	2.14:	 Descomposición	por	nivel	administrativo	
de	las	diferencias	en	el	gasto	público	per	cápita.		
Transferencias	consolidadas,	media	2002-2008

	 (euros constantes del 2008 por habitante)

Andalucía

Aragón

Asturias, P. de

Balears, Illes

Canarias
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Castilla y León

C.-La Mancha
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C. Valenciana

Extremadura

Galicia

Madrid, C. de

Murcia, R. de

Navarra, C. F. de

País Vasco

Rioja, La

Total sector público Administraciones centrales
Comunidades autónomas Corporaciones locales
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2.2.5.	Distribución	del	gasto	total	entre	administraciones	
A escala nacional, las Administraciones centrales realizan más 

de la mitad del gasto público, siendo asumido por las comuni-
dades autónomas poco más de un tercio y aproximadamente un 
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octavo por las corporaciones locales (v. el cuadro 2.5). Las dife-
rencias interterritoriales en la composición del gasto total son 
también notables, aunque no tan acusadas como en algunos com-
ponentes del mismo. 

 
Administraciones	

centrales
Comunidades	

autónomas
Corporaciones	

locales

Andalucía 51,5 36,3 12,1

Aragón 53,2 33,7 13,1

Asturias, P. de 62,8 29,9 7,3

Balears, Illes 52,6 32,4 14,9

Canarias 49,4 32,9 17,8

Cantabria 54,0 36,4 9,6

Castilla y León 54,4 34,4 11,2

C.-La Mancha 49,4 38,6 11,9

Cataluña 51,0 35,3 13,7

C. Valenciana 52,7 33,6 13,7

Extremadura 51,3 38,8 9,9

Galicia 55,7 35,5 8,8

Madrid, C. de 52,3 32,7 15,0

Murcia, R. de 52,4 35,5 12,1

Navarra, C. F. de 35,9 52,6 11,5

País Vasco 42,8 34,2 23,0

Rioja, La 50,7 38,2 11,1

Total	CC.	AA. 51,6 35,1 13,3

CUADRo	2.5:		 Distribución	del	gasto	público	total	consolidado	entre	
administraciones.	Media	2002-2008

 (porcentaje)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

Gasto total de las Administraciones centrales
El efecto acumulado en las diferentes partidas de gasto convier-

te al Principado de Asturias en la región española donde mayor 
peso tienen las Administraciones centrales. La destacada partici-
pación que este nivel administrativo ha tenido principalmente en 
las transferencias de la Seguridad Social y en las inversiones reali-
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zadas en el Principado, eleva al 62,8% su peso en el conjunto del 
gasto público asturiano durante el periodo analizado. En el resto 
de comunidades, la participación de las Administraciones centra-
les se sitúa entre el 56% y 49%, y solo en los dos territorios forales 
es claramente inferior: Comunidad Foral de Navarra (35,9%) y 
País Vasco (42,8%).

Gasto total de las comunidades autónomas
El gasto realizado por las comunidades autónomas, que en 

promedio representa algo más de un tercio del gasto público to-
tal, se eleva casi al 53% en la Comunidad Foral de Navarra, debido 
a la foralidad y a que la comunidad absorbe las competencias de 
la antigua diputación. A cierta distancia le siguen Extremadura 
(38,8%), Castilla-La Mancha (38,6%) y La Rioja (38,2%).

Por el contrario, el Principado de Asturias es el territorio don-
de menor peso representa el gasto autonómico (29,9%), seguido 
de Illes Balears (32,4%), la Comunidad de Madrid (32,7%) y Ca-
narias (32,9%).

Gasto total de las corporaciones locales
En conjunto, las corporaciones locales son las que menos gasto 

público realizan; sin embargo, su participación se acerca a una 
cuarta parte del total en el País Vasco (23%), a consecuencia de 
que las diputaciones conservan gran parte de las competencias 
históricas y un elevado protagonismo fiscal. Menor es el peso en 
Canarias (17,8%), pero también resulta muy superior a la media, 
debido al protagonismo de los cabildos insulares.

Destaca el exiguo peso de las corporaciones locales en el gasto 
público en el Principado de Asturias (7,3%) y en Galicia (8,8%). 
En Cantabria y Extremadura la participación local también se en-
cuentra por debajo del 10%.

Comparando los cuadros 2.1 a 2.5 y su resumen en el cuadro 
2.6 se percibe el importante peso que las Administraciones cen-
trales representan en el gasto en transferencias, muy superior al 
que este nivel administrativo exhibe en las remuneraciones, la in-
versión o el consumo intermedio, como corresponde a su especia-
lización en las operaciones de redistribución monetaria. También 
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permiten observar que las comunidades autónomas absorben una 
proporción de las remuneraciones salariales muy superior al peso 
que representan en las otras partidas de gasto, como consecuen-
cia de su especialización en la producción de servicios públicos, 
sobre todo sanitarios y educativos. Por último, las corporaciones 
locales muestran su mayor participación en las remuneraciones y 
los consumos intermedios.

El gráfico 2.15 es revelador de las sustanciales diferencias del 
gasto público per cápita en las diferentes regiones y sus distintos 
orígenes. En tres regiones el sector público gasta al menos 1.500 
euros por habitante más que la media: en el Principado de As-
turias, debido fundamentalmente a las actuaciones de las Admi-
nistraciones centrales, y en la Comunidad Foral de Navarra y el 

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con 
las Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	2.15:	 Descomposición	por	nivel	administrativo	
de	las	diferencias	en	el	gasto	público	per	cápita.		
Total	de	gasto	consolidado,	media	2002-2008

 (euros constantes del 2008 por habitante)
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País Vasco, debido a las instituciones forales. En cambio, en tres 
regiones, la Región de Murcia, la Comunitat Valenciana y la Co-
munidad de Madrid, el gasto per cápita es inferior a la media en 
más de 1.000 euros, debido tanto al menor gasto central como au-
tonómico y local. En general, tanto las Administraciones centrales 
como las autonómicas contribuyen a la existencia de desviaciones 
significativas, como el gráfico 2.15 permite apreciar.

2.3.	Distribución	territorial		
de	las	principales	funciones	de	gasto	

Los notables contrastes existentes en el gasto público entre los 
territorios se plasman también en los niveles de provisión de los 
diferentes servicios prestados por las Administraciones Públicas. 
Para comprobarlo, en este apartado se considera la distribución 
territorial del gasto desde la perspectiva funcional, distinguien-
do cinco grupos de servicios: educación, salud, protección social, 
transporte y comunicaciones, y resto de funciones.21 

2.3.1.		Gasto	público	en	educación
La educación es, junto a la salud, uno de los servicios públicos 

fundamentales y se desarrolla sobre la base de una normativa ge-
neral de ámbito nacional.22 Ahora bien, aunque los criterios edu-
cativos generales son de aplicación en todo el Estado y, por tanto, 
se esperaría que en su provisión no hubiese grandes diferencias 
territoriales, las comunidades autónomas pueden no disponer 
del mismo volumen de recursos para ejercer sus competencias, 
en esta materia o en otras, y también incorporar sus preferencias 
y criterios en sus territorios. El gráfico 2.16 permite comprobar 
que la disparidad en los niveles de gasto por habitante es mayor 
de la esperable en un servicio de estas características. Frente a un 

21 Véase la descripción de este agregado en el apartado 1.3.2.
22 Los desembolsos del sector público en educación incluyen tanto los gastos en 

servicios prestados a alumnos y estudiantes a título individual como los gastos en servi-
cios colectivos. El epígrafe incluye las prestaciones educativas en todos los niveles, así 
como los gastos en becas, donaciones y subsidios en apoyo a los estudiantes y los gastos 
de administración, inspección, gestión o apoyo.
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gasto medio de 991 euros por habitante, en moneda constante del 
2008, la Comunidad Foral de Navarra sobresale con un gasto per 
cápita muy superior a esta cifra, casi un 40% mayor, seguida del 
País Vasco. En estos dos territorios forales se da la coincidencia de 
poseer un diseño administrativo diferente al del resto, no solo en 
la distribución de las competencias entre niveles administrativos, 
sino también en el modo de financiarlas. También sobresale con 
fuerza Castilla-La Mancha.

Por el contrario, la Comunidad de Madrid se encuentra por 
debajo del 90% del gasto medio per cápita y otras cinco se sitúan 
también por debajo del 93%: la Comunitat Valenciana, Cantabria, 
Aragón, el Principado de Asturias y La Rioja. Las posibles causas 
y consecuencias de esta heterogeneidad de gastos educativos re-
gionales serán analizadas en el apartado 3.2. No obstante, ahora 

GRáfICo	2.16:	 Gasto	público	per	cápita	en	educación,	media	2000-2008
 (euros constantes del 2008 por habitante)
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.
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puede observarse23 (v. el gráfico 2.17) que las diferencias en los 
gastos educativos por habitante se asocian a las comunidades au-
tónomas, en las que se concentra casi por completo el gasto edu-
cativo en la actualidad. 

23 En la comparación entre el gráfico 2.16 y el 2.17 debe tenerse en cuenta que el 
primero se refiere a la totalidad del periodo de referencia, 2000-2008, mientras que el 
segundo está restringido a 2002-2008 con el fin de mantener la homogeneidad en el 
reparto competencial. Por ello se aprecian pequeñas diferencias en los importes entre 
ambos gráficos. Este mismo comentario será aplicable a los gráficos de descomposi-
ción de las diferencias elaborados para cada una de las funciones de gasto contempla-
das en los subapartados siguientes.

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con 
las Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	2.17:	 Descomposición	por	nivel	administrativo	
de	las	diferencias	en	el	gasto	público	per	cápita.		
Educación,	media	2002-2008

 (euros constantes del 2008 por habitante)
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2.3.2.	Gasto	público	en	salud24

De la observación del gráfico 2.18 llaman de nuevo la atención 
las notables diferencias interterritoriales en el gasto dedicado a la 
provisión de un servicio fundamental como la salud. El promedio 
nacional se sitúa en 1.252 euros por habitante, mientras que en la 
Comunidad Foral de Navarra se alcanzan 1.704 euros, que es un 
36% superior, seguida a distancia por Cantabria que llega a los 
1.457 euros.

24 Los gastos del sector público en salud incluyen tanto los correspondientes a ser-
vicios prestados a particulares como los empleados en servicios prestados a colectivos. 
Se incluyen los servicios hospitalarios y los servicios médicos, dentales y paramédicos 
prestados a pacientes que acuden a consultas externas. Los servicios pueden prestarse 
en casa, en consultorios individuales o en consultorios colectivos, en dispensarios o 
ambulatorios de hospitales, o en otros centros semejantes. También se incluyen los 
servicios de salud pública y la administración, inspección, gestión o apoyo de estos; 
así como el suministro de medicamentos, prótesis, útiles y equipos médicos y otros 
productos relacionados con la salud.

GRáfICo	2.18:	 Gasto	público	per	cápita	en	salud,	media	2000-2008
 (euros constantes del 2008 por habitante)
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Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.
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En el ranking de territorios con menor gasto sanitario por ha-
bitante se encuentran la Comunidad de Madrid (1.061 euros), la 
Región de Murcia (1.089 euros) e Illes Balears (1.131 euros). La 
Comunidad Foral de Navarra destina a gasto en salud un 61% más 
de recursos per cápita que la Comunidad de Madrid. 

De nuevo, las desviaciones respecto a la media son sustanciales y 
se asocian principalmente a las comunidades autónomas (v. el grá-
fico 2.19), que son las que gestionan la competencia. Sobre las cau-
sas e implicaciones de estos resultados se volverá en el apartado 3.2.

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con 
las Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	2.19:	 Descomposición	por	nivel	administrativo	de	las	diferencias	
en	el	gasto	público	per	cápita.	Salud,	media	2002-2008

 (euros constantes del 2008 por habitante)
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2.3.3.	Gasto	público	en	protección	social
La protección social se puede definir como el conjunto de ins-

trumentos utilizados por las Administraciones Públicas para pro-
mover y mejorar el bienestar, mediante el acceso al conjunto de 



[ 122 ]  las diferencias regionales del sector público español

bienes y servicios necesarios para «vivir bien».25 El gasto en protec-
ción social trata de garantizar los recursos financieros para llevar 
una vida digna, así como la atención y el cuidado de las personas, 
en diferentes momentos de su vida, en especial en la vejez y en los 
periodos de desempleo. Así pues, una parte de este gasto respon-
de a contribuciones previas de los individuos, cotizaciones, y otra 
a criterios redistributivos.

El gasto en protección social es la partida más importante de 
las contempladas, ya que su nivel medio por habitante se acerca 
a los 3.000 euros, y también en este caso las diferencias entre te-
rritorios son muy elevadas, con un rango en el que el extremo 
superior casi dobla al inferior.

El gasto per cápita en protección social observado en el Prin-
cipado de Asturias y en el País Vasco (v. el gráfico 2.20) supera de 
manera notable el gasto medio por habitante, 2.979 euros contan-
tes del 2008, y se sitúa en niveles de 4.434 euros y 3.897 euros per 
cápita, respectivamente. En la explicación de esas diferencias se 
encuentran las mayores contribuciones de trabajadores con más 
altos niveles de ingresos, el reconocimiento de pensiones y ayudas 
a los trabajadores de sectores reconvertidos, y la disponibilidad de 
recursos de las Administraciones forales. 

Por el contrario, Canarias con 2.379 euros y la Región de Mur-
cia con 2.412 euros, presentan niveles de gasto en protección 
social por habitante sensiblemente por debajo de la media, muy 
alejados de las regiones situadas en el extremo superior, debido 
tanto a sus menores niveles de cotización como a que no se bene-
fician de tratos diferenciales.

Como era de esperar, las desigualdades per cápita entre regio-
nes en este tipo de gasto (v. el gráfico 2.21) se derivan casi exclusi-
vamente de las actuaciones de las Administraciones centrales, en 

25 El gasto público en protección social incluye las prestaciones destinadas a: in-
validez (física o psíquica), vejez (principalmente jubilación), supervivencia (viudedad 
y orfandad), familia e hijos (embarazo, nacimiento, adopción y maternidad), desem-
pleo (mantenimiento de renta y servicios relacionados con la situación de paro), vi-
vienda (financiación) y exclusión social no clasificada en otros apartados que atiende 
el mantenimiento de renta y otros servicios relacionados con la lucha contra la exclu-
sión social.
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GRáfICo	2.20:		Gasto	público	per	cápita	en	protección	social,	media	2000-2008
 (euros constantes del 2008 por habitante)
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

particular de la Seguridad Social, con las explicaciones e implica-
ciones que serán analizadas en el apartado 3.3.

2.3.4.	Gasto	público	en	transporte	y	comunicaciones
A pesar de la importancia que el gasto público en el transporte 

y las comunicaciones26 representa en la inversión pública, el gasto 
de este grupo funcional es de menor cuantía que los considerados 
hasta el momento. La media de gasto per cápita se sitúa en 503 
euros constantes del 2008 y, de nuevo, existen diferencias muy 
considerables entre regiones (v. el gráfico 2.22). Así, mientras en 

26 Este grupo funcional aglutina un conjunto de epígrafes relacionados con las in-
fraestructuras del transporte y las comunicaciones, cuya importancia radica principal-
mente en el peso que sus inversiones representan en la inversión pública. Incluye los 
siguientes ítems de la actual Clasificación funcional de los empleos de las Administraciones 
Públicas (CFAP): infraestructuras viarias, ferroviarias, aeroportuarias, portuarias, otras 
infraestructuras de transporte y las de comunicaciones. La CFAP fue publicada por las 
Naciones Unidas en el 2000 y sus siglas en inglés son COFOG.
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con 
las Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	2.21:		 Descomposición	por	nivel	administrativo	
de	las	diferencias	en	el	gasto	público	per	cápita.		
Protección	social,	media	2002-2008

	 (euros constantes del 2008 por habitante)
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Cantabria, el Principado de Asturias e Illes Balears se alcanzan 
904 euros, 786 euros y 774 euros per cápita, respectivamente, en 
otros territorios la cifra no llega a la mitad, como en la Región de 
Murcia, con tan solo 315 euros, y la Comunitat Valenciana con 
371 euros.

Cabe recordar de nuevo el fuerte peso de la formación bruta 
de capital en este tipo de gasto y su carácter puntual en determi-
nados periodos. La construcción de infraestructuras del transpor-
te supone un fuerte desembolso económico durante varios años 
en un territorio concreto, pero los resultados podrían ser diferen-
tes en otros periodos, en función de dónde estuviese recayendo el 
esfuerzo inversor en cada momento. Estos aspectos serán tenidos 
en cuenta en el análisis que se desarrollará en el apartado 3.1. En 
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GRáfICo	2.22:		 Gasto	público	per	cápita	en	transporte	
y	comunicaciones,	media	2000-2008

 (euros constantes del 2008 por habitante)

0 100 200 300 400 500 600 700 800 900 1000

Cantabria
P. de Asturias

Illes Balears
Aragón

Castilla y León
Canarias

País Vasco
C. F. de Navarra

Extremadura
La Rioja

C.-La Mancha
Galicia

Cataluña
C. de Madrid

Andalucía
C.Valenciana
R. de Murcia

Total CC. AA.

904

786

648

622

611

558

503

480

429

371

315

774

612

560

517

502

466

503

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

todo caso, el gráfico 2.23 permite apreciar la magnitud relativa de 
las diferencias de gasto per cápita en cada región y la atribución 
de las mismas a las distintas administraciones. En este caso se debe 
tanto a actuaciones de las comunidades autónomas como de las 
Administraciones centrales, e incluso de las corporaciones loca-
les, como en el País Vasco. 

2.3.5.	Gasto	público	en	el	resto de funciones
A pesar de la diversidad de servicios públicos incluidos en este 

grupo residual, las diferencias interterritoriales no son tan acusa-
das como en los otros casos comentados.27	Si se contempla la me-

27 Esta última división incorpora funciones dispares de gasto, entre las que des-
tacan: vivienda, servicios comunitarios y protección del medio ambiente, actividades 
recreativas, culturales y religiosas, orden público y defensa, otros asuntos económicos 
y servicios generales.
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con 
las Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	2.23:		 Descomposición	por	nivel	administrativo	
de	las	diferencias	en	el	gasto	público	per	cápita.		
Transporte	y	comunicaciones,	media	2002-2008

 (euros constantes del 2008 por habitante)
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dia nacional por habitante de 3.129 euros, en moneda constante 
del 2008, destaca Extremadura por su mayor gasto por habitante, 
3.769 euros (v. el gráfico 2.24). En la parte inferior del ranking, 
de nuevo están la Comunidad de Madrid con 2.480 euros, la Co-
munitat Valenciana con 2.739 euros y la Región de Murcia con 
2.745 euros, que se perfilan, una vez más, como los territorios con 
menor gasto por habitante. 

En el gráfico 2.25 se aprecia que, excepto en el caso de las 
forales, las desviaciones en este agregado son imputables, funda-
mentalmente, a las actuaciones de las Administraciones centrales, 
aunque también cobran protagonismo las comunidades autóno-
mas en determinados territorios, como en la Comunitat Valen-
ciana.
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GRáfICo	2.24:		 Gasto	público	per	cápita	en	el	resto de funciones,	media	2000-2008
 (euros constantes del 2008 por habitante)
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

2.3.6.	Gasto	público	total
A modo de síntesis, el gráfico 2.26 muestra el gasto público 

total per cápita en cada territorio. En conjunto, el gasto público 
español por habitante se sitúa en 8.854 euros constantes del 2008, 
siendo los territorios del norte y oeste de la península los que dis-
frutan de un gasto mayor, en comparación con los del este, sur y 
centro. Si bien las diferencias son, en conjunto, menores que las 
observadas en algunas de las funciones, siguen siendo notables, 
pues la diferencia en el gasto total per cápita entre las regiones 
situadas en los dos extremos del ranking alcanza el 43%. 

Tras estas diferencias se entremezclan diferentes factores his-
tóricos, políticos y administrativos, que explican el mayor gasto 
per cápita realizado en el Principado de Asturias, el País Vasco y 
la Comunidad Foral de Navarra que es de 10.810 euros, 10.427 
euros y 10.400 euros, respectivamente, y el menor gasto disfruta-
do por la Región de Murcia, la Comunidad de Madrid y la Comu-
nitat Valenciana que es de 7.583 euros, 7.777 euros y 7.781 euros, 
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con 
las Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	2.25:		 Descomposición	por	nivel	administrativo	
de	las	diferencias	en	el	gasto	público	per	cápita.		
Resto de funciones,	media	2002-2008

 (euros constantes del 2008 por habitante)
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respectivamente. El recorrido realizado en las páginas anteriores 
permite también identificar las administraciones que gastan más 
o menos y las funciones en las que se producen las desviaciones, 
en cada caso.

El cuadro 2.7 detalla los importes correspondientes a cada 
función según el territorio, mientras el cuadro 2.8 muestra la dis-
tribución porcentual entre funciones. Dos grupos funcionales se 
reparten el mayor protagonismo en todas las regiones: protección 
social y resto de funciones. Cada una de ellas supera el 30% del gasto 
en los distintos territorios, con la única excepción de Canarias e 
Illes Balears, donde la protección social no alcanza dicha partici-
pación. En conjunto, estas dos funciones concentran, aproxima-
damente, el 70% del gasto. 
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GRáfICo	2.26:		Gasto	público	total	per	cápita,	media	2000-2008
 (euros constantes del 2008 por habitante)
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Los servicios educativos y sanitarios absorben el 25% del gasto. 
El peso de la educación se mueve en torno al 11% del gasto pú-
blico, mientras la sanidad se sitúa alrededor del 14%. En cuanto 
al gasto educativo destaca su peso en la Región de Murcia y la 
Comunidad Foral de Navarra, donde superan el 13%; siendo infe-
rior al 10% en el Principado de Asturias, Aragón, Cantabria y La 
Rioja. Por su parte, el gasto sanitario supera el 16% en Navarra y 
solo representa el 11% en el País Vasco. Por último, el gasto en 
transporte y comunicaciones no alcanza a representar el 6% en el 
conjunto español, pero supera el 9% en Cantabria. 

El gráfico 2.27 indica que, en general, en las regiones en la 
que se gasta más por habitante, el gasto es mayor en la mayoría 
de las funciones, y lo mismo sucede en las que se gasta menos. 
Este resultado sugiere que, en un buen número de comunidades, 
las diferencias de gasto por habitante en las distintas funciones 
no reflejan tanto distintas preferencias sino, sobre todo, distintos 
niveles de recursos públicos en cada territorio.
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	 Educación Salud
Protección	

social
Transporte		
y	comunic.

Resto	de	
funciones

Total

Andalucía 992 1.316 2.756 429 3.230 8.724

Aragón 917 1.440 3.218 648 3.489 9.713

Asturias, P. de 896 1.381 4.434 786 3.312 10.810

Balears, Illes 1.078 1.131 2.690 774 3.399 9.072

Canarias 1.078 1.256 2.379 612 3.514 8.839

Cantabria 918 1.457 3.298 904 3.051 9.628

Castilla y León 985 1.389 3.295 622 3.539 9.830

C.-La Mancha 1.151 1.379 2.771 503 3.343 9.146

Cataluña 977 1.196 3.135 480 3.168 8.956

C. Valenciana 921 1.188 2.562 371 2.739 7.781

Extremadura 1.095 1.422 3.006 558 3.769 9.850

Galicia 984 1.349 3.232 502 3.170 9.236

Madrid, C. de 881 1.061 2.889 466 2.480 7.777

Murcia, R. de 1.022 1.089 2.412 315 2.745 7.583

Navarra, C. F. de 1.359 1.704 3.275 560 3.502 10.400

País Vasco 1.195 1.151 3.897 611 3.573 10.427

Rioja, La 893 1.405 3.016 517 3.300 9.131

Total	CC.	AA. 991 1.252 2.979 503 3.129 8.854

CUADRo	2.7:		 Distribución	funcional	del	gasto	público	per	cápita	en	cada	territorio.	
Media	2000-2008

 (euros constantes del 2008 por habitante)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

2.4.	Las	fuentes	de	ingresos	públicos		
no	financieros	en	cada	territorio

En efecto, las diferencias interterritoriales también existen en el 
ámbito de los ingresos públicos, tanto en lo que se refiere al volu-
men total como a la importancia de cada fuente de recursos y al 
peso de las mismas en las distintas administraciones.

Para analizar las fuentes de ingresos se han agrupado en cinco 
tipos:
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 Educación Salud
Protección	

social
Transporte		
y	comunic.

Resto	de	
funciones

Total

Andalucía 11,4 15,1 31,6 4,9 37,0 100

Aragón 9,4 14,8 33,1 6,7 35,9 100

Asturias, P. de 8,3 12,8 41,0 7,3 30,6 100

Balears, Illes 11,9 12,5 29,7 8,5 37,5 100

Canarias 12,2 14,2 26,9 6,9 39,7 100

Cantabria 9,5 15,1 34,3 9,4 31,7 100

Castilla y León 10,0 14,1 33,5 6,3 36,0 100

C.-La Mancha 12,6 15,1 30,3 5,5 36,5 100

Cataluña 10,9 13,3 35,0 5,4 35,4 100

C. Valenciana 11,8 15,3 32,9 4,8 35,2 100

Extremadura 11,1 14,4 30,5 5,7 38,3 100

Galicia 10,7 14,6 35,0 5,4 34,3 100

Madrid, C. de 11,3 13,6 37,1 6,0 31,9 100

Murcia, R. de 13,5 14,4 31,8 4,2 36,2 100

Navarra, C. F. de 13,1 16,4 31,5 5,4 33,7 100

País Vasco 11,5 11,0 37,4 5,9 34,3 100

Rioja, La 9,8 15,4 33,0 5,7 36,1 100

Total	CC.	AA. 11,2 14,1 33,6 5,7 35,3 100

CUADRo	2.8:		 Distribución	funcional	del	gasto	público	en	cada	territorio.	
Media	2000-2008

 (porcentaje)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

1) Impuestos directos: se aplican sobre la renta de las personas fí-
sicas (IRPF), sobre sociedades, sobre sucesiones y donaciones, 
sobre patrimonio, sobre bienes inmuebles, sobre vehículos de 
tracción mecánica, sobre el incremento del valor de los terre-
nos de naturaleza urbana, sobre actividades económicas, etc.

2) Impuestos indirectos: se gravan sobre el valor añadido 
(IVA), sobre alcohol y bebidas derivadas, sobre cerveza, so-
bre vino y bebidas fermentadas, sobre labores del tabaco, 
sobre hidrocarburos, sobre determinados medios de trans-
porte, sobre energía, sobre ventas minoristas de hidrocar-
buros, sobre construcciones, instalaciones y obras, sobre 
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con 
las Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	2.27:		 Descomposición	por	funciones	de	las	diferencias	
en	el	gasto	público	per	cápita,	media	2002-2008

 (euros constantes del 2008 por habitante)

Total sector público
Salud
Transporte y comunicaciones
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primas de seguros, sobre transmisiones patrimoniales y 
actos jurídicos documentados, impuesto general indirecto 
canario (IGIC), arbitrio sobre importaciones y entregas de 
mercancías en Canarias, etc.

3) Cotizaciones: incluyen las cotizaciones sociales efectivas, a car-
go de empleadores, asalariados y autónomos, y las imputadas.

4) Transferencias: agrupan las transferencias corrientes y de 
capital, tanto las recibidas entre Administraciones Públicas 
como las procedentes de otros fondos, como el Fondo So-
cial Europeo, el Fondo Europeo de Orientación y Garantía 
Agrícola (FEOGA), empresas privadas, etc. Desde el pun-
to de vista consolidado del conjunto del sector público, las 
transferencias no incluyen las realizadas entre Administra-
ciones Públicas. Sin embargo, sí resulta pertinente conocer 
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el peso de las transferencias cuando se aborda el análisis de 
cada nivel de la administración.

5) Otros recursos: incluyen la producción de mercado, tales como 
venta de bienes, prestación de servicios, tasas y precios pú-
blicos, rentas de bienes inmuebles, etc., la producción para 
uso final propio y las rentas de la propiedad, como son los 
intereses, las rentas distribuidas de sociedades y las rentas 
de la tierra. 

2.4.1.	Ingresos	públicos	totales	en	cada	territorio
Las Administraciones Públicas obtienen sus recursos por di-

ferentes vías. Parte de los mismos se apoyan en bases imponibles 
que gravan el consumo y la producción, y las distintas rentas del 
trabajo y los beneficios. Las cotizaciones sociales se basan en los 
salarios. Por tanto, muchos de los ingresos públicos generados en 
los territorios guardan relación directa o indirecta con la activi-
dad económica, por lo que los territorios con mayor PIB son los 
que generan también mayores ingresos. 

El gráfico 2.28 presenta los ingresos públicos totales per cápita 
de las distintas regiones. Destaca la Comunidad de Madrid como la 
de mayor volumen de recursos generados por habitante, con 12.051 
euros, en moneda constante del 2008, seguida a distancia por Cata-
luña y la Comunidad Foral de Navarra. Los ingresos obtenidos por 
las diferentes Administraciones Públicas en esta comunidad son su-
periores en un 36% a la media, que está establecida en 8.850 euros, 
y casi duplican los 6.420 euros por habitante de Extremadura.

2.4.2.	Composición	de	los	recursos	públicos	en	cada	territorio
Además de la cuantía de los ingresos per cápita, también son 

grandes las diferencias en la composición de estos en cada territo-
rio (v. los cuadros 2.9 y 2.10). A escala nacional, los ingresos se dis-
tribuyen entre los cinco tipos considerados del siguiente modo: 
cotizaciones sociales (33%), impuestos directos (31%), indirectos 
(27%), otros recursos (7%) y transferencias28 (2%). Sin embargo, 
el análisis territorial permite observar diferencias destacables en 

28 Se trata de transferencias del exterior, procedentes de la UE, ya que las que se 
realizan entre Administraciones Públicas españolas han sido consolidadas.
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esa estructura entre unas regiones y otras. Algunas se derivan de 
las características diferenciales del sistema tributario en los terri-
torios con regímenes fiscales especiales como es el caso de las dos 
comunidades forales y Canarias. 

El sistema tributario y de financiación del País Vasco presenta 
características propias, derivadas de los derechos históricos de los 
territorios forales. Su singularidad es recogida en su Estatuto de 
autonomía, que establece que las relaciones de orden tributario 
y financiero entre el Estado y el País Vasco se regularán mediante 
el sistema foral tradicional de concierto económico o convenios. 
Este sistema determina que el País Vasco cuente con un régimen 
tributario propio con la capacidad normativa y de gestión que 
habitualmente detentan las administraciones tributarias de los 
Estados. La competencia tributaria del País Vasco reside en las 
instituciones de sus tres territorios históricos: las diputaciones fo-
rales de Álava, Vizcaya y Guipúzcoa.

GRáfICo	2.28:		Ingresos	públicos	totales	per	cápita,	media	2000-2008
	 (euros constantes del 2008 por habitante)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.
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Impuestos	

directos
Impuestos	
indirectos

Cotiza-
ciones

Transferencias	
consolidadas

otros	
recursos

Total

Andalucía 1.910 2.150 2.311 205 605 7.181

Aragón 2.799 2.450 3.085 279 684 9.296

Asturias, P. de 2.394 2.280 2.795 98 608 8.175

Balears, Illes 2.998 2.803 3.127 56 672 9.656

Canarias 2.090 1.217 2.656 80 682 6.726

Cantabria 3.192 2.393 2.747 85 644 9.061

Castilla y León 2.246 2.293 2.488 294 654 7.974

C.-La Mancha 1.754 2.045 2.420 328 619 7.167

Cataluña 3.520 2.617 3.584 73 663 10.456

C. Valenciana 2.499 2.473 2.768 70 629 8.438

Extremadura 1.574 1.828 1.989 445 584 6.420

Galicia 2.056 2.064 2.444 135 544 7.243

Madrid, C. de 4.659 2.814 3.881 18 679 12.051

Murcia, R. de 1.970 2.279 2.467 118 614 7.449

Navarra, C. F. de 3.015 2.508 3.708 69 869 10.170

País Vasco 2.847 2.373 3.710 130 760 9.821

Rioja, La 2.631 2.397 2.921 106 733 8.788

Total	CC.	AA. 2.765 2.346 2.956 137 646 8.850

CUADRo	2.9:		 Composición	de	los	recursos	públicos	en	cada	territorio.	
Media	2000-2008	

 (euros constantes del 2008 por habitante)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

Todos los impuestos que componen el sistema tributario vas-
co son gestionados y recaudados por las Haciendas forales. En lo 
que se refiere a la imposición directa, el País Vasco cuenta con 
sus propios IRPF, impuesto sobre sociedades e impuestos sobre el 
patrimonio y sobre sucesiones y donaciones. En cuanto a la impo-
sición indirecta, el grado de armonización con España de las dos 
grandes figuras tributarias, IVA e impuestos especiales, es prácti-
camente total, derivado de la propia naturaleza de estos impues-
tos, armonizados asimismo en el conjunto de la UE.

La Comunidad Foral de Navarra comparte grandes similitudes 
con lo expuesto para el País Vasco, con la diferencia de que las 
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Impuestos	

directos
Impuestos	
indirectos

Cotiza-
ciones

Transferencias	
consolidadas

otros	
recursos

Total

Andalucía 26,6 29,9 32,2 2,9 8,4 100

Aragón 30,1 26,4 33,2 3,0 7,4 100

Asturias, P. de 29,3 27,9 34,2 1,2 7,4 100

Balears, Illes 31,0 29,0 32,4 0,6 7,0 100

Canarias 31,1 18,1 39,5 1,2 10,1 100

Cantabria 35,2 26,4 30,3 0,9 7,1 100

Castilla y León 28,2 28,7 31,2 3,7 8,2 100

C.-La Mancha 24,5 28,5 33,8 4,6 8,6 100

Cataluña 33,7 25,0 34,3 0,7 6,3 100

C. Valenciana 29,6 29,3 32,8 0,8 7,5 100

Extremadura 24,5 28,5 31,0 6,9 9,1 100

Galicia 28,4 28,5 33,7 1,9 7,5 100

Madrid, C. de 38,7 23,3 32,2 0,2 5,6 100

Murcia, R. de 26,4 30,6 33,1 1,6 8,2 100

Navarra, C. F. de 29,6 24,7 36,5 0,7 8,5 100

País Vasco 29,0 24,2 37,8 1,3 7,7 100

Rioja, La 29,9 27,3 33,2 1,2 8,3 100

Total	CC.	AA. 31,2 26,5 33,4 1,5 7,3 100

CUADRo	2.10:		Composición	de	los	recursos	públicos	en	cada	territorio.	
Media	2000-2008

 (porcentaje)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

competencias de la antigua diputación foral han sido asumidas en 
la actualidad por el ente autonómico.

La característica principal del sistema de financiación del País 
Vasco y de la Comunidad Foral de Navarra radica en su capacidad 
de recaudar la práctica totalidad de los impuestos que conforman 
su sistema tributario, contribuyendo a financiar los gastos del Es-
tado en aquellas materias cuya competencia no ha sido transfe-
rida a las instituciones autonómicas. Esta contribución del País 
Vasco y la Comunidad Foral de Navarra al Estado se denomina 
cupo o aportación, y periódicamente se procede a determinar la 
metodología para su cuantificación.
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Canarias también disfruta de características tributarias especí-
ficas, fundamentalmente por la ausencia del IVA, principal figura 
de la imposición indirecta en nuestro ordenamiento fiscal, que 
no es de aplicación en ese territorio. A pesar de formar parte del 
territorio aduanero de la UE, el archipiélago está excluido de la 
obligación de armonizar su imposición indirecta. Sin embargo, 
el Estado ha regulado para este territorio un impuesto con el fin 
de evitar distorsiones en las operaciones comerciales que se rea-
licen con el resto de territorios integrantes de la UE, incluido el 
territorio peninsular español e Illes Balears. El IGIC, cuya regu-
lación y mecánica de aplicación ofrece una gran similitud con el 
IVA, contiene especificidades que respetan el mantenimiento de 
la franquicia al consumo, explícitamente regulada en el Estatuto 
de autonomía de Canarias. Una de las diferencias fundamentales 
con el IVA es la aplicación de tipos impositivos inferiores, conse-
cuencia de las especiales características económicas y de la situa-
ción geográfica de Canarias.

Las cotizaciones tienen un menor peso relativo en tres terri-
torios, Cantabria (30,3%), Extremadura (31%) y Castilla y León 
(31,2%). En el otro extremo se sitúan Canarias, el País Vasco y la 
Comunidad Foral de Navarra, con porcentajes del 39,5%, 37,8% 
y 36,5%, respectivamente. Ello implica que el resto de ingresos 
tienen un menor peso relativo en estos territorios, que poseen 
sistemas tributarios diferenciados. 

Los impuestos directos también presentan diferencias de par-
ticipación en cada territorio, relacionadas en parte con el nivel 
de renta. Destacan por su mayor peso en la Comunidad de Ma-
drid (38,7%), Cantabria (35,2%) y Cataluña (33,7%); en cambio, 
son muy inferiores en Andalucía (26,6%), la Región de Murcia 
(26,4%), Extremadura (24,5%) y Castilla-La Mancha (24,5%).

Los impuestos indirectos tienen su mayor participación en los 
territorios con bajo nivel de renta y en los turísticos, en especial 
en la Región de Murcia (30,6%) y en Andalucía (29,9%). En cam-
bio, en Canarias representan la menor proporción (18,1%), de-
bido a las características singulares de la tributación indirecta en 
este territorio.

En cuanto a las transferencias, representan una proporción 
mayor en Extremadura (6,9%), Castilla-La Mancha (4,6%) y Cas-
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tilla y León (3,7%), debido sobre todo al efecto de los recursos de 
origen europeo. En cambio, no alcanzan ni el 1% en la Comuni-
dad Foral de Navarra (0,7%), Cataluña (0,7%), la Comunitat Va-
lenciana (0,8%), Illes Balears (0,6%) y la Comunidad de Madrid 
(0,2%).

El conjunto de ingresos que se ha denominado otros recursos 
solo supera el 10% en Canarias y el 9% en Extremadura; y no al-
canza el 7% en Cataluña ni en la Comunidad de Madrid.

2.4.3.	Presión	fiscal	en	cada	territorio
Aunque en el capítulo 1 la presión fiscal se ha definido en sen-

tido amplio y ha incluido las cotizaciones, en este caso la presión 
fiscal en sentido estricto mide la relación existente entre la recau-
dación impositiva de un territorio, derivada de impuestos directos 
e indirectos, pero sin incluir las cotizaciones sociales y el resto de 
ingresos, y su correspondiente PIB. El cuadro 2.11 permite obser-
var la evolución de la presión fiscal durante el periodo analizado, 
así como las diferencias territoriales. A escala nacional se aprecia 
un aumento de la ratio desde el 2004 al 2007, consecuencia del 
mayor crecimiento de la recaudación en relación con la produc-
ción. Sin embargo, esta evolución no es la misma en todas las re-
giones, pues mientras en algunas la presión fiscal casi no se ha 
alterado, en otras experimenta un fuerte aumento. El desplome 
de la presión fiscal es generalizado en el 2008, por el efecto com-
binado de la llegada de la crisis y las medidas fiscales adoptadas 
por el Gobierno central.

Por territorios, llama la atención que en las tres regiones con 
particularidades en el sistema tributario la presión fiscal media 
del periodo sea inferior a la española, a pesar de que las forales 
poseen mayores niveles de desarrollo (v. el gráfico 2.29). Así, fren-
te a una media nacional del 22,5%, Canarias se sitúa en el 15,9%, 
el País Vasco en el 18,2% y la Comunidad Foral de Navarra en el 
19,2%. En la parte superior del ranking, Cantabria y la Comuni-
dad de Madrid se sitúan en torno al 25% de presión fiscal.

Junto a la presión fiscal estricta también pueden contemplar-
se las cotizaciones sociales, que tienen igualmente naturaleza de 
aportaciones obligatorias a las arcas públicas. Son pagadas en fun-
ción de los salarios y representan un 13% del PIB (v. el gráfico 
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	2.29:		Presión	fiscal	en	cada	territorio,	media	2000-2008.	
Ingresos	impositivos/PIB

 (porcentaje)
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2.30). Las diferencias entre territorios son limitadas y se sitúan 
todas las regiones entre el 12% y el 14%, separándose de esa pauta 
el mayor peso alcanzado en el Principado de Asturias (14,1%) y 
el menor de Castilla y León y La Rioja, que no alcanzan el 12%. 

2.5.	Conclusiones	

La nueva información que ofrece la base de datos elaborada en 
este proyecto,29 correspondiente al periodo 2000-2008, muestra 
con detalle el despliegue territorial del sector público español a 
escala regional, una vez completado casi en su totalidad el proceso 
de descentralización en las comunidades autónomas. Gracias a la 

29 Véase http://www.fbbva.es/TLFU/tlfu/esp/areas/econosoc/bbdd/sector_
publico.jsp.
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GRáfICo	2.30:		 Peso	de	las	cotizaciones	sociales	en	el	PIB,	media	2000-2008
		 (porcentaje)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.
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riqueza de este nuevo banco de datos, el capítulo 2 ha permitido 
mostrar el alcance de las diferencias que presenta el gasto público 
en las distintas regiones en el periodo analizado. La conclusión 
principal del capítulo es que las diferencias son muy importantes, 
se miren como se miren, hasta tal punto que puede afirmarse que 
superan las existentes entre España y otras economías. En efecto, 
las desigualdades regionales españolas en esta materia, son mu-
cho mayores que las que existen entre nuestro país y las grandes 
economías consideradas: Estados Unidos, Japón, Alemania, Fran-
cia, el Reino Unido, Italia y Polonia. Así pues, cuando se debate 
sobre el mayor o menor peso del sector público en España, y la 
conveniencia de revisarlo, estaría justificado precisar qué territo-
rios se consideran. 

Téngase en cuenta que, según los datos ofrecidos, el porcenta-
je que representa el gasto público en relación con el PIB alcanza 
en Extremadura el 65% y supera el 50% en el Principado de As-
turias, Andalucía, Galicia y Castilla-La Mancha. En cambio, en la 
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Comunidad de Madrid, seguramente para sorpresa de algunos, se 
sitúa en el 26% y en Cataluña en el 33%. No son muy diferentes 
las cosas si se considera solo el PIB público, es decir, la parte del 
gasto público que produce bienes y servicios finales, que presenta 
también un abanico todavía mayor entre Extremadura (22,3%), 
por una parte, y Cataluña (7,4%) y el País Vasco (8,5%), por otra. 

Ciertamente, esas ratios se ven sustancialmente influidas por 
el nivel del PIB de las regiones, tendiendo a elevarse en las más 
pobres. Así pues, un valor bajo del peso del gasto público o de la 
producción pública en el PIB regional no equivale necesariamen-
te a un menor gasto público por habitante. De hecho, algunas 
comunidades, como las forales, en las que el porcentaje del PIB 
que representa el gasto público es bajo, el gasto per cápita es alto. 

De todos modos, cuando se considera el gasto público per cá-
pita en las regiones se constata una enorme desigualdad, superan-
do algunas regiones a otras en más de un tercio. Desde este punto 
de vista, sobresalen por su mayor nivel de gasto el Principado de 
Asturias y las comunidades forales del País Vasco y Navarra, se-
guidas de Extremadura y las restantes del norte. En el extremo 
inferior se sitúan la Región de Murcia, la Comunidad de Madrid y 
la Comunitat Valenciana y, en general, todas las de la costa medi-
terránea, desde Cataluña a Andalucía, y los archipiélagos.

A lo largo del capítulo se ha realizado una completa descrip-
ción del origen de esas desigualdades, descomponiendo el gas-
to por capítulos, funciones y administraciones y mostrando las 
contribuciones de cada una de las partes al resultado agregado. 
Como era de esperar, las diferencias de gasto interregionales se 
acentúan todavía más cuando se consideran distintos capítulos o 
funciones de gasto, con implicaciones varias. 

En las regiones donde es más elevado el gasto en producción 
pública de bienes y servicios públicos, el empleo público es mayor 
y la masa salarial de los empleados públicos más importante. Las 
diferencias en este sentido son acusadas: mientras en algunas re-
giones la participación de los asalariados públicos supera el 30% 
de la remuneración total de los asalariados, en Extremadura, por 
ejemplo, alcanza el 40%, en otras ese peso no llega al 15%, como 
en la Comunidad de Madrid, el País Vasco y Cataluña. No son me-
nores las diferencias ni la heterogeneidad en la formación bruta 



el sector público en las regiones  [ 143 ]

de capital, con esfuerzos inversores públicos, medidos como por-
centajes respecto al PIB y gastos per cápita que en unas regiones 
triplican los de otras; también es enorme el abanico de porcenta-
jes de participación pública en la FBCF de cada región. 

Pero todavía es más importante subrayar los datos de las dis-
paridades en las dos principales funciones de gasto público. La 
más importante en volumen es la de protección social y en ella 
las diferencias, medidas mediante la participación de las trans-
ferencias públicas en la renta disponible de cada región, son tan 
importantes que en algunas regiones los valores doblan a los de 
otras, y lo mismo sucede si se considera el gasto por habitante, si 
se compara el Principado de Asturias con Canarias y la Región de 
Murcia. En educación el gasto por habitante de las comunidades 
con regímenes fiscales forales, que disponen de mayores recur-
sos, supera en un 25% al de la Comunidad de Madrid, Cataluña 
y Andalucía. En sanidad las diferencias superan el 50% entre los 
extremos, marcados por la Comunidad Foral de Navarra y la Co-
munidad de Madrid. 

En la batería de gráficos presentados en este capítulo con el fin 
de mostrar qué administraciones se encuentran tras esas desigual-
dades de gasto por habitante se han podido advertir dos cosas. 
En primer lugar que, como es natural, cuando el protagonismo 
de una función de gasto lo asume una administración concreta, 
por ejemplo, en las prestaciones la Seguridad Social y en educa-
ción y sanidad las comunidades autónomas, es dicho nivel de go-
bierno el principal responsable de las desviaciones. En cambio, 
en lo que se refiere al gasto público total, en la mayoría de las 
regiones que se separan significativamente de la media, todas las 
administraciones contribuyen a su desviación, positiva o negativa. 
Este hecho apunta a que las regiones presentan rasgos idiosin-
cráticos en cuanto a la intensidad de la presencia pública en sus 
territorios, que comparten tanto la Administración central como 
autonómica. La explicación de esta circunstancia puede ofrecerla 
el procedimiento seguido en la valoración de los traspasos a las 
comunidades autónomas, que consolidaba la situación previa. En 
el capítulo 3 se analiza esta cuestión y también se abordan las po-
sibles explicaciones e implicaciones de las diferencias regionales 
de gasto público presentadas en este capítulo. 
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El banco de datos30 presentado en el capítulo 2 muestra una gran 
heterogeneidad territorial en la actuación de las Administraciones 
Públicas. A partir de esta constatación, el capítulo 3 explora expli-
caciones y efectos de esa diferente presencia del sector público 
en las regiones. El análisis se realiza desde diversas perspectivas: 
las dotaciones de infraestructuras; el acceso a los dos principales 
servicios públicos, o sea, educación y sanidad; las prestaciones so-
ciales; la solidaridad interterritorial y el papel redistributivo del 
sector público en las regiones; y el efecto de sus actuaciones sobre 
el crecimiento y la convergencia. Para el estudio de todos estos 
problemas la información aportada sobre la territorialización de 
los gastos públicos es muy relevante. Al combinarla con datos pro-
cedentes de otras fuentes, permite mejorar el conocimiento hasta 
ahora disponible sobre los problemas regionales en España.

El capítulo 3 se estructura como sigue. En el apartado 3.1 se 
analiza la dotación de capital público de las regiones. El apartado 
3.2 estudia el acceso a la educación y la sanidad. El apartado 3.3 
considera las prestaciones sociales. El 3.4 se centra en las carac-
terísticas del modelo de financiación autonómica. Por último, el 
apartado 3.5 analiza el efecto de las actuaciones públicas sobre la 
distribución de la renta y el crecimiento de las regiones. 

30 Véase http://www.fbbva.es/TLFU/tlfu/esp/areas/econosoc/bbdd/sector_
publico.jsp.
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3.1.	Distribución	territorial	del	capital	público

El papel de la inversión pública es importante para el crecimien-
to económico de los países. De la actividad inversora del sector 
público depende la existencia de infraestructuras, como las de 
transporte, saneamiento y abastecimiento de aguas, urbanas, sa-
nitarias, educativas, etc., las cuales, de no ser adecuadas o resultar 
insuficientes, pueden provocar estrangulamientos de las activida-
des privadas y de la oferta de servicios públicos, pero si son exce-
sivas representan una carga injustificada para los contribuyentes. 

La participación del stock de capital público en los procesos 
productivos de las empresas, como un factor de producción más, 
hace que algunas de estas infraestructuras sean un factor clave 
en el crecimiento económico a largo plazo de cada país o región. 
Además, la inversión pública también puede tener un papel rele-
vante en el ciclo económico, tanto en el sentido de amortiguarlo 
como de acentuarlo: como atenuante si en una coyuntura rece-
siva, como la actual, es utilizada como un mecanismo de estabili-
zación que compense la reducción de la inversión privada y de la 
demanda agregada; como agravante si, como sucede con frecuen-
cia, los problemas financieros del sector público durante las crisis 
desembocan en recortes de la inversión. 

Los datos que elabora el Ivie para la Fundación BBVA, desde 
hace años, sobre el stock de capital en España y sus regiones ofre-
cen una rica información territorial sobre la inversión y el capital 
público, que abarca desde 1900 hasta la actualidad (Mas y Cuca-
rella 2009). A partir de ese banco de datos se puede realizar un 
diagnóstico preciso sobre las dotaciones de capital público de las 
regiones españolas que resultan de los flujos de inversión descri-
tos en el capítulo 2 y de las trayectorias de la FBCF pública en el 
pasado.

3.1.1.	La	inversión	pública
Las dotaciones de capital público de las economías descansan 

sobre la inversión realizada durante periodos largos de tiempo. 
En consecuencia, resulta útil analizar la evolución de la forma-
ción de capital público y su reparto regional con suficiente pers-
pectiva temporal. También es relevante el tipo de activos en los 



efectos regionales de las actuaciones públicas  [ 147 ]

que se materializa la inversión, pues cada uno de ellos puede ju-
gar un papel diferente en los procesos de crecimiento económico 
y convergencia de las regiones.

Para realizar ese análisis conviene definir las infraestructuras 
en sentido amplio, considerando como públicas tanto las propias 
de las administraciones como aquellas que no pertenecen direc-
tamente a estas, pero son de uso público. Es el caso, por ejemplo, 
de las autopistas de peaje, los puertos, los aeropuertos, los ferro-
carriles y las confederaciones hidrográficas. Su inclusión, junto 
a la inversión realizada por las administraciones, explica que las 
cifras de este apartado no coincidan con las del capítulo 2 de esta 
monografía, pero debe advertirse que, en la parte en la que los 
datos deben coincidir, son las mismas. 

La FBCF pública en España ha sido creciente a lo largo del 
tiempo y ha experimentado un crecimiento intenso a lo largo 
del siglo xx, que ha sido particularmente elevado en el periodo 
correspondiente al desarrollo del estado de las autonomías. Desde 
1980 hasta la actualidad, la inversión pública se multiplicó por 
más de cinco en términos reales. Dado que el periodo 2000-2008 
considerado en el capítulo anterior es demasiado corto para ca-
racterizar las tendencias de una variable que puede fluctuar tanto 
como la inversión, se prestará atención al periodo transcurrido 
entre 1980 y el 2008. 

En torno a la tendencia general creciente de la inversión públi-
ca, más acusada que la del PIB, las diferencias entre comunidades 
autónomas son considerables y varían, si se considera un periodo 
mayor u otro más reducido (v. el gráfico 3.1). Se comentarán los 
datos del periodo más extenso, por considerarlo más adecuado 
para valorar cómo ha influido el ritmo inversor en las dotaciones 
de capital actuales, aunque merece la pena subrayar que entre el 
2000 y el 2008 el crecimiento de la inversión ha sido particular-
mente elevado. 

Si se analiza el esfuerzo inversor público en cada comunidad 
autónoma, al principio y al final del periodo, se percibe claramen-
te un aumento generalizado del peso de la inversión pública en 
el PIB, en todas las regiones. De hecho, en la mayoría de ellas ese 
peso se ha duplicado entre 1980 y el 2008, e incluso en algunos 
años intermedios fue superior. Al final del periodo, la participa-
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ción de la inversión pública en el PIB supera el 7% en tres terri-
torios, el Principado de Asturias, Castilla-La Mancha y Castilla y 
León, y sobrepasa el 9% en Extremadura.

Las diferencias entre comunidades en el ritmo de crecimiento 
de la inversión pública son consecuencia de dos factores diferen-
tes: la evolución, en esos años, del tamaño relativo de las regiones 
y el distinto esfuerzo inversor público en cada una. En el gráfico 
3.2 se descompone el crecimiento de la inversión pública en dos 
sumandos: el crecimiento del tamaño de la región, que determina 
el PIB, y el derivado del crecimiento del esfuerzo inversor. En su 
conjunto, el crecimiento de la inversión pública viene determina-
do por ambos componentes casi a partes iguales: un 2,9% es de-
bido al crecimiento del PIB y un 3,1% al mayor esfuerzo inversor. 
Sin embargo, se observan mayores diferencias interterritoriales 
en el crecimiento del esfuerzo inversor que en el del PIB. Así, el 
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GRáfICo	3.1:		 Crecimiento	de	la	inversión	pública	real,	1980-2008	y	2000-2008.	
Tasa	anual	logarítmica	de	crecimiento	

 (porcentaje)

Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011) y elaboración propia.
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GRáfICo	3.2:		 Descomposición	del	crecimiento	de	la	inversión	pública,	1980-2008.	
Tasa	anual	logarítmica	de	crecimiento

 (porcentaje)

aumento de la relación entre la inversión pública y el PIB ha osci-
lado desde el 0,4% de La Rioja hasta el 4,5% de Cataluña, mien-
tras que el aumento del PIB ha fluctuado desde el 2,1% de Galicia 
hasta el 3,6% de Illes Balears. En este territorio coinciden ritmos 
elevados en ambos componentes del crecimiento de la inversión 
pública. Por su parte, La Rioja presenta la mayor descompensa-
ción entre los dos aspectos, ya que exhibe uno de los mayores 
aumentos del PIB al tiempo que muestra el menor aumento del 
esfuerzo inversor. 

La trayectoria territorial del PIB a largo plazo está muy ligada 
a la capacidad de las regiones de atraer inversiones públicas, pero 
sobre todo privadas. Por lo general, una mayor intensidad de la 
inversión pública, refuerza su peso en la FBCF y aumenta tam-
bién su importancia en la demanda agregada. Así sucede en las 
regiones españolas, como puede observarse en el gráfico 3.3, que 
muestra en el eje de abscisas cuál ha sido, en promedio, el peso de 
la inversión pública en la inversión total, en cada una de las regio-
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nes entre 1980 y el 2008; y, por otra parte, en el eje de ordenadas 
muestra la ratio que representa la inversión pública respecto al 
PIB en ese mismo periodo. En ambos casos se observan impor-
tantes diferencias interterritoriales pero también una importante 
correlación entre las dos variables. 

Del mayor peso de la inversión pública en la formación de ca-
pital o el PIB de algunas regiones pueden hacerse dos lecturas 
diferentes. La primera interpretaría que la inversión responde 
al esfuerzo compensatorio del sector público para paliar la de-
bilidad de la economía regional, reflejada en una situación de 
renta baja o en bajos niveles del esfuerzo inversor privado, y sus 
mayores necesidades de inversión pública, a causa de sus escasas 

nota: AND: Andalucía; ARA: Aragón; AST: Principado de Asturias; BAL: Illes Balears; CA: Canarias; 
CANT: Cantabria; CL: Castilla y León; CM: Castilla-La Mancha; CAT: Cataluña; CV: Comunidad 
Valenciana; EXT: Extremadura; GAL: Galicia; MAD: Comunidad de Madrid; MUR: Región de 
Murcia; NAV: Comunidad Foral de Navarra; PV: País Vasco; RIO: La Rioja.
Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011), INE (2011) y elaboración propia.
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dotaciones de infraestructuras. La segunda, en cambio, conside-
raría que es consecuencia de mecanismos más políticos que eco-
nómicos, que tienen que ver con tradiciones de presencia pública 
en los territorios, capacidad de influencia de las élites regionales 
en las decisiones de la Administración central, recursos de las co-
munidades autónomas, etc. Ambas hipótesis pueden combinarse 
o excluirse y su validación es una cuestión empírica, que puede 
hacerse mejor a partir de los datos de capital que resultan de las 
trayectorias de inversión.

3.1.2.	La	evolución	del	stock	de	capital	público	
El stock de capital resulta de la acumulación de inversiones pa-

sadas, descontando el efecto de la pérdida de eficiencia de las 
mismas, debida a su depreciación.31 La capitalización de todas las 
regiones españolas ha sido muy intensa durante el último medio 
siglo y las dotaciones de capital, tanto público como privado, han 
crecido a tasas elevadas, experimentando un cambio espectacular 
en sus dotaciones, que ya son similares en la actualidad a las de los 
países más desarrollados (Pérez et ál. 2011). 

El capital público inició su despegue a partir de los años sesen-
ta del siglo xx, llegando a multiplicar por tres sus tasas de creci-
miento. Este comportamiento se ha repetido en cada una de las 
regiones y el capital público de todas ellas ha experimentado un 
crecimiento considerable. Desde 1980 el stock de capital público 
de las regiones se ha multiplicado por factores que oscilan entre 
el 5 de Illes Balears y la Región de Murcia y el 2,3 de La Rioja, con 
ritmos anuales de acumulación, en términos reales, que varían en-
tre el 6% de las primeras y el 3,1% de la última (v. el gráfico 3.4).

Con unos ritmos de acumulación de capital público superiores 
a los del PIB, las ratios capital público/PIB han aumentado en to-
dos los territorios (v. el gráfico 3.5). En promedio, dicha relación 
alcanza el 72,3% en el 2008, casi 30 puntos porcentuales por en-
cima del valor de 1980. Pero las diferencias en esa dotación entre 
regiones son muy significativas y apuntan a una menor producti-
vidad de las dotaciones de infraestructuras públicas, en términos 

31 Sobre la metodología de estimación del capital puede verse Mas, Pérez y Uriel 
(2005a, 2005b) y sobre las particularidades de la medición de capital público Mas (2008).
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GRáfICo	3.4:		 Crecimiento	del	stock	de	capital	público	real,	1980-2008.	
Tasa	de	variación	media	anual	

 (porcentaje)

Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011) y elaboración propia.
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GRáfICo	3.5:		 Stock	de	capital	público	en	relación	con	el	PIB
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011), INE (2011) y elaboración propia.
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de generación de renta, en aquellas regiones en las que la ratio 
capital público/PIB es mayor. Al final del periodo analizado, la 
menor productividad, aparente, del capital público se observa en 
Extremadura, Castilla-La Mancha, Castilla y León, y el Principado 
de Asturias, regiones todas con dotaciones de infraestructuras su-
periores al 100% del PIB. Lo contrario sucede en Cataluña, Illes 
Balears y la Comunidad de Madrid, con dotaciones inferiores a 
la media y, por tanto, mayor capacidad de generación de valor 
añadido por unidad de capital público. 

La relación entre crecimiento del capital público y crecimien-
to del PIB de las regiones, durante el periodo analizado (v. el grá-
fico 3.6), presenta una notable heterogeneidad. Considerando 
la media española como referencia, aparecen más alejadas de la 
misma las siguientes: Illes Balears, la Comunidad de Madrid y la 
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GRáfICo	3.6:		 Comparativa	de	crecimiento	del	capital	público	y	el	PIB.	
Tasa	anual	media	de	crecimiento,	1980-2008	
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nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 3.3.
Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011), INE (2011) y elaboración propia.
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Región de Murcia por sus mayores tasas de crecimiento en ambas 
variables; Galicia y Cantabria, por sus menores tasas de crecimien-
to del PIB, pese a que crece más el capital público; La Rioja, por 
aumentar más el PIB, pese a crecer poco el capital público; y Cas-
tilla y León, y el País Vasco por sus bajas tasas de crecimiento en 
ambas variables. 

3.1.3.	Distribución	regional	del	capital	público
La composición regional del stock de capital público ha expe-

rimentado cambios notables. Una primera panorámica de esos 
cambios la ofrece el panel a del gráfico 3.7, en el que aparecen 
los porcentajes del capital público total que correspondían a cada 
territorio en 1980 y al final del periodo analizado, en el 2008. El 
panel b del gráfico 3.7 completa esta información, ofreciendo la 
diferencia, en puntos porcentuales, entre ambos. 

La Comunidad de Madrid ha sido la que más peso ha ganado 
en estos años (2,6 puntos porcentuales). En el 2008 se colocaba 
en segunda posición por stock de capital público, detrás de An-
dalucía (15,4%) y al mismo nivel que Cataluña (13,6%). Por el 
contrario, Castilla y León ha sido el territorio que mayor peso re-
lativo ha perdido durante el periodo (-1,6 puntos porcentuales), 
seguido de Aragón (-1,4).

3.1.4.	Composición	del	capital	público:		
importancia	de	las	infraestructuras	

La base de datos de la Fundación BBVA-Ivie (2011) sobre la 
que descansa este apartado desagrega el stock de capital público 
según las funciones a las que se destina la inversión. El gráfico 3.8 
ofrece información para el 2008 de la distribución del capital en 
cada territorio entre dos grandes agregados: infraestructuras y el 
resto de capital público, en el que se incluyen otros activos que 
proporcionan servicios públicos a la población. En la literatura se 
suele emplear la denominación de capital público productivo para el 
primero y capital público social para el segundo. 

En la composición del capital público el peso de las infraes-
tructuras es importante en todas las regiones, pues representan 
en promedio el 64%. Destaca su participación en el capital pú-
blico de Aragón, Castilla-La Mancha y el Principado de Asturias, 
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GRáfICo	3.7:		 Distribución	territorial	del	capital	público

a) Peso relativo (porcentaje)

b) Variación entre el 2008 y 1980 (puntos porcentuales)
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011) y elaboración propia.

donde supera el 71%; en cambio, en Illes Balears solo alcanza el 
53%. 

Las infraestructuras públicas en el 2008 equivalen a algo más 
del 46% del PIB español (v. el gráfico 3.9). La ratio es mucho 
mayor en algunos territorios: en Extremadura, el Principado de 
Asturias y Castilla-La Mancha las dotaciones de infraestructuras 
públicas son equivalentes a más de tres cuartas partes del PIB re-
gional. En cambio, en Illes Balears y la Comunidad de Madrid la 
magnitud del capital en infraestructuras públicas no asciende ni a 
la tercera parte del PIB.

En cuanto a la dotación de infraestructuras públicas en rela-
ción con el número de habitantes (v. el gráfico 3.10), destaca, 
en primer lugar, el fuerte crecimiento experimentado en todos 
los territorios, que en el 2008 han multiplicado por 2,9 el stock 
per cápita de 1980. Y, en segundo lugar, se advierten enormes 
diferencias interregionales, pues comunidades como Aragón o el 
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011), INE (2011) y elaboración propia.
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011), INE (2011) y elaboración propia.
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011) y elaboración propia.

GRáfICo	3.11:		 Composición	de	las	infraestructuras	públicas
 (porcentaje)
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Principado de Asturias duplican con creces las dotaciones de in-
fraestructuras per cápita de Illes Balears o de la Región de Murcia.

El gráfico 3.11 muestra la participación que corresponde a cada 
tipo de infraestructuras en 1980 y en el 2008. Antes y ahora, más 
del 80% se concentra en las infraestructuras viarias, hidráulicas y 
ferroviarias. En la actualidad, las viarias, incluyendo las autopis-
tas de peaje, absorben un porcentaje muy elevado de las mismas 
(44,7%). Les siguen en importancia las ferroviarias (18,8%) y las 
hidráulicas (17,6%). 

El peso de las infraestructuras viarias ha crecido sustancial-
mente. En cuanto al peso de cada región (v. el gráfico 3.12), en 
el 2008 Andalucía se sitúa a la cabeza, con el 15,8% de este tipo 
de capital. Esta autonomía, que ocupaba la segunda posición en 
1980, ha intercambiado su lugar en el ranking con Cataluña. Tam-
bién representan porcentajes elevados Castilla y León, Galicia y 
la Comunitat Valenciana. Los territorios que más han incremen-
tado su peso relativo en el periodo estudiado han sido Andalucía 
y Castilla-La Mancha. En sentido contrario destacan Cataluña, el 
País Vasco, Aragón, La Rioja y la Comunidad Foral de Navarra, 
con importantes pérdidas de peso relativo.



efectos regionales de las actuaciones públicas  [ 159 ]

0 2 4 6 8 10 12 14 16 18

Andalucía

Cataluña

Castilla y León

Galicia

C. Valenciana

C.-La Mancha

C. de Madrid

País Vasco

Aragón

P. de Asturias

Canarias

Extremadura

Cantabria

C. F. de Navarra

R. de Murcia

La Rioja

Illes Balears

11,4

16,8

10,6

7,0

8,5

4,5

6,5

8,9

6,3

3,3

2,8

2,4

1,1

4,7

1,0

3,4

1,0

15,8

13,0

10,6

8,5

8,3

6,7

6,7

6,1

4,6

4,2

3,4

3,4

2,3

2,2

2,1

1,2

0,9

1980 2008

GRáfICo	3.12:		 Distribución	territorial	de	las	infraestructuras	viarias
 (porcentaje) 

Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011) y elaboración propia.

Las dotaciones en infraestructuras hidráulicas han perdido 
peso. Andalucía concentra en su territorio el mayor porcentaje, 
casi el 20% del total (v. el gráfico 3.13), y es donde se ha produci-
do el mayor avance desde 1980 (2,4 puntos porcentuales). Otras 
comunidades han perdido peso en este tipo de infraestructuras: 
Aragón (-3,3 puntos), Castilla-La Mancha (-2,6 puntos), Castilla y 
León (-2,1 puntos).

El peso de las dotaciones de infraestructuras ferroviarias en el 
2008 solo es superado por el de las infraestructuras viarias. El gráfi-
co 3.14 informa de su reparto regional al principio y al final del pe-
riodo. En el 2008 la Comunidad de Madrid absorbe casi una cuarta 
parte del capital ferroviario español, con un aumento de más de 
5 puntos porcentuales respecto a su posición en 1980, con lo que 
desbanca a Cataluña del primer lugar. La Comunitat Valenciana y 
Aragón también han incrementado notablemente su peso relativo, 
mientras Castilla y León ha retrocedido 3,5 puntos porcentuales.
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011) y elaboración propia.
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011) y elaboración propia.
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GRáfICo	3.15:		 Distribución	territorial	de	las	infraestructuras	aeroportuarias
 (porcentaje)
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011) y elaboración propia.

El gráfico 3.15 representa la distribución territorial de las in-
fraestructuras aeroportuarias que ganan peso en el agregado. A 
pesar de la generalización de este tipo de infraestructuras en los 
diferentes territorios durante los últimos años, la Comunidad de 
Madrid ha ganado peso y en el 2008 concentra más del 40% del 
stock total. Le sigue, a mucha distancia, Cataluña y de las restantes 
regiones solo los dos archipiélagos y Andalucía cuentan con parti-
cipaciones significativas.

El reparto del stock de capital en infraestructuras portuarias 
de los territorios costeros aparece en el gráfico 3.16. Los mayores 
porcentajes corresponden a Andalucía y a Cataluña, aunque es la 
Comunitat Valenciana la que ha aumentado con mayor intensi-
dad su participación, en detrimento principalmente del Principa-
do de Asturias, Andalucía y el País Vasco.

Por último, la información referente a la distribución territo-
rial de las infraestructuras urbanas de las corporaciones locales, 
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011) y elaboración propia.

GRáfICo	3.16:		 Distribución	territorial	de	las	infraestructuras	portuarias
 (porcentaje)
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que también ganan peso, está recogida en el gráfico 3.17. La Co-
munidad de Madrid ha sido la que más ha ampliado sus dotacio-
nes en este tipo de infraestructuras, durante el periodo analizado, 
y se sitúa en el primer puesto del ranking en el 2008. Otras regio-
nes con ganancias relativas significativas han sido la Comunitat 
Valenciana, el Principado de Asturias y la Región de Murcia. Por 
el contrario, Cataluña y el País Vasco han sido los territorios que 
más han disminuido su participación en el total.

El conjunto de información presentada indica que las comuni-
dades tienen pesos muy cambiantes en los distintos tipos de infraes-
tructuras. Algunas dotaciones pueden considerarse sustitutivas de 
otras, pero en otros casos lo son menos. Con el fin de valorar con-
juntamente las dotaciones de los distintos activos de cada comuni-
dad y compararlas con el tamaño económico y demográfico de la 
región, el cuadro 3.1 ofrece una comparación del peso en el 2008 
de cada una de las comunidades autónomas según la población, el 
PIB, el total de infraestructuras y cada uno de sus componentes.
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GRáfICo	3.17:		 Distribución	territorial	de	las	infraestructuras	
urbanas	de	las	corporaciones	locales

 (porcentaje)

Este cuadro identifica los territorios en los que existe una des-
compensación en el peso de algunas infraestructuras o entre es-
tas y el peso poblacional o productivo de la región. Por ejemplo, 
la Comunidad de Madrid e Illes Balears destacan por su eleva-
do peso en infraestructuras aeroportuarias; y la primera de ellas 
también en ferroviarias; Extremadura y la Región de Murcia en 
hidráulicas, el Principado de Asturias y Galicia en portuarias, etc. 
Otras regiones, en cambio, muestran pesos más similares en la 
mayor parte de las infraestructuras. Es este el caso, por ejemplo, 
de Andalucía, Cataluña y la Comunitat Valenciana. 

3.1.5.	Capital	público	en	educación	y	sanidad
El capital público de carácter social está formado por las in-

fraestructuras utilizadas para la prestación de los servicios educa-
tivos y sanitarios. Hay que advertir que, en este caso, los datos se 
refieren solamente al capital público y que una dotación pública 
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011) y elaboración propia.

GRáfICo	3.18:		 Incremento	de	las	dotaciones	de	capital	
social	(educación	y	salud),	1980-2008

 (1980 = 100)

inferior en un determinado territorio no equivale a una baja dota-
ción total, ya que en estos servicios la participación de los centros 
privados puede llegar a ser importante. Así pues, los distintos cri-
terios seguidos por los gobiernos regionales al ofrecer los servicios 
educativos y sanitarios a través de centros públicos y de centros 
concertados, influyen tanto en los niveles como en la evolución 
de las dotaciones de capital público correspondiente.

Las mejoras logradas en las infraestructuras educativas y de sa-
lud han sido importantes en todas las comunidades autónomas, 
como se observa en el gráfico 3.18, que muestra el incremento 
experimentado durante el periodo considerado. Este capital so-
cial se ha duplicado durante este periodo en los territorios donde 
menos ha crecido, como Aragón, el País Vasco y Andalucía; se ha 
triplicado en la mitad de regiones; e incluso en tres de ellas, La 
Rioja, Illes Balears y la Región de Murcia, se ha multiplicado por 
más de cuatro. 
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011) y elaboración propia.

GRáfICo	3.19:		 Distribución	territorial	de	las	infraestructuras	educativas
 (porcentaje)
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En el 2008, el 16,9% del stock de capital en infraestructuras 
educativas se localiza en Cataluña, lo que la sitúa en la primera po-
sición tras ganar 4,6 puntos porcentuales desde 1980 (v. el gráfico 
3.19). Esta comunidad ocupaba la tercera posición al inicio del 
periodo analizado, tras Andalucía y la Comunidad de Madrid, que 
ahora ocupan la tercera y segunda posición, respectivamente. La 
Comunitat Valenciana también ha visto aumentar notablemente 
su peso relativo. 

En las dotaciones de capital en sanidad, la Comunidad de Ma-
drid muestra la mayor participación en el 2008, tras superar a An-
dalucía que ocupaba la primera posición en 1980 (v. el gráfico 
3.20). Estos dos territorios son los que más peso han ganado y 
perdido durante el periodo: 4,7 y -5,9 puntos, respectivamente. 
También resulta relevante el aumento experimentado por Cana-
rias y Galicia, así como la disminución del peso de la Comunitat 
Valenciana y Cataluña.
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GRáfICo	3.20:		Distribución	territorial	de	las	infraestructuras	sanitarias
 (porcentaje)

Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011) y elaboración propia.

Las necesidades de infraestructuras educativas y sanitarias, por 
sus características, están muy ligadas al volumen de población. Los 
gráficos 3.21 y 3.22 escalan dichas dotaciones por esa variable y las 
ponen en relación con la media española, que toma el valor 100.

El abanico de las dotaciones educativas per cápita es menor 
que en otros activos, aunque también se observan diferencias 
interterritoriales destacables (v. el gráfico 3.21). Castilla y León, 
Galicia y la Comunidad Foral de Navarra presentan las mayores 
dotaciones de infraestructuras educativas per cápita al final del 
periodo, alcanzando un 18% superior a la media. Muy por debajo 
se encuentra la dotación de Andalucía, que es un 18,8% inferior 
a la media habida en el 2008. Los territorios en los que se aprecia 
una mayor mejoría relativa han sido Cataluña, la Comunitat Va-
lenciana y Galicia.

En conjunto se observa una trayectoria convergente, que ha 
situado a todas las regiones en valores más próximos a la media 
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GRáfICo	3.22:		 Infraestructuras	sanitarias	per	cápita
	 (España = 100)

Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011), INE (2011) y elaboración propia.

GRáfICo	3.21:		Infraestructuras	educativas	per	cápita
 (España = 100)
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011), INE (2011) y elaboración propia.
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nacional, con diferencias que oscilan, desde el 81,2% de la media 
en Andalucía hasta el 118,4%, en Castilla y León, y Galicia. Se tra-
ta de diferencias menores que las de 1980, que fluctuaban desde 
el 76,4% de Illes Balears hasta el 126,1% de Castilla y León.

En el gráfico 3.22 aparece la información relativa a las infraes-
tructuras sanitarias públicas per cápita. En el 2008 la región con 
mayores dotaciones por habitante es La Rioja, que triplica las de 
la media. También duplican la media las de Cantabria. Muy lejos 
de estas ratios se encuentran Cataluña y Andalucía, con solo la 
mitad de la media nacional. El territorio que más ha mejorado 
en dotaciones relativas per cápita durante el periodo ha sido La 
Rioja, mientras que han perdido posiciones Andalucía, la Comu-
nitat Valenciana y Aragón. Así como las dotaciones educativas per 
cápita habían experimentado un proceso de convergencia desde 
1980, en las sanitarias no se puede decir lo mismo. Las diferencias 
en 1980 oscilaban entre el 68,9% de la media, en Cataluña, y el 
178%, en Cantabria; en el 2008 han aumentado, pues van desde 
el 54,5% de Cataluña hasta el 343,5% de La Rioja. 

3.1.6.	El	capital	público	en	relación	con	la	dimensión	territorial
El peso relativo de cada comunidad en el stock de capital pú-

blico depende, en gran medida, de su tamaño, pero este puede 
ser definido mediante distintas variables de referencia, como la 
población que habita cada territorio, el volumen de actividad eco-
nómica y la superficie que ocupa.

El gráfico 3.23 presenta las dotaciones de capital público total 
por habitante en 1980 y el 2008, en moneda constante del 2008 y 
en relación con el total de España. En él se aprecia el fuerte incre-
mento que ha experimentado el capital público per cápita en los 
veintisiete años considerados, que ha pasado de 5.400 euros por 
habitante en 1980 a 17.300 en el último año analizado. Sin embar-
go, a pesar de que todos los territorios han experimentado creci-
mientos muy importantes de su capital público per cápita, lo han 
hecho a ritmos diferentes, entre los cuales destacan el crecimiento 
de Galicia, el del Principado de Asturias, el de Cantabria y el de 
Extremadura. En dichos territorios sus dotaciones por habitante se 
han multiplicado por más de cuatro, aunque ninguno ha logrado 
situarse en la primera posición en el 2008. Este puesto lo ocupa 
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GRáfICo	3.23:		 Capital	público	per	cápita	

a) Euros constantes del 2008 por habitante

b) España = 100

Fuente: fundación BBVA-Ivie (2011), INE (2011) y elaboración propia.
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Aragón, una región extensa en superficie, pero que se enfrenta du-
rante buena parte del periodo a un grave problema de despobla-
miento. En este indicador se observa una cierta convergencia entre 
regiones, ya que las que disfrutaban de mejores dotaciones de par-
tida son las que menos crecen a lo largo del periodo analizado. 

En el 2008, las comunidades con menores dotaciones relativas 
son las localizadas en el arco mediterráneo, precisamente las que 
han presentado una trayectoria demográfica y económica más di-
námica. Sus dotaciones se sitúan aproximadamente en un 20% 
por debajo de la media.

Si se toma como referencia la superficie de cada región, los 
resultados son muy diferentes. El panel a del gráfico 3.24 muestra 
las dotaciones relativas de capital público por km2. De nuevo se 
aprecia el extraordinario incremento de las dotaciones de capital 
público en el periodo considerado. Siete territorios han multipli-
cado por más de cuatro sus dotaciones de capital por km2: Illes 
Balears, Región de Murcia, la Comunidad de Madrid, Cantabria, 
Galicia, Canarias y Andalucía. Tan solo Aragón y La Rioja no lle-
gan a triplicar su capital por unidad de superficie.

En el 2008 la Comunidad de Madrid ha ampliado la distancia 
que la separaba del resto de las regiones, con unas dotaciones que 
multiplican casi por nueve la media nacional. El País Vasco man-
tiene también una buena dotación relativa, aunque muy alejada 
de la madrileña, situándose en segundo lugar del ranking, seguido 
por Canarias y Cataluña. En el otro extremo, se sitúan un grupo 
de regiones extensas en superficie y relativamente poco pobladas, 
como Castilla-La Mancha, Extremadura, Castilla y León, y Ara-
gón. El panel b del gráfico 3.24 muestra que, en este sentido, no 
ha habido convergencia.

Los perfiles que ofrecen los dos indicadores de tamaño con-
siderados, población y superficie, son con frecuencia contradic-
torios, no existiendo un ordenamiento regional inequívoco. Los 
territorios más extensos y poco poblados, como Castilla y León, 
Castilla-La Mancha, Extremadura y Aragón aparecen relativamen-
te bien dotados en términos per cápita, pero no en términos de 
superficie. En el lado contrario, los mejor dotados por km2 suelen 
ser regiones más pequeñas y pobladas, con dinamismo económi-
co, como la Comunidad de Madrid, el País Vasco y las regiones 
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GRáfICo	3.24:		 Capital	público	en	relación	con	la	superficie

a) Miles de euros constantes del 2008 por km2

b) España = 100

Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011), INE (2011) y elaboración propia.
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	 Población PIB Superficie
Capital	

público	total
Capital	

productivo
Capital	
social

Andalucía 17,83 13,71 17,36 15,40 15,61 12,90

Aragón 2,87 3,14 9,45 4,26 4,77 3,14

Asturias, P. de 2,33 2,19 2,10 3,26 3,62 2,57

Balears, Illes 2,33 2,52 0,99 1,92 1,59 2,32

Canarias 4,54 3,99 1,48 4,20 3,69 4,87

Cantabria 1,26 1,29 1,04 1,62 1,76 1,81

Castilla y León 5,51 5,35 18,59 7,99 8,12 7,00

C.-La Mancha 4,40 3,36 15,74 5,09 5,63 4,34

Cataluña 16,00 18,70 6,36 13,60 14,64 14,17

C. Valenciana 10,89 9,73 4,61 8,67 9,13 10,11

Extremadura 2,38 1,66 8,25 3,06 2,77 2,69

Galicia 6,02 5,19 5,86 6,72 6,37 7,61

Madrid, C. de 13,74 17,84 1,59 13,62 12,50 15,66

Murcia, R. de 3,15 2,58 2,24 2,44 2,34 3,04

Navarra, C. F. de 1,34 1,71 1,94 1,71 1,51 1,66

País Vasco 4,70 6,30 1,40 5,53 5,14 4,89

Rioja, La 0,69 0,74 1,00 0,90 0,80 1,20

CUADRo	3.2:		 Participación	de	cada	territorio	en	los	diferentes	
tipos	de	capital	y	variables	de	dimensión,	2008

 (porcentaje)

Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011), INE (2011) y elaboración propia.

del arco mediterráneo, que presentan inferiores dotaciones por 
habitante.

Así pues, se podría afirmar que la capitalización de todas las 
regiones españolas ha sido muy intensa durante las tres últimas dé-
cadas. Sin embargo, los ritmos de cada una han sido diferentes y 
las dotaciones de capital público son dispares y cambiantes según 
el indicador considerado. El cuadro 3.2 permite apreciar esto re-
gión por región, al contemplar el peso de cada una en población, 
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superficie, producción, capital público, capital público productivo 
en infraestructuras y capital público social en educación y salud.

Este resumen permite detectar con facilidad los territorios 
donde se presentan las mayores discrepancias en los pesos rela-
tivos de las diferentes variables consideradas. Por ejemplo, Extre-
madura, Castilla y León, Castilla-La Mancha y Aragón presentan 
una clara descompensación en cuanto a su peso en superficie, 
muy superior al que muestran en el resto de variables. La Comu-
nidad de Madrid y el País Vasco también destacan en el ámbito 
de la superficie, pero por su menor peso relativo, lo que significa 
que disponen de unas dotaciones de capital asociadas a sus impor-
tantes pesos en PIB y población, pero localizadas en una pequeña 
área geográfica. En otras comunidades autónomas se observa un 
balance más equilibrado entre los diferentes indicadores conside-
rados. Este es el caso de Andalucía, la Comunidad Foral de Nava-
rra o Galicia, entre otros. 

Puesto que las dotaciones relativas de capital público cambian 
cuando el tamaño de la región se dimensiona a partir de la pobla-
ción, el PIB o la superficie, la valoración de las dotaciones de cada 
territorio se ve influida por el indicador de tamaño seleccionado. 
En esas circunstancias es más importante justificar la selección de 
los indicadores y advertir los límites de los mismos. Esta cautela se 
aplica igualmente cuando se construyen indicadores sintéticos de 
dotaciones. 

Dado que puede ser interesante disponer de índices agregados 
de dotaciones que objetiven, hasta donde sea posible, la posición 
de cada región, este apartado se completa con la construcción de 
dos índices agregados de dotaciones relativas de capital público: un 
índice general de dotaciones de capital público (ICP) y un índice de infraes-
tructuras públicas (IIP), elaborados como se describe a continuación, 
combinando las dotaciones respecto a distintas variables de tamaño.

Los dos índices agregados han sido construidos a partir de ín-
dices parciales de cada uno de los nueve tipos de capital público 
que distingue la base de datos Fundación BBVA-Ivie (2011). Ade-
más, se ha construido uno correspondiente a la suma de dota-
ciones de infraestructuras portuarias y aeroportuarias, para evitar 
la existencia de valores nulos en las dotaciones portuarias de las 
comunidades que no tienen costa. 
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Para cada uno de estos diez tipos de capital se han elaborado 
otros tantos índices de dotaciones, en relación con diferentes indi-
cadores de tamaño de la región, tales como población, PIB y super-
ficie. Según cuál sea el capital analizado, tiene sentido comparar su 
dotación con uno o más indicadores de la dimensión regional: algu-
nas infraestructuras productivas que conectan el territorio deben ser 
puestas en relación con la superficie, además de con la población y 
el PIB; en cambio, las infraestructuras educativas y sanitarias es más 
indicado valorarlas solo en función de la población a la que sirven. 

El criterio seguido en cada caso ha sido el siguiente:

— Población y PIB para las infraestructuras hidráulicas (H), 
portuarias (P) y aeroportuarias (A), y urbanas de corpora-
ciones locales (U).

— Población, PIB y superficie para las infraestructuras viarias 
(C) y ferroviarias (F).

— Solo población para el capital en educación (e), salud (S) y 
en el resto de funciones del capital público (R).

En la construcción de los índices se procede del siguiente modo: 

1) Primero se calcula el índice simple correspondiente a cada 
tipo de capital público y cada uno de los indicadores de ta-
maño considerados. Cada índice simple se normaliza divi-
diendo su valor por el valor máximo observado, para que 
sus valores queden definidos en el intervalo [0-1]. 

2) Cuando existen varios índices simples para un mismo tipo 
de capital se agregan para obtener un índice sintético de 
cada tipo de infraestructuras. La agregación se realiza cal-
culando la media geométrica de los índices simples corres-
pondientes, elevando cada uno de ellos a 1/2 en el caso 
de ser dos y a 1/3 si son tres. El índice sintético para cada 
infraestructura se normaliza de nuevo, para que la región 
mejor dotada tenga un valor unitario.32 

32 Dado que el índice se construye con ponderaciones geométricas, las regiones 
con dotaciones similares en términos de los distintos indicadores de tamaño, obten-
drán mayores valores del índice que aquellas que se encuentren muy bien dotadas en 
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3) Los índices sintéticos de cada infraestructura se agregan 
para calcular los dos índices generales (IIP, ICP). De nuevo, 
la agregación es multiplicativa, pero en este caso se da a 
cada infraestructura el peso que le corresponde en el valor 
del stock de capital considerado. Así, el IIP de cada comuni-
dad se calcula a partir de la expresión siguiente:

IIPi H A P C F U
i i i i i i

= α α α α α α1 2 3 4 5 6

donde α
i 
es el peso de la infraestructura i en el stock de infra-

estructuras productivas, resultando

αi
i

=
=
∑ 1

1

6

Análogamente el ICP se calcula según la siguiente ex-
presión: 

ICPi IIP E S R
i i i i

= β β β β1 2 3 4

donde β
i 
es el peso de la infraestructura i en el stock de capi-

tal público total, resultando

β
i

i=
∑ =

1

4

1

4) Una vez obtenidos ambos índices generales, se procede de 
nuevo a normalizar sus valores, dividiendo los resultados 
por el índice correspondiente a la región que alcanza el ma-
yor valor; en ambos casos el Principado de Asturias. 

El cuadro 3.3 muestra los valores de los diez índices sintéticos 
para cada tipo de infraestructuras correspondientes al año 2008 y 
permite apreciar que las dotaciones de las comunidades son distin-
tas y cambiantes según la infraestructura considerada. Los rangos 
de variación de las dotaciones son grandes en la mayoría de infra-
estructuras, pero diversos en cada caso. La mayor similitud de do-
taciones se produce en las infraestructuras educativas y sanitarias,  

términos de uno de los indicadores, pero mal en términos de otro. Sobre las caracterís-
ticas y consecuencias de estos índices, véase Herrero, Soler y Villar (2010).
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Fuente: Fundación BBVA-Ivie (2011), INE (2011) y elaboración propia.

GRáfICo	3.25:		 Índices	sintéticos	agregados	de	infraestructuras	
públicas	y	de	capital	público,	2008

seguidas de las urbanas, las hidráulicas, las aeroportuarias y el resto 
de infraestructuras. Los mayores rangos de variación corresponden 
a las infraestructuras de transporte terrestre tanto viarias como fe-
rroviarias, que son los rangos que se calculan teniendo en cuenta 
la superficie de las regiones, así como el índice de infraestructuras 
portuarias, que varía necesariamente entre 1 y 0. 

El gráfico 3.25 muestra el resultado de la estimación de los dos 
índices agregados generales de dotaciones relativas (IIP, ICP). 
En ambos casos, la región con mayor dotación es el Principado 
de Asturias, seguida de Cantabria y el País Vasco, territorios que 
conforman la denominada cornisa cantábrica. Por el contrario, 
las menores dotaciones se observan en Illes Balears, junto a Extre-
madura, en el caso de las infraestructuras productivas, y junto a 
la Región de Murcia en el total del capital público. La dispersión 
de dotaciones es mucho menor en los índices generales que en 
la mayoría de los correspondientes a infraestructuras específicas. 
Además, la desigualdad es claramente menor en ICP que en IIP. 
También se observa que el Principado de Asturias posee dotacio-
nes relativas muy superiores a las demás regiones.
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Para valorar el significado de estos resultados es interesante 
considerar hasta qué punto este tipo de índices es sensible a los 
criterios seguidos en su construcción, y en particular a la conside-
ración de algunas características físicas de las regiones, como su si-
tuación en la costa o la superficie. Para evaluar el efecto que tiene 
la existencia de la infraestructura portuaria, que está vedada por 
razones geográficas a siete comunidades, se elimina de los índices 
agregados este componente, con el efecto sobre los rankings que 
muestra el gráfico 3.26. En el mismo se observan avances en las 
posiciones de regiones del interior, más significativos en los casos 
de Aragón, Castilla y León, y Extremadura, e intensos retrocesos 
en Canarias, la Comunitat Valenciana y Galicia.

El efecto de la superficie de las regiones sobre los índices se 
evalúa recalculándolos, tras eliminar esta variable de los compo-
nentes de los índices sintéticos de las infraestructuras viarias y fe-
rroviarias. El efecto de este cambio en solo dos componentes de 
los índices agregados es más notable en el ranking de dotaciones 
de las regiones, sobre todo en el caso del índice de infraestruc-
turas, pero también en el ICP. Los mayores cambios se producen 
en Madrid y el País Vasco, ya que ambos experimentan fuertes re-
trocesos, y en Castilla-La Mancha, Andalucía y Extremadura, que 
muestran fuertes avances. 

Estos ejercicios confirman que la valoración de las dotaciones 
relativas de infraestructuras y capital público de las regiones es 
difícil, dada la sensibilidad de los resultados a los criterios selec-
cionados. A las dudas que suscitan los supuestos considerados po-
drían añadirse otras, si se tiene en cuenta que en la relación entre 
valor del capital público y la dotación de servicios que el mismo 
proporciona, influyen la orografía, el precio del suelo, la disper-
sión de la población, etc. 

3.2.	El	acceso	a	la	educación	y	la	sanidad

El acceso a la educación y la sanidad es ampliamente reconocido 
como una pieza clave del desarrollo humano y la mejora de las 
oportunidades en estos dos ámbitos está decisivamente vinculada 
a la actuación pública para la mayor parte de la población. En este 
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GRáfICo	3.26:		 Índices	sintéticos	agregados,	con	variantes,	2008

apartado se estudian las diferencias regionales en servicios tan im-
portantes como la educación y la sanidad, y sus posibles causas y 
consecuencias.
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Se analiza, hasta donde es posible, qué justificación puede 
encontrarse a las diferencias interterritoriales, en cuanto a inten-
sidad del gasto público, en las funciones más relevantes para la 
igualdad de oportunidades y para el crecimiento. Los datos plan-
tean la posibilidad de que el proceso de descentralización haya 
obstaculizado la igualdad de oportunidades entre regiones, pues 
la actuación territorial del sector público en España es muy des-
igual: en educación el gasto por habitante de las comunidades 
con regímenes fiscales forales supera en un 35% al de la Comuni-
dad de Madrid, La Rioja y el Principado de Asturias; en sanidad 
las diferencias entre los extremos (la Comunidad Foral de Nava-
rra versus la Comunidad de Madrid) superan el 50% y en gastos 
de protección social (el Principado de Asturias versus Canarias y la 
Región de Murcia) se aproximan al 100%.

3.2.1.	Educación
Los niveles educativos españoles eran bajos hasta hace poco, 

pero han mejorado en las últimas décadas como resultado de la 
atención prestada por el sector público y las crecientes deman-
das sociales. En años de estudio todavía España se encuentra por 
debajo de la media de los países avanzados y, a pesar de que en 
todos los territorios se han producido mejoras, las diferencias in-
terregionales son importantes y no se observa un proceso claro de 
convergencia en la situación educativa de los jóvenes, al menos en 
el caso de los estudios superiores. 

Las mejoras educativas comienzan en la década de los setenta 
y se han desarrollado en gran parte durante el periodo del Estado 
de las autonomías, de modo que la situación actual puede refle-
jar opciones de las regiones por políticas educativas diferentes. 
De la descentralización de la educación se esperaría una mejora 
de la eficiencia del sistema educativo, permitiendo así una toma 
de decisiones más ajustada a las necesidades de los usuarios que 
en el caso de una gestión centralizada (Albi et ál. 2000), aunque 
existen dudas acerca de esta descentralización en políticas más 
redistributivas, como es el caso de las becas (San Segundo 2005). 
Ahora bien, tras los distintos niveles de gasto observados, pueden 
también encontrarse distintas disponibilidades de recursos, pues, 
como ya se ha comprobado en el capítulo 2, las restricciones pre-
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supuestarias de los gobiernos regionales, responsables de la edu-
cación en todos sus niveles, son muy dispares. 

Para evaluar estas alternativas, en este apartado se revisan los 
cambios en los niveles educativos de la población en las regiones 
y la incidencia de las políticas educativas en las mejoras logradas, 
a lo largo del tiempo. Con ese propósito, se compara la situación 
de la población adulta con la de los principales beneficiarios del 
esfuerzo en educación reciente: los jóvenes que ya han salido del 
sistema educativo y los que ahora se encuentran en él. 

3.2.1.1. Mejoras y diferencias educativas
En los últimos treinta años la población en edad de trabajar, 

de entre 16 y 64 años, con al menos formación postobligatoria,33 
se ha cuadruplicado en España, y la intensidad del cambio ha sido 
mucho mayor en el caso de los universitarios, que se han multipli-
cado casi por seis. Solo en el periodo 2000-2010, según la Encues-
ta de Población Activa (INE 2011), este crecimiento ha sido de un 
46% y un 55%, respectivamente. 

Pese al importante progreso conseguido, la mejora de la for-
mación postobligatoria no ha sido suficiente para equipararse a 
los países de la OCDE o la UE, en porcentajes de cualificación. 
Esta insuficiencia de stock puede incidir también en el crecimien-
to, tal y como demuestran varios estudios en torno a la fuerte re-
lación existente entre el stock de capital humano y el crecimiento 
económico, tanto a nivel nacional como regional (De la Fuente 
y Da Rocha 1996; Hanushek y Kimko 2000; Serrano 1999). Por 
su parte, Martín et ál. (2000) situaban en el 2000 el stock de ca-
pital humano español al 70% de la UE. Según el último informe 
education at a Glance 2010: OeCd indicators (OCDE 2010), en el 
2008 España se encontraba a casi veinte puntos porcentuales de 
la media de los países desarrollados, en cuanto a población con al 
menos formación postobligatoria, con un 51,5% frente al 71% de 
la OCDE y el 72% de la UE-1934. Entre el 2001 y el 2008 la pobla-

33 Población con al menos estudios de bachillerato o ciclos formativos de grado 
medio y equivalentes.

34 Esta agregación incluye a los países miembros de la UE antes de la adhesión 
de los diez países candidatos el 1 de mayo de 2004 (Alemania, Austria, Bélgica, Dina-
marca, España, Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda, Italia, Luxemburgo, Países Bajos, 
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ción con al menos estudios postobligatorios creció un 10,9% en la 
OCDE, un 14,3% en los países de la UE-19 y cerca de un 35% en 
España, pero el esfuerzo no ha sido suficiente para avanzar a los 
estándares internacionales, ni siquiera en la Comunidad de Ma-
drid y el País Vasco, las regiones que lideran el ranking nacional.

La situación educativa de las regiones, desde esta perspecti-
va, es desigual. La Comunidad de Madrid y el País Vasco son las 
comunidades con mayor proporción de población con al menos 
estudios de secundaria postobligatoria en el 2010, con un 66,9% y 
un 66,1% respectivamente, frente al 52,4% de la media española 
en ese año. Las comunidades con menor proporción de adultos 
que superan la formación obligatoria son Extremadura (39,5%), 
la Región de Murcia (43,3%), Castilla-La Mancha (43,3%) y An-
dalucía (44,4%). 

Dentro de la población con al menos estudios postobligatorios 
se puede distinguir entre los que, como máximo, han obtenido 
este título y los que han alcanzado un nivel de formación superior, 
tanto universitaria como en ciclos de formación superior y equiva-
lentes. En el 2010, un 21,9% de la población de entre 25 y 64 años 
tiene estudios postobligatorios, mientras que un 30,5% posee es-
tudios superiores. A diferencia de lo que sucede en otros países, 
en España el porcentaje de población situada en el escalón de 
los estudios superiores es mayor que el correspondiente a los que 
solo poseen estudios secundarios postobligatorios.35 En el cuadro 
3.4 se observan los cambios en la población que, como máximo, 
alcanza la formación postobligatoria entre el 2000 y el 2010, y son 
Illes Balears (27,7%) y la Comunidad de Madrid (26%) las regio-
nes con mayor porcentaje de población entre 25 y 64 años con 
este nivel educativo, frente a Extremadura (16,5%) o Galicia, La 
Rioja y Andalucía, todas ellas por debajo del 19%. Estos porcen-
tajes distan mucho de la media de la OCDE (47%) y de la UE-19 
(43%), en el 2008.

Portugal, el Reino Unido y Suecia), más cuatro países del Este europeos, miembros de 
la OCDE (Eslovaquia, Hungría, Polonia y la República Checa).

35 Debe advertirse que las comparaciones internacionales dependen de los crite-
rios seguidos en la armonización de las estructuras educativas. En el caso español, las 
antiguas titulaciones de FP II han sido consideradas de grado superior, lo que incre-
menta la población con estudios superiores y reduce la de estudios medios.
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Población	entre	25	y	
64	años	con	formación	

postobligatoria		
como	máximo

Población	entre	25	y	
34	años	con	formación	

postobligatoria		
como	máximo

Tasa	bruta	de	
matriculación	
en	formación	

postobligatoria1

	 2000
2010		

(2.º	trim.)
2000

2010		
(2.º	trim.)

2002-2003 2009-2010

Andalucía 13,3 18,9 18,3 22,8 44,0 49,7

Aragón 16,3 25,3 23,8 27,6 48,5 51,9

Asturias, P. de 15,6 22,0 22,8 25,0 51,9 58,8

Balears, Illes 18,7 27,7 23,2 33,3 38,3 39,3

Canarias 18,0 24,7 23,7 34,0 48,2 56,1

Cantabria 18,8 22,9 26,0 28,5 50,9 56,9

Castilla y León 15,9 21,1 23,0 25,1 53,8 59,8

C.-La Mancha 12,3 20,0 18,2 23,8 40,4 47,9

Cataluña 18,6 21,8 25,3 23,2 45,9 49,4

C. Valenciana 14,5 22,8 20,1 27,3 41,3 47,5

Extremadura 12,0 16,5 16,4 22,5 42,6 47,7

Galicia 12,7 18,7 19,1 22,1 51,7 58,7

Madrid, C. de 19,0 26,0 24,4 26,7 46,9 51,0

Murcia, R. de 14,8 19,7 20,1 23,3 41,5 48,3

Navarra, C. F. de 15,0 24,0 18,5 27,4 46,7 50,9

País Vasco 16,7 22,3 21,3 22,7 54,2 59,9

Rioja, La 15,0 18,8 21,7 18,7 47,7 50,1

España 15,9 21,9 21,6 25,1 46,1 51,1

oCDE2 42,0 43,0 48,0 45,0 – –

UE-19* 42,0 47,0 48,0 50,0 – –

CUADRo	3.4:		 Incidencia	de	la	formación	postobligatoria	entre	la	población
	 (porcentaje)

1 Ratio entre matriculados en bachillerato y ciclos formativos de grado medio, y la población entre 16 y 19 años.
2 Para este organismo el año de referencia es el 2001.
* Para este agregado el año de referencia es el 2008.
Fuente: INE (2011), Ministerio de Educación (vv. aa.), OCDE (2010) y elaboración propia.

En cuanto a la población con formación superior (v. el cuadro 
3.5), España (29%) se sitúa en el 2008 por encima de la OCDE 
(28%) y de la UE-19 (25%), siendo este porcentaje en el 2010 del 
30,5%. Este resultado se debe principalmente al peso de la po-
blación con ciclos formativos superiores y equivalentes, ya que en 
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formación universitaria, España se situaba en el 20% en el 2008, 
ligeramente por debajo de la OCDE (21%) y por encima de la 
UE-19 (19%). Las comunidades con una mayor proporción de 
población entre 25 y 64 años con estudios superiores son el País 
Vasco (43,8%), la Comunidad de Madrid (40,9%) y la Comuni-

	
Población	entre		
25	y	64	años	con	

formación	superior

Población	entre		
25	y	34	años	con	

formación	superior

Tasa	bruta	de	
matriculación	en	

formación	superior1

	 2000
2010		

(2.º	trim.)
2000

2010		
(2.º	trim.)

2002-2003 2009-2010

Andalucía 18,9 25,5 27,9 32,9 35,0 38,3

Aragón 23,9 32,4 38,0 42,1 41,4 40,5

Asturias, P. de 21,7 32,3 35,0 43,9 45,4 45,9

Balears, Illes 17,6 22,0 23,8 23,5 17,9 19,0

Canarias 18,5 23,0 24,5 29,3 30,3 31,3

Cantabria 23,4 35,5 34,5 41,8 31,2 33,2

Castilla y León 23,4 31,9 38,2 41,9 49,0 51,4

C.-La Mancha 15,6 23,3 23,7 33,0 21,3 21,8

Cataluña 23,6 30,4 35,5 39,1 36,6 42,2

C. Valenciana 20,1 28,1 30,6 36,6 37,9 44,7

Extremadura 16,3 23,0 25,1 36,2 28,8 29,3

Galicia 18,7 30,1 33,0 44,0 41,2 42,1

Madrid, C. de 31,4 40,9 44,3 50,1 49,2 55,7

Murcia, R. de 20,8 23,6 28,2 26,2 33,8 36,8

Navarra, C. F. de 29,9 38,7 44,5 49,8 42,4 43,2

País Vasco 32,0 43,8 50,2 58,1 46,1 51,6

Rioja, La 22,9 36,4 36,7 47,4 31,9 33,6

España 22,7 30,5 34,0 39,2 42,0 46,8

oCDE2 22,0 28,0 26,0 35,0 – –

UE-19* 21,0 25,0 26,0 32,0 – –

CUADRo	3.5:		 Incidencia	de	la	formación	superior	entre	la	población	
 (porcentaje)

1 Ratio entre matriculados en estudios universitarios y ciclos formativos de grado superior, y la población 
entre 18 y 24 años.
2 Para este organismo el año de referencia es el 2001.
* Para este agregado el año de referencia es el 2008.
Fuente: INE (2011), Ministerio de Educación (vv. aa.), OCDE (2010) y elaboración propia.



efectos regionales de las actuaciones públicas  [ 187 ]

dad Foral de Navarra (38,7%). En el extremo inferior se encuen-
tran Illes Balears (22%), Canarias (23%) y Extremadura (23%).

Para valorar el efecto de las políticas desarrolladas durante 
el periodo en el que se produce la descentralización, se pueden 
comparar los datos anteriores con la situación educativa de una 
cohorte de edad de adultos jóvenes y de los actuales estudiantes. 
Los cuadros 3.4 y 3.5 muestran también el nivel educativo alcanza-
do por los adultos entre 25 y 34 años que al menos han alcanzado 
estudios postobligatorios y los que tienen formación superior. La 
proporción de adultos jóvenes, entre 25 y 34 años, con al menos 
formación postobligatoria en España se eleva al 64,7% en 2008, 
una cifra que continúa por debajo de la media de la OCDE (80%) 
y de la UE-19 (82%), pero que representa una diferencia menor 
que la correspondiente a toda la población adulta, entre 25 y 64 
años. Así pues, las generaciones más jóvenes y más beneficiadas 
del esfuerzo educativo de las últimas décadas están convergiendo 
con los países más desarrollados.

En cuanto a las diferencias interregionales, la población entre 
25 y 34 años ofrece indicios de distinto signo al de los efectos re-
gionales de las políticas desarrolladas. Los que como máximo han 
alcanzado este nivel educativo suponen en el conjunto de España 
un 25,1% (v. el cuadro 3.4), muy por debajo de los estándares 
internacionales del 2008 que eran del 50% en la UE-19 y del 45% 
en la OCDE. En el 2010, las regiones con mayor porcentaje de 
adultos jóvenes con al menos estudios postobligatorios son el País 
Vasco (80,9%), la Comunidad Foral de Navarra (77,2%) y la Co-
munidad de Madrid (76,8%). La Región de Murcia y Andalucía, 
con un 49,5% y un 55,7% respectivamente, son las comunidades 
con menor proporción. Las regiones que poseían ventajas relati-
vas entre toda la población adulta las siguen manteniendo entre 
los adultos jóvenes. Así pues, aunque se ha producido una me-
jora generalizada en todas las regiones, sigue habiendo grandes 
diferencias regionales; los porcentajes mayores corresponden a 
Canarias e Illes Balears, y el menor a La Rioja. 

Si se considera la población con formación superior, en la ac-
tualidad, hay en España un 39,2% de jóvenes de 25 a 34 años con 
ese nivel de estudios, de los cuales son universitarios un 26,8%. 
Se comprueba que el diferencial respecto a la UE-19 y la OCDE 
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sigue a favor de España, como se observa en el cuadro 3.5. Una vez 
más las diferencias interregionales son sustanciales. El País Vasco 
(58,1%), la Comunidad de Madrid (50,1%) y la Comunidad Foral 
de Navarra (49,8%) son las regiones que poseen mayor porcenta-
je de jóvenes con estudios superiores; e Illes Balears (23,5%), la 
Región de Murcia (26,2%) y Canarias (29,3%) las regiones en las 
que el peso de los jóvenes con estudios superiores es menor. 

Los datos de los dos grupos de adultos considerados indican 
que las desigualdades regionales en los niveles de estudios pos-
tobligatorios completados no se han reducido. Al contrario, han 
aumentado las desigualdades entre las regiones en el caso de la 
población más joven (v. el gráfico 3.27), tanto en el caso de los 
que solo poseen formación secundaria postobligatoria, cuyo co-
eficiente de variación pasa de 0,136 para la población entre 25 a 
64 años a 0,155 entre los jóvenes de 25 a 34 años, como en el caso 
de los que poseen estudios superiores, cuyo coeficiente de varia-
ción aumenta de 0,221 a 0,229, manteniendo un nivel de desigual-
dad mayor que el correspondiente a los estudios postobligatorios. 
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GRáfICo	3.27:		Coeficientes	de	variación	regional	
por	niveles	de	estudios,	2010

Fuente: INE (2011), Ministerio de Educación (2011) y elaboración propia.



efectos regionales de las actuaciones públicas  [ 189 ]

La evolución de las tasas de matriculación en los distintos ni-
veles de estudios ofrece información sobre las tendencias más re-
cientes en el acceso a la educación. La tasa bruta de matriculación 
mide la relación entre los matriculados en un nivel educativo y 
la población en edad teórica de matricularse. En el caso de la 
educación secundaria postobligatoria que, con los planes de estu-
dio de la Ley Orgánica General del Sistema Educativo (LOGSE), 
comprende el bachillerato y los ciclos formativos de grado me-
dio (CFGM) y abarca unas edades teóricas entre 16 y 19 años, la 
tasa de matriculación se ha visto incrementada, entre 2002-2003 y 
2009-2010, en 11 puntos porcentuales, 12 puntos para los centros 
públicos y 9 para los privados, como resultado del incremento del 
número de matriculados (2,3%) y de la reducción de la cohorte 
de población (7,8%). 

El cuadro 3.4 muestra en sus últimas columnas la tasa bruta de 
matriculación en formación postobligatoria para los años 2003 y 
2010, cuyos datos son comparables debido a la homogeneidad de 
planes de estudio. Se comprueba que en estos últimos ocho años 
ha habido un incremento generalizado de la tasa de matricula-
ción, excepto en Illes Balears, donde se ha mantenido estable. 
Las comunidades con una mayor tasa de matriculación en el cur-
so 2009-2010 son el País Vasco (59,9%), Castilla y León (59,8%), 
el Principado de Asturias (58,8%) y Galicia (58,7%). En cambio, 
aparecen mucho peor situadas Illes Balears (39,3%), la Comuni-
tat Valenciana (47,5%), Extremadura (47,7%) y Castilla-La Man-
cha (47,9%), todas bastante por debajo de la media española del 
51,1%. 

La buena noticia es que en este caso la mejora en los niveles 
educativos en todas las comunidades sí que parece ir acompañada 
de una menor desigualdad regional, con un coeficiente de varia-
ción de las tasa de matriculación de 0,108, menor que los corres-
pondientes a los niveles de estudios alcanzados entre la población 
adulta de 25 a 64 y de 25 a 34 años.

En cuanto al acceso a la formación superior que comprende 
los cursos formativos de grado superior (CFGS) y los estudios uni-
versitarios, la tasa bruta de matriculación ha aumentado un 11,6% 
entre los cursos 2002-2003 y 2009-2010. El número de alumnos 
universitarios ha descendido un 6,6% desde el curso 2002-2003 
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y ha aumentado la matrícula en los ciclos formativos de grado 
superior un 11,5%. También en este caso se toma como curso 
inicial 2002-2003 para homogeneizar las edades de acceso a es-
tos niveles educativos.36 Actualmente, la Comunidad de Madrid 
(55,7%), el País Vasco (51,6%) y Castilla y León (51,4%) son las 
regiones con mayor tasa de matriculación en educación superior 
(v. el cuadro 3.5), mientras que Illes Balears (19%) y Castilla-La 
Mancha (21,8%) registran las tasas más bajas, muy por debajo de 
la media nacional del 46,8%.37 

Las tasas de matriculación en educación superior muestran 
también que los niveles de desigualdad interregional aumentan 
con el paso del tiempo, si se compara el coeficiente de variación 
de este indicador con los correspondientes a los de los adultos 
con estudios superiores. Así pues, existen razones para concluir 
que la descentralización de la educación ha ido acompañada de 
un proceso de mejora generalizada en el acceso a los niveles for-
mativos postobligatorios, pero también de una mayor desigualdad 
entre regiones en las oportunidades educativas. Sin embargo, se-
ría un error interpretar estos resultados a partir de apriorismos 
sobre las causas de los mismos, pues tras los mismos parece que 
existen causas complejas.38 

La dispersión de los niveles educativos regionales se reduce 
muy poco al considerar las cohortes más jóvenes. Asimismo, para 
los niveles superiores De la Fuente (2006) argumenta que es muy 
probable que las disparidades educativas entre regiones se man-
tengan o incluso aumenten en el futuro. Torres (1993) propone 
el hábitat de residencia como un fuerte factor explicativo de la 
desigualdad educativa en España, ya que en los años ochenta re-

36 Ya se ha señalado, aunque para las comparaciones internacionales se sigue ese 
criterio, que la FPII podría no considerarse en puridad enseñanza superior y, además, 
debe tenerse en cuenta que la edad de finalización de esos estudios rondaba los 18-19 
años, mientras que los CFGS comienzan teóricamente a los 18 años.

37 Cabe tener en cuenta que las tasas de matriculación se computan sobre el total 
de alumnos en cada región con independencia de la comunidad autónoma de origen 
de los mismos, por lo que esta tasa está también captando el efecto atracción o expul-
sión que unas regiones pueden producir en otras.

38 De la Fuente (2006) obtiene que los niveles educativos, medidos por el número 
medio de años de escolarización de la población adulta varían mucho entre regiones 
y que es probable que continúen haciéndolo en el futuro.
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sultaba complicado continuar con la formación secundaria posto-
bligatoria fuera de las capitales de provincia. A su vez, Grañeras et 
ál. (1999) afirman que la persistencia de diferencias sociales en las 
posibilidades de acceso a la formación postobligatoria incide so-
bre la desigualdad educativa. Además, según Fernández Enguita, 
Martínez y Las Heras (1996), la tendencia al aumento de los ni-
veles superiores e inferiores de cualificación observados en Espa-
ña, en detrimento de los intermedios, amenazaría con convertir 
las desigualdades educativas en desigualdades sociales. Asimismo, 
González y Dávila (1998) muestran que los principales impedi-
mentos para el acceso a la educación son culturales, ya que el ni-
vel educativo de los padres en España sería una barrera de acceso 
a la educación superior, más potente incluso que la renta familiar. 
No obstante, la mayor incorporación de la mujer al mercado de 
trabajo y su búsqueda de mejores condiciones laborales tiene un 
efecto positivo sobre el aumento de la educación y la reducción 
de la desigualdad (Casal, Masjuan y Planas 1991).

3.2.1.2. el gasto en educación
Las desiguales tasas de matriculación en los estudios postobli-

gatorios indican que persisten diferencias interregionales impor-
tantes en el acceso a la educación, más de 20 puntos porcentuales 
en los estudios secundarios postobligatorios y de 30 en los supe-
riores, con efectos sobre el capital humano de las regiones que 
serán duraderos en el futuro. 

La pregunta que se plantea a continuación es qué relación 
puede establecerse entre las disparidades en el acceso a la edu-
cación y las diferencias de gasto en educación mostradas en el 
capítulo 2. Más concretamente, si las regiones que se encuentran 
mejor colocadas en términos de acceso de sus jóvenes a la educa-
ción son las que más gasto público realizan en esas actividades, 
teniendo en cuenta el número de alumnos que atienden. De la 
misma manera las regiones peor colocadas son las que menos gas-
to público realizan.

El gasto público en educación ha aumentado en España en 
los últimos años, debido, sobre todo, al crecimiento del gasto 
por alumno, pues el número de alumnos apenas ha variado (v. el  
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gráfico 3.28). El gasto por alumno39 ofrece una referencia más 
próxima a las necesidades educativas que el gasto por habitante, 
porque la estructura por edades de la población varía en el tiem-
po y de unas regiones a otras. El número de alumnos en centros 
públicos en España ha crecido un 8,2% entre el 2001 y el 2009, 
debido, sobre todo, al aumento experimentado a partir del 2008. 
Para esta evolución se ha tomado como año inicial el 2001, por ser 
el primero para el cual el alumnado privado se puede separar en 
centros concertados y no concertados.

No obstante, el alumnado público no sigue la misma trayectoria 
en todas las regiones. Donde más ha crecido es en la Comunidad 
Foral de Navarra (28,6%),40 la Comunitat Valenciana (18,2%), 

39 El alumnado público comprende el total de matriculados en enseñanzas uni-
versitarias en centros públicos y en enseñanzas no universitarias, dentro del régimen 
general en centros públicos y privados concertados, y del régimen especial en centros 
públicos y educación para adultos de cáracter formal, siguiendo la metodología de 
Calero, Mediavilla y Escardíbul (2007).

40 Estos crecimientos tan fuertes se pueden explicar por el aumento de la población 
infantil, que ha crecido, entre 2001 y 2009, casi un 30% en el tramo entre 0 y 5 años, 
combinado con las políticas de refuerzo para la matriculación de esta población. Así, 
teniendo en cuenta únicamente las enseñanzas no universitarias de régimen general, en 
centros públicos y privados concertados, el crecimiento en la Comunidad de Navarra ha 
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Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales, IGAE y Ministerio de Educación (vv. aa.) y elaboración propia.

GRáfICo	3.28:		 Evolución	del	gasto	en	educación,	del	número	de	alumnos	
en	centros	públicos	y	del	gasto	por	alumno,	2001-2009

 (2001 = 100, euros constantes del 2008)
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Illes Balears (14,9%), la Comunidad de Madrid (14,8%), Cata-
luña (14,8%), Canarias (11,2%), La Rioja (10,9%), el País Vasco 
(10,6%), Castilla-La Mancha (10,5%), Aragón (10,3%) y la Re-
gión de Murcia (10,2%). Las comunidades donde más significati-
vamente se ha reducido el alumnado público son el Principado de 
Asturias (-18%), Galicia (-10,6%), Extremadura (-9,4%) y Castilla 
y León (-9,2%). Por su parte, Cantabria ha experimentado un li-
gero crecimiento (0,4%).

Distinguiendo por tipo de enseñanzas, no universitarias y 
universitarias, a partir de la información del Ministerio de Edu-
cación, en el cuadro 3.6 se presenta el gasto público en educa-
ción por alumno matriculado en centros públicos para los cursos 
2000-2001 y 2007-2008. El País Vasco, el Principado de Asturias, 
Cantabria y Galicia realizan el mayor gasto por estudiante no uni-
versitario, y la Comunidad Foral de Navarra, Cantabria y el País 
Vasco el mayor gasto por estudiante universitario. En el extremo 
opuesto se encuentran la Comunidad de Madrid, Canarias y An-
dalucía para la formación no universitaria, e Illes Balears, Extre-
madura, Canarias y La Rioja para la universitaria. 

En el caso de las enseñanzas no universitarias se observa una 
reducción de la desigualdad entre comunidades a lo largo del 
tiempo: el coeficiente de variación para el gasto por alumno no 
universitario ha pasado de 0,153 en el 2001 a 0,115 en el 2008. 
En cambio, para las enseñanzas universitarias el coeficiente ha 
pasado de 0,160 en el 2001 a 0,182 en el 2008. El coeficiente de va-
riación del gasto por alumno universitario no solo ha aumentado 
sino que también es mayor al del gasto por alumno no universita-
rio, lo cual refleja una mayor dificultad para la convergencia entre 
comunidades en este aspecto.

Las diferencias interregionales en gasto educativo por alumno 
atendido por la oferta pública pueden deberse a distintas causas: 
la intensidad de la demanda educativa en cada región y unas di-
ferentes preferencias regionales por la educación, debidas a sus 

sido de un 26,4%, pasando de 80.224 a 101.404 alumnos. De los nuevos 21.180 alumnos, 
un 92% corresponde a alumnos de educación infantil (11.535) y primaria (7.950), sien-
do el curso 2004-2005 el de mayor crecimiento, con un aumento de 4.651 alumnos de 
educación infantil y primaria. El mismo patrón se aplica para el resto de comunidades, 
donde el mayor incremento en alumnado se da para estos primeros tramos educativos.
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niveles de renta y educativos, que se reflejan en las distintas ta-
sas de matriculación; las opciones realizadas por los gobiernos de 
cada comunidad sobre la organización y gestión de los servicios, 
en particular, sobre la oferta pública o concertada de los mismos, 
en el caso de las enseñanzas no universitarias; los recursos totales 
de los que disponen las comunidades autónomas que gestionan 
estos servicios;41 etc. No es fácil determinar cómo influye cada una 

41 De la Fuente (2006) documenta la existencia de desigualdades en el gasto por 
estudiante a nivel regional, las cuales estarían reflejando diferencias en la financiación 
por habitante.

	

Gasto	público	en	
educación	por	

habitante

Gasto	público	
en	educación	no	
universitaria	por	

alumno

Gasto	público	
en	educación	

universitaria	por	
alumno

	 2001 2008 2001 2008 2001 2008

Andalucía 919 1.113 2.809 3.637 4.526 7.917

Aragón 799 1.073 3.577 3.987 5.291 9.740

Asturias, P. de 798 1.005 3.814 4.997 5.394 8.218

Balears, Illes 801 1.149 3.409 4.377 5.971 7.011

Canarias 1.127 1.045 3.735 3.606 6.138 7.171

Cantabria 764 1.089 3.529 4.876 6.498 11.486

Castilla y León 883 1.108 3.577 4.453 5.399 7.933

C.-La Mancha 960 1.327 3.336 4.533 5.463 9.029

Cataluña 786 1.287 3.022 4.080 6.796 9.908

C. Valenciana 1.077 884 3.548 4.222 6.465 9.871

Extremadura 963 1.238 3.369 4.325 4.493 7.073

Galicia 818 1.171 3.761 4.774 4.817 8.970

Madrid, C. de 823 869 3.264 3.533 6.858 9.164

Murcia, R. de 903 1.063 3.011 4.019 5.472 8.649

Navarra, C. F. de 1.340 1.464 4.512 4.541 7.790 12.840

País Vasco 1.083 1.391 5.122 5.297 5.879 10.873

Rioja, La 780 961 3.551 4.094 4.624 7.429

España 906 1.107 3.347 4.075 5.238 7.896

CUADRo	3.6:		 Gasto	en	educación	por	habitante	y	por	alumno	en	centros	públicos
 (euros constantes del 2008)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales, IGAE y Ministerio de Educación (vv. aa.) y elaboración propia.
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de ellas en el gasto observado, pero en las páginas que siguen se 
ofrece información para testar algunas hipótesis a partir de los 
datos disponibles. 

En lo que se refiere a la relación entre el gasto por alumno y 
las tasas de matriculación en centros públicos o concertados, no 
existe información sobre la primera de las variables para la ense-
ñanza secundaria postobligatoria, pero sí para la universitaria, la 
mayor parte de la cual es ofrecida por instituciones públicas. Sin 
embargo, los datos no ofrecen soporte a la hipótesis de que el ma-
yor gasto por alumno se produce en las comunidades que tienen 
que atender una menor demanda. Aunque la relación entre am-
bas variables es negativa, esta no es estadísticamente significativa. 

En cuanto a la importancia de la oferta pública y privada de los 
servicios educativos, como se observa en el gráfico 3.29, la mayoría 
del alumnado de enseñanzas no universitarias está matriculado 
en centros de titularidad pública o privada concertada, y solo en 
la Comunidad de Madrid la oferta privada no concertada se acer-
ca al 20%. No obstante, hay comunidades como el País Vasco, la 
Comunidad Foral de Navarra, Cataluña, Illes Balears, La Rioja o 
Cantabria en las que el alumnado de los centros concertados su-
pera el 30%, mientras que en Castilla-La Mancha, Extremadura o 
Canarias no llega al 20%. 

La composición de la oferta financiada con fondos públicos, 
pública y privada concertada, puede tener implicaciones sobre el 
gasto por alumno, pues este es superior en los centros públicos 
por dos motivos: el mayor coste salarial del profesorado y el me-
nor tamaño medio de los grupos. Para explorar hasta qué punto 
apoyarse más en la enseñanza privada permite gastar menos por 
alumno, el gráfico 3.30 muestra la relación entre estas dos varia-
bles en las enseñanzas no universitarias. Se observa que, en gene-
ral, es menor el gasto por alumno en las comunidades con mayor 
proporción de centros privados. No obstante, comunidades como 
el País Vasco, el Principado de Asturias, Cantabria y Galicia, con 
una proporción relativamente similar de centros privados que La 
Rioja, la Región de Murcia o Andalucía, e incluso Castilla y León 
o Illes Balears, realizan un gasto bastante mayor.

En tercer lugar, en cuanto a la relación entre el gasto público 
por alumno, tanto en enseñanzas universitarias como no univer-
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sitarias, y en cuanto a los recursos totales por habitante de los 
que dispone la correspondiente comunidad autónoma, véase el 
gráfico 3.31 que muestra esa relación positiva y significativa. Así 
pues, además de otros factores, la restricción presupuestaria de las 
administraciones responsables de la educación parece ser relevan-
te para el nivel que alcanza el gasto por alumno.
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GRáfICo	3.29:	 Alumnado	de	enseñanzas	de	régimen	general	
(no	universitarias),	por	titularidad	del	centro.		
Curso	2008-2009

 (porcentaje)
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nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 3.3. 
Fuente: Ministerio de Educación (2011) y elaboración propia.

GRáfICo	3.30:	 Relación	entre	el	gasto	público	por	alumno	
no	universitario	y	los	centros	privados,	2008
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GRáfICo	3.31:		 Relación	entre	el	gasto	público	por	alumno	en	
centros	públicos	y	los	recursos	públicos	per	cápita	en	
Administraciones	autonómicas	y	corporaciones	locales,	2008

 (euros)
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3.2.1.3. implicaciones de las diferencias de gasto en educación
Las diferencias regionales de gasto por alumno tienen implica-

ciones diversas. El gráfico 3.32 presenta la relación entre el gasto 
público por alumno y la renta per cápita regional. El esfuerzo de 
cada región se puede identificar por la pendiente que une su po-
sición en el gráfico con el origen de coordinadas. En el caso de 
las enseñanzas no universitarias (v. el panel a del gráfico 3.32), las 
comunidades que realizan un mayor esfuerzo relativo son Extre-
madura, Castilla-La Mancha, Galicia y el Principado de Asturias. 
En las enseñanzas universitarias (v. el panel b del gráfico 3.32), 
destaca el mayor esfuerzo de Castilla-La Mancha, Extremadura y 
la Comunitat Valenciana. Pero es importante advertir que el ma-
yor esfuerzo de una región no recae necesariamente en sus habi-
tantes, dado que su capacidad de gasto no depende solo de los 
recursos fiscales generados en la comunidad, sino también de los 
mecanismos de solidaridad interterritorial.

La apuesta colectiva por la educación es clara, pero el nivel 
educativo de la población puede influir en la intensidad del gas-
to por alumno. El gráfico 3.33 muestra que el gasto público en 
enseñanza no universitaria no depende significativamente del 
nivel educativo de la población. Sin embargo, los resultados son 
diferentes cuando se considera si la población tiene estudios uni-
versitarios. En este caso el efecto sobre el gasto en educación es 
positivo y significativo. 

Así pues, los niveles de gasto público por alumno de las regio-
nes en España implican una cierta ruptura de la dependencia de 
las condiciones económicas y, en parte, educativas de las regiones. 
Esto sucede porque el gasto en educación de cada región no está 
condicionado solo por sus propios recursos, aunque sí, como se 
ha visto, por los recursos totales de las administraciones que ejer-
cen esa competencia. 

Una posible implicación de la desigualdad en el gasto por 
alumno es el efecto de este sobre la calidad de la enseñanza, a la 
cual cabe aproximarse mediante el tamaño de las clases (ratio de 
alumnos por profesor) y el abandono temprano de los estudios. 

En educación no universitaria, como consecuencia de los ma-
yores recursos, ha existido una clara reducción del número de 
alumnos por profesor, que ha pasado de 13,4 en el 2000 a 11,3 en 
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GRáfICo	3.32:		Relación	entre	el	gasto	público	por	alumnos	en	centros	
públicos	y	la	renta	per	cápita,	por	tipo	de	enseñanzas,	2008

 (euros)

nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 3.3.
Fuente: INE (2011), Ministerio de Educación (2011) y elaboración propia.
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a) Enseñanzas no universitarias

b) Enseñanzas universitarias

GRáfICo	3.33:	 Relación	entre	el	gasto	público	por	alumno	
y	la	población	con	al	menos	formación		
postobligatoria,	por	tipo	de	enseñanzas,	2008

nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 3.3.
Fuente: INE (2011), Ministerio de Educación (2011) y elaboración propia.

2.000

3.000

4.000

5.000

6.000

7.000

8.000

9.000

10.000

11.000

12.000

13.000

14.000

G
as

to
 p

úb
lic

o 
po

r 
al

um
n

o 
(e

ur
os

) 

2.000

2.500

3.000

3.500

4.000

4.500

5.000

5.500

6.000

G
as

to
 p

úb
lic

o 
po

r 
al

um
n

o 
(e

ur
os

) 

Población con al menos formación postobligatoria (porcentaje)

Población con al menos formación postobligatoria (porcentaje)

30 35 40 45 50 55 60 65 70

30 35 40 45 50 55 60 65 70

y = 3.685,73 + 12,385x
                           (0,75)
R2  = 0,036

y = 2.675,83 + 124,85x
                           (2,78)
R2 = 0,34

Media de población con al menos 
formación postobligatoria: 51%

Gasto medio por
alumno no univer-
sitario: 4.075 euros

Gasto medio 
por alumno univer-
sitario: 7.896 euros

Media de población con al menos 
formación postobligatoria: 51%

AND

ARA

AST

BAL

CA

CANT

CL
CM

CAT
CV

EXT

GAL

MAD

MUR

NAV

PV

RIO

AND

ARA

AST

BAL
CA

CANT

CL

CM

CATCV

EXT

GAL MAD
MUR

NAV

PV

RIO



efectos regionales de las actuaciones públicas  [ 201 ]

el 2010 (-16%). Pero, una vez más, existen importantes diferen-
cias entre regiones, y son Cantabria y el Principado de Asturias 
las que muestran los tamaños medios más pequeños de las clases, 
9,2 y 9,5 alumnos por profesor, respectivamente. Estos resultados 
son muy similares cuando se consideran solo los centros públicos, 
mientras que en los centros privados esta ratio es un 20% más ele-
vada: 16,2 en el 2000 y 13,5 en el 2010 (v. el cuadro 3.7). En cuan-
to a la educación universitaria, la ratio de alumnos por profesor 
ha pasado de 16 alumnos a 11,4 en el 2009, pero las diferencias 
interregionales vuelven a ser enormes. Este último año Canarias 
presenta la ratio más alta (12,5) frente a la Comunidad Foral de 

Total	centros Centros	públicos Centros	privados

Curso		
1999-2000

Curso		
2009-2010

Curso		
1999-2000

Curso		
2009-2010

Curso		
1999-2000

Curso		
2009-2010

Andalucía 15,7 12,3 14,9 11,8 19,0 14,2

Aragón 12,4 10,7 10,8 9,8 16,4 13,3

Asturias, P. de 12,1 9,5 10,9 8,4 16,3 13,8

Balears, Illes 13,5 10,6 11,9 9,6 17,0 13,2

Canarias 13,7 12,4 12,9 11,7 18,4 15,3

Cantabria 12,3 9,2 11,1 8,1 15,4 12,8

Castilla y León 12,2 9,9 11,1 8,9 15,5 13,0

C.-La Mancha 13,6 10,2 13,0 9,7 17,0 13,2

Cataluña 12,4 11,6 11,7 11,0 13,4 12,7

C. Valenciana 12,9 11,5 11,7 10,4 16,9 14,8

Extremadura 13,6 10,6 12,8 9,8 18,0 15,2

Galicia 12,0 9,9 11,0 9,1 16,5 13,2

Madrid, C. de 14,4 12,1 13,0 11,3 17,2 13,1

Murcia, R. de 14,1 11,3 13,1 10,5 18,3 13,7

Navarra, C. F. de 11,1 10,5 9,7 9,5 14,3 13,0

País Vasco 11,6 10,3 9,2 8,4 15,3 13,3

Rioja, La 13,1 11,3 11,8 10,3 17,0 14,0

España 13,4 11,3 12,4 10,5 16,2 13,5

CUADRo	3.7:	 Alumnos	por	profesor	en	enseñanzas	no	universitarias,	2000	y	2010

nota: Los centros privados incluyen también la enseñanza concertada al no poder distinguir el tipo de pro-
fesorado privado por tipo de centro.
Fuente: Ministerio de Educación (vv. aa.) y elaboración propia.
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Navarra (6,2). En los centros públicos esta ratio era 16,6 en el 
2000 y se reduce hasta 11,6 en el 2010 (v. el cuadro 3.8).

Como se observa en el gráfico 3.34, existe efectivamente una re-
lación negativa y significativa entre el gasto público por estudiante y 
el número de alumnos por profesor, algo más acentuada en el caso 
de las enseñanzas universitarias42 (v. el panel b del gráfico 3.34). 

Un aspecto importante a tener en cuenta son los resultados edu-
cativos, y un indicador básico de los mismos es no lograr el míni-
mo de estudios obligatorios, y otro, algo más amplio, el abandono 

42 En el cálculo del gasto por estudiante en enseñanzas no universitarias no es 
posible cuantificar cuántos profesores de centros privados pertenecen al sistema con-
certado. Por ello, se ha calculado la ratio de gasto por alumno solo para los centros 
públicos, sin incluir los concertados.

Total	centros Centros	públicos

Curso	1999-2000 Curso	2008-2009 Curso	1999-2000 Curso	2008-2009

Andalucía 17,2 12,3 17,2 12,3

Aragón 16,1 7,9 16,1 7,9

Asturias, P. de 14,6 11,1 14,6 11,1

Balears, Illes 13,5 9,9 13,5 9,9

Canarias 12,5 12,5 12,5 12,5

Cantabria 12,2 7,9 12,2 7,9

Castilla y León 15,2 9,9 15,0 9,9

C.-La Mancha 21,1 11,3 21,1 11,3

Cataluña 12,3 8,2 12,4 8,3

C. Valenciana 16,0 10,9 16,0 10,8

Extremadura 17,7 11,6 17,7 11,6

Galicia 18,2 11,8 18,2 11,8

Madrid, C. de 13,1 10,2 14,0 10,1

Murcia, R. de 18,2 11,7 18,8 11,4

Navarra, C. F. de 6,8 6,2 13,6 8,0

País Vasco 16,5 8,5 16,0 8,3

Rioja, La 15,8 11,8 15,8 11,8

España 16,0 11,4 16,6 11,6

CUADRo	3.8:		 Alumnos	por	profesor	en	enseñanzas	universitarias,	2000	y	2009

Fuente: INE (2011), Ministerio de Educación (vv. aa.) y elaboración propia.
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GRáfICo	3.34:		 Gasto	público	por	alumno	y	ratio	de	alumnos	por	profesor	
por	tipo	de	enseñanzas.	Centros	públicos,	2008

a) Enseñanzas no universitarias

b) Enseñanzas universitarias

nota: Se incluye solo al alumnado de enseñanzas de régimen general en centros públicos al no 
disponer de información de profesorado desglosada para poder añadir también los centros con-
certados. Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 3.3. 
Fuente: Ministerio de Educación (2011) y elaboración propia.
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escolar temprano de aquellos jóvenes entre 18 y 24 años que han 
finalizado el proceso formativo sin haber alcanzado estudios pos-
tobligatorios. Este indicador se utiliza frecuentemente y la Estra-
tegia de Lisboa43 fijó el objetivo de que en el 2010 todos los países 
de la UE situasen el abandono escolar temprano en el 10%. Sin 
embargo, en el 2009, en España ese porcentaje se situaba en el 
31,2%, como se observa en el gráfico 3.35, según el informe datos 
y Cifras. Curso escolar 2010/2011 (Ministerio de Educación 2010). 
En torno a ese promedio, las diferencias regionales son amplias: 
llegan al 40,8% en Illes Balears, 37,5% en Andalucía y 37,3% en 
la Región de Murcia. Además de estas tres comunidades, Extre-
madura, Castilla-La Mancha, la Comunitat Valenciana, La Rioja, 
Cataluña y Canarias se sitúan también por encima de la media na-
cional de abandono temprano. Por el contrario, en el País Vasco 
(16%), la Comunidad Foral de Navarra (19,8%) y el Principado 
de Asturias (21,1%) los porcentajes de jóvenes que abandonan 

43 Aprobada por el Consejo Europeo en Lisboa el 23 y 24 de marzo del 2000.
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tempranamente son mucho menores, aunque distan del 10% fi-
jado por la UE.44

Los recursos de los que dispone el sistema educativo de cada 
región parecen relevantes para explicar esos resultados. Si se 
pone en relación el gasto público por estudiante en enseñanzas 
no universitarias con la tasa de abandono temprano (v. el gráfico 
3.36, panel a), se observa una clara relación negativa: a mayores 
recursos, menor tasa de abandono temprano. Además, cuanto 
mayor es el número de alumnos por profesor, mayor es la tasa de 
abandono (v. el gráfico 3.36, panel b).45 

En resumen, las mejoras educativas en España se producen en 
todos los territorios, a la vez que crece el gasto educativo público 
per cápita y por alumno en todas las regiones. Pero siguen exis-
tiendo en la actualidad importantes diferencias en el acceso a la 
educación que no parecen estar en vías de corrección. También 
perduran elevadas diferencias de gasto por habitante entre regio-
nes, que no responden solo al nivel de renta, ya que no siempre 
gastan más las regiones ricas, ni al mayor porcentaje de población 
en edad escolar, ni a políticas compensatorias, ya que no siempre 
gastan más las más atrasadas en renta y educación. En realidad, 
una variable muy relevante para explicar las diferencias de gasto 
en educación es el nivel general de recursos de los que disponen 
las comunidades autónomas, que son las administraciones que 
prestan estos servicios. Tras cada nivel de recursos se encuentran, 
tanto los índices de necesidades educativas, asociadas a la estruc-

44 Según varios estudios mencionados por Grañeras et ál. (1998), el fracaso escolar 
estaría asociado no solo a factores individuales sino también sociales. Peraita y Pastor 
(2000) muestran que el abandono temprano es una condición permanente y que pro-
venir de familias con un nivel socioeconómico bajo influye en este hecho. A su vez, 
Mora, Escardíbul y Espasa (2010) presentan un análisis regional de los efectos del gas-
to por alumno, el tamaño de la clase y la relación de alumnos por profesor entre 1992 
y el 2003, sobre las tasas de fracaso escolar y el abandono temprano, y constatan que 
un mayor nivel de gasto por alumno y un tamaño de la clase más reducido, así como 
la proporción de alumnos por profesor, reducen las tasas de abandono temprano y 
el fracaso escolar. Aunque el tamaño de la clase no resulta siempre estadísticamente 
significativo.

45 No obstante, en la literatura no parece haber un consenso en cuanto a la rela-
ción entre el gasto educativo y la calidad: distintos trabajos obtienen resultados con-
trapuestos sobre la contribución del gasto educativo en la calidad, tanto entre países 
como dentro de ellos (Hanushek 1996; Card y Krueger 1996; Hanushek y Kimko 2000; 
Lee y Barro 2001).
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GRáfICo	3.36:		 Relación	entre	la	tasa	de	abandono	temprano	y	el	gasto	
público	por	alumno	o	el	número	de	alumnos	por	profesor.	
Enseñanzas	no	universitarias,	2008

a) Gasto por alumno y tasa de abandono temprano

b) Alumnos por profesor y tasa de abandono temprano

nota: Tasa de abandono temprano es el porcentaje de jóvenes de entre 18 y 24 años que no han com-
pletado la formación obligatoria o, completándola, no han continuado con la formación postobli-
gatoria. Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 3.3. 
Fuente: Ministerio de Educación (2011) y elaboración propia.
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tura de edades, que manejan los modelos de financiación autonó-
mica, como una enorme inercia, que hunde sus raíces en el trato 
dado a los territorios por el régimen anterior a la Constitución y 
los factores políticos que se esconden tras las múltiples modula-
ciones y cláusulas que han ayudado a mantener el statu quo.

Para concluir este apartado, en el cuadro 3.9 se ofrecen los re-
sultados de las estimaciones realizadas para evaluar el efecto sobre 
el gasto en educación por habitante de cuatro indicadores senci-
llos: el peso en la población de las personas en edad de concen-
trar su actividad en la educación, es decir, menores de 25 años, la 
renta por habitante, el nivel de estudios de la población y el nivel 
de recursos de las administraciones a nivel de comunidades autó-
nomas que más gastan en educación. 

Debe destacarse, en primer lugar, que la composición de la 
población solo es significativa (al 10%) cuando no se tienen en 
cuenta los recursos públicos por habitante. El efecto de la renta 
per cápita es siempre significativo y su signo positivo, como cabría 
esperar. Por consiguiente, dadas las otras condiciones, las comu-
nidades gastan más en educación pública cuanto mayor es su ni-
vel de renta. Por otra parte, el nivel educativo de la población es 
significativo pero con signo negativo. Esto indica un intenso com-

	 Gasto	per	cápita	en	educación

	 (1) 	 (2) 	 (3) 	

Población menor de 25 años (porcentaje) -21,340 * -11,770

PIB per cápita (euros) 0,069 ** 0,055 *** 0,047 ***

Población con al menos formación 
postobligatoria (porcentaje)

-44,230 ** -35,310 *** -28,840 ***

Recursos per cápita en las  
comunidades autónomas (euros)

0,109 *** 0,116 ***

R2 ajustado 0,259  0,625  0,626  

F 1,902 18,08 14,92

Número de observaciones 17  17  17  

CUADRo	3.9:		 Determinantes	del	gasto	per	cápita	en	educación,	2008

nota: ***, **, *: significativo al 1%, 5% y 10%, respectivamente.
Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.
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promiso con la educación de las regiones menos desarrolladas 
en este sentido. Por último, los recursos totales por habitante de 
los que disponen las administraciones encargadas de prestar los 
servicios educativos tienen un efecto positivo y significativo sobre 
el gasto que se realiza en dichos servicios. En consecuencia, los 
sistemas de financiación autonómico y local son relevantes para 
explicar la heterogeneidad observada en los gastos en educación.

Una pregunta interesante que ha sido planteada en este aparta-
do es si las comunidades que gastan menos en educación padecen 
consecuencias en términos de calidad y de abandono educativo. 
Los datos indican que, en algunas comunidades, una parte de los 
efectos de la más estricta restricción presupuestaria se compensa 
basando más la provisión del servicio en la oferta privada, que es 
más barata, pues los conciertos educativos tienen un coste por 
alumno inferior al de la escuela pública, debido a los distintos 
costes salariales y número medio de alumnos por profesor. Pero, 
por otra parte, las regiones que gastan menos tienden a ofrecer la 
enseñanza en condiciones más masificadas y padecen más proble-
mas de abandono escolar temprano.

3.2.2	Sanidad
La atención sanitaria absorbe un significativo porcentaje del 

presupuesto público en todos los países y también en España, don-
de forma parte de las competencias que la Constitución de 1978 
propuso descentralizar en las comunidades autónomas. La primera 
comunidad en recibir las competencias sanitarias fue Cataluña en 
1981, seguida de Andalucía en 1984, el País Vasco y la Comunitat 
Valenciana en 1988, la Comunidad Foral de Navarra y Galicia en 
1990, Canarias en 1994. Tras una pausa, el resto de comunidades 
autónomas asumieron finalmente estas competencia entre el 2001 
y el 2002. Por tanto, hasta este último año no comienza el periodo 
en el que la gestión sanitaria está descentralizada en todas las co-
munidades y se hace efectiva la autonomía regional en el diseño 
organizativo previsto en la Ley General de Sanidad de 1986. Esta 
ley promulgó, además, la universalización de la atención sanitaria, 
la integración de todos los dispositivos sanitarios de titularidad pú-
blica en un Servicio Nacional de Salud y la progresiva financiación 
mediante impuestos, en lugar de con cotizaciones sociales. 
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Durante ese largo proceso de cambios, ha estado presente la 
preocupación, ya existente en la década de los ochenta, por el cre-
cimiento del gasto sanitario. Hasta el 2002, una buena parte del 
mismo estaba en manos de las Administraciones centrales y crecía 
con intensidad, del mismo modo que el de las comunidades que 
lo tenían transferido. Ello indica que este problema no aparece 
como consecuencia de la descentralización, sino de un conjunto 
de factores más amplio que incluye, como queda recogido por 
el Consejo Económico y Social (CES 2010): la prioridad que la 
población otorga a la atención sanitaria; la incidencia sobre los 
costes de los avances científicos y tecnológicos; la dificultad de 
diseñar incentivos para mejorar la eficiencia del sistema; los retos 
derivados de la mayor esperanza de vida, el envejecimiento gene-
ralizado de la población y el incremento de la demanda de aten-
ción a los enfermos crónicos; y la ampliación de las expectativas 
acerca de los servicios de salud de una población que, además de 
crecer en número, vive más años.

A pesar de los cambios producidos en el sistema sanitario espa-
ñol, el European Observatory on Health Care and Policies (Gar-
cía Armesto et ál. 2010) declara que persisten dificultades a la 
hora de: garantizar la igualdad de acceso a los grupos sociales más 
desfavorecidos; consolidar un sistema estable de financiación; ase-
gurar tanto la equidad horizontal como la vertical de los servicios 
sanitarios, independientemente del lugar de residencia; mejorar 
la colaboración entre la organización de los servicios de atención 
primaria y especializada; y cambiar a un modelo más centrado en 
los pacientes que en el personal sanitario.

Otros autores, como González, Urbanos y Ortega (2004), des-
tacan que, en el ámbito de la atención primaria, se dan diferencias 
regionales en el proceso de implantación de la reforma sanitaria 
y en la dotación de servicios complementarios a los tradicionales, 
así como en la cobertura y acceso a algunos programas asisten-
ciales. A su vez, la oferta de camas es desigual entre regiones, así 
como las dotaciones de aparatos de alta tecnología médica. 

Sin embargo, las valoraciones sobre la incidencia de la descen-
tralización en esas desigualdades son dispares. López Casasno-
vas, Costa y Planas (2005) encuentran evidencia de mejoras en la 
eficiencia tras la descentralización, mientras que las mejoras en 
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términos de inputs y outcomes, aunque más visibles, no parecen 
apreciarse. La descentralización no habría implicado un empeo-
ramiento de la cohesión social. Según estos autores, otra de las 
ventajas de la reforma sanitaria radicaría en la transferencia de los 
riesgos financieros a regiones más responsables en términos políti-
cos y fiscales, traduciéndose esto en mejoras de calidad, al menos 
en cuanto a la satisfacción de los pacientes. En cambio, Repullo 
(2007) identifica costes incrementales en el proceso de descen-
tralización de la sanidad pública, como por ejemplo en adminis-
tración o salarios y nuevos costes de transacción, que ponen de 
manifiesto la dificultad del balance. Más recientemente, Abásolo 
et ál. (2008) concluyen que aunque no hay evidencia de inequidad 
territorial en la hospitalización, sí existe en el caso de las visitas al 
médico general y al médico especialista; falta de igualdad que no 
puede explicarse por una diferente dotación regional de recursos.

El reciente informe del CES (2010) señala que la explicación 
de la variabilidad de resultados en salud y acceso a los servicios sa-
nitarios es compleja y recomienda no asociar cualquier diferencia 
con desigualdad o falta de equidad, ya que existen tantas o más 
diferencias dentro de las regiones como entre ellas. Asimismo, 
enfatiza la importancia del desarrollo de políticas de salud pú-
blica en prevención y educación, que redundarían también en la 
reducción de las desigualdades sociales y económicas.

En suma, como sucedía con la educación, las diferencias inter-
territoriales del gasto público sanitario son llamativas y no tienen 
una explicación sencilla, porque pueden tener orígenes diversos. 
Por una parte, pueden deberse al crecimiento demográfico y la es-
tructura por edades de la población, dado que el envejecimiento 
influye mucho sobre la demanda de estos servicios; por otra, tam-
bién pueden asociarse a la existencia de distintos estados de salud 
en las diferentes regiones. Pero, asimismo, puede vincularse a que 
las comunidades dispongan de distintos niveles de recursos, a la 
intensidad de la preferencia de los gobiernos por las políticas de 
salud, a la organización y eficiencia de los sistemas de salud, la ca-
lidad de los mismos, etc. Realizar un diagnóstico preciso de la im-
portancia de cada factor excede las posibilidades de este estudio, 
pero resulta de interés explorar, hasta donde permiten los datos, 
algunas hipótesis básicas, en particular dos: si existen indicios de 
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que los distintos niveles de gasto responden a distinta intensidad 
de las necesidades, o no; y si los mayores gastos tienen implicacio-
nes claras sobre los resultados en términos de salud y en la percep-
ción de los ciudadanos sobre la calidad de los servicios.

3.2.2.1. necesidades sanitarias 
La primera explicación de las diferencias de gasto sanitario en-

tre comunidades, que refleja el gráfico 3.37, es su distinta dimen-
sión demográfica. Pero el gasto por habitante también es distinto 
y puede deberse a que las necesidades sanitarias del habitante 
medio sean diferentes, debido a la estructura por edades de la 
población, pues buena parte del gasto sanitario que realizan los 
individuos se concentra en sus últimos años de vida.

En efecto, la estructura por edades de la población es conside-
rada en los modelos de financiación autonómica como el princi-
pal determinante de unas mayores necesidades de recursos para 
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GRáfICo	3.37:		 Gasto	público	en	sanidad,	2002	y	2008
	 (millones de euros constantes del 2008 por habitante)
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sanidad. Como se puede observar en el cuadro 3.10, la estructura 
de edades de la población de las regiones presenta diferencias 
significativas, siendo las más envejecidas Castilla y León, Galicia, 
el Principado de Asturias y Aragón. Sin embargo, la relación entre 
las variables demográficas y las necesidades de servicios sanitarios 
es más compleja.

Otra aproximación a la intensidad de las necesidades sanita-
rias por habitante de las regiones es la valoración del estado de 
salud que mostró la población en la Encuesta Nacional de Salud 
realizada por el Ministerio de Sanidad y Consumo en el 2006 (v. el 
cuadro 3.11). En general, el estado de salud percibido es positivo, 
con un 70% de respuestas entre muy buena o buena salud, pero 
el 30% restante requiere atención sanitaria. Una vez más existen 
diferencias entre territorios, ya que es Galicia la comunidad con 

 Mayores	de	64	años Mayores	de	74	años Mayores	de	84	años

Andalucía 15,0 7,2 1,6

Aragón 19,8 11,1 3,1

Asturias, P. de 22,0 12,4 3,3

Balears, Illes 14,0 6,7 1,8

Canarias 13,4 5,9 1,3

Cantabria 18,5 10,2 2,8

Castilla y León 22,6 12,9 3,7

C.-La Mancha 17,6 9,7 2,5

Cataluña 16,5 8,5 2,3

C. Valenciana 16,8 8,0 1,9

Extremadura 19,2 10,3 2,5

Galicia 22,2 11,9 3,2

Madrid, C. de 14,7 7,3 2,0

Murcia, R. de 13,8 6,8 1,5

Navarra, C. F. de 17,4 9,3 2,7

País Vasco 19,2 10,0 2,5

Rioja, La 18,3 10,1 2,8

España 16,9 8,6 2,2

CUADRo	3.10:		Envejecimiento	de	la	población	y	su	composición,	2010
 (porcentaje)

Fuente: INE (2011) y elaboración propia.
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un porcentaje de respuestas negativas mayor (41,8%), y se sitúan 
en el otro extremo Illes Balears o Castilla y León (25,7%). 

En el apartado siguiente se considera si estas dos aproximacio-
nes a las necesidades sanitarias por habitante, la estructura demo-
gráfica y la percepción del estado de salud, ayudan a explicar las 
diferencias observadas en el gasto en salud por habitante entre 
comunidades.

3.2.2.2. el gasto público en sanidad por habitante 
Desde el 2002, cuando el traspaso de competencias sanitarias a 

las comunidades autónomas ya se había completado, el gasto pú-
blico en sanidad ha crecido un 47,6%, mientras que la población 
lo ha hecho en un 9%, lo que significa un crecimiento del 36% del 

	 Muy	bueno Bueno Regular Malo Muy	malo

Andalucía 26,1 45,2 20,7 5,0 3,0

Aragón 18,5 54,5 20,4 5,5 1,2

Asturias, P. de 14,7 50,5 25,3 7,5 1,9

Balears, Illes 24,1 50,3 18,8 4,8 2,1

Canarias 8,9 62,2 21,9 6,1 1,0

Cantabria 10,6 63,8 18,7 5,9 1,0

Castilla y León 22,5 51,6 20,0 5,2 0,7

C.-La Mancha 21,2 48,8 24,2 4,8 1,1

Cataluña 23,5 46,0 23,6 5,3 1,6

C. Valenciana 21,9 45,0 23,9 6,5 2,7

Extremadura 16,2 50,3 25,5 6,5 1,6

Galicia 10,7 47,4 31,1 8,2 2,5

Madrid, C. de 25,9 47,1 20,5 4,4 2,2

Murcia, R. de 15,8 51,2 24,2 6,4 2,5

Navarra, C. F. de 22,9 49,0 20,4 6,0 1,8

País Vasco 19,1 54,5 20,1 4,7 1,7

Rioja, La 18,0 60,7 16,3 4,1 0,9

España 21,4 48,6 22,5 5,5 2,0

CUADRo	3.11:		Valoración	del	estado	de	salud	percibido	
en	los	últimos	doce	meses,	2006

 (porcentaje)

Fuente: Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad (2011).
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gasto per cápita. En general, en estos años el gasto sanitario crece 
más en las comunidades que partían de niveles de gasto per cápita 
menores. El gráfico 3.38 presenta un diagrama de ß-convergencia 
y permite apreciar una fuerte relación negativa entre el gasto, en 
el momento inicial del 2002, y la tasa de variación entre el 2002 y 
el 2008. Así pues, se está desarrollando un proceso de convergen-
cia entre comunidades, aunque persistan todavía desigualdades 
notables. Las regiones que más gastan por habitante, en el 2008, 
son la Comunidad Foral de Navarra y Extremadura, que superan 
en cerca de un 50% a las que menos gastan, que son el País Vasco 
y la Comunitat Valenciana (v. el gráfico 3.39). 

El abanico de gasto per cápita sanitario se reduce cuando se 
calcula corrigiendo la población en función de su estructura por 
edades, según los criterios que usa el actual sistema de financia-
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GRáfICo	3.38:		 Gasto	público	per	cápita	en	sanidad	
y	su	evolución	regional,	2002-2008
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GRáfICo	3.39:		 Gasto	público	sanitario	por	habitante	
y	por	persona	protegida	equivalente,	2008

 (euros)

a) Gasto público sanitario por habitante

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011) y elaboración propia.

ción de las comunidades para determinar la población protegi-
da equivalente, que pondera diferentes tramos de edad según 
diversos índices.46 El coeficiente de variación muestra una ligera 
reducción de la dispersión del gasto per cápita sanitario entre co-
munidades autónomas cuando se pondera por la composición de-
mográfica, ya que pasa de 0,12 sin ponderar a 0,116 tras ponderar. 
Pero, de todos modos, las diferencias entre comunidades siguen 

46 Estos índices son: 1,031 para niños de 0 a 4 años; 0,433 para edades comprendi-
das entre los 5 y los 14 años; 0,547 para la población entre 15 y 44 años; 0,904 para el 
tramo de 45 a 54 años; 1,292 para las edades entre 55 y 64 años; 2,175 para la población 
entre 65 y 74 años; y 2,759 para los mayores de 75 años.

b) Gasto público sanitario 
por persona protegida equivalente
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siendo de gran magnitud, como se visualiza en el gráfico 3.39. La 
Comunidad Foral de Navarra continúa siendo la región con ma-
yor gasto sanitario per cápita, tras corregir por la composición por 
edad de la población, y el País Vasco, la Comunitat Valenciana y la 
Comunidad de Madrid permanecen en los últimos lugares, con el 
menor gasto por habitante en el 2008. En las demás comunidades 
se observan cambios en la ordenación, que resultan de la compo-
sición poblacional y el distinto peso relativo de los habitantes que 
suelen hacer más uso del sistema sanitario. 

3.2.2.3. Otras explicaciones de las diferencias de gasto 
Las diferencias interregionales en gasto sanitario también pue-

den deberse a variables distintas de las necesidades sanitarias de 
la población: disponibilidades de recursos, preferencias de los 
gobiernos y de los ciudadanos sobre la dedicación de recursos a 
la atención sanitaria o a otros usos, organización de los servicios 
públicos, criterios de provisión pública o privada concertada de 
los servicios, etc. 

En todas estas circunstancias, las diferencias entre comunida-
des son apreciables, pero la información no permite establecer 
relaciones significativas simples entre la mayoría de las variables 
que pueden captarlas y el gasto por habitante. No obstante, me-
rece la pena mostrar ejemplos de hasta qué punto es elevada la 
heterogeneidad interregional en estos aspectos.

Por lo que se refiere a la organización de los servicios sani-
tarios, los datos disponibles para el conjunto del sistema, tanto 
público como privado, muestran mucha diversidad entre las re-
giones en los recursos empleados: personal sanitario por cada 
100.000 habitantes, estructura por categorías profesionales del 
personal (Gill de Albornoz y Chorén 2010), número de camas, 
número y tipología de centros, etc. Todo lo cual sugiere que pue-
den existir grandes diferencias en los costes de los servicios y el 
nivel de aprovechamiento de los recursos, con el consiguiente 
efecto sobre el gasto.

En cuanto a la importancia de la modalidad de cobertura de 
los servicios sanitarios ofrecidos a los ciudadanos en cada región, 
según la Encuesta Nacional de Salud (v. el gráfico 3.40), en al-
gunas comunidades, como Illes Balears, Cataluña, la Comunidad 
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GRáfICo	3.40:		 Modalidad	de	cobertura	sanitaria,	2006
 (porcentaje)

de Madrid y el País Vasco, tiene mayor peso la cobertura mixta 
público-privada, lo que reduce, en consecuencia, la importancia 
de la cobertura pública exclusiva. 

El gasto sanitario público puede reducirse tanto si la pobla-
ción acude menos a los servicios públicos como si los costes de 
los servicios que financia el sector público se abaratan, como 
consecuencia de una prestación de los mismos concertada con 
el sector privado. En efecto, cuanto mayor es la proporción de 
población cubierta exclusivamente por el sistema público, mayor 
es el gasto per cápita en sanidad, como muestra el gráfico 3.41. 
Esta circunstancia puede ser resultado de muchos factores, como 
la mayor presencia de población con niveles de renta que permi-
ten acceder a servicios privados, la valoración del sistema público, 
la existencia de saturaciones o listas de espera, la opción de los 
gobiernos por ofrecer servicios concertados, etc., pero también 
puede influir en ella el volumen total de recursos públicos por 
habitante disponibles en cada región. 
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GRáfICo	3.41:		 Peso	de	la	población	con	cobertura	sanitaria	pública	
y	gasto	público	per	cápita	en	sanidad,	2006

nota: Modalidad de cobertura exclusivamente pública, sin contar con la mixta y la privada.Véase la 
equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 3.3.
Fuente: Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad (2011) y elaboración propia.

El Barómetro Sanitario (Ministerio de Sanidad y Política Social 
2009) incluye en su cuestionario una pregunta que puede ayudar 
a explicar las razones por las que se observa esta heterogeneidad 
regional en las preferencias de modalidad de cobertura sanitaria: 
«¿Elegiría un servicio sanitario público o uno privado teniendo en 
cuenta […]?». La proporción de encuestados que preferiría un 
servicio sanitario público atendiendo a diversas cuestiones se pre-
senta en el cuadro 3.12, y en él sobresalen como los dos aspectos 
que hacen más atractiva la oferta pública: la tecnología y medios 
de los que dispone, y la capacitación de los médicos. En cambio, 
solo una minoría menciona como atractivos de la oferta pública la 
rapidez de la atención y la comodidad de sus instalaciones.

Sin embargo, las diferencias entre comunidades en la valora-
ción de estos aspectos son significativas y reflejan, probablemente, 
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Tecnología	y	

medios	de	que	
dispone

Capacitación		
de	los		

médicos

Rapidez		
con	que	es	
atendido

Comodidad		
de	las	

instalaciones

Andalucía 66,6 60,4 28,5 30,4

Aragón 72,0 57,5 31,0 38,6

Asturias, P. de 70,3 65,1 48,0 53,5

Balears, Illes 65,7 54,6 24,1 22,5

Canarias 52,9 40,6 20,1 24,2

Cantabria 54,2 38,1 18,1 22,5

Castilla y León 73,7 57,4 33,3 36,2

C.-La Mancha 63,1 52,6 36,0 40,0

Cataluña 57,5 57,5 23,8 30,4

C. Valenciana 67,9 67,9 28,9 33,6

Extremadura 66,7 66,7 33,3 33,3

Galicia 71,4 71,4 32,0 45,5

Madrid, C. de 68,9 68,9 26,0 33,2

Murcia, R. de 62,0 55,3 34,5 33,6

Navarra, C. F. de 66,3 61,4 43,1 54,7

País Vasco 59,7 58,9 25,6 31,8

Rioja, La 38,9 35,7 28,3 29,4

España 64,9 57,3 28,5 33,6

CUADRo	3.12:		Población	que	elegiría	un	servicio	sanitario	
público,	en	función	de	varios	factores

 (porcentaje)

nota: Elección de la alternativa pública frente a la privada, ambas (privada y pública) o no contesta. 
Fuente: Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad (2011).

rasgos diferentes de las ofertas pública y privada en cada región. 
Así, el porcentaje de la población que elegiría el servicio público 
teniendo en cuenta la tecnología y medios de que dispone, supera 
el 70% en Castilla y León, Aragón, el Principado de Asturias y Ga-
licia, mientras que en La Rioja esta proporción es de solo un 39%. 
Por otra parte, en cuanto a la capacitación de los médicos, los en-
cuestados elegirían por esta razón un servicio de atención pública 
en un 74,1% de los casos en Galicia, en un 69% en la Comunidad 
de Madrid, un 68% en la Comunitat Valenciana, un 67% en Ex-
tremadura y más de un 60% en Asturias, la Comunidad Foral de 
Navarra y Andalucía; pero el porcentaje desciende al 35,7% en  
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La Rioja, al 38,1% en Cantabria y al 40,6% en Canarias. En cuanto 
a la rapidez de la atención y la comodidad de las instalaciones, 
los servicios del Principado de Asturias y la Comunidad Foral de 
Navarra reciben una valoración mucho más favorable que los del 
resto de comunidades. 

3.2.2.4. implicaciones de las diferencias de gasto sanitario 
¿Afecta un menor gasto sanitario a la calidad del servicio sani-

tario y a la salud de la población, o se asimila la mayor restricción 
presupuestaria mediante decisiones de política y gestión sanitaria, 
como la organización y eficiencia del sistema, la provisión pública 
o privada de los servicios, los niveles de retribución del personal, 
etc.?

La información no permite responder de manera concluyente 
a estas cuestiones, pero es interesante señalar que los datos dispo-
nibles arrojan dudas sobre que el mayor gasto se traduzca siempre 
en mejores resultados sanitarios. Tampoco apunta en esa direc-
ción la opinión de los usuarios del sistema sanitario, en general 
bastante positiva acerca de su funcionamiento. Según el Barómetro 
Sanitario del 2009 del Ministerio de Sanidad y Política Social, cer-
ca del 70% de los españoles consideran que el sistema «funcio-
na muy bien» o «funciona bien pero necesita algunos cambios». 
Como siempre, se observa heterogeneidad entre comunidades y 
a lo largo del tiempo (v. el gráfico 3.42). Destacan por positivas 
las opiniones del Principado de Asturias, la Comunidad Foral de 
Navarra y Aragón y por negativas las de Canarias, Cataluña y Ex-
tremadura. Pero, en general, las valoraciones no son mejores en 
aquellas regiones en las que el gasto por habitante es mayor.

Así pues, las conclusiones que se derivan de este apartado so-
bre el gasto sanitario son las siguientes. La primera, que el rápido 
crecimiento del gasto sanitario va acompañado de una cierta con-
vergencia en el gasto por habitante entre regiones, que, de todos 
modos, sigue siendo muy desigual. La segunda, que los aspectos 
demográficos que recoge el modelo de financiación de las comu-
nidades autónomas corrigen las diferencias de gasto por habitante 
interterritoriales muy parcialmente, pues siguen existiendo dife-
rencias notables. La tercera, que el nivel de renta no explica, en 
ningún sentido, las diferencias de gasto sanitario por habitante. 
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GRáfICo	3.42:		 Percepción	de	los	usuarios	de	que	«En	general,	el	sistema	
sanitario	funciona	bastante	bien	o	funciona	bien,	pero		
son	necesarios	cambios».	Años	2002	y	2009

 (porcentaje)
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Fuente: Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad (vv. aa.). y elaboración propia.

La cuarta, que existen otros factores que podrían contribuir a 
explicar las diferencias de gasto como los estados de salud, las 
opciones políticas diferentes, la estructura y organización de los 
servicios, etc., pero no es posible ofrecer evidencia estadística de 
esa influencia. Y la quinta, de nuevo, que el distinto volumen de 
recursos totales de los que disponen las administraciones encar-
gadas de prestar estos servicios, las comunidades autónomas en el 
periodo analizado, tiene un efecto positivo y claramente significa-
tivo sobre el gasto realizado.

Las estimaciones que recoge el cuadro 3.13 muestran la ca-
pacidad explicativa de las diferencias de gasto per cápita de al-
gunas de las variables comentadas, consideradas conjuntamente: 
confirman la significatividad conjunta del volumen de recursos 
totales de las administraciones y del nivel de renta per cápita de 
la región, pero en esta última variable con signo negativo, el con-
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 Gasto	per	cápita	en	sanidad

 (1) 	 (2) 	 (3) 	

Población mayor de 64 años (porcentaje) 21,180 ** 3,367 5,373

PIB per cápita (euros) -0,010 -0,015 **

Recursos per cápita en las  
comunidades autónomas (euros)

0,161 *** 0,148 ***

R2 ajustado 0,08 0,666 0,531

F 4,746 31,54 10,07

Número de observaciones 17 17 17

CUADRo	3.13:		Determinantes	del	gasto	per	cápita	en	sanidad,	2008

nota: ***, **, *: significativo al 1%, 5% y 10%, respectivamente.
Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.

trario al esperado.47 En cambio, aunque el efecto de la estructura 
demográfica tiene el signo positivo esperado, no resulta significa-
tivo cuando se consideran las otras variables.

3.2.3.	¿Qué	determinan	las	diferencias		
de	gasto	en	educación	y	sanidad?

Las importantes diferencias entre comunidades, en el gasto 
por habitante en educación y sanidad, encuentran una explica-
ción parcial en las necesidades que se derivan de las caracterís-
ticas demográficas de cada región, pero influyen otros factores, 
como se ha comprobado.

Dado que estos servicios están descentralizados en las comu-
nidades autónomas, las corporaciones locales también participan 
en los mismos, en especial en las comunidades forales, es posible 
que las diferencias regionales se asocien al ejercicio de la auto-
nomía. Pero, desde luego, la evidencia empírica indica que parte 
de la explicación se encuentra en la diversidad de circunstancias 
financieras de las comunidades, por las razones que serán analiza-
das en el apartado 3.4.

47 Las diferencias en los niveles de gasto por habitante no tienen efectos definidos 
ni significativos, ni sobre la percepción, por parte de los ciudadanos, de la calidad de 
los servicios ni sobre los resultados en salud. 
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Antes de concluir el apartado 3.2, se presenta un ejercicio 
que contempla conjuntamente el gasto en educación y sanidad 
y confirma la limitada capacidad de explicar las diferencias en el 
esfuerzo realizado en estos dos servicios públicos básicos median-
te indicadores sociodemográficos, que captan la posible mayor o 
menor necesidad per cápita de esos servicios en algunas regiones.

Como se recordará, el esfuerzo que representa el gasto público 
en educación per cápita en cada región está negativamente rela-
cionado con el porcentaje de población en edad de demandar 
servicios educativos (menores de 25 años) y positivamente con el 
nivel de renta por habitante. El nivel educativo de la población, 
aproximado por el porcentaje de población con al menos estu-
dios medios postobligatorios, resulta significativo pero con signo 
negativo. En sanidad, la población de más de 64 años tiene el 
efecto positivo y significativo esperado sobre el gasto por habitan-
tes, pero solo cuando no se pone en relación con los recursos per 
cápita. En cuanto al efecto del PIB per cápita, su signo es nega-
tivo, ya que gastan más las comunidades más pobres, y de nuevo 
los recursos de las comunidades autónomas importan, de manera 
positiva y significativa.

Cuando se suman los gastos en los dos grandes servicios, edu-
cativos y sanitarios, los resultados se mantienen (v. el cuadro 3.14). 

 Gasto	per	cápita	en	educación	y	sanidad

 (1) 	 (2) 	 (3) 	

Población entre 25 y 64 años (porcentaje) -105,9 ** -15,16

PIB per cápita (euros) 0,081 * 0,041 *** 0,036 ***

Población con al menos formación 
postobligatoria (porcentaje)

-38,85 * -31,47 *** -31,32 ***

Recursos per cápita en las  
comunidades autónomas (euros)

    0,266 *** 0,28 ***

R2 ajustado 0,313 0,876 0,881

F 3,887 23,35 30,97

Número de observaciones 17  17  17  

CUADRo	3.14:		Determinantes	del	gasto	per	cápita	en	educación	y	sanidad,	2008

nota: ***, **, *: significativo al 1%, 5% y 10%, respectivamente.
Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales e IGAE (vv. aa.), INE y Ministerio de Educación (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.
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En este caso, el grupo de población considerado es el intermedio, 
o sea entre 25 y 64 años, por ser el que no intensifica la demanda 
de servicios educativos ni sanitarios. El signo esperado de su efec-
to sobre el gasto es negativo, y así sucede, pero solo es significativo 
si no se tienen en cuenta los recursos por habitante. En cuanto al 
efecto del PIB per cápita, es positivo y significativo, lo que indica 
que el gasto en estas dos políticas sociales estaría limitado por el 
nivel de renta de las regiones. El nivel educativo resulta significa-
tivo pero con signo negativo. Vuelve a ser significativo y con signo 
positivo el volumen de los recursos que disponen las administra-
ciones responsables de la prestación de estos servicios, confirman-
do la importancia de esta variable.

3.3.	Prestaciones	sociales

La construcción de un sistema de protección para las personas 
es un logro de las sociedades avanzadas, desarrollado con esfuer-
zo y fuente de debates y conflictos, algunos todavía abiertos. Las 
coberturas más importantes ofrecen protección para la vejez, a 
través de las pensiones, y el desempleo. Estructurar esas presta-
ciones requiere definir mecanismos de aportación de fondos y de 
reconocimiento de derechos viables financieramente a corto y lar-
go plazo, y que respondan a un doble criterio: proporcionalidad 
entre derechos y aportaciones realizadas, y solidaridad. 

El coste del sistema de protección social es elevado en la ma-
yoría de países desarrollados y, por ello, su equilibrio financie-
ro resulta más relevante para la política económica, la fiscal o la 
presupuestaria. De hecho, las prestaciones sociales representan 
la principal función del gasto público y su financiación mediante 
cotizaciones es una partida singular, muy importante, de los in-
gresos públicos. Cuando los cambios demográficos y sociales que 
afectan a los gastos o los ingresos del sistema de protección social 
son relevantes, o pueden serlo en el futuro, como sucede en la ac-
tualidad, a consecuencia del alargamiento de la esperanza de vida 
o el aumento del desempleo, la viabilidad del sistema se pone en 
cuestión y este necesita ser reformado.
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En España, las políticas de gasto en protección social han 
quedado en el ámbito de las Administraciones centrales, concre-
tamente en la Seguridad Social, respondiendo a un criterio de 
caja única que refleja la voluntad de compartir en este tema los 
recursos, compromisos y riesgos en todo el Estado. Este hecho, y 
que las aportaciones y derechos reconocidos se derivan en buena 
medida de circunstancias individuales, hace que la distribución 
territorial del gasto en protección social no tenga el mismo signi-
ficado que la correspondiente a las funciones de gasto estudiadas 
en los apartados precedentes. Podría decirse que, en este caso, la 
distribución regional resulta, en buena medida, de aplicar reglas 
que no han sido concebidas con una dimensión territorial. 

Esta circunstancia debe ser tenida en cuenta al analizar los da-
tos que se presentan en este apartado, que centra la atención en 
las prestaciones por desempleo y las pensiones contributivas de la 
Seguridad Social. En ambos casos, las diferencias regionales son 
el resultado, sobre todo, de los niveles de empleo y de los salarios 
de los trabajadores, que son las bases de las cotizaciones que dan 
derecho a las prestaciones posteriores; y de los niveles de desem-
pleo y el número de pensionistas, que determinan el cobro de las 
prestaciones. Ahora bien, que ese sea el mecanismo no impide 
que sus resultados arrojen diferencias regionales que es intere-
sante conocer.

3.3.1.	Prestaciones	por	desempleo	
3.3.1.1. el volumen de desempleo
El Servicio Público de Empleo Estatal (SPEE) cifraba el núme-

ro de parados en el 2010, en algo más de 4 millones (4.060.754), 
el doble que en el 2000 que eran 1.936.462. Las regiones donde 
más ha crecido el volumen de parados, llegando casi a triplicarse 
(v. el gráfico 3.43), son la Comunitat Valenciana y la Región de 
Murcia. Por su tamaño, las cuatro regiones con mayor peso en la 
cifra total de parados en el 2010 eran Andalucía (21,8%), Cata-
luña (14,1%), la Comunitat Valenciana (12,4%) y la Comunidad 
de Madrid (11,6%), ya que residen en ellas el 60% de los mismos. 

La tasa de desempleo, que pone en relación el volumen de pa-
rados con la población activa, es el indicador más adecuado para 
comparar el paro de las regiones. El gráfico 3.44 muestra la tasa 
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Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración (vv. aa.).

GRáfICo	3.43:		 Paro	registrado,	2000	y	2010
 (miles de personas)
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GRáfICo	3.44:		 Tasa	de	desempleo.	Segundo	trimestre,	2000	y	2010
 (porcentaje)
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de desempleo de las comunidades autónomas en el 2000 y el 2010, 
concretamente en el segundo trimestre del año, y permite adver-
tir que el problema se presenta con una intensidad muy dispar. 
En la actualidad, Canarias es la comunidad con una mayor tasa 
de paro (29,5%), seguida de Andalucía (27,8%), la Comunitat 
Valenciana (23,8%), Extremadura (22,4%), Castilla-La Mancha 
(21,4%) y la Región de Murcia (21,3%), todas ellas por encima 
de la media nacional del 20,1%. Las comunidades con una menor 
tasa de desempleo son el País Vasco (10,4%), la Comunidad Foral 
de Navarra (11%) y La Rioja (12,2%). Estas diferencias ponen de 
manifiesto que la evolución de la tasa de desempleo entre el 2000 
y el 2010 ha sido muy diferente en las regiones, pese a la tenden-
cia general al aumento de la misma durante la crisis. El País Vasco, 
Extremadura y el Principado de Asturias han visto reducida la tasa 
de paro en el conjunto de la década, mientras Illes Balears ha visto 
aumentar su tasa de paro un 320% en el periodo considerado, lo 
que supone que se ha multiplicado por cuatro; en la Comunidad 
Foral de Navarra se ha multiplicado por dos y medio; y en Cana-
rias, la Comunitat Valenciana, Aragón y Cataluña se ha duplicado.

3.3.1.2. La cobertura del desempleo
En la última década, mientras el número de parados se ha du-

plicado, el de beneficiarios se ha triplicado, y ha pasado de uno 
a tres millones, como consecuencia del aumento del paro y de la 
evolución de las políticas de protección del desempleo. Este cre-
cimiento ha sido más notable en comunidades como la Región de 
Murcia, La Rioja, Canarias, Aragón y Castilla-La Mancha, donde el 
número de beneficiarios se ha multiplicado por cuatro e incluso 
por cinco. La primera razón de ese incremento es el aumento del 
volumen de parados y, por ello, los beneficiarios, según los últi-
mos datos disponibles, se concentran en Andalucía (25%), Cata-
luña (15,2%), la Comunitat Valenciana (11,4%) y la Comunidad 
de Madrid (10,6%). El volumen de beneficiarios en el 2000 y el 
2010 se muestra en el panel a del gráfico 3.45. 

Para evaluar la proporción de beneficiarios sobre el total de 
parados, susceptibles de recibir prestaciones, se utiliza la tasa de 
cobertura. Según la definición propuesta por el SPEE, la tasa de co- 
bertura mide la relación entre el número de beneficiarios de  
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GRáfICo	3.45:		 Beneficiarios	de	prestaciones	por	desempleo	
y	tasa	de	cobertura	de	las	prestaciones

a) Beneficiarios, 2000 y enero-noviembre del 2010 (miles de personas)

b) Tasa de cobertura, media enero-noviembre del 2010 (porcentaje)

Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración (vv. aa.).
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algún tipo de prestación por desempleo, el colectivo formado por 
los parados con experiencia previa y los beneficiarios de subsidio 
de eventuales agrarios. Como se muestra en el cuadro 3.15, se ha 
pasado de cubrir al 55,2% de los parados en el 2000 al 78,2% en 
el 2010, entre enero y noviembre.

El panel b del gráfico 3.45 muestra la tasa de cobertura de las 
prestaciones por desempleo por comunidades autónomas, para los 
meses de enero a noviembre del 2010. Las comunidades con ma-
yor tasa de cobertura son Illes Balears (91,7%), Cataluña (85,6%), 
Andalucía (84%), Extremadura (81,4%), Aragón (79,2%) y Ca-
narias (78,5%), mientras que en el País Vasco (69,3%), Castilla y 
León (70,1%) y la Comunidad de Madrid (71,5%), la cobertura 
está muy por debajo de la media nacional (78,2%).

3.3.1.3. el nivel de prestaciones medio
En el 2009, la prestación anual media por beneficiario era de 

11.734 euros, aunque se observa heterogeneidad entre comuni-

Año Total	España

2000 55,2

2001 58,1

2002 59,7

2003 59,5

2004 61,5

2005 63,6

2006 66,5

2007 71,4

2008 73,6

2009 75,5

2010* 78,2

CUADRo	3.15:		Tasa	de	cobertura	de	las	prestaciones	
por	desempleo,	2000-2010

 (porcentaje)

* El porcentaje del 2010 corresponde a los meses de enero a noviembre.
nota: La tasa de cobertura se refiere a los beneficiarios de prestaciones sobre el paro registrado con 
experiencia laboral y los beneficiarios de subsidio de eventuales agrarios.
Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración (vv. aa.) y elaboración propia.
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dades autónomas (v. el panel a del gráfico 3.46). La prestación 
media en el País Vasco era un 32,5% superior a la media nacional 
y en la Comunidad Foral de Navarra un 25,1%. Al contrario, los 
parados de Extremadura y Andalucía recibían prestaciones me-
dias, un 30,1% y un 19,6% respectivamente, inferiores a la media 
nacional, como consecuencia de sus menores salarios y bases de 
cotización. Así pues, las tasas de cobertura y los niveles medios 
de las prestaciones se combinan en las regiones de manera muy 
variada. Por ejemplo, Andalucía aparece por debajo del gasto me-
dio nacional y también era de las comunidades con una menor 
tasa de cobertura. En cambio, el País Vasco presenta una baja tasa 
de cobertura, pero combinada con la prestación media anual más 
alta, y Cataluña, por su parte, combina una tasa de cobertura ele-
vada con prestaciones medias altas.

Los distintos niveles de las prestaciones explican que el peso de 
cada región en el total de beneficiarios difiera de su peso en el gas-
to en prestaciones. El panel b del gráfico 3.46 muestra las diferen-
cias territoriales entre estos dos porcentajes. Existen comunidades 
con un claro diferencial positivo, como Cataluña (2,5 puntos por-
centuales), la Comunidad de Madrid (1,7) o País Vasco (1), que se 
traduce en un mayor peso relativo en el gasto; otras, como Andalu-
cía (-4,9), Extremadura (-1) o Canarias (-0,9), presentan un mayor 
peso relativo en el número de beneficiarios que en el gasto. 

3.3.1.4. Las características de las prestaciones
La heterogeneidad regional en la cuantía media de las presta-

ciones se debe tanto a los salarios y cotizaciones como a la tipolo-
gía de las ayudas, ya que existen distintos tipos de beneficiarios. 
El gráfico 3.47 muestra la distribución de los beneficiarios por 
tipos de prestaciones. Hay comunidades con un mayor peso de las 
prestaciones contributivas, mientras en otras priman las prestacio-
nes asistenciales o subsidios por desempleo. Por su parte, la renta 
activa de inserción tiene un peso relativamente inferior, aunque 
mayor en las comunidades con más proporción de prestaciones 
asistenciales.48 

48 Para acceder a las prestaciones contributivas es necesaria la previa cotización 
a la Seguridad Social o pertenecer a los regímenes especiales de la Seguridad Social 
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GRáfICo	3.46:		 Gasto	medio	en	prestaciones	por	desempleo,	
y	diferencia	de	pesos	entre	el	gasto	en	prestaciones		
y	el	número	de	beneficiarios,	2009

a) Gasto medio por beneficiario (miles de euros)

b) Diferencia entre el peso de cada región (puntos porcentuales)

Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración (2011a), SPEE (2011) y elaboración propia. 
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GRáfICo	3.47:		 Porcentaje	de	beneficiarios	por	tipo	de	prestaciones	
por	desempleo,	enero-noviembre	del	2010

Las regiones con mayor proporción de prestaciones asistencia-
les, como Extremadura, Andalucía, Canarias, Castilla-La Mancha 

de desempleo. La prestación de carácter asistencial se asigna principalmente a traba-
jadores que han agotado la prestación contributiva o que no han cubierto el período 
mínimo de cotización para acceder a una prestación contributiva y a los trabajadores 
eventuales agrarios. Por su parte, la renta activa de inserción está vinculada a las polí-
ticas activas de empleo que no conlleven retribuciones salariales, para desempleados 
de larga duración mayores de 45 años, los menores de 65 años con minusvalía igual o 
superior al 33%, emigrantes retornados, víctimas de violencia de género o doméstica y 
beneficiarios de pensiones de invalidez no contributiva.
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o Galicia, son las que perciben una menor prestación media anual 
por beneficiario, como se observaba en el panel a del gráfico 3.46. 
En cambio, el País Vasco, la Comunidad Foral de Navarra, la Co-
munidad de Madrid, Cataluña o La Rioja, con menor porcentaje 
de prestaciones contributivas, son las que perciben mayor presta-
ción media, lo cual es coherente con la naturaleza de cada tipo de 
prestación.49

Según datos del SPEE, la cuantía media mensual de las pres-
taciones contributivas por desempleo fue de 841,4 euros entre 
enero y noviembre del 2010 (v. el panel a del gráfico 3.48). Las co-
munidades con mayor cuantía media mensual son la Comunidad 
Foral de Navarra con 939,9 euros, el País Vasco con 932,4 euros 
y Cataluña con 901,1 euros. Por el contrario, Extremadura, con 
747,5 euros al mes, es la comunidad con menor prestación men-
sual media, seguida de Canarias y la Región de Murcia, todas con 
prestaciones inferiores a los 800 euros. El panorama, como era de 
esperar, es muy similar al observado para el total de prestaciones 
por desempleo50 (v. el panel a del gráfico 3.46). 

El panel b del gráfico 3.48 compara la diferencia entre el peso 
de cada comunidad en el gasto en prestaciones contributivas y en 
el número de beneficiarios de las mismas. Hay comunidades con 
un peso prácticamente idéntico en gasto y beneficiarios, como 
el Principado de Asturias, Illes Balears, la Región de Murcia, La 
Rioja y Cantabria. En cambio, Cataluña y el País Vasco muestran 
un claro diferencial de pesos a favor del gasto, con 1,4 y 0,8 pun-
tos porcentuales de diferencia, respectivamente. En la posición 
contraria se sitúan Andalucía (-0,9) y Canarias (-0,7). El diferen-
cial del peso de las comunidades en el gasto y el número de be-
neficiarios de carácter contributivo pone de manifiesto que estas 
disparidades se deben a la tipología de los beneficiarios, ya que 

49 La cuantía media de las prestaciones asistenciales, que comprende subsidios, 
renta agraria y renta activa de inserción, es del 80% del Indicador Público de Renta 
de Efectos Múltiples (IPREM) que es de 426,01 euros y equivale a 14,20 euros por 
treinta días. 

50 Las cuantías medias de prestación contributiva percibidas por beneficiario no 
incluyen las cotizaciones a la Seguridad Social y corresponden a la cuantía bruta reco-
nocida por mes (30 días de prestación). 
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Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración (2011a), SPEE (2011) y elaboración propia.
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GRáfICo	3.48:		 Cuantía	media	de	las	prestaciones	contributivas	
y	diferencia	entre	el	peso	de	las	regiones	en	el	gasto	en	
prestaciones	contributivas	y	el	peso	de	los	beneficiarios		
de	las	mismas,	media	enero-noviembre	del	2010

a) Cuantía media de la prestación contributiva percibida 

por beneficiario, 2010 (euros por mes)

b) Diferencia entre el peso de cada región en el gasto en prestaciones contributivas 

por desempleo y el peso de los beneficiarios (puntos porcentuales)
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las prestaciones dependen de su base de cotización cuando se en-
contraban ocupados, y esta se rige por categorías profesionales.

Como resultado de todas las circunstancias comentadas, las 
prestaciones por desempleo que se gastan en las distintas regiones 
tienen un peso en el PIB regional que, en el 2008, iba desde el 3% 
de Andalucía al 1% en el País Vasco. Sin embargo, dado que el ni-
vel de gasto público en relación con el PIB es muy cambiante en-
tre comunidades, el peso que representa el gasto en prestaciones 
por desempleo en el gasto público muestra un ranking regional 
bastante distinto del anterior, con múltiples cambios de posicio-
nes (v. el cuadro 3.16). 

 Respecto	del	PIB
Respecto	del		

gasto	público	total

 2000 2008 2000 2008

Andalucía 3,2 3,0 6,1 5,6

Aragón 1,0 1,3 2,6 3,0

Asturias, P. de 1,8 1,6 3,2 2,8

Balears, Illes 1,4 2,0 4,2 5,3

Canarias 1,8 2,5 4,3 5,5

Cantabria 1,2 1,3 2,8 3,0

Castilla y León 1,2 1,3 2,6 2,8

C.-La Mancha 1,5 2,0 3,2 3,6

Cataluña 1,2 1,7 3,8 4,5

C. Valenciana 1,5 2,1 3,9 5,4

Extremadura 3,3 2,9 5,2 4,2

Galicia 1,8 1,7 3,6 3,3

Madrid, C. de 1,0 1,3 3,9 4,5

Murcia, R. de 1,5 2,1 3,6 5,1

Navarra, C. F. de 1,1 1,3 3,1 3,2

País Vasco 1,2 1,0 3,1 2,7

Rioja, La 1,0 1,4 2,8 3,6

España 1,6 1,8 4,1 4,4

CUADRo	3.16:		Gasto	en	prestaciones	por	desempleo	respecto	
del	PIB	y	del	gasto	público	total,	2000	y	2008

 (porcentaje)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales, IGAE, Ministerio de Trabajo e Inmigración y Servicio Público de Empleo Estatal 
(SPEE) (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y elaboración propia.
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3.3.2.	Pensiones
3.3.2.1. Factores demográficos
Las pensiones se clasifican en contributivas y no contributivas 

dependiendo de la existencia o no de cotización previa a la Segu-
ridad Social durante el tiempo suficiente. Cerca del 95% son de 
carácter contributivo. Las pensiones de jubilación son las más fre-
cuentes (59,3%), seguidas de las de viudedad (26,4%), y por ello 
los pensionistas se concentran generalmente en el tramo de edad 
de mayores de 64 años. Así pues, el envejecimiento de la pobla-
ción de las comunidades autónomas es un factor relevante para 
explicar el gasto en pensiones que se realiza en cada una de ellas.

El envejecimiento se mide mediante el porcentaje de pobla-
ción de 65 y más años, y la tasa de dependencia se calcula como la 
ratio entre la población mayor de 64 años y la población en edad 
de trabajar, entre 16 y 64 años. El gráfico 3.49 muestra tanto el 
envejecimiento como la tasa de dependencia de las comunidades 
y, como es lógico, existe una clara relación entre ambos indica-

Fuente: INE (2011).
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dores. Comunidades envejecidas como Castilla y León, Galicia y 
el Principado de Asturias muestran también las mayores tasas de 
dependencia. En Castilla y León, la comunidad más envejecida, 
el diferencial de envejecimiento respecto de la media nacional es 
de 5,7 puntos porcentuales y de 10 puntos en el caso de la tasa de 
dependencia.

La tendencia al envejecimiento de la población se ve reflejada 
en un menor reemplazo generacional, si se atiende a la relación 
entre la población en edad teórica de incorporación al mercado 
laboral, de entre 20 y 29 años, y la población en edad de salida del 
mismo, entre 55 y 64 años (v. el cuadro 3.17). Esta ratio muestra 
hasta qué punto la población susceptible de ser sostenida social-
mente a través de pensiones podría ser potencialmente mantenida 

	 2010 2020

Andalucía 1,38 0,86

Aragón 1,10 0,75

Asturias, P. de 0,83 0,52

Balears, Illes 1,33 0,93

Canarias 1,35 0,83

Cantabria 1,00 0,62

Castilla y León 1,00 0,61

C.-La Mancha 1,48 0,86

Cataluña 1,17 0,82

C. Valenciana 1,17 0,79

Extremadura 1,29 0,77

Galicia 0,96 0,61

Madrid, C. de 1,30 0,84

Murcia, R. de 1,55 0,94

Navarra, C. F. de 1,10 0,76

País Vasco 0,89 0,59

Rioja, La 1,15 0,70

España 1,20 0,78

CUADRo	3.17:		Relación	de	reemplazo	generacional,	2010	y	2020
 (ratio entre el número de personas entre 20 y 29 años  

y el número de personas entre 55 y 64 años)

Fuente: INE (2011) y elaboración propia.
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mediante el relevo intergeneracional de las cohortes que van en-
trando a trabajar y cotizan a la Seguridad Social.51 En la actualidad 
existen tres comunidades autónomas con esta relación por debajo 
de la unidad, es decir, mayor proporción de mayores en edades de 
jubilación que de jóvenes incorporándose a cotizar: el Principado 
de Asturias (0,83), el País Vasco (0,89) y Galicia (0,95). El cálculo 
de esta relación con las proyecciones de población del INE para el 
año 2020 (v. la segunda columna del cuadro 3.17) confirma la ten-
dencia decreciente de la relación de reemplazo, especialmente en 
las regiones del norte peninsular, como el Principado de Asturias 
(0,52), el País Vasco (0,59), Castilla y León (0,61), Galicia (0,61), 
y Cantabria (0,62), aunque en el 2020 todas las comunidades se 
situarían en valores inferiores a la unidad.52 

3.3.2.2. La cobertura: afiliados y número de pensiones
Como muestra el cuadro 3.18, la práctica totalidad de las pen-

siones en las distintas comunidades autónomas son contributivas, 
y en el País Vasco y la Comunidad Foral de Navarra representan 
casi un 98%, seguidas de La Rioja y Aragón (97%). Las regiones 
con una mayor presencia de las no contributivas son Canarias 
(85%), Extremadura (91,7%), Andalucía (92,1%) y la Región de 
Murcia (92,2%).

Aunque no se analizan en detalle las pensiones no contributi-
vas, en el cuadro 3.18 también se muestra su clasificación en no 
contributivas de la Seguridad Social, asistenciales a ancianos y en-
fermos, y prestaciones sociales y económicas derivadas de la Ley 
de Integración Social de los Minusválidos (LISMI). Por volumen 
destacan las pensiones no contributivas de la Seguridad Social, 
como son: 

Las prestaciones económicas que se reconocen a aquellos ciu-

dadanos que, encontrándose en situación de necesidad prote-

gible, carecen de los recursos suficientes para su subsistencia 

51 Véase el estudio de Analistas Financieros Internacionales (AFI 2009) sobre los 
retos del envejecimiento en España.

52 Varios estudios vienen poniendo de manifiesto desde hace años la necesidad de 
adaptar el sistema de pensiones al nuevo escenario demográfico (Conde y Alonso 2006).
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en los términos legalmente establecidos, aun cuando no hayan 

cotizado nunca o lo hayan hecho con el tiempo suficiente para 

alcanzar las pensiones del nivel contributivo.

Ministerio de Trabajo e Inmigración (2011b) 

que se clasifican, a su vez, en pensiones de jubilación e invalidez. 
Por su parte, las pensiones contributivas de la Seguridad Social 

se clasifican, por volumen de importancia, en jubilación, viude-
dad, incapacidad permanente, y orfandad y favor familiar. El cua-
dro 3.18 muestra su composición por comunidades autónomas. 
La Rioja, la Comunidad Foral de Navarra, la Comunidad de Ma-
drid, Castilla y León y Cataluña son las regiones con una mayor 
proporción de pensiones de jubilación, por encima del 62%. En 
cambio, Andalucía, Canarias, Extremadura y la Región de Murcia, 
tienen un peso de las pensiones de jubilación de hasta el 55% y 
cuentan con una mayor proporción de pensiones de incapacidad 
permanente o de viudedad que la media nacional.

A diferencia del resto de programas de gastos e ingresos im-
positivos, que funcionan bajo una óptica anual, las cotizaciones 
sociales y las pensiones están diseñadas con una óptica de largo 
plazo, manteniendo una relación de proporcionalidad entre co-
tizaciones y prestaciones que limita su carácter redistributivo. Las 
prestaciones asistenciales presentan un perfil más progresivo que 
las contributivas.53 Dentro de estas últimas, las de invalidez son 
más progresivas pero con menor trascendencia redistributiva, al 
contrario que las de jubilación, menos progresivas y más redistri-
butivas. 

En la actualidad existen alrededor de 8,7 millones de pensiones 
contributivas de las que 5,1 son de jubilación y 2,3 de viudedad. 
Desde el año 2000, las pensiones que más han crecido han sido las 
de incapacidad permanente (17,8%), seguidas de las de jubilación 
(14,4%) y viudedad (14%), mientras que las de orfandad y favor  
 

53 Por su parte, Jimeno (2002) concluye que el sistema de pensiones contributivas 
de jubilación produce un mayor grado de desigualdad que otros sistemas que tuvieran 
en cuenta periodos más extensos de vida laboral de los individuos para el cálculo de 
las pensiones, en lugar de los últimos 15 años de vida laboral, o que estuvieran basados 
en el principio de la contribución definida.
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familiar apenas han crecido un 1,1%. Esta evolución se presenta 
en el gráfico 3.50. En cuanto a la evolución de la distribución re-
gional, el número de pensiones casi se ha duplicado en Canarias 
y la Comunidad Foral de Navarra. Sin embargo, las regiones más 
importantes en el 2010 son las de menor tamaño: Cataluña, Anda-
lucía, la Comunidad de Madrid y la Comunitat Valenciana. 

Para valorar el crecimiento del número de pensiones resulta 
pertinente analizar qué ha sucedido con la afiliación a la Seguri-
dad Social. En el conjunto de España, el número de afiliados ha 
pasado de 15 millones en el 2000 hasta 17,6 millones en el 2010, 
lo cual supone un crecimiento del 16,7% frente al 14,1% de las 
pensiones contributivas. Si se compara el ritmo de crecimiento de 
los afiliados y del número de pensiones contributivas por comuni-
dades (v. el panel a del gráfico 3.51), se observa bastante heteroge-
neidad. Así, existe una mayoría de comunidades, como Castilla-La 
Mancha, la Región de Murcia, Castilla y León, Cantabria o Ara-
gón, donde el crecimiento de los afiliados supera claramente al 
de las pensiones; pero en otras han crecido más las pensiones que 
los afiliados: en Canarias y en la Comunitat Valenciana se contabi-
lizan -18,9 y -8,6 puntos porcentuales de diferencia.

Incapacidad permanente
Jubilación

Viudedad
Orfandad y favor familiar

0
500

1.000
1.500
2.000
2.500
3.000
3.500
4.000
4.500
5.000
5.500

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010

933,7

5.140,6

2.290,1

306,6

Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración (vv. aa.).

GRáfICo	3.50:		 Evolución	del	número	de	pensiones	contributivas	
de	la	Seguridad	Social	por	tipo,	2000-2010	

 (miles de pensiones)
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Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración (vv. aa.), SPEE (vv. aa.) y elaboración propia.

GRáfICo	3.51:		 Crecimiento	del	número	de	afiliados	y	
de	pensiones,	y	número	de	afiliados	por	pensión

a) Diferencia entre la tasa de crecimiento del número de afiliados y 

del número de pensiones, 2000-2010 (puntos porcentuales)

b) Número de afiliados por pensiones de la Seguridad Social, 2010 (personas)
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En la actualidad, la relación entre afiliados y cotizantes es he-
terogénea territorialmente (v. el panel b del gráfico 3.51): el Prin-
cipado de Asturias cuenta con apenas 1,3 afiliados por pensión, 
Galicia con 1,4, y Castilla y León, y Cantabria con 1,6; la Comu-
nidad de Madrid cuenta con 2,9 cotizantes por pensión, Canarias 
con 2,7 e Illes Balears con 2,5. Así pues, hay regiones donde la 
relación entre afiliados y cotizantes es de poco más que la unidad, 
y la perspectiva de la relación de reemplazo generacional para 
el 2020 augura que esta situación tenderá a empeorar en todo 
el territorio español, en especial en las regiones más debilitadas 
actualmente en términos de este indicador.

De hecho, si se comparan los ingresos por cotizaciones socia-
les y los gastos en pensiones contributivas de la Seguridad Social, 
en 2008, según el último dato territorializado disponible, hay co-
munidades con un claro déficit, como el Principado de Asturias, 
Galicia y Castilla y León, y en menor medida el País Vasco, Can-
tabria y Extremadura (v. el gráfico 3.52). Las regiones con menos 

-2.000 0 2.000 4.000 6.000 8.000
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nota: Los servicios centrales y otros no provincializables se contabilizan en una categoría aparte.
Fuente: Seguridad Social (2011).

GRáfICo	3.52:		 Diferencia	entre	los	ingresos	por	cotizaciones	sociales	y	
el	gasto	en	pensiones	contributivas	de	la	Seguridad	Social,	2008

 (millones de euros)
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afiliados por pensión y más envejecidas son las que muestran más 
gastos que ingresos por pensiones contributivas.

3.3.2.3. nivel medio de pensiones contributivas
El gasto en pensiones contributivas de la Seguridad Social ha 

aumentado un 25% en términos reales desde el 2000 hasta el 
2008, frente al 14% del número de pensiones, lo que indica una 
mejora de la cuantía media de estas prestaciones, como se puede 
apreciar en el cuadro 3.19.

La información proporcionada por el Ministerio de Trabajo 
e Inmigración sobre el importe medio mensual de las pensiones 
contributivas de la Seguridad Social para el 2010 (v. la última co-

	 Gasto	medio Importe	medio	mensual

	 2000 2008 2010

Andalucía 8.262 9.312 715,6

Aragón 9.282 10.425 807,8

Asturias, P. de 10.859 12.120 930,9

Balears, Illes 8.023 9.164 708,0

Canarias 7.940 9.508 732,2

Cantabria 9.065 10.486 811,2

Castilla y León 8.754 9.722 757,9

C.-La Mancha 8.360 9.346 728,5

Cataluña 9.287 10.423 803,8

C. Valenciana 8.213 9.255 715,3

Extremadura 7.805 8.562 664,8

Galicia 6.980 8.432 651,9

Madrid, C. de 10.749 11.988 922,4

Murcia, R. de 8.034 8.907 687,1

Navarra, C. F. de 9.862 11.325 879,4

País Vasco 11.062 12.609 966,1

Rioja, La 8.710 9.600 744,6

España 8.920 10.098 779,5

CUADRo	3.19:		Gasto	medio	por	pensión	e	importe	medio	de	
las	pensiones	contributivas	de	la	Seguridad	Social

 (euros constantes del 2008)

Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración (vv. aa.), Seguridad Social (vv. aa.) y elaboración propia.
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lumna del cuadro 3.19) confirma la ordenación territorial obser-
vada en el 2008, con los datos del gasto de la Seguridad Social 
en pensiones contributivas: el País Vasco, el Principado de Astu-
rias, la Comunidad de Madrid y la Comunidad Foral de Navarra 
tienen las pensiones medias mensuales más altas, mientras Gali-
cia, Extremadura o la Región de Murcia tienen las más bajas. Los 
pensionistas de Illes Balears, la Comunitat Valenciana, Andalucía, 
Castilla-La Mancha, Canarias, La Rioja y Castilla y León continúan 
percibiendo pensiones por debajo de la media nacional.

Las participaciones territoriales en el número de pensiones 
contributivas y en el gasto en las mismas, correspondientes al 2008 
y presentadas en el gráfico 3.53, indican que, en algunas comu-
nidades, los pesos están a la par, mientras en otras, el peso del 
gasto supera al número de pensiones, o al contrario. Así, Castilla 
y León, la Comunidad de Madrid, el País Vasco y el Principado 
de Asturias sobresalen porque tienen un peso mayor en el gasto 
que en el número de pensiones, lo que indica pensiones medias 
mayores; en la Comunitat Valenciana, Andalucía, Galicia y, sobre 
todo, en Castilla-La Mancha sucede lo contrario, porque están a 
la cola de las prestaciones medias.54 

Atendiendo a la tipología de las pensiones contributivas y 
su importe medio mensual, por comunidades autónomas (v. el 
gráfico 3.54), se observa que las pensiones medias más altas co-
rresponden a las de jubilación, seguidas de las de incapacidad 

54 Ubago y Utrilla (2005) señalan que las diferencias territoriales en las pensio-
nes inciden significativamente en la distribución regional de la renta disponible. Los 
autores exploran los resultados del balance financiero entre cotizaciones y pensiones, 
desde una perspectiva regional y dinámica, considerando los cambios demográficos 
sobre los saldos regionales de la Seguridad Social, y constatan diferencias regionales 
en los saldos financieros del sistema de pensiones, que se acentuarán en el futuro, 
a raíz de los cambios demográficos. Avellaneda, Sánchez Maldonado y Gómez Sala 
(2004) analizan la incidencia regional del programa de pensiones, tanto a corto plazo 
como desde un planteamiento vitalicio. A corto plazo, las regiones más desarrolladas 
presentan mayores cotizaciones y prestaciones medias, con saldos más favorables, lo 
que indicaría que estas regiones redistribuyen renta hacia las restantes. Pero, desde 
una perspectiva vitalicia, los residentes en las comunidades más desarrolladas espe-
rarían obtener mayor rentabilidad, a medio y largo plazo, sobre las cantidades que 
aportan para la financiación de las pensiones contributivas, por lo que la Seguridad 
Social podría llevar a cabo una redistribución en gran medida regresiva entre los indi-
viduos residentes en las distintas regiones españolas, sobre todo en el caso de necesitar 
aportaciones del Estado.
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Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración (2011a), Seguridad Social (2011) y elaboración propia.
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GRáfICo	3.53:		 Diferencia	entre	el	peso	de	las	comunidades	
autónomas	en	el	gasto	de	la	Seguridad	Social	y		
en	su	número	de	pensiones	contributivas,	2008

 (puntos porcentuales)

permanente, viudedad y, finalmente, orfandad y favor social. En 
el caso de las pensiones por jubilación, mientras que la media 
nacional se sitúa en 884 euros mensuales, en el 2010, comuni-
dades como Galicia y Extremadura no superan los 750 euros, y 
la Región de Murcia y la Comunitat Valenciana apenas alcanzan 
los 800 euros mensuales. En cambio, las pensiones por jubilación 
de País Vasco y el Principado de Asturias se sitúan en torno a los 
1.100 euros mensuales.

Si se comparan los coeficientes de variación del importe me-
dio de las pensiones entre comunidades autónomas, se observa 
bastante estabilidad en el total de pensiones, entre el 2000 y el 
2010, pero se debe a un efecto composición, pues en cada uno 
de los tipos de pensiones sí se observan tendencias más definidas.  
En las pensiones por jubilación y sobre todo en las de incapaci-
dad permanente, ha habido reducción de las desigualdades in-
terregionales, ya que el coeficiente de variación se ha reducido.  
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GRáfICo	3.54:		 Importe	medio	mensual	de	las	pensiones	
contributivas	de	la	Seguridad	Social,	2010

 (euros)

a) Incapacidad permanente

c) Viudedad

b) Jubilación

d) Orfandad y favor social

Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración (2011a).
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Pese a esa reducción, la desigualdad se sitúa por encima del coefi-
ciente de la media de la desigualdad existente en el conjunto de 
las pensiones (v. el gráfico 3.55). También ha habido convergen-
cia en los importes medios de las pensiones de orfandad y favor 
familiar, mientras que en las de viudedad ha habido divergencia, 
si bien su nivel de desigualdad es menor.55

3.3.2.4. Gasto en prestaciones, nivel de renta y nivel de gasto público
Como consecuencia de los factores descritos, el gasto en pres-

taciones sociales que se realiza en cada comunidad (v. el gráfico 
3.56) tiene un peso bastante distinto en el PIB de cada región, 
que oscila entre el 10% y el 23%, y también en el gasto público 

55 Resulta interesante remarcar las desigualdades por sexo (Blanco, Sánchez Álva-
rez y Monasterio 2005). Según los autores, pese a que las mujeres, por su mayor espe-
ranza de vida, tendrían que disfrutar de un trato favorable en el sistema de pensiones, 
la realidad muestra que la situación es la opuesta, debido a la menor incorporación de 
la mujer al mercado de trabajo. Además, mientras que en las pensiones de jubilación 
predominan los varones, las prestaciones de viudedad son casi totalmente pensiones 
de mujeres.
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GRáfICo	3.55:		 Coeficientes	de	variación	regional	del	importe	
de	las	pensiones	contributivas	de	la	Seguridad		
Social	por	tipos,	2000	y	2010

Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración (vv. aa.) y elaboración propia.
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GRáfICo	3.56:		 Gasto	público	en	protección	social	respecto	
del	PIB	y	del	gasto	público	total,	2008

total que se realiza en la misma, que varía del 27% al 42%. Por la 
importancia de las prestaciones sociales en el PIB, a la cabeza de 
las comunidades se encuentran el Principado de Asturias, Extre-
madura y Galicia, y a la cola la Comunidad de Madrid, Illes Ba-
lears, la Comunidad Foral de Navarra y Cataluña. Si se considera 
el ranking del peso que las prestaciones representan en el gasto 
público de cada región, lo encabezan el Principado de Asturias y 
el País Vasco, y en la cola se sitúan Canarias e Illes Balears.

Dentro del gasto en prestaciones, el más importante en volumen 
corresponde a las pensiones contributivas. En el 2008, la comuni-
dad con un mayor gasto en pensiones contributivas respecto del PIB 
(v. el cuadro 3.20) es el Principado de Asturias (14,9%), seguida de 
Galicia (10,6%), Castilla y León (9,7%) y Extremadura (9,6%). Muy 
por debajo de la media nacional del 7,8% se sitúan Canarias (5,3%), 
Illes Balears (5,4%) y la Comunidad de Madrid (5,7%). 
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En cuanto a los territorios con un mayor peso de las pensio-
nes contributivas en el gasto público total, en el 2008 (v. el cua-
dro 3.20), este gasto representaba un 27% en el Principado de 
Asturias, un 24% en el País Vasco y un 21,7% en Cantabria. Al 
contrario, representaba solo un 11,5% en Canarias, un 13,9% en 
Extremadura y un 14,1% en Illes Balears.

En el gasto en prestaciones sociales, las variables explicativas 
de las diferencias regionales tienen que ver, sobre todo, con: el 
envejecimiento de la región, que refuerza el peso del gasto en 
pensiones; la gravedad del desempleo, que eleva el gasto en pres-

 Sobre	el	gasto	público	total Sobre	el	PIB

 2000 2008 2000 2008

Andalucía 16,8 15,6 8,7 8,4

Aragón 23,2 19,8 9,1 8,4

Asturias, P. de 29,7 27,0 16,4 14,9

Balears, Illes 17,0 14,1 5,4 5,4

Canarias 11,0 11,5 4,7 5,3

Cantabria 23,9 21,7 10,3 9,6

Castilla y León 22,4 20,3 10,4 9,7

C.-La Mancha 18,6 15,2 9,1 8,5

Cataluña 23,9 20,8 7,7 7,7

C. Valenciana 18,6 19,6 7,4 7,4

Extremadura 16,8 13,9 10,6 9,6

Galicia 21,0 20,4 10,5 10,6

Madrid, C. de 22,0 20,5 5,7 5,7

Murcia, R. de 18,6 16,3 7,6 6,8

Navarra, C. F. de 18,7 18,0 6,7 7,0

País Vasco 23,4 24,0 8,7 8,9

Rioja, La 22,1 18,9 7,6 7,4

España 20,4 18,9 8,0 7,8

CUADRo	3.20:		Gasto	en	pensiones	contributivas	de	la	Seguridad	Social	
respecto	del	gasto	público	y	del	PIB,	2000	y	2008

 (porcentaje)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con 
las Entidades Locales, IGAE, Seguridad Social (vv. aa.), INE (2011), Uriel y Barberán (2007) y 
elaboración propia.
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taciones; y los derechos generados por los perceptores de presta-
ciones contributivas, de ambos tipos, que son mayores cuanto más 
altos son los salarios de la región. 

Los cuadros 3.21 y 3.22 analizan, mediante distintos ejercicios 
de regresión, los determinantes del gasto en pensiones contribu-
tivas y del gasto en protección social por habitante, considerando 

 Gasto	per	cápita	en	protección	social

(1) (2)

Población mayor de 64 años (porcentaje) 193,5 *** 191,700 ***

Ganancia media anual (euros) 0,173 *** 0,172 ***

Tasa de desempleo (porcentaje) 40,120 39,950

Recursos per cápita en las  
comunidades autónomas (euros)

    0,016  

R2 ajustado 0,721 0,699

F 13,62 14,12

Número de observaciones 17   17  

CUADRo	3.21:		Determinantes	del	gasto	per	cápita	en	protección	social,	2008

nota: ***, **, *: significativo al 1%, 5% y 10%, respectivamente.
Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE y Ministerio de Educación (2011), Uriel y Barberán (2007) 
y elaboración propia.

 Gasto	per	cápita	en	pensiones

(1) (2)

Población mayor de 64 años (porcentaje) 138,6 *** 142,9 ***

Ganancia media anual (euros) 0,128 *** 0,13 ***

Recursos per cápita en las  
comunidades autónomas (euros)

    -0,039  

R2 ajustado 0,778 0,765

F 25,47 48,00

Número de observaciones 17  17  

CUADRo	3.22:		Determinantes	del	gasto	per	cápita	en	pensiones	
contributivas	de	la	Seguridad	Social,	2008

nota: ***, **, *: significativo al 1%, 5% y 10%, respectivamente.
Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE y Ministerio de Educación (2011), Uriel y Barberán (2007) 
y elaboración propia.
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tres variables explicativas: los salarios,56 el porcentaje de población 
mayor de 64 años y la tasa de paro. Tanto la variable salarios como 
el peso de la población mayor de 64 años son significativas para 
explicar el gasto en protección social per cápita y presentan el 
signo positivo esperado. En cambio, los recursos públicos de las 
comunidades autónomas por habitante no tienen capacidad ex-
plicativa de las diferencias regionales, debido a que no son com-
petentes en esta materia. Tampoco resulta significativa la tasa de 
paro. El coeficiente de variación ajustado es muy elevado (0,7), 
lo que indica que las variables consideradas tienen un alto poder 
explicativo de las diferencias interregionales observadas. 

El análisis de regresión se ha repetido para el componente 
principal del gasto en protección social: las pensiones contribu-
tivas. Ahora no se incluye la tasa de paro. El porcentaje de pobla-
ción mayor de 64 años y el salario medio vuelven a tener un efecto 
positivo y significativo sobre el gasto en pensiones per cápita. En 
cambio, los recursos de las comunidades autónomas no tienen 
efecto significativo. Como en las regresiones referidas a las pres-
taciones sociales, la capacidad explicativa de las variables conside-
radas es elevada.

En conclusión, estos resultados confirman que el gasto en 
protección social en las regiones se explica en gran parte por los 
rasgos demográficos y laborales de las mismas y no por la asigna-
ción de recursos a los gobiernos regionales. La interpretación que 
cabe dar a este contraste es que, tras el gasto en protección social, 
hay reglas más precisas, asociadas a la demografía o a las contri-
buciones, que en el caso del gasto en los dos servicios públicos 
más importantes, como son educación y sanidad, se encuentran 
en manos de las comunidades autónomas. Se podría pensar que 
esto sucede porque la descentralización permite que cada comu-
nidad aplique sus propias políticas educativas y sanitarias pero, 
sin negar esta hipótesis, existe otra explicación alternativa que ya 
se ha revisado: las diferencias de gasto en estas materias se deben 
en buena medida a diferencias en los recursos disponibles por las 

56 Alternativamente, se han repetido los ejercicios considerando la renta por habi-
tante en lugar de los salarios, pero los resultados no cambian, ni en cuanto al signo de 
los parámetros ni en cuanto a su significatividad.
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comunidades. Para valorar el alcance de este asunto y sus oríge-
nes, el apartado 3.4 analiza la financiación de las comunidades 
autónomas.

3.4.	La	financiación	autonómica

En un Estado ampliamente descentralizado como el español, es 
razonable pensar que tras la diversidad que presenta la intensidad 
con la que actúa el sector público en cada territorio, se encuen-
tran las decisiones de los gobiernos autónomos de las regiones. 
Esta hipótesis parece avalada por el hecho de que los rasgos demo-
gráficos o socioeconómicos no bastan para explicar las diferencias 
de gasto regionales en educación y sanidad, las dos principales 
funciones de gasto de las comunidades autónomas. Sin embargo, 
tras esa diversidad de niveles de gasto, además de las opciones ele-
gidas por los gobiernos regionales, podrían encontrarse impor-
tantes diferencias de recursos por habitante entre comunidades, 
que no tienen su origen en el ejercicio de la autonomía financiera 
ni en la capacidad fiscal de las regiones, sino en la historia del 
despliegue territorial del Estado y su reflejo en los sistemas de fi-
nanciación presentes y pasados. Este tema es de gran importancia 
para explicar las diferencias en la intensidad con la que el sector 
público español actúa, todavía hoy, en cada uno de los territorios. 

3.4.1.	El	periodo	1978-2001
El nacimiento del Estado de las autonomías supuso el traspa-

so a las comunidades autónomas de una serie de servicios que 
anteriormente realizaba la Administración central. Fue necesario 
entonces determinar el modo de distribuir los ingresos públicos 
entre las diferentes administraciones, para que cada una de ellas 
atendiese adecuadamente la financiación de los servicios que de-
bía ofrecer a sus ciudadanos. Con el fin de que la descentraliza-
ción no implicara, per se, un mayor gasto, el primer modelo del 
sistema de financiación de las comunidades autónomas resolvió 
el problema con un criterio adecuado a ese objetivo: el método 
denominado del coste efectivo de los servicios transferidos. Este 
método consistía en estimar el coste aproximado que tenían los 
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servicios que se iban a traspasar y asignar en los Presupuestos Ge-
nerales del Estado la transferencia correspondiente a la comuni-
dad que recibía la competencia. 

La hipótesis sobre la que descansaba este criterio era que el Es-
tado unitario del que se partía prestaba los servicios que se trans-
ferían al mismo nivel en todos los territorios. Sin embargo, los 
resultados que poco a poco fueron conociéndose sobre la valora-
ción de las transferencias acordadas con cada comunidad no con-
firmaron esa hipótesis, más bien la refutaban. La prueba de ello 
es que todos los intentos posteriores de distribuir la financiación 
entre las comunidades, siguiendo reglas explícitas de reparto, han 
entrado en conflicto con las valoraciones iniciales (Monasterio et 
ál. 1995; Ministerio de Economía y Hacienda 1996b). 

Desde el punto de vista de su forma de financiación, las com-
petencias traspasadas se dividían, hasta el 2001, en tres bloques: 
las competencias comunes, la asistencia sanitaria de la Seguridad 
Social y la gestión de los servicios sociales de la Seguridad Social. 
A partir del 2002 desaparece la distinción entre estos tres bloques 
y la financiación de todas las competencias se engloba en un mo-
delo de cálculo general.

En cuanto a la financiación de las competencias comunes, has-
ta el 2001 se pueden distinguir tres etapas:

— Periodo 1978-1986. Cada año se calculaba el coste efectivo de 
los servicios traspasados a las comunidades autónomas, ac-
tualizándolo según el crecimiento del gasto experimentado 
en el Estado. Este coste se transfería a las comunidades au-
tónomas desde el Presupuesto de Gastos del Estado.

— Periodo 1987-1996. Al principio de cada quinquenio se ne-
gocia una regla de distribución de recursos basada en in-
dicadores de necesidad, de acuerdo con parámetros como 
la población, la dispersión geográfica o la superficie. Sin 
embargo, estas reglas son sustancialmente matizadas por la 
introducción de modulaciones y coeficientes correctores, 
que tienen como finalidad mantener la distribución real 
de los recursos más próxima a la inicial, con la consecuen-
cia de mantener las sustanciales diferencias de financiación 
por habitante derivadas del coste efectivo. La financiación 
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resultante se facilitaba a las comunidades, fundamental-
mente mediante transferencias desde el Presupuesto de 
Gastos del Estado, del mismo modo que en la etapa ante-
rior, sin que existiese apenas autonomía respecto del ingre-
so, salvo en la pequeña parte de tributos cedidos.

— Periodo 1997-2001. Se amplían los mecanismos de des-
centralización fiscal y se introduce cierta autonomía en el 
ingreso. Se cede a las comunidades autónomas una partici-
pación en la recaudación del IRPF, además de reconocér-
seles algunas potestades normativas sobre este impuesto y 
sobre los cedidos en etapas anteriores.

Por su parte, en la financiación de las competencias de asisten-
cia sanitaria de la Seguridad Social también pueden distinguirse 
tres subperiodos:

— Periodo 1982-1993. Durante estos años se realiza el traspa-
so a las cinco comunidades autónomas que cumplieron los 
requisitos del artículo 151 de la Constitución Española (An-
dalucía, Cataluña, Comunidad Foral de Navarra, Galicia y 
el País Vasco) y también a la Comunitat Valenciana, con cri-
terios muy heterogéneos que intentan aproximarse al coste 
real en cada territorio.

— Periodo 1994-1997. Se homogeneízan los criterios de asig-
nación inicial de los recursos, aproximándolos al criterio 
de población protegida, y se establece el PIB nominal como 
índice de evolución.

— Periodo 1998-2001. Se profundiza en la necesidad de que 
las comunidades autónomas cuenten con suficientes recur-
sos para financiar estos servicios y que se distribuyan efi-
cientemente.

La asignación de los recursos para la financiación de los servi-
cios sociales de la Seguridad Social se ha realizado basándose en 
criterios mixtos, que han tenido en cuenta la población, el coste 
de los servicios y otros índices establecidos por tablas de valora-
ción.
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3.4.2.	El	modelo	2002-2008
El incremento de la importancia de los servicios traspasados 

a las comunidades autónomas, su generalización y el intento por 
mejorar los déficits encontrados en la aplicación de los mode-
los precedentes confluyeron en un replanteamiento del sistema 
aplicable a partir del año 2002 (BOE, 31 de diciembre del 2001). 
El sistema resultante se caracterizó por profundizar en la expe-
riencia de las etapas anteriores, ampliando y mejorando la estruc-
tura de recursos de las comunidades autónomas, con el fin de 
dar mayor estabilidad y seguridad a su planificación financiera. 
El modelo vigente desde el 2002 hasta el 2008 intentaba dotar 
de estabilidad al sistema, facilitando la planificación a largo plazo 
de las comunidades, y representó un esfuerzo importante por es-
tablecer un modelo coherente y equitativo, sentando unas bases 
sólidas y consensuadas. De hecho, el sistema vigente desde el 2009 
no se plantea diseñar un nuevo modelo, sino solucionar algunos 
de los problemas generados por la aplicación del anterior, que se 
comentará a continuación.

Entre los objetivos más destacables del modelo que entra en 
vigor en el 2002 se encontraban: la generalidad de su aplicación 
en todas las comunidades autónomas de régimen común, ya que 
el anterior modelo no había sido aceptado por todos los territo-
rios; la integración de la financiación de todos los servicios tras-
pasados, es decir, competencias comunes, sanitarias y de servicios 
sociales; el incremento de la suficiencia financiera y de la autono-
mía; la mejora de la equidad y el mantenimiento de mecanismos 
de solidaridad; y la ampliación de la corresponsabilidad fiscal, 
proporcionando a las comunidades capacidad normativa en los 
tributos cedidos.

El planteamiento del modelo 2002-2008 se basa en dos elemen-
tos: la determinación de las necesidades de gasto y el modo de fi-
nanciarlas. El sistema calculó las necesidades de cada comunidad 
autónoma, partiendo de una valoración de los servicios traspasa-
dos por la Administración central a las comunidades autónomas 
y se apoyó en una serie de indicadores que sirvieran para una 
distribución equitativa entre los territorios. Una vez estimadas las 
necesidades, el sistema delimitó los fondos de donde surgen los  
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recursos, que son de dos tipos: los que son resultado, directo o 
indirecto, de los ingresos tributarios producidos por los sujetos 
pasivos de un determinado territorio y los que se obtienen por 
transferencias compensatorias, para equiparar la diferente capa-
cidad fiscal de las comunidades autónomas.

El modelo tomó el ejercicio de 1999 como año base para la de-
terminación de las necesidades y establecer las cuantías de las res-
tricciones iniciales. Esas cuantías se distribuyeron según una serie 
de variables sociodemográficas, convenientemente ponderadas. 
Entre ellas figuraban la población total, la población protegida 
por la administración sanitaria, la población mayor de 65 años, la 
superficie, la dispersión, la insularidad, la menor riqueza relativa 
y la escasa densidad de población.

Sin embargo, como ya sucedía antes, el modelo incorpora ins-
trumentos que alteran el resultado de la aplicación de los crite-
rios anteriores: la garantía de mínimos, la modulación de la tasa 
de crecimiento y un mínimo adicional fijo e igual para todas las 
comunidades. El primero de ellos trata de asegurar el manteni-
miento del statu quo respecto a la situación de partida; es decir, 
ninguna comunidad autónoma obtendrá menos recursos de los 
que le correspondían, en 1999, según el anterior modelo. Por su 
parte, la modulación de la tasa de crecimiento introduce normas 
y excepciones para evitar que el cambio de un modelo a otro re-
presente avances o retrocesos relativos importantes para algunas 
comunidades. Pero debe subrayarse que esos cambios que se im-
piden se derivaban de los criterios adoptados para medir las nece-
sidades, de modo que las correcciones que se imponen alejan el 
resultado final del objetivo de equidad, al no tratar por igual unas 
mismas necesidades de servicios.

En el ámbito de los recursos financieros, el modelo incorpora 
las siguientes fuentes de ingresos: las tasas afectas a los servicios 
traspasados; la recaudación territorial de los tributos totalmente 
cedidos, como patrimonio, transmisiones patrimoniales y actos ju-
rídicos documentados, sucesiones y donaciones, etc.; el 33% de la 
recaudación del IRPF originada por los residentes en la comuni-
dad autónoma; el 35% del rendimiento del IVA en la comunidad; 
y el 40% del rendimiento de determinados impuestos especiales 
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de fabricación, que se aplican a la cerveza, el vino y las bebidas 
alcohólicas, el tabaco, etc.

Como mecanismo de cierre del sistema se establece un fondo 
de suficiencia. Su cálculo se realiza valorando la diferencia entre 
las necesidades de financiación de cada comunidad autónoma, en 
el año base 1999, y la valoración de los recursos de naturaleza tri-
butaria anteriores. Esta diferencia puede ser positiva o negativa y 
es la única partida que se actualiza anualmente, ya que el modelo 
no establece ningún seguimiento de la evolución posterior de las 
necesidades y recursos tributarios de cada comunidad. La actuali-
zación del fondo de suficiencia se realiza a partir de la evolución 
de los ingresos tributarios del Estado no cedidos, cuando el fondo 
es positivo. Cuando este es negativo, se realiza a partir de la evolu-
ción de los ingresos tributarios cedidos.

En definitiva, el modelo nació con unos objetivos loables, pero 
las piezas añadidas al mismo, durante su negociación política, y 
determinados cambios socioeconómicos, acontecidos durante los 
años de su aplicación, han alejado sus resultados efectivos de sus 
objetivos iniciales; en particular, ha incidido el fuerte crecimiento 
demográfico de esos años, debido a la inmigración (Ministerio de 
Economía y Hacienda 2006; De la Fuente 2009). En concreto, el 
gráfico 3.57 muestra las enormes diferencias territoriales en los 
recursos por habitante proporcionados por el sistema de financia-
ción autonómica en el 2008. En ese año final el sistema recono-
ció 2.881 euros por habitante a Cantabria, al mismo tiempo que 
dos comunidades autónomas no alcanzaron los 2.000 euros per 
cápita: Illes Balears y la Comunitat Valenciana. Esta diferencia re-
presenta un margen de más del 40% para satisfacer unos mismos 
servicios públicos básicos, como son la sanidad, la educación, los 
servicios sociales, etc.

Los datos referidos al 2008 no son una excepción. El cuadro 
3.23 muestra el resultado del modelo durante la totalidad del pe-
riodo en el que estuvo vigente. A lo largo de estos siete años se han 
mantenido e incluso acentuado las diferencias interterritoriales 
con las que partió el modelo. ¿A qué se deben estas disparidades 
tan importantes si la población fue la variable principal de refe-
rencia para la estimación de las necesidades? Los motivos son dos: 
por una parte, las correcciones y modulaciones introducidas en el 
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GRáfICo	3.57:	 Recursos	del	sistema	de	financiación	autonómica,	2008
 (euros per cápita)

Fuente: INE (2011), Ministerio de Economía y Hacienda (vv. aa.) y elaboración propia.

modelo, que responden al respeto al statu quo y a la capacidad de 
defender sus posiciones de algunas comunidades históricamente 
favorecidas por las actuaciones públicas; por otra, el desigual cre-
cimiento demográfico experimentado durante la última década 
por las distintas comunidades. La corrección de esos dos efectos 
hubiera reducido sustancialmente la dispersión de financiación 
per cápita observada en el 2008. El abanico seguiría existiendo, 
como consecuencia del reconocimiento de un cierto papel a va-
rios indicadores de necesidad distintos de la población, pero su 
rango de variación sería menor.

La importancia de estas características del modelo de finan-
ciación para explicar las diferencias en los niveles de gasto de  
las comunidades es muy grande, pues el sistema de financiación 
proporciona más del 80% de los recursos autonómicos (v. el 
cuadro 3.24), por lo que una posición ventajosa o en desventaja 
dentro del sistema condiciona sustancialmente la capacidad de 
la comunidad autónoma de proveer los servicios asumidos en su 
territorio.
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 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Andalucía 98,2 99,7 100,6 100,7 100,2 101,8 99,7

Aragón 107,9 109,0 107,6 108,2 109,2 109,4 112,1

Asturias, P. de 103,8 104,4 103,5 101,3 102,9 107,9 112,2

Balears, Illes 93,2 91,3 89,6 91,8 91,6 89,1 84,5

Canarias 97,7 94,7 91,6 91,2 91,0 92,0 89,8

Cantabria 118,9 119,9 118,8 121,3 119,5 122,1 123,5

Castilla y León 109,7 108,8 109,2 108,7 108,8 111,5 114,0

C.-La Mancha 102,5 99,6 101,3 103,1 105,5 107,4 106,4

Cataluña 101,9 101,5 101,9 101,7 101,3 98,9 101,0

C. Valenciana 92,6 92,1 92,6 92,6 92,3 89,7 85,7

Extremadura 112,1 113,1 110,3 109,7 110,7 115,2 117,3

Galicia 106,2 105,6 104,7 104,6 105,5 109,4 112,3

Madrid, C. de 94,3 95,6 95,7 95,2 95,0 92,7 95,1

Murcia, R. de 89,7 89,9 90,6 94,0 94,2 93,9 89,5

Rioja, La 116,0 119,5 120,5 117,1 117,8 118,4 120,1

CC.	AA.	de	
régimen	común

100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

CUADRo	3.23:		Rendimiento	definitivo	de	los	recursos	per	cápita	
del	sistema	de	financiación	autonómica

 (total comunidades autónomas de régimen común = 100)

Fuente: INE (2011), Ministerio de Economía y Hacienda (vv. aa.) y elaboración propia.

3.4.3.	El	modelo	actual
En el 2009 entró en vigor un nuevo modelo de financiación 

autonómica, pero realmente no supuso una reconfiguración sus-
tancial del sistema. Los cambios más relevantes fueron dos: llevar 
a cabo un reconocimiento de los cambios demográficos y realizar 
aportaciones financieras para tratar de reducir las enormes dife-
rencias, ya comentadas, entre territorios e incrementar el grado 
de suficiencia financiera de los gobiernos autonómicos. Pero, una 
vez más, ambos cambios surten efectos limitados. El primero por-
que las correcciones en el reparto para reconocer las necesidades 
se lleva a cabo sobre los incrementos de recursos y no sobre las 
cifras totales a distribuir. El segundo porque, junto a las aporta-
ciones de recursos, se produjeron minoraciones muy importantes 
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	 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Andalucía 76,6 77,0 75,6 79,9 79,0 76,4 62,0

Aragón 86,2 80,3 80,7 82,7 83,4 82,1 70,7

Asturias, P. de 80,8 80,7 80,3 79,5 81,9 81,8 70,7

Balears, Illes 100,0 76,0 66,0 81,3 82,2 81,2 71,2

Canarias 78,8 81,2 76,8 79,2 79,5 81,7 67,0

Cantabria 97,3 86,2 86,4 87,0 96,3 91,2 76,5

Castilla y León 77,4 78,0 77,0 80,4 82,5 81,6 70,1

C.-La Mancha 80,5 68,2 69,0 73,2 75,7 72,9 62,6

Cataluña 78,8 78,3 79,9 81,0 80,9 77,7 69,0

C. Valenciana 86,6 90,4 91,3 90,2 92,8 88,2 73,9

Extremadura 78,4 73,0 71,8 72,3 75,8 73,5 62,3

Galicia 78,4 79,8 75,9 78,9 82,3 79,5 67,0

Madrid, C. de 90,5 87,1 88,1 88,8 91,5 87,8 81,1

Murcia, R. de 85,0 85,5 83,9 84,8 87,4 85,7 72,6

Rioja, La 88,1 88,6 89,7 92,8 91,0 89,4 77,4

CC.	AA.	de	
régimen	común

81,6 80,2 79,6 82,0 83,3 80,7 69,1

CUADRo	3.24:		Peso	de	los	recursos	del	sistema	de	financiación	sobre	el	total	
de	recursos	de	las	comunidades	autónomas,	2002-2008

 (porcentaje)

Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades 
Locales, IGAE y Ministerio de Economía y Hacienda (vv. aa.) y elaboración propia.

como consecuencia de los errores de presupuestación acumula-
dos en el 2008 y el 2009, al llegar la crisis.

El nuevo modelo toma como referencia para la negociación 
los recursos asignados a cada comunidad autónoma en el 2007, 
aunque posteriormente se toma el 2009 como año base del mode-
lo, y añade un importante monto de recursos con el fin de refor-
zar el Estado de bienestar. La inyección adicional de recursos se 
distribuye según diferentes indicadores: variación experimentada 
por la población ajustada desde 1999, base del anterior modelo, 
hasta el 2009; población ajustada total ; población potencialmente 
dependiente; población dependiente reconocida; alta dispersión; 
baja densidad de población; y políticas de normalización lingüís-
tica. 
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La población ajustada se obtiene a partir de la ponderación de 
variables demográficas y de localización, con el fin de construir 
un indicador de las unidades de necesidad. De este modo se pre-
tende distribuir los nuevos fondos de una manera más equitativa. 
En su elaboración se tiene en cuenta la población, la superficie, la 
dispersión, la insularidad, la población protegida equivalente en 
el ámbito sanitario, la población mayor de 65 años y la población 
de 0 a 16 años.

El nuevo modelo también modifica la porción cedida de los 
tributos antes citados, siendo ahora del 50% para IRPF e IVA y del 
58% para la mayoría de los impuestos especiales de fabricación 
con rendimiento cedido. Otra de las novedades incorporadas por 
el actual modelo se refiere a la inclusión de un fondo de garantía 
de los servicios fundamentales, que no supone una dotación adi-
cional de recursos sino un modo de determinar el límite hasta el 
que debe llegar la equidad y la solidaridad interterritorial.57

Sin embargo, el modelo añade posteriormente otros dos fon-
dos adicionales: el fondo de competitividad, que se reparte entre 
las comunidades con financiación per cápita inferior a la media o 
a su capacidad fiscal; y el fondo de cooperación, que se distribuye 
entre las comunidades con bajas ratios en PIB per cápita, densi-
dad de población o crecimiento demográfico.

3.4.4.	¿Qué	se	espera	del	nuevo	modelo?
De acuerdo con su planteamiento general, como en modelos 

anteriores, el actual sistema podría haber reducido notablemente 
las diferencias de financiación per cápita y haber supuesto la in-
yección de una cantidad adicional importante de dinero para las 
comunidades autónomas. Sin embargo, y a falta de la liquidación 
del 2009, primer ejercicio de aplicación del mismo, es previsible 
que el resultado de su aplicación no confirme esas expectativas, 
por dos motivos: el mantenimiento de la dependencia del statu 

57 Para ello se compara, por una parte, el 75% de los recursos tributarios en cada 
comunidad en el 2007 más los recursos adicionales del nuevo modelo y, por otra, el 
resultado de distribuir ese mismo importe global según las unidades de necesidad o 
población ajustada. El saldo, positivo o negativo, se instrumenta como una transferen-
cia entre territorios, previa al cálculo del fondo de suficiencia, que cierra el sistema de 
financiación, como en el anterior modelo.
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quo derivado de los modelos anteriores y la crisis económica (v. 
De la Fuente 2010; Lago 2010; Pedraja y Utrilla 2010).

El modelo actual incorpora la mayor parte de los desequili-
brios precedentes y vuelve a respetar el statu quo previo, aunque 
por vías diferentes, la principal de las cuales es cómo asimila una 
de las causas determinantes que justificaron la revisión del mode-
lo, como era la insuficiencia dinámica observada tras el acelera-
do y desigual crecimiento demográfico de la última década. Sin 
embargo, el nuevo modelo solo tiene en cuenta el crecimiento 
poblacional como indicador parcial para el reparto de uno de los 
fondos adicionales, pero no revisa con el mismo criterio los recur-
sos totales del sistema. Por otra parte, los nuevos fondos creados 
se distribuyen con criterios asimétricos, claramente ad hoc, que 
corrigen unas desviaciones respecto a la media y mantienen otras.

En cuanto a las consecuencias de la crisis económica, esta ha 
laminado los posibles efectos positivos de la incorporación de los 
nuevos fondos adicionales, pues la reducción de ingresos tribu-
tarios del 2008 y el 2009 elimina las mejoras en el grado de sufi-
ciencia financiera. Además, dado que la Administración central 
anticipó los recursos a partir de unas previsiones de recaudación 
demasiado optimistas y las comunidades autónomas planificaron 
sus gastos de acuerdo con estas perspectivas, con la reducción de 
la recaudación, estas no solo reciben menos sino que tienen que 
devolver parte de lo recibido a cuenta.

El gráfico 3.58 muestra la evolución de los ingresos totales de 
las comunidades autónomas de régimen común y en él se aprecia 
claramente la fuerte reducción en los recursos per cápita propor-
cionados por el sistema de financiación en el 2008, lo que obliga 
a los gobiernos autonómicos a recurrir a otras fuentes de ingresos 
y al endeudamiento para mantener el nivel de sus principales ser-
vicios. Las comunidades se adentran en la crisis, por tanto, con 
una situación financiera complicada, pues la mayoría parten de 
presupuestos con déficit y endeudamiento, padecen una reduc-
ción de ingresos y deben atender una demanda de servicios muy 
rígida en las funciones de gasto en las que se concentran sus res-
ponsabilidades y sus presupuestos, como son sanidad, educación 
y servicios sociales.
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GRáfICo	3.58:		 Evolución	de	los	recursos	per	cápita	de	las	comunidades	
autónomas	de	régimen	común,	2002-2008

 (euros constantes del 2008 per cápita)

3.4.5.	La	deuda	de	las	comunidades	autónomas
El volumen de deuda de las comunidades autónomas ha sido 

creciente en términos nominales desde mediados de la década de 
los noventa, siguiendo una trayectoria mucho más expansiva que 
el endeudamiento del conjunto del sector público español. En el 
tercer trimestre del 2010, último dato disponible al cierre de esta 
edición, las comunidades eran titulares del 25,8% de la deuda 
pública española. 

El gráfico 3.59 muestra la evolución del endeudamiento de 
las comunidades autónomas y del conjunto del sector público 
español, en términos reales, y permite distinguir tres etapas. En 
la primera, hasta antes de completar el proceso de traspasos, la 
deuda real de ambas administraciones aumenta moderadamente, 
a un ritmo inferior al crecimiento del PIB en ambos casos. En la 
segunda, a partir del 2001, una vez completada la cesión de las 
competencias sanitarias y de universidades, la tendencia al endeu-
damiento de las comunidades se prolonga mientras el endeuda-
miento de las Administraciones centrales se reduce. Y la tercera 
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GRáfICo	3.59:		 Evolución	de	la	deuda	de	las	comunidades	
autónomas	y	del	sector	público,	en	términos	reales

 (1995 = 100)

nota: El dato del 2010 corresponde al tercer trimestre.
Fuente: Banco de España (2011). 

etapa es la de los años de crisis, durante los cuales el endeuda-
miento de ambas administraciones se dispara, pero sobre todo en 
las comunidades autónomas. 

Así pues, desde 1995 hasta el 2007 las comunidades autóno-
mas habían visto aumentar su deuda real en poco más del 40%, 
mientras que el endeudamiento del conjunto del sector público 
se encontraba incluso por debajo de su nivel inicial, en términos 
reales. Esta dispar evolución es explicable si se tiene en cuenta 
que, dentro del propio sector público, son las comunidades las 
que han asumido competencias, como salud o educación, que, 
como se ha visto, representan más del 70% del gasto autonómico, 
y en las cuales las presiones de las demandas sociales son intensas 
en todos los países y  más en el caso español, que ha asimilado los 
efectos de un fuerte crecimiento demográfico durante la última 
década. El impacto de la crisis refleja tanto la rigidez a la baja de 
este tipo de gastos como la lentitud con la que las comunidades 
han reaccionado a las nuevas circunstancias, ya que ha crecido su 
endeudamiento (105%) el doble que en el conjunto del sector 
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público (48%), a pesar de que las Administraciones centrales so-
portan el grueso del gasto de las políticas de estabilización. 

El panel a del gráfico 3.60 muestra cómo, hasta la llegada de la 
crisis, la trayectoria de la deuda de las comunidades no represen-
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GRáfICo	3.60:		 Deuda	de	las	comunidades	autónomas
 (porcentaje)

1 La deuda del 2010 corresponde al tercer trimestre. El PIB del 2010 se ha estimado a partir de los 
avances de la contabilidad trimestral del INE.
Fuente: Banco de España (2011), IGAE (vv. aa.), INE (2011) y elaboración propia.
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taba una mayor carga de las mismas: su peso con respecto al PIB 
se mantenía relativamente estable desde 1996 y la caída de tipos 
de interés había significado un alivio en la carga financiera. Ade-
más, la abundancia de oferta de fondos en los mercados financie-
ros hacía que los gobiernos regionales colocaran sus emisiones 
con gran facilidad y el volumen de la deuda se había reducido 
en relación con el gasto de las comunidades, que había crecido 
como consecuencia de la asunción de nuevas competencias y del 
aumento de los recursos.

Esta confortable situación se ha visto sustancialmente alterada 
con la llegada de la crisis y, en solo dos años, la ratio deuda/PIB 
de las comunidades ha aumentado más de 4 puntos porcentua-
les, hasta situarse alrededor del 10%, elevándose en 10 puntos 
porcentuales la relación entre deuda y gasto. Tras esa trayectoria 
desfavorable se encuentra la caída de los ingresos fiscales de todos 
los niveles de gobierno, que ha ido acompañada de un cambio 
brusco en las condiciones de financiación de las comunidades: un 
empeoramiento de sus calificaciones de riesgo, serias restriccio-
nes para el acceso a los fondos y sensibles elevaciones de los tipos 
de interés, mayores incluso que los de la deuda pública española.  

El problema del endeudamiento tampoco se plantea por igual 
en todas las comunidades autónomas. El cuadro 3.25 muestra la 
evolución de la deuda de las comunidades autónomas durante el 
periodo 1995-2009 y permite constatar que los niveles de endeuda-
miento son muy distintos. Los niveles de la Comunitat Valenciana, 
Cataluña e Illes Balears, que son las más endeudadas y cuya deuda 
representa alrededor del 15% del PIB regional, triplican los nive-
les de las menos endeudadas, que son Cantabria y el Principado de 
Asturias, cuya deuda representa poco más del 5% del PIB.

Es remarcable, en este sentido, que las comunidades con las 
peores posiciones finales no se corresponden con las que apare-
cían en situación de mayor endeudamiento inicial. En realidad, 
durante la fase expansiva que finaliza en el 2007 casi todas las co-
munidades autónomas han reducido significativamente su endeu-
damiento, algunas sustancialmente, como la Comunidad Foral de 
Navarra, el País Vasco, la Región de Murcia o Andalucía. Pero, en 
cambio, la Comunitat Valenciana, Illes Balears y Castilla-La Man-
cha casi lo duplican entre 1995 y el 2007.
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¿Qué puede explicar el mayor endeudamiento de algunas 
comunidades y que lo incrementen durante un periodo expan-
sivo, cuando las demás lo aprovechan para reducirlo? Existen 
tres posibles explicaciones complementarias. La primera es que 
las comunidades más endeudadas son las que tienen una mayor 
propensión al gasto; la segunda, apuntaría que el mayor endeu-
damiento de algunos gobiernos regionales es la consecuencia de 
sus menores ingresos; y la tercera, que cuanto menor es el nivel 
del PIB o más bajo su crecimiento más pesa el endeudamiento. El 
gráfico 3.61 ofrece evidencia sobre dichas relaciones, comparan-
do la ratio deuda/PIB en el 200858 con los recursos de las comuni-
dades, su nivel de gasto y su nivel de renta, todo ello expresado en 
términos per cápita. Dado que el endeudamiento es el resultado 
de déficits de varios años, los datos de las variables explicativas son 
tomados como las medias del periodo 2000-2008 y del 2002-2008 
para el caso de los recursos del sistema de financiación. 

El principal resultado de estos ejercicios de regresión simple 
es que la variable con mayor capacidad explicativa59 del endeu-
damiento es el volumen de recursos per cápita que el sistema de 
financiación, vigente en esos años, ofrecía a cada comunidad:60 
el signo negativo de la relación indica que a menos recursos por 
habitante más endeudamiento. De hecho, las comunidades más 
endeudadas no gastan más, sino menos. El gráfico también mues-
tra que, así como las comunidades autónomas con alto nivel de re-
cursos mantienen un nivel de endeudamiento bajo o moderado, 
en las comunidades autónomas con recursos por debajo de la me-
dia existe una notable dispersión: mientras comunidades como la 
Región de Murcia o Cantabria no se han endeudado significativa-
mente, otras con niveles similares de recursos se encuentran entre 
las comunidades más endeudadas, como es el caso de Illes Balears 
y la Comunitat Valenciana.

58 Dada la singularidad del 2009, un año en el que en todas las comunidades se 
producen grandes saltos en los niveles de endeudamiento, este ejercicio no ha sido 
incluido.

59 Debe tenerse en cuenta que el reducido número de regiones (15) y, por tanto, los 
reducidos grados de libertad (11) del ejercicio limitan la robustez de las conclusiones.

60 En el caso de esta variable, no se consideran las comunidades forales, dado que 
no participan del sistema. 
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GRáfICo	3.61:		 Deuda	pública,	recursos	del	sistema	de	financiación	
y	gasto	público,	media	2000-2008

a) Deuda pública y recursos per cápita del sistema de financiación

b) Deuda pública y gasto público per cápita

nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 3.3.
Fuente: Banco de España (2011), IGAE (vv. aa.), INE (2011), Ministerio de Economía y Hacienda 
(vv. aa.) y elaboración propia.
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En cuanto a la relación entre crecimiento del PIB per cápita y 
la ratio de endeudamiento, no parece observarse relación alguna.

Para evaluar el efecto conjunto de las tres variables explicativas 
consideradas y las posibles relaciones entre las mismas, se ha rea-
lizado un ejercicio de regresión múltiple, cuyos resultados se pre-
sentan en la cuarta columna del cuadro 3.26.61 El coeficiente de 
los recursos del sistema de financiación corrobora la impresión del 
primer gráfico: cada punto porcentual adicional de recursos per 
cápita está asociado a una reducción de 0,23 puntos en el nivel de 
la ratio deuda/PIB, una diferencia sin duda importante, teniendo 
en cuenta el abanico tan diferente de recursos por habitantes de 
las comunidades. La relación entre deuda y PIB per cápita, prác-
ticamente inexistente en el gráfico, sigue siendo aquí irrelevante. 

La diferencia más notable se encuentra en el tercer deter-
minante considerado, el gasto per cápita de las comunidades 

61 Las tres primeras columnas del cuadro 3.26 presentan los resultados de las re-
gresiones simples. En el caso de las dos primeras, estas equivalen a la pendiente y el co-
eficiente de significatividad de las rectas de ajuste de los paneles a y b del gráfico 3.61.

  (1) (2) (3) (4)

Ln recursos del sistema de financiación -0,11 -0,23

(0,13) (0,11)

Ln gasto público per cápita  
de las comunidades autónomas

-0,04 0,13

(0,25) (0,26)

Ln PIB per cápita 0,00 0,05

     (0,95) (0,32)

R2 ajustado 0,10 0,02 0,00 0,07

F 2,6 1,4 0,0 1,4

Número de observaciones 15 17 17 15

nota: Debajo del valor de cada parámetro se detalla entre paréntesis el estadístico p, que muestra la significa-
tividad de la relación (por debajo de 0,1, una relación se considera significativa al 10%).
Fuente: IGAE (vv. aa.), INE (2011) y elaboración propia.

CUADRo	3.26:		Regresiones	entre	el	porcentaje	de	deuda	pública	
de	las	comunidades	autónomas	y	sus	determinantes
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autónomas. Mientras el gráfico mostraba una relación negativa, 
consistente en que a mayor gasto per cápita, menor nivel de deu-
da, una vez que se descuenta el efecto de los otros dos determi-
nantes emerge una relación positiva que concuerda más con la 
lógica económica: cuanto mayor es el nivel de gasto autonómico, 
mayor es el nivel de deuda pública. No obstante, es necesario ma-
tizar que esta relación es poco significativa, mientras que la rela-
ción entre los recursos del sistema de financiación y la deuda es 
más robusta.

Como conclusión, una parte relevante de las diferencias de 
gasto por habitante observadas entre comunidades autónomas se 
explica por los distintos recursos per cápita que ofrece a cada una 
de ellas el sistema de financiación. Pero estos no se deben tanto a 
que las necesidades por habitante sean diferentes entre regiones, 
sino por razones que tienen que ver tanto con la historia lejana y 
la desigual presencia territorial del Estado unitario anterior, como 
con la historia más reciente y el poder de negociación política de 
las comunidades durante el proceso descentralizador y, en par-
ticular, en los momentos en los que los sistemas de financiación 
han sido negociados.

Una consecuencia de esta situación es que los niveles de gasto 
por habitante son dispares en materias clave para la igualdad de 
oportunidades, como la salud y la educación, y no solo, ni, quizás, 
principalmente, debido al ejercicio de la autonomía. Precisamen-
te por la importancia que en todas las regiones se atribuye a estos 
servicios, la desigualdad en los niveles de gasto en los mismos es 
menor que en el resto de gastos, en los que parecen concentrase 
los efectos de las distintas restricciones financieras.

La otra consecuencia de los distintos niveles de financiación 
es el diferente nivel de endeudamiento. Las disparidades regiona-
les en este aspecto reflejan más diferencias en los niveles de sufi-
ciencia financiera que en la propensión al gasto. Esta conclusión 
debería ser tenida en cuenta en las circunstancias actuales, pues 
las dificultades de abordar programas de consolidación fiscal no 
son las mismas para gobiernos que disponen de más o de menos 
recursos, ni para los que gastan más o menos por habitante.
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3.5.	Sector	público,	crecimiento	y	renta	per	cápita

La información aportada por el banco de datos,62 elaborado en 
esta monografía sobre el despliegue territorial de los ingresos y 
gastos públicos en España, produce la impresión de que existe una 
gran heterogeneidad. El análisis realizado en los apartados 3.1 al 
3.4, sobre las causas y consecuencias de esa diversidad en materias 
tan importantes de la actuación pública, como las dotaciones de 
infraestructuras, las prestaciones sociales y la oferta de los servicios 
educativos y sanitarios, proyecta sombras sobre la justificación de 
las diferencias observadas en distintos ámbitos. Esas dudas refuer-
zan el interés de dos preguntas muy básicas acerca de los efectos 
de la actuación del sector público en las regiones españolas: ¿con-
tribuye a corregir la desigualdad interregional existente?; ¿realiza 
una aportación positiva al crecimiento económico y ayuda a conse-
guir la convergencia en renta entre las distintas regiones? 

Estas cuestiones enlazan directamente con las consideraciones 
de justicia distributiva y eficiencia que acompañan a la actuación 
del sector público y a los debates sobre los verdaderos resultados 
de la misma. Si esas acciones mejoraran la igualdad de oportu-
nidades o elevaran el nivel de crecimiento de una región, ello 
proporcionaría una justificación a dichas actividades desde una 
perspectiva igualitaria o desde una perspectiva utilitarista. En 
cambio, si la actuación del sector público no ofrece dichos resul-
tados en alguno de los campos, o no lo hace en ninguno de ellos, 
los argumentos a favor de su intervención se debilitan. 

Responder con precisión a estas preguntas es difícil, tanto 
porque la evidencia empírica no es fácil de obtener ni suele ser 
concluyente como porque se trata de cuestiones con una enorme 
carga ideológica, que contamina de manera casi inevitable las res-
puestas. En el caso que nos ocupa, además, las aproximaciones a 
estos problemas desde la perspectiva regional están con frecuen-
cia teñidas de valoraciones sobre las ventajas o inconvenientes de 
la descentralización. Así, por ejemplo, algunas de las asimetrías 
descritas a lo largo de esta monografía son en ocasiones juzgadas 

62 Véase http://www.fbbva.es/TLFU/tlfu/esp/areas/econosoc/bbdd/sector_
publico.jsp.
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como el efecto indeseable de la descentralización, sin tener en 
cuenta que buena parte de ellas existían antes, aunque no resul-
taran visibles. 

Contando con estas dificultades, antes de cerrar este estudio se 
proporcionará una descripción empírica orientada a responder a 
las dos preguntas planteadas, basándonos en los resultados de la 
actuación del sector público y la trayectoria de las regiones espa-
ñolas en los últimos años. Para ello es necesario contar con la base 
de datos del proyecto63 y con la información que proporciona la 
Contabilidad Regional de españa (INE 2011), cuyas mejoras recien-
tes ofrecen posibilidades interesantes para este propósito. 

3.5.1.	Sector	público	y	distribución	de	la	renta
Uno de los principales argumentos para la regulación de los 

mercados y la provisión pública de ciertos servicios es el valor social 
de una mayor equidad económica, una característica apreciada, en 
mayor o menor medida, en todas las sociedades modernas. Su fun-
damento emana del principio de justicia distributiva (Rawls 1971), 
que propone responsabilizar a los individuos solo de los actos sobre 
los cuales tengan capacidad de decisión. Según este principio, un 
individuo no debería sufrir las consecuencias de una menor do-
tación inicial de recursos por haber nacido en un hogar de renta 
baja o con problemas familiares severos, aspectos que, en prome-
dio, condicionan negativamente el desarrollo personal futuro. En 
cambio, los individuos sí deberían responsabilizarse de sus actos 
voluntarios, como el esfuerzo en educación o en su carrera laboral. 
Aunque no es sencillo delimitar qué características de un individuo 
son responsabilidad suya o de su entorno, este ideal de justicia ha 
cristalizado en el concepto de igualdad de oportunidades, por el cual 
el Estado ha de intentar proporcionar a los individuos unas con-
diciones que les permitan alcanzar lo que se propongan con las 
mismas posibilidades que otros, si realizan un esfuerzo similar. 

La igualdad de oportunidades es difícil de alcanzar, pero cons-
tituye la principal justificación para gran parte del gasto público 
social. Otra parte del gasto público no está ligado a dicho criterio 

63 Véase http://www.fbbva.es/TLFU/tlfu/esp/areas/econosoc/bbdd/sector_
publico.jsp.
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de justicia sino al principio del igualitarismo, por el cual todos los 
individuos de la sociedad deberían poder tener un nivel de vida 
digno, independientemente de cualquier otra consideración. Si-
guiendo este principio se establecen máximos y mínimos en las 
prestaciones de desempleo o en las pensiones, o se realizan trans-
ferencias dinerarias a las familias con dificultades extremas.

Los destinatarios de las actuaciones públicas a favor de la igual-
dad de oportunidades, o de la garantía de rentas, son los indivi-
duos, pero estas se realizan a través de instrumentos de naturaleza 
individual, como el pago de impuestos o transferencias monetarias, 
y de manera colectiva, como la provisión de servicios educativos 
o sanitarios. Aunque es bien conocido que la mayor desigualdad 
de renta es la que se produce entre los individuos, incluso dentro 
de la misma región (Goerlich y Mas 2001), también tiene sentido 
preguntarse si la desigualdad interregional de un ciudadano me-
dio de cada territorio resulta corregida tras la actuación del sector 
público, más todavía a la vista de la heterogeneidad territorial de-
tectada. Además es relevante contemplar el problema tomando en 
consideración tanto el efecto de los impuestos y las transferencias 
monetarias como el de las transferencias a las familias que se rea-
lizan en especie, a través de la prestación de los servicios públicos.

En el caso español es posible estudiar la desigualdad de renta 
entre las regiones antes y después de considerar los efectos de 
las actuaciones del sector público, utilizando la información que 
proporcionan las cuentas de las rentas de los hogares, recogidas 
como parte de la Contabilidad Regional (INE vv. aa.). Esta fuente 
estadística diferencia la cuenta de asignación de las rentas prima-
rias, la cuenta de distribución secundaria de la renta y la cuenta 
de redistribución de la renta en especie: 

— Las rentas primarias constituyen el saldo resultante de la 
renta recibida por los hogares en virtud de su participación 
directa en el proceso de producción, que comprende la 
remuneración de asalariados, el excedente de explotación 
y las rentas mixtas, más las rentas de la propiedad, como 
intereses, dividendos, etc.

— La cuenta de distribución secundaria de la renta muestra 
el saldo de rentas primarias, tras la redistribución que tie-
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ne lugar mediante los pagos de impuestos por parte de las 
familias al sector público, como los impuestos corrientes 
sobre la renta y sobre el patrimonio, etc. y las cotizaciones 
sociales. También los pagos del sector público a las familias, 
mediante las distintas transferencias monetarias, que inclu-
yen las prestaciones sociales, excluidas las trasferencias so-
ciales en especie, y las otras transferencias corrientes netas, 
tales como becas, multas, premios de loterías o juegos de 
azar. El saldo de esta cuenta es la renta disponible bruta.

— Por último, la cuenta de redistribución de la renta en espe-
cie añade al anterior saldo el valor de las transferencias socia-
les en especie realizadas por el sector público y recibidas por 
las familias, como servicios sanitarios, educativos, culturales, 
protección social, defensa del territorio, sistema judicial, 
etc., lo cual genera la renta disponible bruta ajustada.

El efecto de las actuaciones públicas sobre las familias que re-
siden en las distintas regiones se produce a través de todos esos 
instrumentos y puede afectar a la desigualdad interregional. In-
teresa contrastar si esta efectivamente se reduce y si, como cabría 
esperar, es la familia media de las regiones más pobres la más be-
neficiada de la redistribución.

El cuadro 3.27 resume las cuentas de renta de los hogares para 
el periodo 2000-2008, en términos per cápita. La primera colum-
na presenta la renta primaria bruta en cada territorio y las restan-
tes columnas, de izquierda a derecha, añaden las partidas a tener 
en cuenta para obtener los otros dos  indicadores definidos, tanto 
en términos per cápita como en porcentaje de la renta primaria 
bruta inicial. A la renta primaria bruta se le detrae la parte, ma-
yor o menor en función de las características socioeconómicas de 
cada región, que los hogares aportan a los recursos públicos como 
impuestos directos y las cotizaciones sociales (v. la columna se-
gunda del gráfico 3.27) y se le añade lo que reciben en concepto 
de prestaciones sociales en efectivo, como pensiones, desempleo, 
becas, etc. (v. la columna cuarta). Se obtiene así la renta disponi-
ble bruta (v. columna séptima), a la que se le añaden las transfe-
rencias sociales en especie (v. en la columna octava: educación, 
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sanidad, cultura, protección social, servicios colectivos, etc.), para 
obtener la renta disponible ajustada bruta (v. columna décima).

En promedio, los impuestos y cotizaciones sociales represen-
tan el 36,7% de la renta primaria bruta. A cambio, el ciudadano 
recibe prestaciones sociales y otras transferencias por un importe 
equivalente al 25,2% de la renta inicial y transferencias sociales en 
especie, como educación, sanidad, etc. que ascienden al 15,4% de 
la renta inicial. En el conjunto de las comunidades autónomas, el 
efecto final de todas estas actuaciones representa un incremento 
del 3,8% de las rentas de los hogares, que se financian con rentas 
de otros agentes privados, como empresas, o con endeudamiento. 

Al contemplar la distribución territorial se observa que las ma-
yores aportaciones por la vía de los impuestos y las cotizaciones, 
relativas a las rentas primarias de cada región, se dan en la Co-
munidad de Madrid, el Principado de Asturias y Cataluña, y las 
menores en la Comunidad Foral de Navarra, La Rioja y Castilla-La 
Mancha (v. el gráfico 3.62). Llama la atención que la Comunidad 
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GRáfICo	3.62:	 Peso	de	los	impuestos,	cotizaciones	y	transferencias	
sobre	las	rentas	primarias	brutas.	Media	2000-2008

 (porcentaje)

Fuente: INE (2011) y elaboración propia.



[ 278 ]  las diferencias regionales del sector público español

C
U

A
D

R
o

	3
.2

7:
		
C

ue
nt

as
	d

e	
re

nt
a	

de
	lo

s	
ho

ga
re

s.
	M

ed
ia

	2
00

0-
20

08
 

(e
ur

os
 c

on
st

an
te

s 
de

l 2
00

8 
po

r 
h

ab
it

an
te

)

 
R

en
ta

s	
pr

im
ar

ia
s	

br
ut

as
	[

A
]

Im
pu

es
to

s,
	c

ot
iz

ac
io

ne
s	

	
y	

tr
an

sf
er

en
ci

as
	[

B
]

P
or

ce
nt

aj
e	

[B
/A

]

P
re

st
ac

io
ne

s	
so

ci
al

es
1	

y	
ot

ra
s	

tr
an

sf
er

en
ci

as
	

co
rr

ie
nt

es
	[

C
]

P
or

ce
nt

aj
e	

[C
/A

]

D
is

tr
ib

uc
ió

n	
se

cu
nd

ar
ia

	
re

nt
a	

[(
B

	+
	C

)/
A

]
(p

or
ce

nt
aj

e)

A
n

da
lu

cí
a

12
.2

75
-4

.4
32

-3
6,

1
3.

56
9

29
,1

-7
,0

A
ra

gó
n

17
.6

33
-6

.3
49

-3
6,

0
4.

30
4

24
,4

-1
1,

6

A
st

ur
ia

s,
 P

. d
e

14
.2

34
-5

.5
32

-3
8,

9
5.

44
7

38
,3

-0
,6

B
al

ea
rs

, I
lle

s
18

.5
82

-6
.4

33
-3

4,
6

3.
93

8
21

,2
-1

3,
4

C
an

ar
ia

s
14

.6
61

-5
.2

06
-3

5,
5

3.
37

0
23

,0
-1

2,
5

C
an

ta
br

ia
15

.9
35

-5
.5

71
-3

5,
0

4.
37

5
27

,5
-7

,5

C
as

ti
lla

 y
 L

eó
n

15
.2

56
-5

.2
38

-3
4,

3
4.

33
6

28
,4

-5
,9

C
.-L

a 
M

an
ch

a
13

.0
41

-4
.4

24
-3

3,
9

3.
31

0
25

,4
-8

,5

C
at

al
uñ

a
19

.0
09

-7
.2

03
-3

7,
9

4.
41

4
23

,2
-1

4,
7

C
. V

al
en

ci
an

a
15

.0
91

-5
.5

52
-3

6,
8

3.
76

1
24

,9
-1

1,
9

E
xt

re
m

ad
ur

a
11

.2
42

-3
.8

40
-3

4,
2

3.
53

2
31

,4
-2

,7

G
al

ic
ia

13
.1

96
-4

.7
42

-3
5,

9
4.

22
7

32
,0

-3
,9

M
ad

ri
d,

 C
. d

e
21

.2
11

-8
.4

14
-3

9,
7

4.
41

9
20

,8
-1

8,
8

M
ur

ci
a,

 R
. d

e
13

.2
45

-4
.9

30
-3

7,
2

3.
50

0
26

,4
-1

0,
8

N
av

ar
ra

, C
. F

. d
e

20
.6

45
-6

.6
79

-3
2,

4
4.

07
3

19
,7

-1
2,

6

Pa
ís

 V
as

co
20

.1
84

-6
.9

05
-3

4,
2

4.
88

1
24

,2
-1

0,
0

R
io

ja
, L

a
17

.8
82

-5
.9

98
-3

3,
5

3.
89

8
21

,8
-1

1,
7

T
ot

al
	C

C
.	A

A
.

16
.1

38
-5

.9
28

-3
6,

7
4.

06
0

25
,2

-1
1,

6



efectos regionales de las actuaciones públicas  [ 279 ]

C
U

A
D

R
o

	3
.2

7	
(c

on
t.)

:		
C

ue
nt

as
	d

e	
re

nt
a	

de
	lo

s	
ho

ga
re

s.
	M

ed
ia

	2
00

0-
20

08
 

(e
ur

os
 c

on
st

an
te

s 
de

l 2
00

8 
po

r 
h

ab
it

an
te

)

1  D
is

ti
n

ta
s 

de
 tr

an
sf

er
en

ci
as

 s
oc

ia
le

s 
en

 e
sp

ec
ie

. 
Fu

en
te

: I
N

E
 (

20
11

) 
y 

el
ab

or
ac

ió
n

 p
ro

pi
a.

 
R

en
ta

	d
is

po
ni

bl
e	

	
br

ut
a	

[D
	=

	A
	+

	B
	+

	C
]

T
ra

ns
fe

re
nc

ia
s	

	
so

ci
al

es
	e

n	
es

pe
ci

e	
[E

]

R
ed

is
tr

ib
uc

ió
n	

re
nt

a	
	

en
	e

sp
ec

ie
	[

E
/A

]	
	

(p
or

ce
nt

aj
e)

R
en

ta
	d

is
po

ni
bl

e	
aj

us
ta

da
	b

ru
ta

		
[f

	=
	D

	+
	E

]

R
ed

is
tr

ib
uc

ió
n	

to
ta

l	
[G

	=
	B

	+
	C

	+
	E

]
P

or
ce

nt
aj

e	
[G

/A
]

A
n

da
lu

cí
a

11
.4

12
2.

41
7

19
,7

13
.8

28
1.

55
3

12
,7

A
ra

gó
n

15
.5

87
2.

59
4

14
,7

18
.1

82
54

9
3,

1

A
st

ur
ia

s,
 P

. d
e

14
.1

48
2.

53
1

17
,8

16
.6

79
2.

44
6

17
,2

B
al

ea
rs

, I
lle

s
16

.0
87

2.
30

5
12

,4
18

.3
92

-1
90

-1
,0

C
an

ar
ia

s
12

.8
26

2.
63

2
18

,0
15

.4
58

79
6

5,
4

C
an

ta
br

ia
14

.7
38

2.
59

3
16

,3
17

.3
31

1.
39

7
8,

8

C
as

ti
lla

 y
 L

eó
n

14
.3

55
2.

59
6

17
,0

16
.9

51
1.

69
5

11
,1

C
.-L

a 
M

an
ch

a
11

.9
27

2.
53

7
19

,5
14

.4
64

1.
42

3
10

,9

C
at

al
uñ

a
16

.2
20

2.
42

9
12

,8
18

.6
50

-3
59

-1
,9

C
. V

al
en

ci
an

a
13

.3
00

2.
39

5
15

,9
15

.6
95

60
4

4,
0

E
xt

re
m

ad
ur

a
10

.9
34

2.
67

2
23

,8
13

.6
07

2.
36

4
21

,0

G
al

ic
ia

12
.6

81
2.

51
5

19
,1

15
.1

96
2.

00
0

15
,2

M
ad

ri
d,

 C
. d

e
17

.2
16

2.
35

3
11

,1
19

.5
69

-1
.6

43
-7

,7

M
ur

ci
a,

 R
. d

e
11

.8
14

2.
45

4
18

,5
14

.2
68

1.
02

3
7,

7

N
av

ar
ra

, C
. F

. d
e

18
.0

38
2.

81
2

13
,6

20
.8

50
20

5
1,

0

Pa
ís

 V
as

co
18

.1
61

2.
95

0
14

,6
21

.1
10

92
6

4,
6

R
io

ja
, L

a
15

.7
82

2.
50

5
14

,0
18

.2
87

40
5

2,
3

T
ot

al
	C

C
.	A

A
.

14
.2

70
2.

48
7

15
,4

16
.7

56
61

8
3,

8



[ 280 ]  las diferencias regionales del sector público español

de Madrid y la Comunidad Foral de Navarra gocen de una renta 
primaria per cápita similar, de 21.211 euros la primera y 20.645 
euros la segunda, y, sin embargo, se sitúen en los extremos opues-
tos del ranking en cuanto a porcentaje de pago de impuestos y 
cotizaciones. Esta circunstancia se debe al sistema fiscal de las co-
munidades forales, que representa una evidente ventaja cuando 
se compara con las comunidades de régimen común. 

En las prestaciones sociales y otras transferencias recibidas  
(v. el gráfico 3.63) el mayor peso respecto de la renta primaria se 
da en el Principado de Asturias, Galicia y Extremadura; los me-
nores pesos se observan en la Comunidad Foral de Navarra, la 
Comunidad de Madrid e Illes Balears. El Principado de Asturias 
ocupa aquí la primera posición, al mismo tiempo que se sitúa en 
la segunda por impuestos y cotizaciones aportadas, pero debe te-
nerse en cuenta que una parte importante de las prestaciones mo-
netarias, las pensiones contributivas, sobre todo, se derivan de las 
cotizaciones realizadas y también que las familias del Principado 
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GRáfICo	3.63:	 Peso	de	las	prestaciones	sociales	y	otras	transferencias	
sobre	las	rentas	primarias	brutas.	Media	2000-2008

 (porcentaje)
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de Asturias perciben importantes ayudas a los trabajadores de sec-
tores industriales reconvertidos.

Las transferencias sociales en especie se asocian a los servicios 
públicos de educación, sanidad, protección social, etc. a los cuales 
se accede de manera gratuita o con aportaciones muy inferiores 
al coste real de los mismos. En este aspecto, son Extremadura, 
Andalucía, Castilla-La Mancha y Galicia las regiones relativamen-
te más beneficiadas (v. el gráfico 3.64). Cabe llamar la atención 
acerca del hecho de que en algunos de los territorios con rentas 
per cápita mayores se observa un menor gasto por habitante en 
dichos servicios (v. el cuadro 3.27). 

El gráfico 3.65 muestra el cambio porcentual que tiene lugar 
en las rentas de los hogares per cápita como consecuencia de la 
actuación del sector público. En él se aprecia que, en promedio, 
son los hogares de Illes Balears, Cataluña y, sobre todo, de la 
Comunidad de Madrid los que soportan el coste de la solidari-
dad, reduciendo sus rentas disponibles. Pero, gracias a ello, los 
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GRáfICo	3.64:		 Peso	de	las	transferencias	sociales	en	especie	
sobre	las	rentas	primarias	brutas.	Media	2000-2008

 (porcentaje)
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incrementos porcentuales que se producen en las rentas familia-
res disponibles per cápita de algunas regiones son sustanciales: 
Extremadura (21%), el Principado de Asturias (17,2%) y Galicia 
(15.2%) son las más beneficiadas; y Andalucía, Castilla y León, y 
Castilla-La Mancha también mejoran más de un 10%. 

Para valorar si ese efecto redistributivo responde al objetivo de 
mejorar la situación de los hogares de las regiones con menor ni-
vel medio de renta, los saldos presentados son puestos en relación 
con las rentas primarias brutas. El gráfico 3.66 confirma que, en 
términos generales, la relación entre las dos variables es negativa, 
es decir, el efecto positivo es mayor en las regiones con una me-
nor renta per cápita inicial. Esta impresión visual es corroborada 
con la reducción que se observa en la desigualdad al calcular indi-
cadores como el coeficiente de variación o el índice de Gini, que 
se reducen al pasar de la renta primaria a la renta disponible o de 
esta a la renta disponible ajustada.
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GRáfICo	3.65:		 Peso	del	efecto	redistribuidor	total	sobre	
las	rentas	primarias	brutas.	Media	2000-2008

 (porcentaje)
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nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 3.3.
Fuente: INE (2011) y elaboración propia.

Sin embargo, son numerosas las observaciones alejadas de la 
línea de tendencia del gráfico 3.66 y algunas de ellas resultan muy 
significativas. Así, las dos comunidades forales, cuyas rentas pri-
marias superan con mucho la media, presentan un saldo positivo 
que mejora todavía más su posición relativa como resultado de 
las actuaciones públicas, superior en el caso del País Vasco, con 
un 4,6%. Al mismo tiempo, distintas comunidades con niveles de 
rentas primarias inferiores a la media obtienen saldos positivos, 
pero menores de los que cabría esperar, siendo la mayor de las 
distancias horizontales a la línea de tendencia la de la Región de 
Murcia, una comunidad en la que el gasto público es muy bajo. 

Las tres conclusiones que cabe obtener de estos resultados son 
las siguientes. La primera que, en términos generales, no se pue-
de negar que las actuaciones del sector público tienen el efecto de 
reducir la desigualdad entre las rentas medias de los hogares. La 
segunda, que la corrección de la desigualdad opera tanto a través 
de las actuaciones monetarias, que comprenden el pago de im-
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puestos y de transferencias monetarias, como mediante la oferta 
de servicios públicos, que representan transferencias en especie. 
Y la tercera que, más allá de estas tendencias generales, existen 
anomalías en la intensidad con la que opera esa redistribución 
en cada región concreta, siendo la más llamativa la de las comu-
nidades forales, donde la renta disponible ajustada por habitante 
se sitúa por encima de la renta primaria, a pesar de situarse esta 
última por encima de la media española. 

3.5.2.	Sector	público	y	crecimiento	regional
La otra cuestión planteada al principio de este apartado hace 

referencia a la relación entre las actuaciones públicas en las re-
giones y su eficiencia económica. La teoría económica argumenta 
que un mayor nivel de gasto público puede llevar asociado, cete-
ris paribus, un menor nivel de crecimiento, debido a la distorsión 
asignativa que generan los impuestos necesarios para su manteni-
miento y a la utilización de factores productivos escasos por parte 
del sector público. Pero, en sentido contrario, la actuación públi-
ca también puede reforzar el crecimiento si favorece la acumu-
lación de capital público o capital humano y si impulsa cambios 
estructurales que resulten productivos. 

A pesar de los numerosos desarrollos teóricos y empíricos, la 
literatura que ha tratado el tema no parece haber llegado a con-
clusiones rotundas.64 

64 Agell, Lindh y Ohlsson (1997) analizaron la relación entre el tamaño del sector 
público de las economías de la OCDE y su crecimiento económico sin hallar una dife-
rencia significativa entre países con distintos niveles. Fölster y Henrekson (2001) revi-
saron dichos resultados y, tras corregir algunos problemas econométricos del estudio 
inicial, concluyeron que existía una relación negativa y significativa entre el tamaño 
del sector público y el crecimiento económico. Agell, Lindh y Ohlsonn (1999), tras 
volver sobre el problema, defienden, como también otros autores, que es improbable 
llegar a una conclusión clara a través de regresiones transversales debido a la enorme 
cantidad de factores que intervienen en la relación, como distintos sistemas impositi-
vos, diferente composición del gasto público, distintos flujos de inversión, etc., impo-
sibles de controlar simultáneamente. Incluso en el caso de que la relación real entre 
el tamaño del sector público y el crecimiento económico fuese negativa, el hecho 
de que un mismo factor institucional o cultural puedan causar simultáneamente un 
menor grado de evasión fiscal y un mayor crecimiento, empañaría la relación empí-
rica entre ambos factores. Conte y Darrat (1988), aplicando distintas técnicas para el 
establecimiento de la causalidad, habían llegado tiempo atrás a la misma conclusión, 
no encontrando un impacto discernible en ningún sentido.
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Algunos autores han intentado responder a la pregunta a par-
tir de enfoques que subrayan la importancia de ciertos gastos pú-
blicos.65 

No obstante, el estudio de los efectos del gasto público en el 
caso de las regiones de un mismo país ha de realizarse con especial 
cuidado, debido a la existencia de flujos de fondos interregiona-
les, casi siempre a través de la Hacienda central, que desligan una 
parte del esfuerzo que representa el gasto público de su financia-
ción por la economía del territorio. De hecho, en las regiones que 
disfrutan de un saldo positivo duradero como consecuencia de 
las actuaciones del sector público, la demanda recibe un impulso 
neto permanente que equivale a poder gastar con déficit sin tener 
que pagar la deuda.

Para analizar esta cuestión en el caso español, en los gráficos 
3.67, 3.68 y 3.69 y en sus regresiones se han utilizado datos que al-
canzan solo hasta 2007, porque la llegada de la crisis en el 2008 ha 
causado una notable disrupción en los niveles de crecimiento de 
las distintas comunidades. Puesto que en este apartado se descri-
be la relación estructural entre el sector público y la renta de los 
habitantes, la variabilidad en las tasas de crecimiento de la renta 
que introduce la crisis dificultaría la extracción de conclusiones.

El gráfico 3.67 muestra la relación simple entre el crecimiento 
del PIB de las regiones y el peso del gasto público en el PIB. Se 
puede apreciar una relación positiva, pero es preciso señalar que 
la mayoría de comunidades que copan la clasificación de creci-
miento del PIB son las comunidades del sur y este de España, 
las cuales han experimentado un crecimiento demográfico mu-
cho más intenso que las del norte. Para tener en cuenta la diná-
mica demográfica en esta relación, el gráfico 3.68 considera el 
crecimiento del PIB per cápita y el nivel de gasto per cápita. La 
relación vuelve a ser significativamente positiva: aquellas comuni-
dades con un mayor gasto público por habitante parecen haber 
crecido a mayor velocidad.

65 Aschauer (1989) llegó a la conclusión de que la inversión en infraestructuras sí está 
relacionada con una mayor productividad, resultados confirmados posteriormente por 
numerosos autores como, por ejemplo, Henderson y Kumbhakar (2006). Mas et ál. (1994, 
1996) y De la Fuente (2008) obtienen resultados en la misma línea para el caso de España.
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nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 3.3.
Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Ministerio de la Presidencia (2009), Uriel y Barbe-
rán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	3.67:	 Crecimiento	del	PIB	y	gasto	público,	2000-2007
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nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 3.3.
Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Ministerio de la Presidencia (2009), Uriel y Barbe-
rán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	3.68:		 Crecimiento	del	PIB	per	cápita	y	gasto	público
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No obstante, estos dos gráficos presentan solo correlaciones 
simples entre ambas variables y la literatura sobre crecimiento 
económico ha identificado algunos factores cuya omisión puede 
sesgar las conclusiones. Por ejemplo, según la hipótesis de con-
vergencia, dentro de un entorno institucionalmente similar, es de 
esperar que se produzca una convergencia en el nivel de renta 
per cápita conforme el capital fluya hacia donde su productivi-
dad marginal sea mayor, debido a su escasez relativa, causando 
un mayor crecimiento en las comunidades de renta baja. Por otra 
parte, el Estado gasta más en las comunidades de menor renta 
para nivelar el acceso a los servicios públicos. Por tanto, la omi-
sión de la renta inicial en la relación que capta el gráfico podría 
estar adjudicando al gasto público el crecimiento producido por 
un proceso natural de convergencia. 

Para sortear este problema, se realiza el mismo análisis descon-
tando el papel de la renta inicial y el capital humano inicial de 
cada comunidad, medido a través de los años medios de estudio 
(hipótesis de convergencia). Se estima un modelo estándar de 
crecimiento y se descuenta el efecto de ambos factores, mediante 
la siguiente ecuación: 

CrecYpc Ypc KH SP u= + ( ) + ( ) + +α β γ δlog log
0 0

Crec Ypc es el crecimiento de la renta per cápita de cada comu-
nidad entre el 2000 y el 2007, Ypc

0 
es su renta per cápita inicial, 

KH
0
 es el número medio de años de escolarización de los habi-

tantes de la comunidad y SP  el peso medio del sector público 
respecto al PIB durante el periodo considerado. Tras el proceso 
de estimación, se elimina el efecto de la convergencia y del capital 
humano de la siguiente forma:

CrecYpc Ypc KH SP− ( ) − ( ) =ˆ log ˆ log ˆβ γ δ
0 0

El resultado de la estimación puede consultarse en el cuadro 
3.28.

El gráfico 3.69 muestra la relación resultante, según la cual, 
tras descontar ambos efectos, el peso del sector público afecta 
positiva y significativamente al crecimiento. La elevada relación 
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nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 3.3.
Fuente: Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las 
Entidades Locales e IGAE (vv. aa.), INE (2011), Ministerio de la Presidencia (2009), Uriel y Barbe-
rán (2007) y elaboración propia.

GRáfICo	3.69:		 Crecimiento	del	PIB	per	cápita	y	gasto	público,	2000-2007	

Ln renta per cápita inicial 0,00

(0,5)

Ln capital humano inicial 0,01

(0,6)

Peso medio del sector público (porcentaje del PIB) 0,02

 (0,13)

R2 ajustado 0,045

Número de observaciones 17

CUADRo	3.28:		Regresión	entre	el	crecimiento	del	PIB	per	cápita	
y	la	dimensión	del	sector	público,	2000-2007

nota: Debajo del valor de cada parámetro se detalla entre paréntesis el estadístico p, que muestra 
la significatividad de la relación (por debajo de 0,1, una relación se considera significativa al 10%).
Fuente: IGAE (vv. aa.), INE (2011) y elaboración propia.



efectos regionales de las actuaciones públicas  [ 289 ]

entre gasto público y crecimiento que se observa en Extremadura 
se debe a que la comunidad partía de un nivel de capital humano 
más reducido que la media española, por lo que el efecto del sec-
tor público sobre su crecimiento ha de ser mayor que en regiones 
como la Comunidad de Madrid, que representa el caso opuesto, 
por partir con un alto nivel de capital humano. Por lo tanto, un 
mayor nivel relativo de gasto público ha venido asociado a mayo-
res tasas de crecimiento en las comunidades autónomas. 

No obstante, es necesario recordar que esta relación se ve fa-
vorecida por el hecho de que las diferencias en gasto público no 
son financiadas con recursos de la propia comunidad, sino con 
recursos externos. Así pues, ese efecto se puede deber, en parte, 
a que en algunas regiones el gasto público sostiene de manera 
permanente la demanda.66

En la línea ya comentada sobre la importancia de diferenciar 
los efectos de los distintos tipos de gasto, alguna literatura ha es-
tudiado el papel del gasto público, atendiendo a si este tiene por 
objetivo aumentar la igualdad de oportunidades.67 En el caso de 
España, al realizar esa distinción en el gasto de las comunidades 
autónomas los resultados parecen apuntar en la dirección de di-
cha hipótesis. 

El cuadro 3.29 muestra los resultados del ejercicio. Por un 
lado, se ha considerado en conjunto el gasto per cápita en las fun-
ciones de educación y transporte, como el gasto más susceptible 
de generar incrementos de capital. Por otro, se ha considerado el 
resto del gasto, también en términos per cápita. El coeficiente que 
acompaña al gasto per cápita en educación y transporte, 0,012, 
no es completamente significativo debido a la variabilidad de los 

66 Por otra parte, la significatividad de la relación no es alta y los resultados son 
sensibles a otras especificaciones funcionales y temporales. Al realizar comprobaciones 
de robustez utilizando modelos de panel y otros cambios en las especificaciones, los 
resultados presentan mucha variabilidad, algo común en la literatura de crecimiento, 
en parte debido a la model uncertainty (‘incertidumbre del modelo’), y en parte debido 
a la calidad de los datos (v. Ciccone y Jarocinski 2010; o Moral 2010).

67 Mas et ál. (1995), Bourguignon, Ferreira y Walton (2007) y Marrero y Rodríguez 
(2010) han encontrado evidencia de que el gasto que responde a esta orientación, 
como el que mejora el stock de capital físico (inversiones) o humano (educación), 
puede ser un determinante robusto del crecimiento.
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datos, pero es mucho más alto que el que se obtiene al realizar el 
ejercicio con el resto del gasto público. 

En conclusión, la relación entre crecimiento y gasto público 
parece endeble, o difícil de establecer empíricamente, pero los 
resultados parecen apuntar a una relación más clara cuando parte 
del gasto se financia con transferencias externas a la región y el 
efecto se produce en mayor medida si se considera solo el gasto 
susceptible de elevar el stock de capital de una región.

3.6.	Conclusiones

Tras constatar las amplias diferencias regionales en los ingresos 
y gastos públicos, en el capítulo 3 han sido analizados los efectos 
y las causas de las mismas en varios ámbitos relevantes, como las 
dotaciones de capital, el acceso a la educación y la sanidad y las 
prestaciones sociales. También se ha estudiado la relevancia de 
la financiación autonómica para explicar las diferencias mencio-
nadas y, por el último, los resultados de la actuación del sector 

(1) (2)

Ln renta per cápita inicial -0,00 0,00

(0,79) (0,5)

Ln capital humano inicial 0,01 -0,01

(0,38) (0,13)

Ln gasto público per cápita en educación e infraestructuras 0,012

(0,15)

Ln resto del gasto público per cápita 0,001

  (0,7)

R2 ajustado 0,02 0,00

Número de observaciones 17 17

nota: Debajo del valor de cada parámetro se detalla entre préntesis el estadístico p, que muestra la 
significatividad de la relación (por debajo de 0,1, una relación se considera significativa al 10%).
Fuente: IGAE (vv. aa.), INE (2011) y elaboración propia.

CUADRo	3.29:		Regresiones	entre	el	crecimiento	del	PIB	
per	cápita	y	el	gasto	público	por	funciones
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público en las regiones, en términos de solidaridad interregional 
y crecimiento económico.

Las sustanciales diferencias de las actuaciones públicas en las 
regiones pueden tener su origen en factores diversos. En primer 
lugar, pueden deberse a que las necesidades de los distintos terri-
torios son objetivamente diferentes, ya que las determinan: el vo-
lumen de población y crecimiento demográfico; la estructura por 
edades de la población que influyen en la demanda de servicios, 
como la sanidad, la educación y las pensiones; el nivel de renta y 
tasa de pobreza; la orografía y superficie; etc. También pueden 
explicarse por las distintas preferencias de los ciudadanos y sus go-
biernos acerca del nivel de provisión de cada uno de los servicios 
públicos, y el modo de ofrecerlos en cada región. De hecho, las 
diferencias son notables en el uso de la oferta pública o la privada 
concertada en lo que se refiere a los servicios de salud, educación, 
sociales o de transporte. Ello influye en el número de empleados 
públicos, las características de los servicios y el coste unitario de 
los mismos. Pero las diferencias de gasto entre territorios pueden 
deberse también a los recursos de los que disponen los gobiernos 
regionales y locales, como consecuencia de los sistemas de finan-
ciación de los mismos, así como a los criterios de asignación terri-
torial de los recursos de las Administraciones centrales. 

Según el análisis realizado, las disparidades observadas refle-
jan, en buena medida, diferencias históricas en los niveles de 
actuación de la Administración Pública en las regiones. Existían 
antes de la descentralización y los modelos de financiación auto-
nómica no los han corregido suficientemente, a pesar de tomar 
como referencia básica la población. Estas diferencias son eviden-
tes cuando se comparan las Haciendas comunes y forales, pero 
también entre territorios comunes, y permanecen con la descen-
tralización porque, aunque se definieron reglas de cálculo de ne-
cesidades y reparto de fondos más objetivas, la aplicación efectiva 
de las mismas es solo parcial. 

Es importante advertir que las diferencias se arrastran desde 
que las valoraciones iniciales de los traspasos, derivadas del méto-
do del coste efectivo, reflejaron lo que el estado unitario anterior 
hacía en cada territorio. Como en realidad no ofrecía los servicios 
al mismo nivel y esas diferencias no se han eliminado en las nume-
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rosas reformas de los modelos de financiación, las comunidades 
autónomas disponen de distintas capacidades de gasto que con-
dicionan la prestación de servicios en su territorio. También en 
buena medida por esta razón han acumulado diferente niveles de 
endeudamiento por habitante, más elevado cuanto menos recur-
sos poseen las comunidades y no cuanto más gastan. 

La asignación territorial del gasto de la Administración central 
del Estado también es desigual y puede explicarse por distintas 
vías: criterios de eficiencia general, como por ejemplo, atender 
a la funcionalidad de las redes generales de infraestructuras; 
criterios de equidad interterritorial por intensificarse para com-
pensar la menor capacidad fiscal o las mayores necesidades de 
las regiones más pobres; y como consecuencia de mecanismos es-
trictamente políticos, que puedan determinar la influencia de los 
territorios en los procesos de decisión de los poderes del Estado. 
Así se pone de manifiesto cada vez que se negocia un modelo de 
financiación autonómica para las comunidades de régimen co-
mún, un concierto económico con las comunidades forales o un 
apoyo en las cortes generales con los partidos nacionalistas. Parte 
de los datos presentados son difíciles de explicar si no es como 
resultado de factores de esta naturaleza. Una prueba de ello es 
que, en la mayoría de las comunidades de régimen común, las 
desviaciones en el gasto por habitante respecto a la media, tanto 
positivas como negativas, tienen el mismo signo en el gasto de la 
Administración central y la autonómica, a pesar de los distintos 
campos competenciales en los que se mueven.

En el caso de la Seguridad Social las diferencias existen, pero 
su explicación es distinta. Las coberturas y los niveles de las presta-
ciones reflejan, en primer lugar, las disparidades regionales en las 
tasas de empleo y desempleo, salarios y regímenes de cotización. 
Por tanto, el gasto por habitante en prestaciones aumenta en las 
regiones cuyo nivel salarial es mayor y su población más enveje-
cida. Ahora bien, siendo esta la lógica general, las prestaciones 
pagadas en algunos territorios ponen en cuestión parcialmente el 
papel redistribuidor de la caja única de la Seguridad Social, que 
existe pero muestra anomalías.

¿Cuáles son las implicaciones de estas asimetrías de gasto tan 
amplias sobre el acceso a los servicios públicos en las regiones? La 
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primera y más general es que el nivel al que estos se prestan no pa-
rece ser el mismo, pues las diferencias de gasto por habitante son 
mucho mayores de lo que pueden explicar distintos índices de 
necesidad per cápita o de coste, en ámbitos tan relevantes como 
la sanidad, la educación o las infraestructuras.

En el caso de las dotaciones de capital público se ha compro-
bado que, si bien el cálculo de las dotaciones relativas es sensible a 
los indicadores considerados de tamaño de las regiones, es decir, 
población, PIB y superficie, en cualquier caso, parece fuera de 
duda que la distribución del stock de infraestructuras no responde 
por igual a las necesidades y la dimensión de cada territorio. 

El acceso a la educación y la sanidad es ampliamente recono-
cido como una pieza clave del desarrollo humano, por esto, para 
la mayor parte de la población, la mejora de las oportunidades en 
estos dos ámbitos está decisivamente vinculada a la actuación pú-
blica. Dado que el gasto público en estos servicios está hoy en ma-
nos de las comunidades autónomas y es desigual entre territorios, 
se plantea con insistencia una cuestión relevante: si la descentra-
lización está levantando obstáculos a la igualdad de oportunida-
des de los ciudadanos que viven en diferentes regiones y por qué. 
La respuesta que se deriva del análisis realizado es que ese riesgo 
existe, pero viene de lejos, aunque es cierto que permanece en la 
españa de las autonomías. 

Como es sabido, los niveles educativos españoles eran bajos 
hasta hace poco y, aunque han mejorado en las últimas décadas, 
todavía se sitúan por debajo de la media de los países avanzados. 
Las mejoras se han producido en todos los territorios, benefi-
ciando sobre todo a los más jóvenes, pero las desigualdades entre 
regiones siguen siendo importantes y no se aprecia un proceso 
de convergencia en los niveles de estudios y de matriculación, en 
especial en el caso de los estudios superiores. Las importantes di-
ferencias de gasto público por alumno entre regiones responden 
en buena medida al nivel general de recursos de los que disponen 
las comunidades autónomas que prestan estos servicios. Así pues, 
una comunidad de bajo nivel de renta puede gastar más en edu-
cación si se encuentra entre las que disponen de más recursos por 
habitante; pero eso no siempre sucede y también existen regiones 
con bajo nivel de renta y recursos públicos por debajo de la media. 
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Una pregunta relevante es si en las comunidades que gastan 
menos en educación por poseer menos recursos, se debilitan los 
niveles educativos y la calidad del servicio. En algunas regiones, 
parte de los efectos de la más estricta restricción presupuestaria se 
compensan basando más la provisión de este servicio en la oferta 
privada. Esta es más barata, pues los conciertos educativos tienen 
un coste por alumno inferior al de la escuela pública, debido a 
los distintos costes salariales y al número medio de alumnos por 
profesor. La siguiente pregunta es: si esa oferta más barata tiene 
consecuencias sobre la calidad y los resultados educativos, en tér-
minos de abandonos y retrasos. Una respuesta en profundidad a 
esta cuestión excede con mucho al análisis que se ha desarrollado 
en el capítulo 3, pero los resultados de la aproximación realiza-
da apuntan que así es. Por consiguiente, en algunas regiones la 
menor disponibilidad de recursos puede suponer perpetuar sus 
desventajas educativas.

En cuanto a los servicios sanitarios, el gasto por habitante entre 
comunidades presenta también diferencias sustanciales, aunque 
se observa cierta tendencia a converger a lo largo del tiempo. Una 
parte de las mismas se explica por la estructura demográfica de 
las regiones y el peso de la población mayor de 65 años, pero, de 
nuevo, la restricción financiera general de las comunidades y su 
nivel de recursos resulta muy relevante, lo que no es sorprendente 
porque la sanidad es una parte muy importante del gasto total. 

Como sucedía con la educación, debería cuestionarse si la más 
estricta restricción presupuestaria se puede asimilar mediante de-
cisiones de política y gestión sanitaria, como la provisión pública 
o privada de los servicios, los niveles de retribución del personal, 
etc., o si afecta a la calidad del servicio sanitario y a la salud de la 
población. Se trata de preguntas que no pueden contestarse satis-
factoriamente a partir del análisis realizado en esta monografía, 
pero la exploración realizada señala que, en efecto, la dimensión 
de la porción de la población que usa servicios privados puede 
afectar al gasto; y, también, que más gasto por habitante no im-
plica necesariamente mayor satisfacción por los servicios ni mejor 
percepción del estado de salud por parte de la población.

Tras contemplar el despliegue territorial de la actuación del 
sector público en España, desde las múltiples perspectivas que lo 
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ha hecho el estudio, emergen tres rasgos generales que merece 
la pena subrayar. El primero es que la presencia y el grado de 
dependencia del sector público en las regiones es muy desigual. 
El segundo es que esa desigualdad no siempre se explica por ra-
zones de eficiencia o de equidad interterritorial. Y el tercero que, 
para valorar el conjunto de la actuación redistributiva del sector 
público entre territorios, es relevante considerar tanto las transfe-
rencias monetarias que afectan a la renta disponible de los ciuda-
danos, como las prestaciones que se reciben en especie, a través 
del acceso a servicios públicos, como la educación o la sanidad, 
los cuales, como se ha comentado, no son ofrecidos al mismo ni-
vel en todas las regiones.  

Cabría esperar que, en conjunto, el signo de esos saldos redis-
tributivos fuera positivo y su cuantía creciente, en las regiones con 
menor nivel de renta, y negativo, de cuantía también creciente, 
en las de mayor renta. La tendencia general es esa y, gracias a 
ello, las familias de algunas regiones mejoran sus rentas entre un 
10% y un 20%. Pero existen desviaciones respecto a esa tendencia 
general, que resultan difíciles de explicar, y algunas incluso repre-
sentan claras anomalías. Ese es el caso de las comunidades forales, 
que con niveles medios de renta elevados se benefician de saldos 
redistributivos públicos positivos. 

En suma, la importante diversidad de niveles de gasto públi-
co por habitante entre territorios va acompañada de una notable 
falta de nitidez de sus efectos redistributivos. Estos, en general, 
no se pueden negar, pero responden a pautas confusas, lo que de-
bilita la credibilidad de los criterios de solidaridad interregional 
con los que actúa un sector público, en cuya estructura la referen-
cia a la dimensión territorial está siempre presente. No obstante, 
debe insistirse en que este problema se pone ahora de manifiesto, 
pero no es una consecuencia del desarrollo del Estado de las au-
tonomías sino, fundamentalmente, de la historia previa. En ese 
sentido, la descentralización ha hecho más transparente la dispar 
incidencia territorial del gasto público, aunque la ha paliado en 
escasa medida.

La última cuestión considerada en el capítulo 3 ha sido el 
efecto del sector público sobre el crecimiento y la convergencia 
regional. Un mayor peso del gasto público en el PIB regional sos-
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tiene la demanda agregada y puede contribuir más al crecimiento 
si existe un flujo neto de gasto sostenido financieramente desde 
fuera del territorio, como sucede en algunas regiones. En efecto, 
los datos indican que, en el periodo 2000-2008, las regiones en las 
que el sector público tenía mayor peso en el PIB per cápita han 
crecido más. Pero, ese impulso neto del gasto público es mayor de 
la misma manera en algunas regiones pobres, como Extremadura 
o Galicia, que en algunas ricas, como el País Vasco, por lo que 
podría no contribuir a la convergencia. No obstante, el análisis 
realizado concluye que las regiones convergen, en particular, una 
vez se tienen en cuenta las diferencias de punto de partida entre 
las mismas, y que el mayor gasto público por habitante contribuye 
a ello.
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